
CODIGO DE JUSTICIA MILITAR

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: A continuación, tiene el uso de la palabra el
diputado Ernesto Alarcón Trujillo, del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, para presentar
iniciativa de decreto que expide el Código de Justicia Mi-
litar.

El diputado Ernesto Alarcón Trujillo: Con su permiso,
diputada Presidenta. El que suscribe, Ernesto Alarcón Tru-
jillo, en mi carácter de diputado federal de la LIX Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión y Secretario de la Comisión de Defensa Nacional,
en ejercicio de la facultad que me confieren los artículos
71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y con fundamento en los artículos
55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a la consideración del Pleno de la Cámara de Dipu-
tados el siguiente decreto que expide el Código de Justicia
Militar, de conformidad con la siguiente exposición de mo-
tivos:

Las Fuerzas Armadas Mexicanas, a fin de cumplir con los
requerimientos de la evolución social en el ámbito jurídico
penal que les permitan garantizar la conservación de la dis-
ciplina y el desarrollo armónico de sus integrantes, en rela-
ción con su organización, funcionamiento y misiones, es
necesario proporcionarles nuevos conceptos en el ámbito
jurídico penal que complementen los ya tradicionales, para
enfrentar los cambios sociales y responder con los com-
promisos que la sociedad le requiere a las Institutciones Ar-
madas Nacionales.

El artículo 13 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, determina la existencia del Fuero de
Guerra, al que le corresponde conocer de los delitos y fal-
tas cometidos contra la disciplina militar, la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, en su artículo 29
fracciones I, y X, determina que corresponde a la Secreta-
ría de la Defensa Nacional, Organizar, Administrar y pre-
parar al Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, así como ad-

ministrar la justicia militar y la Ley Orgánica del Ejército
y Fuerza Aérea Mexicanos, determina los Órganos del Fue-
ro de Guerra en sus artículos 26, 27, 28, 29, 30 y 31.

La Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos,
establece que dichas Fuerzas Armadas deben ser organiza-
das, adiestradas y equipadas conforme a los requerimientos
que reclama el cumplimiento de sus misiones; en la inter-
pretación de las disposiciones dictadas para preparar a sus
integrantes, a fin de coordinar las acciones para la citada fi-
nalidad, se requiere de disciplina, la que se constituye en el
imperativo de actitud castrense como la norma de convi-
vencia individual con efecto colectivo, siendo consecuen-
cia que la disciplina castrense como ordenamiento de con-
ducta primario, esté jurídicamente protegida por el Código
de Justicia Militar, como la piedra angular de conducta nor-
mativa para los integrantes del Ejército, Fuerza Aérea y Ar-
mada de México, siendo el citado Código, la materializa-
ción legislativa del Fuero de Guerra.

El Derecho Militar es un conjunto de normas jurídicas que
regulan la actuación y las relaciones derivadas de la vida
marcial, así como los deberes de cada uno de los miembros
de las Fuerzas Armadas, cuyo espíritu fundamental es la
disciplina que requiere de honor, honradez, valor, lealtad,
espíritu de sacrificio y amor a la patria, lo que permite la
existencia y funcionamiento de las Instituciones Armadas y
sostener un compromiso permanente con los Órganos del
Estado. Los valores son el mejor legado de las antiguas ge-
neraciones de militares que, con su ejemplo y constancia
construyeron paso a paso la moderna Institución Armada
de nuestro país.

Si el Derecho Militar, se genera inspirado en la institución
militar y ésta a su vez en la disciplina, que otorga cohesión
y eficacia a las Fuerzas Armadas, podemos afirmar que es-
te derecho se sustenta en una estructura fundamental, ne-
cesaria en toda organización del Estado, puesto que garan-
tiza su existencia y seguridad. Asimismo, la disciplina
militar es un medio necesario para la realización de los más
altos fines que le son encomendados, garantizando el res-
peto a la sociedad y el cumplimiento de sus misiones ge-
nerales.
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En este contexto, se advierte que el Derecho Militar emer-
ge de sus relaciones con otras ramas jurídicas, preservando
su conexidad cordial y provechosa con las normas del or-
den público, que se traduce en una interdependencia recí-
proca y permanente, tales como el Derecho Constitucional,
el Derecho Administrativo, el Derecho Internacional y el
Derecho Humanitario.

La razón de ser de las Fuerzas Armadas Mexicanas, se sus-
tenta en su disciplina y en la lealtad de sus hombres, por lo
que en el cumplimiento de la misión encomendada sopor-
tan las vicisitudes y privaciones que se les presentan, en su
finalidad de proteger al pueblo de México, como ocurrió en
la defensa de nuestra nación en la lucha contra la invasión
de los ejércitos francés y norteamericano en los años 1838
y 1846.

Asimismo, en tiempo de paz con la misma entereza se
cumple con las labores sociales y humanitarias para salva-
guardar los intereses de nuestra sociedad.

El Código de Justicia Militar previene un catálogo de deli-
tos, que por su extrema gravedad merecen ser reprimidos
con toda severidad, siendo éstos, a saber: Traición a la Pa-
tria, Espionaje, Delitos contra el Derecho de Gente, Rebe-
lión, Insubordinación causando la muerte a un superior.
Asonada, Abandono de Puesto, Abandono de Buque o
Convoy, Extralimitación y Usurpación de Mando o Comi-
sión, Infracción de Deberes Militares correspondientes a
cada militar según su Comisión o Empleo, los cuales pre-
vienen castigos ejemplares para los militares, en tiempo de
guerra o de paz, según sea el caso, con la finalidad de pre-
servar la disciplina entre las filas de los integrantes de las
Fuerzas Armadas, ya que se trata de personas que están
comprometidos con su país a entregar inclusive su propia
vida, si fuera necesario, por lo que, es indispensable una
norma especial, que represente la ley penal castrense.

Los Órganos del Fuero de Guerra, son instituciones consti-
tucionales y legalmente constituidos, encargados de la ad-
ministración e impartición de justicia, cumpliendo con las
formalidades del procedimiento, de manera pronta y expe-
dita. Tienen plena autonomía jurisdiccional, siendo necesa-
rio que cuenten como herramienta con un conjunto de nor-
mas jurídicas actualizadas, basadas en los criterios
jurisprudenciales, la doctrina imperante en la materia y
principalmente en la justicia.

Cuando un militar no cumple con las leyes y reglamentos
castrenses, pone en riesgo el cumplimiento de sus misiones

generales que la sociedad ha encomendada a las Institucio-
nes Armadas, cuyos integrantes al ingresar a sus filas, han
jurado anteponer la vida e intereses personales a los fines
de la nación.

Es precisamente el artículo 13 Constitucional el que justi-
fica la jurisdicción militar y la existencia de los Tribunales
Militares, cuya competencia se funda en el orden, la disci-
plina y eficacia de las Fuerzas Armadas, lo que sería impo-
sible de obtener, si no existiera un conjunto de disposicio-
nes jurídicas que reglamenten su actuación, toda vez que
un grupo de hombres armados sin disciplina y normas que
regulen sus actividades, sería una facción capaz de come-
ter atrocidades en contra de la sociedad.

Nuestro país, no permanece ajeno al desarrollo científico y
tecnológico, así como a los sustanciales cambios que se
manifiestan en el contexto internacional e interno. Por ello,
acorde al devenir histórico, se hace necesario actualizar
con nuevos conceptos al Código de Justicia Militar, para
responder a los cambios que generan la globalización mun-
dial en sus diferentes ámbitos y que impactan al interior de
las Fuerzas Armadas y de la nación.

En los setenta y tres años de vigencia del Código de Justicia
Militar, la problemática social y la pluralidad de ejercicio
político en la nación mexicana, han tenido avances trascen-
dentales, modificando la convivencia social, fenómenos que
evolucionan dinámicamente en lo político, social, económi-
co y militar, por lo que existe la imperiosa necesidad de ac-
tualizar su legislación.

Esta iniciativa presenta un nuevo Código de Justicia Mili-
tar, reestructura la organización y competencia de los Ór-
ganos del Fuero de Guerra; respecto a los tipos penales se
actualizan los ya existentes, derogando aquellos que fueron
rebasados y se incluyen nuevas figuras delictivas que se
consideraban ajenas a la vida militar, actualizando las ma-
terias del conocimiento de los tribunales castrenses. Se in-
corporan además, reglas para la protección de los intereses
del ofendido o la víctima, agilizando además el procedi-
miento penal militar, para sostener el objetivo de una justi-
cia pronta y expedita, con pleno respeto a los derechos hu-
manos.

Por lo expuesto, se considera oportuno y de justicia, pro-
poner una reforma integral a la legislación penal militar,
tanto en sus aspectos sustantivo como adjetivo, por lo que
esta Iniciativa pretende ajustar dicha legislación a la reali-
dad social, sin perjuicio para los sentenciados por delitos



del orden militar de conservar una vida decorosa, dentro
del ámbito penitenciario y disciplinario en el que se en-
cuentran inmersos.

Por último, compañeros, y en obvio de tiempo, quisiera
pedir a la Mesa que, ya que se ha publicado en la gaceta le-
gislativa, se incluya el texto íntegro de la iniciativa que se
propone en el Diario de los Debates. Es cuanto, diputada
Presidenta.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que decreto que expide el Código de Justicia Mi-
litar, a cargo del diputado Ernesto Alarcón Trujillo, del gru-
po parlamentario del PRI

El que suscribe, Ernesto Alarcón Trujillo, en mi carácter de
diputado federal de la LIX Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión y Secretario
de la Comisión de Defensa Nacional, en ejercicio de la fa-
cultad que me confieren los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y con fundamento en los artículos 55, fracción II, 56 y
62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción del Pleno de la Cámara de Diputados el siguiente de-
creto que expide el Código de Justicia Militar, de confor-
midad con la siguiente

Exposición de Motivos

Las Fuerzas Armadas Mexicanas, a fin de cumplir con los
requerimientos de la evolución social en el ámbito jurídico
penal que les permitan garantizar la conservación de la dis-
ciplina y el desarrollo armónico de sus integrantes, en rela-
ción con su organización, funcionamiento y misiones, es
necesario proporcionarles nuevos conceptos en el ámbito
jurídico penal que complementen los ya tradicionales, para
enfrentar los cambios sociales y responder con los com-
promisos que la sociedad le requiere a las Institutciones Ar-
madas Nacionales.

El artículo 13 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, determina la existencia del Fuero de
Guerra, al que le corresponde conocer de los delitos y fal-
tas cometidos contra la disciplina militar, la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, en su artículo 29
fracciones I, y X, determina que corresponde a la Secreta-
ría de la Defensa Nacional, Organizar, Administrar y pre-

parar al Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, así como ad-
ministrar la justicia militar y la Ley Orgánica del Ejército
y Fuerza Aérea Mexicanos, determina los Órganos del Fue-
ro de Guerra en sus artículos 26, 27, 28, 29, 30 y 31.

La Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos,
establece que dichas Fuerzas Armadas deben ser organiza-
das, adiestradas y equipadas conforme a los requerimientos
que reclama el cumplimiento de sus misiones; en la inter-
pretación de las disposiciones dictadas para preparar a sus
integrantes, a fin de coordinar las acciones para la citada fi-
nalidad, se requiere de disciplina, la que se constituye en el
imperativo de actitud castrense como la norma de convi-
vencia individual con efecto colectivo, siendo consecuen-
cia que la disciplina castrense como ordenamiento de con-
ducta primario, esté jurídicamente protegida por el Código
de Justicia Militar, como la piedra angular de conducta nor-
mativa para los integrantes del Ejército, Fuerza Aérea y Ar-
mada de México, siendo el citado Código, la materializa-
ción legislativa del Fuero de Guerra.

Las Fuerzas Armadas en el cumplimiento de sus misiones,
requieren de principios específicos derivados de la disci-
plina, la obediencia, el honor, la lealtad, el patriotismo y la
eficacia que caracteriza la actividad castrense, coadyuvan-
do con ello al progreso de la nación. Es importante resaltar
que sus integrantes se encuentran sujetos tanto al orden ju-
rídico que rige a la sociedad en su conjunto, como a la le-
gislación militar; ello debido a que cumplen con un doble
carácter jurídico: una como ciudadano y otra como militar.

El móvil de su ímpetu, de su valor y lealtad a las institu-
ciones; en su carácter de ciudadano ajusta su conducta al
imperio de las normas comunes que se relacionan con la
moral y con los deberes generales que cumple dentro de la
sociedad en que vive. La nación da una misión particular a
las Fuerzas Armadas, que es la de ser salvaguarda de las
instituciones y de ahí nacen las obligaciones y deberes que
le imponen el ser garante de las libertades que emanan de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que se rigen y regulan por el Código de Justicia Militar.

Es importante resaltar, que dentro de la ciencia del Derecho
Público se sitúa el Derecho Militar, mismo que no se limi-
ta a aspectos meramente normativos, sino que incluye im-
plicaciones de orden castrense, jurisdiccional, doctrinal,
histórico y de Derecho Comparado. En la vida interna de
las Fuerzas Armadas se observa un orden de disciplina,
que constituye un principio rector de las conductas del
personal militar, de útil observancia y consecuente rigor
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ante los hechos, que siendo insignificantes en la vida del
ciudadano común, en el ámbito castrense, se sancionan se-
veramente y en la práctica se constituye como delitos es-
peciales, lo que en definitiva redunda en una particular nor-
matividad de los mismos, siendo significativos de un
Derecho Penal Militar.

La disciplina que se infunde como valor fundamental entre
los miembros de las Fuerzas Armadas, labra al mismo
tiempo que nuevos y especiales deberes, nuevos tipos pe-
nales, lo que determina la singularidad de la substantividad
penal militar, que destaca en el mayor rigor de penas, cuya
cuantía y gravedad a diferencia de las sanciones comunes,
revelan una normatividad propia y distinta de la ley penal
que rige a la vida de las personas en la vida civil.

El Derecho Militar es un conjunto de normas jurídicas que
regulan la actuación y las relaciones derivadas de la vida
marcial, así como los deberes de cada uno de los miembros
de las Fuerzas Armadas, cuyo espíritu fundamental es la
disciplina que requiere de honor, honradez, valor, lealtad,
espíritu de sacrificio y amor a la patria, lo que permite la
existencia y funcionamiento de las Instituciones Armadas y
sostener un compromiso permanente con los Órganos del
Estado. Los valores son el mejor legado de las antiguas ge-
neraciones de militares que, con su ejemplo y constancia
construyeron paso a paso la moderna Institución Armada
de nuestro país.

El conjunto de disposiciones que norman la organización,
funcionamiento y desarrollo de las Fuerzas Armadas en
tiempo de paz y en tiempo de guerra, se interrelaciona con
otras materias del derecho y estructura jurídica del Estado
y al mismo tiempo, comprende la situación jurídica de ca-
da uno de los miembros. También el Derecho Castrense se
aplica y se autogenera con base en las misiones de las Ins-
tituciones Armadas y se conjuga en sus diversas situacio-
nes y escenarios, resaltando su autonomía e interrelación
con las demás disciplinas jurídicas.

Si el Derecho Militar, se genera inspirado en la institución
militar y ésta a su vez en la disciplina, que otorga cohesión
y eficacia a las Fuerzas Armadas, podemos afirmar que es-
te derecho se sustenta en una estructura fundamental, ne-
cesaria en toda organización del Estado, puesto que garan-
tiza su existencia y seguridad. Asimismo, la disciplina
militar es un medio necesario para la realización de los más
altos fines que le son encomendados, garantizando el res-
peto a la sociedad y el cumplimiento de sus misiones ge-
nerales.

En este contexto, se advierte que el Derecho Militar emer-
ge de sus relaciones con otras ramas jurídicas, preservando
su conexidad cordial y provechosa con las normas del or-
den público, que se traduce en una interdependencia recí-
proca y permanente, tales como el Derecho Constitucional,
el Derecho Administrativo, el Derecho Internacional y el
Derecho Humanitario.

Cuando un militar y un civil se asocian para cometer una
conducta delictiva, como puede ser la de traición a la pa-
tria, al ser juzgados no deben ser sancionados con la mis-
ma pena, ya que el militar tiene la ineludible responsabili-
dad de defender la integridad, la independencia y la
soberanía de la nación hasta perder la vida. Por lo que el
militar al tomar sus armas apoyado en la autoridad que re-
presenta, se vuelve en contra de las instituciones, traicio-
nando el honor de la misma que tiene la obligación de pre-
servar, así como la confianza que la sociedad deposita en
su investidura, haciéndose acreedor a una pena más severa.

La razón de ser de las Fuerzas Armadas Mexicanas, se sus-
tenta en su disciplina y en la lealtad de sus hombres, por lo
que en el cumplimiento de la misión encomendada sopor-
tan las vicisitudes y privaciones que se les presentan, en su
finalidad de proteger al pueblo de México, como ocurrió en
la defensa de nuestra nación en la lucha contra la invasión
de los ejércitos francés y norteamericano en los años 1838
y 1846, respectivamente. Asimismo, en tiempo de paz con
la misma entereza se cumple con las labores sociales y hu-
manitarias para salvaguardar los intereses de nuestra socie-
dad.

Los derechos y obligaciones imponen que los militares per-
manezcan siempre vigilantes y alertas al servicio de la pa-
tria, conservando su honor y no por el temor a sufrir una
sanción severa, sino por el compromiso ineludible de des-
empeñar el cargo que la nación le ha conferido y el orgullo
de portar un uniforme que la nación distingue y reconoce
con un ideal de justicia razonable, como símbolo inequívo-
co de lealtad y seguridad nacional.

El Código de Justicia Militar previene un catálogo de deli-
tos, que por su extrema gravedad merecen ser reprimidos
con toda severidad, siendo éstos, a saber: Traición a la Pa-
tria, Espionaje, Delitos contra el Derecho de Gente, Rebe-
lión, Insubordinación causando la muerte a un superior.
Asonada, Abandono de Puesto, Abandono de Buque o Con-
voy, Extralimitación y Usurpación de Mando o Comisión,
Infracción de Deberes Militares correspondientes a cada
militar según su Comisión o Empleo, los cuales previenen



castigos ejemplares para los militares, en tiempo de guerra
o de paz, según sea el caso, con la finalidad de preservar la
disciplina entre las filas de los integrantes de las Fuerzas
Armadas, ya que se trata de personas que están compro-
metidos con su país a entregar inclusive su propia vida, si
fuera necesario, por lo que, es indispensable una norma es-
pecial, que represente la ley penal castrense.

Las normas que integran el Código de Justicia Militar, tie-
nen un espíritu meta-jurídico que no sólo pretenden san-
cionar el hecho punible del militar infractor, siendo su ver-
dadero objetivo garantizar la lucha perenne de la
Institución Armada, para sostener y mantener el Estado de
Derecho, la integridad y la cohesión social de todos los me-
xicanos. El Código Castrense, es el medio que permite ga-
rantizar la disciplina al interior de las Fuerzas Armadas,
con la finalidad de preservar otros valores fundamentales
para la sociedad, como son: la soberanía, la integridad e in-
dependencia de la nación, a fin de mantener el orden inte-
rior.

En este contexto es preciso señalar que dentro del Fuero de
Guerra, en todo momento, se ha mantenido el ejercicio de
la autoridad con base en la Ley, respetando las garantías in-
dividuales y los derechos humanos del personal militar.
Sin embargo, ante el quebrantamiento de la disciplina y la
consecuente adecuación de la conducta activa o de omisión
del militar a la descripción de una norma jurídico penal, es
necesario que los Tribunales Militares, una vez comproba-
da la culpabilidad del delincuente, apliquen la sanción o
pena correspondiente, salvaguardando el deber de obedien-
cia y honor de las Fuerzas Armadas.

Los Órganos del Fuero de Guerra, son instituciones consti-
tucionales y legalmente constituidos, encargados de la ad-
ministración e impartición de justicia, cumpliendo con las
formalidades del procedimiento, de manera pronta y expe-
dita. Tienen plena autonomía jurisdiccional, siendo necesa-
rio que cuenten como herramienta con un conjunto de nor-
mas jurídicas actualizadas, basadas en los criterios
jurisprudenciales, la doctrina imperante en la materia y
principalmente en la justicia.

Resuelven las causas penales absolviendo o condenando al
encausado, manteniendo incólume la disciplina castrense,
que es la columna vertebral del Instituto Armado, garanti-
zadas con su actuación transparencia y profesionalismo.
Siendo severas las penas que se imponen en la justicia mi-
litar, a muchas personas ajenas al Instituto Armado, les
causa sorpresa y las califican de excesivas, apreciación que

se deriva del desconocimiento de la razón de ser de las
Fuerzas Armadas.

Cuando un militar no cumple con las leyes y reglamentos
castrenses, pone en riesgo el cumplimiento de sus misiones
generales que la sociedad ha encomendada a las Institucio-
nes Armadas, cuyos integrantes al ingresar a sus filas, han
jurado anteponer la vida e intereses personales a los fines
de la nación.

En estas condiciones es válido afirmar que el derecho cas-
trense es una justicia excepcional, exclusiva para juzgar a
los militares que cometan conductas ilícitas e imponerles
una pena ejemplar con lo que se pretende obtener resulta-
dos fácticos que inhiban la perpetración de delitos al repri-
mir los hechos criminosos.

Es precisamente el artículo 13 Constitucional el que justi-
fica la jurisdicción militar y la existencia de los Tribunales
Militares, cuya competencia se funda en el orden, la disci-
plina y eficacia de las Fuerzas Armadas, lo que sería impo-
sible de obtener, si no existiera un conjunto de disposicio-
nes jurídicas que reglamenten su actuación, toda vez que
un grupo de hombres armados sin disciplina y normas que
regulen sus actividades, sería una facción capaz de come-
ter atrocidades en contra de la sociedad.

Las Instituciones Armadas, a través de la disciplina de sus
integrantes, mantienen la unidad, seguridad, obediencia y
lealtad, como principios fundamentales para cumplir con
eficacia las misiones encomendadas por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que
de ella emanan.

Nuestro país, no permanece ajeno al desarrollo científico y
tecnológico, así como a los sustanciales cambios que se
manifiestan en el contexto internacional e interno. Por ello,
acorde al devenir histórico, se hace necesario actualizar
con nuevos conceptos al Código de Justicia Militar, para
responder a los cambios que generan la globalización mun-
dial en sus diferentes ámbitos y que impactan al interior de
las Fuerzas Armadas y de la nación.

El actual Código de Justicia Militar, se encuentra estructu-
rado en tres Libros, el Primero regula la Organización y
Competencia de los Tribunales Militares, el Segundo, esta-
blece los delitos, faltas, delincuentes y penas; y el Tercero,
regula el procedimiento penal militar. La estructura de di-
cho ordenamiento obedeció al espíritu del legislador de mil
novecientos treinta y tres, correspondiendo a la época y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 200699



Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados100

momento histórico en relación a los fenómenos sociales,
las condiciones políticas, económicas y culturales impe-
rantes durante su promulgación.

En los setenta y tres años de vigencia del Código de Justi-
cia Militar, la problemática social y la pluralidad de ejerci-
cio político en la nación mexicana, han tenido avances tras-
cendentales, modificando la convivencia social,
fenómenos que evolucionan dinámicamente en lo político,
social, económico y militar, por lo que existe la imperiosa
necesidad de actualizar su legislación.

Los miembros de las Fuerzas Armadas Mexicanas, actual-
mente poseen perfiles educativos diferentes a la década de
los años treinta del siglo pasado, ya que los avances cientí-
ficos, técnicos y sociológicos, han modificado su modo de
actuación, siendo necesario dotar a los Órganos del Fuero
de Guerra con un Código de Justicia Militar actualizado y
estructurado con los adelantos de la técnica jurídica mo-
derna, mediante reformas y adiciones a la Ley, y en su ca-
so derogando figuras inoperantes que permitan actualizar
los conceptos para obtener certeza y seguridad jurídica en
la interpretación de las diversas normas del derecho mili-
tar, acorde a la Supremacía Constitucional.

Esta Iniciativa presenta un nuevo Código de Justicia Mili-
tar, reestructura la organización y competencia de los Ór-
ganos del Fuero de Guerra; respecto a los tipos penales se
actualizan los ya existentes, derogando aquellos que fueron
rebasados y se incluyen nuevas figuras delictivas que se
consideraban ajenas a la vida militar, actualizando las ma-
terias del conocimiento de los tribunales castrenses. Se in-
corporan además, reglas para la protección de los intereses
del ofendido o la víctima, agilizando además el procedi-
miento penal militar, para sostener el objetivo de una justi-
cia pronta y expedita, con pleno respeto a los derechos hu-
manos.

Por lo expuesto, se considera oportuno y de justicia, pro-
poner una reforma integral a la legislación penal militar,
tanto en sus aspectos sustantivo como adjetivo, por lo que
esta Iniciativa pretende ajustar dicha legislación a la reali-
dad social, sin perjuicio para los sentenciados por delitos
del orden militar de conservar una vida decorosa, dentro
del ámbito penitenciario y disciplinario en el que se en-
cuentran inmersos, con motivo de su propia situación jurí-
dica, con la finalidad de que se incorporen a sus activida-
des militares, cuando sea legalmente procedente, una vez
que cumplan la sanción impuesta por los Tribunales Mili-
tares. 

Por último, en los artículos transitorios se establece que el
presente ordenamiento entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación, abro-
gando al Código de Justicia Militar publicado en el Diario
Oficial de la Federación de fecha 31 de agosto de 1933, el
cual entró en vigor el 1º de enero de 1934 y que se derogan
todas las disposiciones legales y administrativas que se
opongan al mismo. En tal virtud, me permito someter a la
consideración de esta soberanía el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPI-
DE EL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR.

Artículo Único: Se expide el Código de Justicia Militar: 

CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR

LIBRO PRIMERO
De la organización y competencia 

de los Órganos del Fuero de Guerra

Artículo 1.- Este Código regula el Fuero de Guerra a que
se refiere el artículo 13 Constitucional y determina la Or-
ganización y Competencia de los órganos de dicho fuero,
los delitos contra la disciplina militar, las penas aplicables
y el procedimiento penal respectivo.

El Fuero de Guerra tiene por objeto mantener la disciplina
militar en el Ejército, para asegurar su permanencia como
garante de las instituciones y de la sociedad.

Artículo 2.- El personal de Abogados del Servicio de Jus-
ticia Militar, no podrá ejercer su profesión en asuntos don-
de la Federación sea parte.

Los Magistrados, el Procurador General de Justicia Militar,
los Subprocuradores, los Jueces y el Titular de la Defenso-
ría de Oficio Militar y demás personal del Servicio de Jus-
ticia Militar, podrán desempeñar actividades docentes sin
perjuicio de la preferente atención al desempeño de sus
funciones.

Artículo 3.- La justicia militar se administra por:

I. El Supremo Tribunal Militar;

II. Los Consejos de Guerra Ordinarios;

III. Los Consejos de Guerra Extraordinarios, y



IV. Los Jueces.

Artículo 4.- Los tribunales, en caso de tener conocimiento
de alguna falta de las partes darán vista a la Procuraduría
General de Justicia Militar y en su caso al Titular de la De-
fensoría de Oficio Militar para que obren de acuerdo a sus
facultades.

Artículo 5.- Para los efectos de este Código se entenderá
como:

I. Acto del servicio: se entiende el que ejecutan los mi-
litares aislados o colectivamente, en cumplimiento de
órdenes que reciben o en el desempeño de las funciones
que les competen según su empleo o jerarquía y de
acuerdo a las Leyes, Reglamentos o disposiciones lega-
les;

II. Aeronave: todo aparato capaz de remontarse o circu-
lar por los aires; 

III. Alumnos: los que ingresan a las escuelas militares
de formación; 

IV. Clases: a los Cabos y Sargentos y sus equivalentes
en la Armada;

V. Ejército: a las instituciones armadas permanentes de
tierra, mar y aire, creadas conforme a las leyes expedi-
das por el Congreso de la Unión para la defensa exterior
y garantizar la seguridad interior de los Estados Unidos
Mexicanos.

Se comprenden también bajo esa denominación, todos
los conjuntos de fuerza organizadas o que se organicen
por la Federación o por los Estados; así como la Guar-
dia Nacional en caso de guerra extranjera o grave tras-
torno del orden público;

VI. Empleo: la función que desempeña un militar en
atención a la suma de deberes derivados de su grado, ar-
ma o servicio y especialidad en su caso;

VII. Mando Territorial: es la comandancia de Región,
Zonas y Guarniciones Militares, o sus equivalencias en
la Armada, a las que se encuentren adscritos algún or-
ganismo del fuero de guerra.

VIII. Militares en campaña:

A. Cuando la guerra haya sido declarada;

B. Cuando se hallen en un lugar donde la guerra
exista de hecho o formando parte de las fuerzas, de
cualquier clase que sea, destinadas a operaciones
militares contra enemigos exteriores o rebeldes;

C. Cuando se hallen en territorio mexicano declara-
do en estado de sitio, con arreglo a las leyes o en
aguas territoriales nacionales;

D. Cuando hayan caído en poder del enemigo como
prisioneros;

E. Cuando se hayan embarcado con plaza o sin ella
en escuadra, división, grupo o buque suelto, sea de
guerra o corsario, apresado o fletado por el gobierno
y destinado a operaciones de guerra, contra enemi-
gos exteriores o rebeldes;

F. Cuando estén frente al enemigo o durante la reti-
rada, tenerlo a la vista, o hallarse a una distancia
igual o menor que la de treinta kilómetros respecto
de los puntos avanzados de aquél, o encontrarse en
las mismas aguas territoriales tratándose de fuerzas
marítimas, y en ambos casos, bajo la acción del fue-
go enemigo.

En los casos que hubiere duda acerca de si la fuerza a
que pertenecía el procesado estaba o no en campaña al
cometer el delito por el cual se le juzgue, se consultará
sobre el particular a la Secretaría;

IX. Ministerio Público: al Ministerio Público Militar;

X. Oficiales: los comprendidos desde la categoría de
Subteniente hasta la de General de División, en el Ejér-
cito y sus equivalentes en la Fuerza Aérea y en la Ar-
mada; 

XI. Orden del servicio: la dictada para la ejecución de
uno de los actos a que se refieren las fracciones I, XIII
y XIV;

XII. Procurador: al Procurador General de Justicia Mili-
tar;

XIII. Secretaría: a la de la Defensa Nacional o de Mari-
na según corresponda;
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XIV. Servicio con armas: el que para su ejecución re-
clama el empleo de ellas de cualquier naturaleza que se-
an, con arreglo a las disposiciones de las Leyes o Re-
glamentos aplicables, aun cuando el que desempeñe ese
servicio no las tenga o no deba tenerlas precisamente
consigo durante la facción;

XV. Servicio sin armas: se entenderá el desempeño de
una comisión de cualquier naturaleza, con arreglo a las
Leyes, Reglamentos u órdenes recibidas y para cuya
ejecución no se requiere el empleo de las armas;

XVI. Soldado: el que se ubica en el escalón inicial e in-
ferior de la escala jerárquica en el Ejército, Fuerza Aé-
rea y el equivalente en la Armada;

XVII. Superior:

A. Al que ejerza autoridad, mando o jurisdicción por
empleo o comisión conferidos por autoridad compe-
tente, o por sucesión de mando con arreglo a las Le-
yes y Reglamentos aplicables en asuntos de su auto-
ridad, mando o jurisdicción, y

B. Al de mayor grado en la escala jerárquica en los
demás casos;

XVIII. Tropa formada: la reunión de cualquier número
de militares colocados ordenadamente para todo acto
del servicio;

TÍTULO PRIMERO
De la organización

CAPÍTULO I
De los Tribunales Militares

SECCIÓN PRIMERA
Del Supremo Tribunal Militar

Artículo 6.- El Supremo Tribunal Militar se compondrá de
un Presidente, General de Brigada procedente de Arma y
de seis Magistrados, Generales de Brigada del Servicio de
Justicia Militar.

Artículo 7.- Para ser Presidente del Supremo Tribunal Mi-
litar, se requiere:

I. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civi-
les y políticos;

II. Gozar de buena reputación, y

III. No haber sido condenado por delito doloso.

Artículo 8.- Para ser Magistrado, se requiere:

I. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civi-
les y políticos;

II. Ser Licenciado en Derecho, con título oficial expedi-
do por autoridad legalmente facultada para ello;

III. Acreditar, cuando menos diez años de práctica pro-
fesional en los Tribunales Militares;

IV. No haber sido condenado por delito doloso, y

V. Gozar de buena reputación.

Artículo 9.- El Supremo Tribunal Militar tendrá un Secre-
tario de Acuerdos con el grado de General Brigadier de Jus-
ticia Militar y Licenciado, un Secretario Auxiliar con el gra-
do de Coronel de Justicia Militar y Licenciado, un Oficial
Mayor, Actuarios y el personal que el servicio requiera.

Artículo 10.- Para ser Secretario de Acuerdos o Secretario
Auxiliar, se requiere: contar con siete y cinco años respec-
tivamente, de práctica profesional en los Órganos del Fue-
ro de Guerra el primero, y cinco para el segundo; además
de los requisitos de las fracciones I, IV y V del artículo 8.

Artículo 11.- El Presidente de los Estados Unidos Mexica-
nos, nombrará al Presidente y Magistrados del Supremo
Tribunal Militar, a propuesta del Secretario de la Defensa
Nacional; los Secretarios y personal subalterno del mismo
serán nombrados por la propia Secretaría de la Defensa Na-
cional. La protesta de ley se rendirá por el Presidente, ante
la referida Secretaría; los magistrados y el Presidente de
Sala la rendirá ante el pleno del Supremo Tribunal Militar;
los Secretarios y personal subalterno, ante el Presidente del
citado Tribunal.

Artículo 12.- Las faltas temporales del Presidente del Su-
premo Tribunal Militar se suplirán por el Presidente de la
Primera Sala y en su ausencia, por el de la Segunda Sala;
el Presidente de Sala, será suplido por un Magistrado en el
orden de su designación y éste por un Juez. Al Secretario
de Acuerdos del Tribunal lo suplirá el Secretario Auxiliar y
a este el Actuario en el número de su designación; el Se-
cretario de Sala será suplido por el Actuario.



Artículo 13.- El Supremo Tribunal Militar funcionará en
Pleno o en Salas, en el primer caso bastará la presencia de
cinco de sus miembros para que pueda constituirse, si fal-
tan más de dos Magistrados se integrará con uno de los jue-
ces, en el orden de su designación. Las Salas funcionarán
invariablemente con tres Magistrados y a falta de uno, éste
será suplido por un Juez en el orden de su designación.

SECCIÓN SEGUNDA
De los Consejos de Guerra Ordinarios

Artículo 14.- Los Consejos de Guerra Ordinarios se inte-
grarán con militares de arma y se compondrán de un Presi-
dente y cuatro Vocales, el primero con grado de General o
sus equivalentes en la Armada de México, y los segundos
con grado de Coronel o Teniente Coronel o sus equivalen-
tes en la Armada.

Para cada Consejo habrá tres miembros suplentes.

Artículo 15.- Los Consejos de Guerra Ordinarios residirán
en las plazas en donde existan juzgados militares perma-
nentes y tendrán la misma jurisdicción que éstos.

Artículo 16.- Se nombrarán los Consejos de Guerra Ordi-
narios que sean necesarios para cada una de las plazas don-
de residan Juzgados Militares y donde existan más de uno
conocerán por riguroso turno.

Artículo 17.- Tanto el Presidente como los Vocales propie-
tarios y suplentes de los Consejos de Guerra Ordinarios,
serán nombrados por la Secretaría de la Defensa Nacional,
para el desempeño de este cargo como mínimo de un año,
y mientras tengan ese cargo, no podrán desempeñar comi-
siones del servicio de plaza.

Rendirán la protesta de ley ante el Supremo Tribunal Mili-
tar los que radiquen en la misma plaza, y ante el Coman-
dante del Mando al que queden adscritos los demás.

Artículo 18.- Cuando un acusado sea de superior jerarquía
militar a la de uno o varios de los miembros de un Conse-
jo de Guerra o en el caso de impedimento o falta acciden-
tal de cualquiera de ellos, se integrará el tribunal conforme
a las reglas que establece el presente Código, con los su-
plentes que sean necesarios, para que todos sus miembros
resulten de igual o superior jerarquía a la del acusado y si
esto no es suficiente para ello, la Secretaría de la Defensa
Nacional designará a los que deban integrar el Consejo. Es-
ta designación se hará por sorteo, de entre una lista de los

Generales hábiles o sus equivalentes en la Armada para
desempeñar ese servicio, formada a razón de tres por cada
uno de los que deban ser sorteados y residan en el lugar en
que haya de celebrarse el juicio o en el más cercano, y si ni
así se lograra la integración, la propia Secretaría, habilitará
con la jerarquía correspondiente a los militares que estan-
do en aptitud de desempeñar el cargo, tengan grado inme-
diato inferior al acusado.

Artículo 19.- Una vez sometido un proceso al conoci-
miento de un Consejo de Guerra Ordinario, éste emitirá el
fallo que corresponda, aun cuando resulte que el delito de-
bió haber sido de la competencia de un Consejo de Guerra
Extraordinario o de un Juez.

SECCIÓN TERCERA
De los Consejos de Guerra Extraordinarios

Artículo 20.- El Consejo de Guerra Extraordinario se com-
pondrá de cinco militares, que deberán ser Oficiales y en
todo caso de jerarquía igual o superior a la del acusado. El
Comandante que deba convocar el Consejo de Guerra Ex-
traordinario, ordenará que se integre una lista en la que
consten los nombres de todos los militares de arma de la je-
rarquía correspondiente, que estén bajo su mando y dispo-
nibles para ese servicio y sorteará de entre esa lista los cin-
co miembros mencionados.

Artículo 21.- Sólo cuando no sea posible formar el Conse-
jo sin los Oficiales de la Unidad en que sirva un acusado,
figurarán sus nombres en la lista de que habla el artículo
anterior, pero en ningún caso ni por motivo alguno, serán
comprendidos en ella los Oficiales de la Compañía, Escua-
drón, Batería o Dependencia a que pertenezca el acusado,
ni quienes hubiesen denunciado los hechos o se hubieren
presentado como querellantes.

Artículo 22.- Los miembros del Consejo se escogerán en-
tre los militares de arma, pero si el delito imputado al acu-
sado fuera propio de sus funciones técnicas, uno de aque-
llos, por lo menos será escogido de la manera señalada en
este capítulo de entre los de su especialidad.

Artículo 23.- El Comandante autorizado para convocar el
Consejo a que se refiere el artículo 20, podrá también con-
vocar uno o varios para que funcionen mientras dure el si-
tio o bloqueo de una plaza, nombrando por medio de sor-
teo a quienes hayan de integrarlos de entre los Oficiales
presentes.
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Artículo 24.- Tan pronto como terminen las operaciones
de la campaña, el sitio o bloqueo de la plaza, en que se ha-
yan establecido los Consejos de Guerra Extraordinarios,
éstos cesarán en sus funciones y remitirán los procesos
pendientes a la autoridad judicial que corresponda, por
conducto del Comandante que los convocó.

Artículo 25.- El Comandante que convoque a un Consejo
de Guerra Extraordinario en donde no resida personal per-
manente del Servicio de Justicia Militar y Licenciado en
Derecho, designará de entre los abogados titulados que ra-
diquen en ese lugar, las personas que deben fungir como
Juez Instructor, Secretario, Agente del Ministerio Público y
Defensor. Si no hubiere abogados o habiéndolos, existieran
graves razones para no hacer de entre ellos la designación,
solicitará para el desempeño de esos cargos abogados de la
jurisdicción más próxima que cuente con ellos, si esto no
es posible, designará a militares de arma, haciendo constar
la falta de abogados o los fundamentos que tuvo para no
designar a ninguno de los residentes.

Artículo 26.- Los Comandantes que ejerzan las facultades
a que se refiere el artículo anterior, deberán dar cuenta de
sus actos, tan luego como le sea posible a la Secretaría.

Artículo 27.- El Comandante que convoque a un Consejo
de Guerra Extraordinario, nombrará de entre los que resul-
ten designados para formarlo al que deba fungir como Pre-
sidente.

SECCIÓN CUARTA
De la jerarquía de los integrantes 

de los Consejos de Guerra

Artículo 28.- Para la organización de los Consejos de Gue-
rra, en cuanto a la jerarquía del acusado, se observarán las
siguientes reglas:

I. Los miembros del Consejo tendrán igual o superior je-
rarquía a la del acusado, hecha la equivalencia que co-
rresponda;

II. Cuando por cualquier circunstancia no tenga el acu-
sado una jerarquía para la equivalencia, se determinará
esta por las consideraciones de que goce aquel desde el
punto de vista militar, haber o equivalente y naturaleza
de las funciones o cualquiera otra que sirva para ese fin.

III. Cuando se trate de un prisionero de guerra de fuer-
za considerada beligerante, se atenderá a la jerarquía

militar que tenga el prisionero en el Ejército a que per-
tenezca; si no se puede precisar aquella, será juzgado
como individuo de tropa.

Artículo 29.- El Presidente del Consejo de Guerra, tendrá
facultades para designar de entre los vocales al que deba
fungir como Secretario.

SECCIÓN QUINTA
De los Juzgados Militares

Artículo 30.- Los Juzgados Militares se compondrán de un
Juez, tres Secretarios: primero, segundo y tercero en el or-
den de su designación, un Actuario, un Oficial Mayor y el
personal subalterno conforme a la Planilla Orgánica.

Artículo 31.- Para ser Juez, se requiere:

I. Ser General Brigadier de Justicia Militar y Licenciado;

II. Tener cinco años de práctica profesional en los Tri-
bunales Militares;

III. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civi-
les y políticos;

IV. Gozar de buena reputación, y

V. No haber sido condenado por delito doloso.

Artículo 32.- Para ser Secretario de juzgado se requiere,
tener tres años de práctica profesional en los Órganos del
Fuero de Guerra y satisfacer los requisitos de las fracciones
III a V del articulo anterior.

Artículo 33.- Los jueces, serán designados por el Secreta-
rio de la Defensa Nacional, los secretarios y el personal
subalterno del Juzgado por la Secretaría. Los jueces resi-
dentes en la Capital de la República otorgarán la protesta
de ley ante el pleno del Supremo Tribunal Militar; los jue-
ces foráneos ante el Comandante del mando territorial don-
de radiquen, los Secretarios y demás personal del juzgado
ante el Juez respectivo.

Artículo 34.- Habrá el número de jueces que sean necesa-
rios para el Servicio de Justicia, con la jurisdicción que de-
termine la Secretaría Defensa Nacional.

Artículo 35.- Las faltas temporales del personal de los juz-
gados militares, se suplirán:



I. Las del Juez por los Secretarios en el orden de su de-
signación;

II. Las de los Secretarios por el que le siga en el orden
de su designación y las de éste por el Secretario Actua-
rio;

III. Las del Secretario Actuario por el Oficial Mayor, y 

IV. Las del Oficial Mayor por el subalterno que le siga
en categoría y en igualdad de circunstancias por el de
mayor antigüedad.

Artículo 36.- Cuando un Juez foráneo tuviere impedimen-
to para conocer de un asunto, lo sucederá el Secretario en
el orden de su designación. En las plazas en que residan
dos o más jueces al impedido lo sucederá el que le siga en
número, y en su caso, el de residencia más inmediata.
Mientras se remiten los autos, el Secretario deberá practi-
car las diligencias urgentes.

CAPÍTULO II
De los Auxiliares de la Justicia Militar

SECCIÓN PRIMERA
De los Jueces Penales del Fuero Común

Artículo 37.- En los lugares en que no resida Juez Militar,
los jueces penales del fuero común en auxilio de la justicia
militar, practicarán las diligencias que por tal motivo se les
encomienden y las que fueren necesarias para evitar que un
probable responsable se sustraiga de la acción de la justicia
o se pierdan los indicios del delito, y aquellas que sean in-
dispensables para fijar constitucionalmente la situación ju-
rídica del inculpado; teniendo facultad para resolver sobre
la libertad bajo caución.

SECCIÓN SEGUNDA
Del Cuerpo Médico Legal, Archivo 

Judicial y Biblioteca

Artículo 38.- El Cuerpo Médico Legal Militar, es el que se
constituye por el conjunto de profesionistas en ciencias de
la salud, pertenecientes al Ejército; tienen por objeto auxi-
liar en la administración de justicia del Fuero de Guerra,
para la resolución de todas las cuestiones médico-legales
que se presenten en las actuaciones judiciales.

El mismo auxilio se prestará durante la integración de la
Averiguación Previa.

Artículo 39.- El Cuerpo Médico-Legal Militar estará for-
mado por:

I. Los peritos médico-legistas militares;

II. Los médicos de las Unidades, Dependencias e Insta-
laciones del Ejército, y

III. Los médicos militares que se encuentren prestando
sus servicios en los organismos militares transitorios.

Artículo 40.- El Archivo Judicial constituye parte inte-
grante de la Dirección General de Archivo e Historia de la
Secretaría de la Defensa Nacional, a cuyo reglamento se
sujetará en el orden técnico, sin perjuicio de que para su
funcionamiento especial se rija por las instrucciones parti-
culares que dé la propia Secretaría por conducto del Presi-
dente del Supremo Tribunal Militar, al que el mencionado
archivo quedará adscrito.

Artículo 41.- La Biblioteca se formará esencialmente, de
todas las leyes, decretos y circulares relacionadas con el
fuero de guerra, así como de las obras, folletos y demás pu-
blicaciones que se editen con referencia a asuntos militares
y de derecho en lo general; y de los periódicos oficiales.

CAPÍTULO III
Del Ministerio Público Militar

SECCIÓN PRIMERA
Disposiciones Preliminares

Artículo 42.- El Ministerio Público es el único facultado
para ejercitar, retirar o desistirse de la acción penal cuando
lo considere procedente.

Artículo 43.- Toda denuncia o querella, sobre delitos de la
competencia de los tribunales militares, se presentará pre-
cisamente ante el Ministerio Público, y a éste harán la con-
signación respectiva las autoridades que tengan conoci-
miento de una infracción penal.

Artículo 44.- Toda persona que pueda aportar datos para la
averiguación de los delitos está obligada a comparecer ante
el Ministerio Público Militar, cuando sea citada para ello por
el Procurador General de Justicia Militar o sus Agentes.

Quedan exceptuados de esta regla el Presidente de la Re-
pública; los Generales de División o Almirantes; Coman-
dantes de Regiones y Zonas Militares, de las Grandes
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Unidades Elementales y Superiores, Agrupamientos Con-
juntos del Ejército y Fuerza Aérea, o sus equivalentes en la
Armada; y los demás servidores públicos que se mencio-
nan en los párrafos primero y segundo del artículo 110
Constitucional, a quienes se les examinará en sus respecti-
vas oficinas. Los integrantes del Cuerpo Diplomático serán
examinados en la forma que indique la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores.

Artículo 45.- Cuando alguno de los Agentes del Ministerio
Público entable contienda de jurisdicción, dará aviso desde
luego y por escrito, al Procurador General de Justicia Mili-
tar, exponiendo los motivos de su promoción.

Artículo 46.- El Ministerio Público Militar se compon-
drá de:

I. Un Procurador General de Justicia Militar, titular de la
Institución;

II. Los Subprocuradores en el número que requieran las
necesidades; y

III. Agentes adscritos donde lo exijan las necesidades de
procuración de justicia.

El Ministerio Público Militar tendrá el personal que sea ne-
cesario para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 47.- Para ser Procurador General de Justicia Mi-
litar, se requiere ser General de Brigada del Servicio y sa-
tisfacer los requisitos siguientes:

I. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civi-
les y políticos;

II. Ser Licenciado en Derecho, con título oficial expedi-
do por autoridad legalmente facultada para ello;

III. Acreditar, cuando menos diez años de práctica pro-
fesional en los Organos del Fuero de Guerra;

IV. No haber sido condenado por delito doloso, y

V. Gozar de buena reputación.

Su designación y protesta se hará de la manera indicada pa-
ra el Presidente del Supremo Tribunal Militar.

Artículo 48.- Para ser Subprocurador de Justicia Militar se
requiere ser General Brigadier del Servicio y satisfacer
los requisitos señalados en las fracciones I, II, IV y V del
artículo anterior, así como acreditar cuando menos cinco
años de práctica profesional en los Organos del Fuero de
Guerra.

Será designado por el Secretario de la Defensa Nacional y
otorgará la protesta de ley ante el Procurador General de
Justicia Militar.

Artículo 49.- Para ser Agente del Ministerio Público Mili-
tar en Unidades, Dependencias e Instalaciones se requiere
contar con la jerarquía que determine el Reglamento de la
Procuraduría General de Justicia Militar y tener Licencia-
tura en Derecho, con Cédula Profesional legalmente expe-
dida.

Serán nombrados por la Secretaría de la Defensa Nacional
a propuesta del Procurador General de Justicia Militar, de
quien dependerán y ante quien rendirán la protesta de ley
los que residan en la Capital de la República y los que es-
tén fuera de ella ante el Comandante de la Región, Zona,
Guarnición de la plaza o ante el Comandante de su ads-
cripción en que sea destinado.

El personal administrativo de las oficinas del Ministerio
Público, será nombrado por la Secretaría de la Defensa Na-
cional.

Artículo 50.- Las faltas temporales del personal que inte-
gra la Procuraduría General de Justicia Militar, se suplirán:

I. Las del Procurador por el Subprocurador que se de-
signe, y

II. Los demás funcionarios por designación del Procura-
dor.

SECCIÓN SEGUNDA
De la Visitaduría y Secciones

Artículo 51.- La Procuraduría General de Justicia Militar
para su funcionamiento técnico-administrativo, contará
con una Visitaduría y las Secciones necesarias.

Artículo 52.- El Visitador General, será un Coronel de Jus-
ticia Militar y Licenciado nombrado por la Secretaría de la
Defensa Nacional a propuesta del Procurador General de



Justicia Militar, de quién dependerá y ante quien rendirá su
protesta.

La Visitaduría es la facultada para ejercer funciones de su-
pervisión y vigilancia en materia técnico-jurídico, en los
asuntos del Ministerio Público.

Artículo 53.- Las Secciones contarán con personal nom-
brado por las Secretarías de la Defensa Nacional, de Mari-
na o de ambas y se organizarán de conformidad con lo que
establece el Reglamento de la Procuraduría General de Jus-
ticia Militar.

SECCIÓN TERCERA
De los Servicios Periciales

Artículo 54.- Los Servicios Periciales se integrarán con
personal técnico y profesionista en las diversas ciencias au-
xiliares del Derecho.

El Ministerio Público Militar contará con Servicios Peri-
ciales, cuyo personal profesionista, técnico y administrati-
vo se conformará de acuerdo a lo establecido en el Regla-
mento de la Procuraduría General de Justicia Militar.

SECCIÓN CUARTA
De la Policía Ministerial Militar

Artículo 55.- La Policía Ministerial Militar estará bajo la
autoridad y mando del Ministerio Público Militar y se com-
pondrá:

I. De un Cuerpo Permanente que estará integrado con el
personal que designe la Secretaría de la Defensa Nacio-
nal, y

II. De los Militares que con motivo de su cargo o comi-
sión, desempeñen accidentalmente las funciones de Po-
licía Ministerial Militar.

El funcionamiento e integración de la Policía Ministerial
Militar, se llevará a cabo conforme a lo establecido en el
Reglamento respectivo.

Artículo 56.- La función de Policía Ministerial Militar a
que se refiere la fracción II del artículo 55 se ejerce por:

I. Los Jefes y Oficiales del Servicio de Vigilancia;

II. Los Oficiales de Cuartel o de Día;

III. Los Comandantes de Guardia;

IV. Los Comandantes de fuerzas que operen aisladas, y

V. El Jefe u Oficial de permanencia.

CAPÍTULO III
De la Defensoría de Oficio Militar

SECCIÓN PRIMERA
Disposiciones Preliminares

Artículo 57.- La defensa gratuita del personal militar será
desde la Averiguación Previa hasta la Ejecución de la sen-
tencia.

La Defensoría garantizará a quienes se refiere este artículo
el acceso real y equitativo a los servicios de asistencia ju-
rídica.

Artículo 58.- La acción de la Defensoría de Oficio Militar
a favor del personal militar no se limitará a los Tribunales
del Fuero de Guerra, sino que se extenderá a los del orden
Común y Federal, incluyendo el Juicio de Amparo.

Artículo 59.- Las faltas temporales del personal que inte-
gra la Defensoría de Oficio Militar, se suplirán:

I. Las del Jefe por el Subjefe que se designe, y

II. Los demás funcionarios por designación del Jefe.

SECCIÓN SEGUNDA
De la Defensoría de Oficio Militar

Artículo 60.- La Defensoría de Oficio Militar se compon-
drá:

I. De un Jefe, titular de la Institución;

II. De Subjefes en el número que requieran las necesi-
dades; y

III. De Defensores de Oficio adscritos, donde lo exijan
las necesidades del servicio.

La Defensoría de Oficio Militar tendrá el personal que sea
necesario para el ejercicio de sus funciones.
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Artículo 61.- Para ser Jefe de la Defensoría de Oficio Mi-
litar, se requiere ser General de Brigada del servicio y sa-
tisfacer los requisitos siguientes:

I. Estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civi-
les y políticos;

II. Ser Licenciado en Derecho, con título oficial expedi-
do por autoridad legalmente facultada para ello;

III. Acreditar, cuando menos diez años de práctica pro-
fesional en los Organos del Fuero de Guerra;

IV. No haber sido condenado por delito doloso, y

V. Gozar de buena reputación.

Su designación y protesta se hará de la manera indicada pa-
ra el Presidente del Supremo Tribunal Militar.

Artículo 62.- Para ser Subjefe de la Defensoría de Oficio
Militar se requiere ser General Brigadier del Servicio y sa-
tisfacer los mismos requisitos señalados en las fracciones I,
II, IV y V del artículo anterior y tener cuando menos cinco
años de práctica profesional en los Organos del Fuero de
Guerra.

Serán designados por el Secretario de la Defensa Nacional
y rendirán la protesta de ley ante el Jefe del Cuerpo de De-
fensores de Oficio Militar.

Artículo 63.- Para ser Defensor de Oficio Militar en Uni-
dades, Dependencias e Instalaciones, se requiere contar
con la Jerarquía que determine el Reglamento de la Defen-
soría de Oficio Militar y tener Licenciatura en Derecho con
Cédula Profesional legalmente expedida.

Serán nombrados por la Secretaría de la Defensa Nacional
a propuesta del Jefe de la Defensoría, de quien dependerán
y ante quien rendirán la protesta de ley los que residan en
la Capital de la República y los que estén fuera de ella an-
te el Comandante de Región, Zona, Guarnición de la plaza
o Comandante de la Unidad de su adscripción en que sea
destinado.

El personal administrativo de las oficinas de la Defensoría
de Oficio será nombrado por la Secretaría de la Defensa
Nacional.

SECCIÓN TERCERA
De la Visitaduría y Secciones

Artículo 64.- La Defensoría de Oficio Militar para su fun-
cionamiento técnico-administrativo contará con una Visita-
duría y las Secciones necesarias.

Artículo 65.- El Visitador de la Defensoría de Oficio Mili-
tar será un Coronel de Justicia Militar y Licenciado nom-
brado por la Secretaría de la Defensa Nacional a propuesta
del Jefe de ésta Institución, de quien dependerá y ante
quien rendirá su protesta.

La Visitaduría es la facultada para ejercer funciones de su-
pervisión y vigilancia en materia técnico-jurídico, en los
asuntos de la Defensoría.

Artículo 66.- Las Secciones contarán con personal nom-
brado por las Secretarías de la Defensa Nacional, de Mari-
na o de ambas y se organizarán de conformidad con lo que
establece el Reglamento de la Defensoría de Oficio Militar.

SECCIÓN CUARTA
De los Servicios Periciales

Artículo 67.- Los servicios periciales se integrarán con
técnicos y profesionistas en diversas ciencias auxiliares del
Derecho.

La Defensoría de Oficio Militar contará con Servicios Pe-
riciales, cuyo personal profesionista, técnico y administra-
tivo se integrará conforme a su Reglamento.

TÍTULO SEGUNDO
De la Competencia

CAPÍTULO I
Disposiciones Preliminares

Artículo 68.- La facultad de declarar que un hecho es o no
delito del Fuero de Guerra, declarar la inocencia o culpabi-
lidad de las personas y aplicar las penas y sus consecuen-
cias que las leyes señalen, corresponde exclusivamente a
los tribunales militares.

Esta declaración se tendrá como verdad legal.

Artículo 69.- Son delitos contra la disciplina militar:



I. Los especificados en el Libro Segundo de este Código;

II. Los del orden común o federal, incluyendo los pre-
vistos en el Estatuto de la Corte Penal Internacional ra-
tificado por México, cuando en su comisión haya con-
currido cualquiera de las circunstancias que enseguida
se expresan:

A. Que sean cometidos por militares en los momen-
tos de estar en servicio o con motivo de actos del
mismo;

B. Que sean cometidos por militares en un buque,
aeronave o transporte terrestre perteneciente al Ejér-
cito, instalaciones militares o punto ocupado militar-
mente;

C. Que sean cometidos por militares en territorio de-
clarado en estado de sitio o en lugar sujeto a la ley
marcial conforme a las reglas del derecho de la gue-
rra;

D. Que sean cometidos por militares frente a tropa
formada o ante la bandera;

E. Que el delito sea cometido por militares en cone-
xión con otro de aquellos a que se refiere la fracción
I.

En los casos que concurran militares y civiles, solamente
los primeros serán juzgados por los tribunales militares.

Los delitos del orden común que exijan querella necesaria
para su averiguación y sanción, no serán de la competencia
de los tribunales militares, sino en los casos previstos en
los incisos (C) y (E) de la fracción II de este numeral.

Artículo 70.- Con motivo de lo dispuesto en el artículo an-
terior, los tribunales militares que conozcan de conductas
contempladas en delitos no previstos en este Código, úni-
camente aplicarán las penas establecidas en el Código Pe-
nal o Ley que este vigente en el lugar de los hechos al co-
meterse el delito; y si éste es de orden federal, la Ley
Federal o Tratados Internacionales de observancia obliga-
toria en México, de conformidad con lo previsto en el artí-
culo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Artículo 71.- La jurisdicción penal militar no es prorroga-
ble ni renunciable.

Artículo 72.- Cuando se juzgue a un militar por delito de
la competencia del fuero de guerra, encontrándose proce-
sado por alguno del orden común o federal, la autoridad ju-
dicial militar instruirá la causa como si el detenido se ha-
llara a su disposición, desde que dicte el auto de incoación,
si tiene conocimiento del lugar en que el inculpado se en-
cuentre detenido, y si no, desde el momento en que tal cir-
cunstancia sea de su conocimiento. En el caso que mencio-
na este artículo el Juez Militar librará oficio informativo al
del orden común o federal.

Artículo 73.- Si el Ejército está en territorio de un Estado
amigo o neutral se observarán, en cuanto a competencia de
los tribunales militares, las reglas estipuladas en los Trata-
dos o Convenciones con esa nación.

Artículo 74.- Los tribunales militares no podrán entablar
ni sostener competencia alguna sin audiencia del ministe-
rio público.

SECCIÓN PRIMERA
De los Tribunales Militares

Artículo 75.- Es tribunal competente para conocer de un
proceso el del lugar donde se cometa el delito.

La Secretaría de la Defensa Nacional, sin embargo, puede
designar distinta jurisdicción a la del lugar donde se come-
tió el delito, cuando las necesidades del servicio de justicia
lo requieran.

Artículo 76.- Cuando se dude en qué jurisdicción se co-
metió el delito, será Juez competente para conocer el que
haya prevenido en su conocimiento.

Artículo 77.- Es Juez competente para conocer y fallar los
delitos continuos o continuados, el del lugar en que se ve-
rifique la aprehensión del inculpado, cualquiera que sea el
lugar en qué aquéllos se hayan cometido; debiendo remitir
a dicha autoridad las diligencias que se hayan practicado
por la que previno en el conocimiento.

Artículo 78.- Es competente para conocer de todos los pro-
cesos que deban acumularse, el Juez que instruya el más
antiguo y si son de la misma fecha, regirá la competencia
el proceso que se siga por el delito cuyo término medio de
la pena sea mayor.
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SECCIÓN SEGUNDA
Del Supremo Tribunal Militar, Salas y Secretarios

Artículo 79.- El Pleno del Supremo Tribunal Militar, es el
órgano máximo y estará formado por el Presidente y Ma-
gistrados de dicho cuerpo colegiado, para que funcione en
Pleno se necesitará la concurrencia de cuando menos cinco
de sus miembros y las resoluciones se tomarán por unani-
midad o por mayoría de votos de los presentes, en caso de
empate, el Presidente tendrá voto de calidad.

Las sesiones del Tribunal en Pleno serán ordinarias o ex-
traordinarias y en ambos casos públicas o privadas. Las
que se celebrarán previa convocatoria del Presidente del
mismo, en la que determinará su carácter.

Artículo 80.- Son facultades del Supremo Tribunal Militar
en Pleno:

I. Resolver los recursos de apelación y denegada apela-
ción en delitos calificados como graves, así mismo po-
drá ejercer de oficio o a petición fundada del Ministerio
Público Militar, la facultad de atracción de las apelacio-
nes que por su trascendencia así lo ameriten;

II. Resolver las controversias de competencia jurisdic-
cional que se susciten entre las Salas;

III. Resolver sobre las contradicciones de criterios ge-
nerales sustentados entre las Salas del Tribunal, sin per-
juicio de observarse la jurisprudencia de los Tribunales
Federales. Lo anterior, podrá hacerse a petición de par-
te o de los órganos en conflicto;

IV. Emitir circulares, lineamientos y criterios generales
de carácter jurisdiccional que conlleven a una buena
marcha en la administración de la Justicia Militar;

V. Calificar en cada caso las excusas o impedimentos
que sus miembros presenten para conocer de determina-
dos asuntos, así como de las recusaciones que se pro-
muevan en contra de los Magistrados;

VI. Resolver las causas de responsabilidad de los fun-
cionarios de la administración de Justicia Militar;

VII. Conocer las reclamaciones que se hagan en contra
de las correcciones impuestas por los Magistrados de las
Salas, confirmando, revocando o modificando dichas
correcciones;

VIII. La tramitación de las solicitudes de reducción de
penas.

IX. Atender y resolver las consultas sobre dudas de la
ley que le dirijan los Magistrados;

X. Designar al Magistrado que deberá practicar las visi-
tas de cárceles y juzgados, dando las instrucciones que
estime convenientes;

XI. Formular y proporcionar ante la Secretaría de la De-
fensa Nacional las reformas que estime convenientes se
hagan necesarias a la Legislación Militar;

XII. Tomar la protesta de los Magistrados, de los Presi-
dentes de Sala y de los Jueces de la Plaza;

XIII. Formular su reglamento y someterlo a la aproba-
ción de la Secretaría de la Defensa Nacional;

XIV. Proponer los cambios de residencia y jurisdicción
del personal que preste sus servicios en los Tribunales
Militares, según lo exijan las necesidades del servicio;

XV. Despachar excitativas de justicia a petición de par-
te, contra los jueces militares;

XVI. Resolver las reclamaciones de los Jueces contra
excitativas de justicia y demás providencias y acuerdos
del Presidente del Supremo Tribunal Militar en ejercicio
de sus funciones y,

XVII. Las demás que determinen las Leyes y Regla-
mentos Militares.

Artículo 81.- Son Atribuciones del Presidente del Supremo
Tribunal Militar:

I. Cuidar que la administración de Justicia Militar sea
expedita, dictando al efecto las providencias necesarias;

II. Dirigir los debates del pleno y ejercer voto de calidad
en las votaciones de éste en caso de empate;

III. Remitir a las Salas, a los Magistrados y Jueces los
asuntos de acuerdo con su competencia y turno;

IV. Acordar la correspondencia del Supremo Tribunal
Militar;



V. Recibir quejas sobre demoras, excusas o faltas en el
despacho de los asuntos. Si las faltas son leves dictará
las providencias oportunas para su corrección, turnán-
dolas en su caso a quien corresponda, si son graves lo
hará al Pleno para su resolución;

VI. Formular la Estadística Judicial con los datos que le
proporcionen las Salas y Juzgados Militares;

VII. Proporcionar al Procurador General de Justicia Mi-
litar, los datos necesarios para la formación de la Esta-
dística Penal Militar;

VIII. Tramitar las peticiones de remoción del personal
que le formulen las Salas y Juzgados, que para el buen
servicio se hagan necesarias;

IX. Constatar que en las faltas absolutas o temporales de
los Magistrados, Jueces, Secretarios y demás subalter-
nos de la administración de justicia militar, se cumpla
con las reglas de las suplencias;

X. Disponer las anotaciones en las hojas de actuación y
memorial de servicios del personal del Supremo Tribu-
nal Militar y Juzgados, relativos a quejas que se decla-
ren fundadas con motivo de la administración de justi-
cia, citando la corrección impuesta;

XI. Dictar las medidas que estime convenientes, en lo
tocante al archivo judicial y biblioteca, de acuerdo con
lo expresado en el artículo 40, y

XII. Las demás que determinen las Leyes y Reglamen-
tos Militares.

Artículo 82.- Los Magistrados de Sala se designarán nu-
méricamente y en ese orden fungirán como Presidente de
Sala por el término de un año, sin que pueda desempeñar-
lo para el período siguiente y actuarán en forma colegiada.

Artículo 83.- Son Facultades de las Salas, resolver:

I. Contiendas de competencia de jurisdiccional que se
susciten entre los Jueces Militares;

II. Contiendas sobre acumulación y separación de pro-
cesos;

III. Excusas y recusaciones de sus Magistrados y Jueces
Militares;

IV. Reclamaciones que se hagan contra las correcciones
impuestas por Jueces y Presidentes de Consejo de Gue-
rra;

V. Recursos de apelación y denegada apelación, excep-
to en la resolución de los delitos calificados como gra-
ves;

VI. Resoluciones relativas a incidentes y recursos que
surjan en los procesos;

VII. Dudas de ley que dirijan los Jueces, y

VIII. Los demás asuntos que determinen las Leyes y Re-
glamentos Militares.

Artículo 84.- Son Atribuciones de los Presidentes de Sala:

I. Acordar la correspondencia de la Sala;

II. Distribuir por turno los asuntos entre él y los demás
miembros de la Sala, para estudio y presentación opor-
tuna del proyecto de resolución correspondiente;

III. Presidir y dirigir la discusión de los asuntos someti-
dos al conocimiento de la Sala y ponerlos a votación
cuando se declare terminado el debate;

IV. Dar al Secretario de Acuerdos los puntos que com-
prendan las disposiciones resolutivas votadas y aproba-
das;

V. Proponer los proyectos y reformas de Leyes, Regla-
mentos y disposiciones que estimen necesarios para la
mejor administración de Justicia, y

VI. Las demás que determinen las Leyes y Reglamentos
Militares.

Artículo 85.- Son atribuciones de los Secretarios de Acuer-
dos:

I. Dar cuenta al Presidente del Supremo Tribunal Mili-
tar o de Sala según corresponda de todos los asuntos que
se reciban;

II. Dar cuenta en las Sesiones del Pleno con los asuntos
que éstos deban conocer, relatándo el extracto y propo-
niendo el acuerdo que deba recaer;
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III. Levantar el Acta de Sesión correspondiente;

IV. Tomar la votación en cada asunto;

V. Autorizar los decretos, autos y sentencias que se dic-
ten, así como las certificaciones y razones que deban
asentarse en el expediente;

VI. Proporcionar los expedientes a las partes para infor-
marse de ellos, tomar apuntes o para cualquier otro efec-
to legal, vigilando que lo hagan en su presencia, sin
permitir su salida;

VII. Expedir y autorizar las copias de las resoluciones,
constancias de autos y demás que la ley determine o de-
ban darse por mandato judicial;

VIII. Vigilar que se lleven al corriente los Libros de Go-
bierno, de Sentencias, Índices, Correspondencia, Esta-
dística y demás necesarios para el servicio;

IX. Distribuir entre el personal subalterno las labores
que deban desempeñar;

X. Cuidar que las notificaciones se realicen oportuna-
mente y,

XI. Las demás que determinen las Leyes y Reglamentos
Militares.

Artículo 86.- El Secretario auxiliar desempeñará las labo-
res que le encomiende el Secretario de Acuerdos respecti-
vo y las mismas que a éste le corresponda cuando lo supla.

Artículo 87.- Son atribuciones de los Actuarios.

I. Recibir del Secretario de Acuerdos según correspon-
da los expedientes para efectuar las notificaciones pro-
cedentes;

II. Hacer las notificaciones y practicar las diligencias
decretadas por el Pleno respectivo, dentro de las horas
hábiles del día, entendiéndose por éstas las que medien
desde las siete hasta las diecinueve horas, devolviendo
los expedientes dentro de las veinticuatro horas siguien-
tes y en caso de existir imposibilidad para practicar las
diligencias ordenadas, deberá asentar razón de ello y
dentro de las actuaciones durante las veinticuatro horas
siguientes y,

III. Las demás que las Leyes y Reglamentos Militares
determinen.

SECCIÓN TERCERA
De los Consejos de Guerra

Artículo 88.- Los Consejos de Guerra Ordinarios son com-
petentes para conocer de todos los delitos contra la disci-
plina militar, cuyo conocimiento no corresponde a los Jue-
ces Militares o a los Consejos de Guerra Extraordinarios.

Artículo 89.- Los Consejos de Guerra Extraordinarios, son
competentes para juzgar en campaña y dentro del territorio
ocupado por las fuerzas que tuviere bajo su mando el Co-
mandante investido de la facultad de convocarlos, a los res-
ponsables de delitos que tengan señalada pena de treinta a
sesenta años de prisión.

Son competentes para convocar Consejos de Guerra Ex-
traordinarios los Comandantes de Grandes Unidades Ele-
mentales y Superiores, sus equivalentes en la Armada y bu-
ques que operen aisladamente y agrupamientos conjuntos.

Artículo 90.- Los Consejos de Guerra Extraordinarios en
los buques de la Armada, son competentes para conocer, en
tiempo de paz y sólo cuando la Unidad Naval se halle fue-
ra de aguas territoriales, de los delitos sancionados con pe-
na de treinta a sesenta años de prisión, cometidos por Ma-
rinos a bordo; y en tiempo de guerra de los mismos delitos,
cometidos también a bordo por cualquier militar.

Artículo 91.- Para determinar en los casos expresados en
los artículos que anteceden, la competencia del Consejo de
Guerra Extraordinario se necesita además, que concurran
las circunstancias siguientes:

I. Que el acusado haya sido aprehendido en flagrante
delito;

II. Que la no inmediata represión del delito, implique, a
juicio del Comandante militar facultado para convocar
el Consejo un peligro grave para la existencia o conser-
vación de una fuerza o para el éxito de sus operaciones
militares, o afecte la seguridad de las instalaciones mili-
tares o punto ocupado militarmente, plazas sitiadas o
bloqueadas, perjudique su defensa o tienda a alterar en
ellas el orden público.



SECCIÓN CUARTA
De los Jueces y Secretarios

Artículo 92.- De los Jueces:

I. Son competentes para:

A. Instruir los procesos de la competencia de los
Consejos de Guerra, así como los de la propia; re-
solviendo lo procedente, y

B. Juzgar los delitos penados con prisión que no ex-
ceda de dos años, como término medio, con suspen-
sión o con baja del Ejército. Cuando concurran di-
versas penas, la competencia se determinará por la
corporal.

II. Son atribuciones:

A. Solicitar a la Presidencia del Supremo Tribunal
Militar, las remociones del personal del Juzgado que
para el buen servicio se haga necesario;

B. Informar a la Presidencia del Supremo Tribunal
Militar, las irregularidades que adviertan en la Ad-
ministración de Justicia;

C. Realizar mensualmente visitas de cárceles y hos-
pitales;

D. Remitir a la Secretaría de la Defensa Nacional,
por conducto del Supremo Tribunal Militar, y a este
mismo, los estados mensuales y las actas de las visi-
tas de prisión y hospital, así como rendir a las mis-
mas los informes que soliciten;

E. Formular y someter a aprobación del Supremo
Tribunal Militar las reformas que estime convenien-
te se formulen a la Legislación Militar, y

F. Las demás que determinen las Leyes y Reglamen-
tos Militares.

Artículo 93.- Son Atribuciones de los Secretarios:

I. Comunes:

A. Dar cuenta y acordar con el Juez, diariamente,
sobre el estado de los procesos, las promociones de
las partes y la correspondencia dirigida al juzgado;

B. Autorizar los despachos, exhortos, actas, diligen-
cias, decretos, autos y toda clase de resoluciones que
se expidan, asienten, practiquen, así como las certi-
ficaciones y razones que deban asentarse por man-
dato de ley o del Juez;

C. Proporcionar los expedientes a las partes para in-
formarse de su estado, tomar apuntes o para cual-
quier otro efecto legal, vigilando que lo hagan en su
presencia, sin que permitan su salida;

D. Expedir y autorizar las copias de las resoluciones,
constancias de autos y demás que la ley determine o
que deban darse en virtud de mandato judicial;

E. Informar al Juez las irregularidades que observe
en la marcha de los asuntos del juzgado, emitiendo
su opinión sobre la forma de subsanarlas;

F. Asistir al Juez en las diligencias que lleve el juz-
gado de acuerdo con las leyes aplicables;

G. Supervisar que los expedientes sean foliados en
cada una de sus fojas, se sellen las actuaciones, ofi-
cios y demás documentos que lo requieran, se colo-
quen los sellos de liga y se rubriquen aquellos en el
centro del escrito;

H. Inventariar y conservar los expedientes mientras
se encuentran en trámite en el Juzgado y entregarlos
con las formalidades legales cuando deba tener lugar
la remisión;

I. Ordenar y vigilar que se despachen oportunamen-
te los asuntos y correspondencia a su cargo;

J. Llevar las diligencias por determinación de ley o
judicial, cuidando que se observen las formalidades
para el acto respectivo;

K. Formular proyectos de autos, incidentes, senten-
cias y engroses de sentencia, y

L. Las demás que las Leyes y Reglamentos Militares
les confieran o el Juez les encomiende, relativas a
los asuntos del Juzgado.

II. Del Primer Secretario:

A. Guardar en el secreto del juzgado los objetos e
instrumentos de delito, documentos y valores, y
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B. Llevar los Libros de Gobierno, de Sentencias,
Correspondencia, Estadística y demás necesarios pa-
ra el servicio;

III. Del Segundo Secretario:

A. Por conducto del Primer Secretario guardar en el
secreto del Juzgado los objetos e instrumentos de
delito, escritos, documentos y valores de los expe-
dientes a su cargo, y

B. Formular los informes previos y justificados, así
como los recursos procedentes;

IV. Del Secretario Actuario:

A. Dar cuenta diariamente al primer Secretario sobre
el estado que guarden los trámites de su responsabi-
lidad;

B. Notificar y practicar las diligencias decretadas
por el Juez, y

C. En caso de existir imposibilidad para practicar las
diligencias ordenadas, deberá asentar razón de ello
dentro de las actuaciones en las veinticuatro horas
siguientes.

CAPÍTULO II
Del Ministerio Público Militar

Artículo 94.- Corresponde al Ministerio Público la inves-
tigación de los delitos contra la disciplina militar y su per-
secución ante los Tribunales, solicitando la imposición de
las penas a los responsables y velar por la legalidad de los
procedimientos; el ejercicio de esta atribución comprende:

I. En la averiguación previa:

A. Tan pronto como reciba una denuncia o querella de
un hecho posiblemente constitutivo de delito, recaba-
rá con toda oportunidad y eficacia todos los datos ne-
cesarios para acreditar los elementos del cuerpo del
delito de que se trate y la probable responsabilidad de
los indiciados en su comisión, ejercitando en su caso
la acción penal correspondiente, conforme a lo esta-
blecido en el artículo 69 de este Código;

B. Ordenar la detención en casos urgentes, y en su
caso, retener a los probables responsables en térmi-

nos del artículo 16 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos;

C. Realizar el aseguramiento de bienes, objeto, ins-
trumentos o producto del delito;

D. Conceder la libertad provisional bajo caución a
los indiciados en los términos previstos por la ley;

E. Aplicar las medidas disciplinarias estipuladas en
el artículo 483 para hacer cumplir sus determinacio-
nes y guardar el orden en las diligencias auxiliándo-
se de su policía y cuando corresponda solicitar el au-
xilio de la fuerza pública;

F. Solicitar al órgano jurisdiccional las órdenes de
cateo, el aseguramiento o el embargo precautorio de
bienes que resulten necesarios para la indagatoria;

G. Cuando sea procedente, determinar la incompe-
tencia y remitir el asunto a la autoridad que deba co-
nocer, así como la acumulación de las averiguacio-
nes previas;

H. Determinar el archivo de la averiguación previa;

I. Determinar el no ejercicio de la acción penal cuan-
do:

a. Los hechos no sean constitutivos de delito;

b. No se acredite el cuerpo del delito o la probable
responsabilidad del indiciado;

c. La acción penal se haya extinguido;

d. Se acredite plenamente la existencia de una cau-
sa de exclusión del delito.

e. Resulte imposible la prueba de la existencia de
los hechos constitutivos de delito por obstáculo ma-
terial o insuperable, y

f. En los demás casos que señale la Ley.

II. Ante los órganos jurisdiccionales militares:

A. Ejercitar la acción penal cuando exista denuncia
o querella, y esté acreditado el cuerpo del delito de
que se trate y la probable responsabilidad de quien o



quienes en él hayan participado; solicitando las órde-
nes de aprehensión o de comparecencia, en su caso;

B. Solicitar las órdenes de cateo, de aseguramiento o
embargo precautorio de bienes;

C. Poner a disposición a las personas detenidas o
aprehendidas dentro de los plazos establecidos por
la ley;

D. Aportar las pruebas y promover las diligencias
conducentes para la comprobación del delito, las cir-
cunstancias en que haya sido cometido y las pecu-
liares del procesado, de la responsabilidad penal y
de la existencia de los daños;

E. Formular las conclusiones en los términos señala-
dos por la ley; cuando éstas sean no acusatorias o
tratándose de cualquier otro acto cuya consecuencia
sea el sobreseimiento del proceso o la libertad abso-
luta del procesado antes de que se pronuncie senten-
cia, requerirá la autorización previa del Procurador o
del Subprocurador que autorice;

F. Promover oportunamente los incidentes y recur-
sos cuando legalmente procedan, y

G. En general, promover lo conducente al desarrollo
de los procesos y realizar las demás atribuciones que
le señale este Código.

III. Atender los derechos de la víctima y del ofendido en
los términos del Apartado �B� del artículo 20 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y

IV. Las demás que las Leyes y Reglamentos Militares
determinen.

Artículo 95.- El Ministerio Público no podrá pedir la inco-
ación de procedimientos sin llenar los requisitos corres-
pondientes, en los casos que siguen:

I. Cuando se trate de delitos en los que sólo se puede
proceder por querella necesaria, si esta no se ha presen-
tado; y

II. Cuando la ley exija algún requisito previo, e indis-
pensable respecto del inculpado, si tal requisito no se ha
llenado.

Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la
probable comisión de un delito para cuya persecución se
exija la de querella, que deba formular alguna autoridad, lo
comunicará por escrito a ésta, a fin de que resuelva de in-
mediato con el debido conocimiento de los hechos;

En los casos de detenciones en delito flagrante, el Ministe-
rio Público solicitará por escrito a la autoridad competente
que presente querella, dentro del plazo de retención que es-
tablece el artículo 16 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Artículo 96.- El Ministerio Público, en caso de notoria ur-
gencia cuando se trate de delito grave y ante el riesgo fun-
dado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la
justicia, podrá bajo su responsabilidad ordenar su deten-
ción, fundando y expresando los indicios que motivaron su
proceder, lo anterior, siempre y cuando no se pueda ocurrir
ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o cir-
cunstancia.

Cuando el indiciado sea detenido o se presente voluntaria-
mente, el Ministerio Público en la averiguación previa, ten-
drá la obligación de hacerle saber las garantías consagradas
en las fracciones I, II, V, VII y IX Apartado �A� del artícu-
lo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Cuando proceda la libertad caucional del inculpado, el Mi-
nisterio Público cumplirá con el procedimiento establecido
en los artículos del 796 al 815 de este Código.

Artículo 97.- El Procurador General de Justicia Militar
tendrá las siguientes atribuciones:

I. Dictaminar personalmente sobre todas las dudas o
conflictos de orden jurídico que se presenten en asuntos
de su competencia;

II. Ordenar a los Subprocuradores y Agentes la formu-
lación de averiguaciones previas, sobre hechos que esti-
me pudieran dar como resultado el esclarecimiento de
que se ha cometido un delito de la competencia de los
tribunales del fuero de guerra;

III. Perseguir por si mismo o por medio de sus Agentes,
ante los tribunales del fuero de guerra, los delitos contra
la disciplina militar; solicitando las órdenes de aprehen-
sión o comparecencia en contra de los indiciados; pre-
sentando los datos que acrediten el cuerpo del delito y
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que hagan probable la responsabilidad de éstos, promo-
viendo ante los propios tribunales las diligencias nece-
sarias para acreditar los elementos de la descripción le-
gal del delito de que se trata y la plena responsabilidad
de los procesados; cuidando de que los juicios se sigan
con regularidad; pidiendo la aplicación de las penas que
corresponda, y vigilando que éstas sean debidamente
cumplidas;

IV. Dar a los Subprocuradores y Agentes las instruccio-
nes que estime necesarias para el mejor cumplimiento
de su cargo, expedirles circulares y dictar todas las me-
didas técnicas y disciplinarias convenientes, para lograr
la unidad de acción del Ministerio Público;

V. Encomendar a cualquiera de sus Subprocuradores o
Agentes, el despacho de determinado asunto, indepen-
dientemente de sus labores permanentes;

VI. Hacerse representar por sus Subprocuradores o
Agentes en diligencias a que deba concurrir, excepto en
aquellas en que sea indispensable su presencia;

VII. Calificar las excusas que presenten los Subprocura-
dores y Agentes para intervenir en determinado asunto;

VIII. Solicitar de las Secretarías de la Defensa Nacional
o de Marina según corresponda, las remociones de per-
sonal que sean necesarias;

IX. Pedir que se hagan efectivas las responsabilidades
en que incurran los funcionarios judiciales;

X. Recabar de las oficinas públicas, toda clase de infor-
mes o documentación que necesite en el ejercicio de sus
funciones;

XI. Formular la estadística penal militar;

XII. Formular y someter a aprobación proyectos de Le-
yes y Reglamentos Militares que estime necesarios para
la mejor procuración y administración de Justicia Mili-
tar;

XIII. Formular y someter a aprobación el proyecto del
Reglamento de la Procuraduría General de Justicia Mi-
litar o en su caso las reformas;

XIV. Investigar con especial diligencia, las detenciones
arbitrarias que se cometan, promover el castigo de los

responsables y adoptar las medidas legales para hacer
que cesen aquéllas;

XV. Disponer las anotaciones en la hoja de actuación y
memorial de servicios del personal que le dependa, re-
lativas a quejas que se declaren fundadas con motivo de
la procuración de justicia citando la corrección impues-
ta;

XVI. Usar de las vías de apremio, en los casos que sean
desatendidas las citas a que se refiere el artículo 484 de
este Código;

XVII. Las demás que señalen las Leyes y Reglamentos
Militares.

Artículo 98.- El Reglamento de la Procuraduría General de
Justicia Militar, establecerá la organización y atribuciones
para el despacho de los asuntos que por ley le corresponda
o determine el Procurador al personal integrante de ésta.

Artículo 99.- Cuando alguno de los Agentes del Ministerio
Público entable contienda de jurisdicción, dará aviso desde
luego y por escrito, al Procurador General de Justicia Mili-
tar, exponiendo los motivos de su promoción.

CAPÍTULO III
De la Defensoría de Oficio Militar

SECCIÓN PRIMERA
Prevenciones Generales

Artículo 100.- Además de las causas de impedimento que
para ser defensor señala este Código, los militares no po-
drán, en caso alguno, desempeñar el cargo de defensores,
cuando estuvieren investidos de otro en la procuración o
administración de justicia militar. Tampoco podrán ser de-
fensores, cuando sean superiores jerárquicos al Juez o a al-
guno de los miembros que deben juzgar al acusado.

Artículo 101.- En la averiguación previa o durante el pro-
ceso, los defensores aceptarán el cargo y rendirán la pro-
testa de ley ante el Agente del Ministerio Público, Juez o
Tribunal correspondiente.

SECCIÓN SEGUNDA
De los Defensores de Oficio Militar

Artículo 102.- El Jefe de la Defensoría de Oficio Militar
tendrá las atribuciones siguientes:



I. Defender por sí mismo o por medio de los Defensores
de Oficio, al personal militar, desde el momento de su
detención o desde su primera comparecencia ante el ór-
gano investigador, hasta la conclusión del procedimien-
to y la ejecución de la sentencia, en su caso; promo-
viendo cuanto fuere conducente a favor del mismo;

II. Calificar las excusas que le planteen los defensores
para intervenir en determinado asunto;

III. Solicitar a la Secretaria de la Defensa Nacional o de
Marina, según corresponda, las remociones del personal
que se hagan necesarias;

IV. Resolver las quejas que se formulen en contra del
personal a su cargo;

V. Recabar de las oficinas públicas toda clase de infor-
mes o documentos necesarios para el ejercicio de sus
funciones;

VI. Formular y someter a aprobación de la Secretaría de
la Defensa Nacional, los proyectos de leyes, reglamen-
tos y medidas que estime necesarias para la procuración
y administración de Justicia Militar;

VII. Encomendar a cualquiera de los defensores el des-
pacho de determinado asunto, con independencia de sus
labores permanentes;

VIII. Formular y someter a aprobación el proyecto de
Reglamento de la Defensoría de Oficio Militar, o en su
caso las reformas que se hagan necesarias;

IX. Formular las anotaciones en la hoja de actuación y
memorial de servicios del personal que le dependa, re-
lativos a quejas que se declaren fundadas con motivo del
desempeño de sus funciones, citando la corrección im-
puesta;

X. Dar a los defensores las instrucciones que estime ne-
cesarias, expedirles circulares y dictar medidas técnicas
y disciplinarias;

XI. Dirigir la formación de la estadística correspondien-
te a la defensoría;

XII. Practicar visitas periódicas a las prisiones militares;

XIII. Las demás que determinen las Leyes y Reglamen-
tos Militares.

Artículo 103.- El Reglamento de la Defensoría de Oficio
Militar establecerá su organización y funcionamiento.

LIBRO SEGUNDO
De los Delitos, Delincuentes y Penas

Artículo 104.- Todo delito del orden militar produce res-
ponsabilidad penal, esto es, sujeta a una pena al que lo co-
mete.

Artículo 105.- El militar que descubra o tenga noticia de
cualquier modo, de la probable comisión de algún delito
contra la disciplina militar, está obligado a denunciarlo an-
te el Ministerio Público, a fin de que proceda a su investi-
gación.

Artículo 106.- Se requiere la acreditación de los elementos
de la descripción legal del delito de que se trate, para la im-
posición de pena.

TÍTULO PRIMERO
De los Delitos y de los Responsables

CAPÍTULO I
Clasificación de los Delitos

Artículo 107.- Las acciones y omisiones delictivas del or-
den militar sólo pueden realizarse dolosa o culposamente.

Obra dolosamente el que, conociendo los elementos obje-
tivos de la descripción típica del delito, o previendo como
posible el resultado típico del mismo, quiere o acepta la re-
alización del hecho descrito por la ley, y

Obra culposamente el que produce el resultado típico, que
no previó siendo previsible o previo confiando en que no
se produciría, en virtud de la violación a un deber de cui-
dado, que debía y podía observar según las circunstancias
y condiciones personales.

Artículo 108.- En los delitos de resultado material, tam-
bién será atribuible el resultado típico producido al que
omita impedirlo, si éste tenía el deber jurídico de evitarlo.
En estos casos se considerará que el resultado es conse-
cuencia de una conducta omisiva, cuando se determine que
el que omita impedirlo tenía el deber de actuar para ello,
derivado de una ley, de un contrato o de su propio actuar
precedente.

El delito es:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006117



Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados118

I. Instantáneo, cuando la consumación se agota en el
mismo momento en que se han realizado todos sus ele-
mentos constitutivos;

II. Permanente o continuo, cuando la consumación se
prolonga en el tiempo, o

III. Continuado, cuando con unidad de propósito delic-
tivo, pluralidad de conductas y unidad de sujeto pasivo,
se viola el mismo precepto legal.

CAPÍTULO II
Grados del Delito Intencional

Artículo 109.- Los delitos serán punibles en todos sus gra-
dos de ejecución y estos pueden ser:

I. Conato;

II. Frustrado, y

III. Consumado.

Artículo 110.- El conato consiste en ejecutar uno o mas he-
chos encaminados directa e inmediatamente a la consuma-
ción, pero sin llegar al acto que la constituye, si esos he-
chos dan a conocer por sí solos o acompañados de algunos
indicios, cuál es el delito que el agente tenía intención de
realizar; si no lo dan a conocer, tales hechos se consideran
como actos puramente preparatorios que serán punibles
cuando por sí solos constituyan delito.

El frustrado, es aquél en que el agente llega hasta el último
acto en que debía realizarse la consumación, si ésta no se
verifica por tratarse de un delito irrealizable por imposible,
porque los medios que se empleen son inadecuados o por
otra causa extraña a la voluntad del agente.

CAPÍTULO III
Concurso de Delitos

Artículo 111.- Existe concurso ideal cuando con una sola
conducta se cometen varios delitos.

Existe concurso real cuando con pluralidad de conductas se
cometen varios delitos.

Artículo 112.- No hay concurso cuando las conductas
constituyen un delito continuado.

CAPÍTULO IV
Reincidencia

Artículo 113.- Hay reincidencia siempre que el condenado
por sentencia ejecutoria cometa un nuevo delito si no ha
transcurrido, desde el cumplimiento de la condena, desde
que la quebrante o desde su indulto, un término igual al de
la prescripción de la pena.

Artículo 114.- La condena sufrida en el extranjero se ten-
drá en cuenta si proviene de un delito que tenga este carác-
ter conforme a las reglas de los artículos 69 y 70 de este
Código.

CAPÍTULO V
De los Responsables

SECCIÓN PRIMERA
Autores

Artículo 115.- Son autores de un delito:

I. Los que lo conciben, resuelven cometerlo, lo preparan
y ejecutan, ya sea por sí o por medio de otros a quienes
compelen o inducen a delinquir, abusando aquéllos de
su autoridad o poder, o valiéndose de amagos o amena-
zas graves, de la fuerza física, de dádivas, de promesas
o de culpables maquinaciones o artificios;

II. Los que son la causa determinante del delito, aunque
no lo ejecuten por sí ni hayan preparado la ejecución, y
se valgan de otros medios diversos de los enumerados
en la fracción anterior para hacer que otros lo cometan;

III. Los que con carteles dirigidos al pueblo, o al Ejérci-
to, o haciendo circular manuscritos o impresos, o por
medio de discursos estimulen a cometer un delito deter-
minado, si éste llega a ejecutarse, aunque sólo se desig-
nen genéricamente las víctimas;

IV. Los que ejecuten materialmente el acto en que el de-
lito queda consumado, exceptuando el caso del artículo
siguiente;

V. Los que ejecuten hechos que son la causa impulsiva
del delito, o que se encaminen inmediata y directa-
mente a su ejecución, o que son tan necesarios en los
actos de verificarse ésta, que sin ellos no pueda consu-
marse;



VI. Los que ejecuten hechos, que aunque a primera vis-
ta parezcan secundarios, son de los más peligrosos, o re-
quieren mayor audacia en el agente, y

VII. Los que teniendo por su empleo o comisión el de-
ber de impedir un delito, se obligan con el delincuente a
no estorbarle a que lo cometa o procurarle impunidad.

Artículo 116.- Siempre que el cumplimiento de una orden
del servicio implique la violación de una ley penal, serán
responsables el superior que la dicte y los subordinados
que la ejecuten, con arreglo a las siguientes prevenciones:

I. Si la comisión del delito emana directa y notoriamen-
te de lo dispuesto en la orden, el que la expida o mande
expedirla será considerado como autor, y los que hayan
contribuido a ejecutarla serán considerados como cóm-
plices, en caso de que se pruebe que conocían aquellas
circunstancias y sin perjuicio de la responsabilidad en
que incurran, si para dar cumplimiento a dicha orden in-
fringen los deberes correspondientes a su jerarquía o al
servicio o comisión que desempeñan;

II. Si la comisión del delito proviene de alteración al
transmitir la orden o de exceso al ejecutarla, por parte de
los encargados de hacer una u otra cosa, éstos serán con-
siderados como autores, y los demás que contribuyan a
la ejecución del delito serán reputados como cómplices,
en los mismos términos antes expresados, y

III. Si para la ejecución del delito, precede a la orden,
acuerdo o concierto entre el que la expidió y alguno o
varios de los que contribuyeron a ejecutarla, uno y otros
serán considerados como autores.

SECCIÓN SEGUNDA
Cómplices

Artículo 117.- Son cómplices de un delito:

I. Los que ayuden a los autores de un delito en los pre-
parativos de éste, proporcionándoles los instrumentos o
medios adecuados para cometerlo, o dándoles instruc-
ciones para este fin, o facilitando de cualquier otro mo-
do la preparación o la ejecución, si saben el uso que va
a hacerse de ellos;

II. Los que sin valerse de los medios de que habla la
fracción I del artículo 115, empleen la persuasión o in-

citen a otro a cometer un delito, si ello es una de las cau-
sas determinantes de éste, pero no la única;

III. Los que en la ejecución de un delito tomen parte de
una manera indirecta o accesoria;

IV. Los que oculten objetos o productos del delito, den
asilo al delincuente, le proporcionen la fuga o protejan
de cualquier manera la impunidad, si lo hacen en virtud
de acuerdo anterior al delito, y

V. Los que sin previo acuerdo con el delincuente, pero
que tengan conocimiento de que va a cometer el delito
y debiendo por su empleo o comisión impedirlo, no
cumplan con ese deber.

Artículo 118.- Si varios concurren a ejecutar un delito de-
terminado y alguno de los delincuentes comete un delito
distinto sin previo acuerdo con los otros, éstos quedarán
enteramente libres de responsabilidad por el no concertado,
si se llenan los requisitos siguientes:

I. Que el nuevo delito no sirva de medio adecuado para
cometer el otro;

II. Que aquél no sea una consecuencia necesaria o natu-
ral de éste o de los medios concertados;

III. Que no hayan tenido conocimiento que se iba a co-
meter el nuevo delito, y

IV. Que estando presentes en la ejecución de éste, hayan
hecho cuanto estaba de su parte para impedirlo, si lo po-
dían hacer, sin riesgo grave e inmediato de sus personas.

Artículo 119.- En el caso del artículo anterior, serán consi-
derados como autores del delito no concertado, los que no
lo ejecuten materialmente, si falta cualquiera de los dos
primeros requisitos que dicho artículo exige. Pero cuando
falte el tercero o cuarto, serán sancionados como cómpli-
ces.

Artículo 120.- El que empleando algunos de los medios de
que hablan las fracciones I, II y III del artículo 115 y II del
117, compela o induzca a otro a cometer un delito será res-
ponsable de los demás delitos que cometa su coautor o su
cómplice, solamente en los casos siguientes:
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I. Cuando el nuevo delito sea un medio adecuado para
la ejecución del otro, y

II. Cuando sea consecuencia necesaria o natural de éste,
o de los medios concertados.

Artículo 121.- El que por alguno de los medios de que ha-
blan las fracciones I, II y III del artículo 115 y II del 117,
provoque o induzca a otro a cometer un delito, quedará li-
bre de responsabilidad si desiste de su resolución e impide
que el delito se consuma.

SECCIÓN TERCERA
Encubridores

Artículo 122.- Son encubridores de un delito, en las clases
que a continuación se indican, los que sin previo concierto
con los delincuentes, los favorecen de alguno de los modos
siguientes:

I. De Primera Clase:

A. Los auxilie para que se aprovechen o aprove-
chándose ellos mismos de los instrumentos con que
se comete el delito o de las cosas que son objeto o
producto de él;

B. Procure por cualquier medio impedir que se ave-
rigüe el delito o que se descubra a los responsables
de él, o requerido por las autoridades no dé auxilio
para la investigación de los delitos o para la perse-
cución de los delincuentes;

C. Oculte o favorezca el ocultamiento del responsa-
ble de un delito, los objetos, instrumentos o produc-
to del mismo, y

D. No procure por los medios lícitos que tenga a su
alcance y sin riesgo para su persona, impedir la con-
sumación de los delitos que sabe van a cometerse o
se estén cometiendo, salvo que tenga obligación de
afrontar el riesgo;

II. De Segunda Clase: los que adquieran una cosa roba-
da aunque no se les pruebe que tenían conocimiento de
esta circunstancia, si al adquirirla no tomaron las pre-
cauciones convenientes para asegurarse de que la perso-
na de quien obtuvieron la cosa tenía derecho para dis-
poner de ella, y

III. De Tercera Clase: Los que teniendo por su empleo o
comisión el deber de impedir o castigar un delito, favo-
recen a los delincuentes sin previo acuerdo con ellos,
ejecutando alguno de los hechos enumerados en las
fracciones anteriores.

CAPÍTULO V
Causas de Exclusión del Delito

Artículo 123.- Son excluyentes:

I. Hallarse el agente al cometer la conducta en un esta-
do de inconsciencia de sus actos, determinado por:

A. El empleo accidental e involuntario de sustancias
tóxicas, embriagantes o enervantes;

B. Un estado tóxicoinfeccioso agudo, y

C. Un trastorno mental de carácter patológico y tran-
sitorio;

II. Obrar el agente en defensa de su persona o de su ho-
nor, salvo lo dispuesto en el artículo 297, repeliendo una
agresión, actual, violenta, sin derecho y de la cual resul-
te un peligro inminente, excepto que se pruebe que in-
tervino alguna de las circunstancias siguientes:

A. Que el agredido provocó la agresión dando causa
inmediata y suficiente para ella;

B. Que previó la agresión y pudo fácilmente evitar-
la por otros medios legales;

C. Que no hubo necesidad racional del medio em-
pleado en la defensa, y

D. Que el daño que iba a causar el agresor era fácil-
mente reparable después por medios legales o era
notoriamente de poca importancia  comparado con
el que causó la defensa.

III. Obrar por la necesidad de salvaguardar un bien jurí-
dico propio o ajeno, de un peligro real, actual o inmi-
nente, no ocasionado dolosamente por el agente, lesio-
nando otro bien de menor o igual valor que el
salvaguardado, siempre que el peligro no sea evitable
por otros medios y el agente no tenga el deber jurídico
de afrontarlos;



IV. Obrar en cumplimiento de un deber legal o en el
ejercicio legítimo de un derecho, autoridad, empleo o
cargo público;

V. Ejecutar un hecho que no es delictuoso sino por cir-
cunstancias particulares del ofendido, si el agente las
ignoraba inculpablemente al tiempo de obrar;

VI. Obedecer a un superior aun cuando su mandato
constituya un delito, excepto en los casos en que esta
circunstancia sea notoria o se pruebe que el agente la co-
nocía;

VII. Infringir una Ley Penal dejando de hacer lo que
mande por un impedimento legítimo o insuperable, sal-
vo que, cuando tratándose de la falta de cumplimiento
de una orden absoluta e incondicional para una opera-
ción militar, no pruebe el agente haber hecho todo lo po-
sible, aun con inminente peligro de su vida, para cum-
plir con esa orden;

VIII. Causar daño por mero accidente sin dolo ni culpa;
ejecutando un hecho lícito con todas las precauciones
debidas;

IX. Obrar impulsado por una fuerza física irresistible, y

X. Obrar violentado por el temor fundado e irresistible
de un mal inminente y grave en la persona del infractor.

Las excluyentes de las fracciones IX y X no procederán en
delitos cometidos por incumplimiento de los deberes que
las leyes o reglamentos impongan a cada militar en el Ejér-
cito.

Las causas de exclusión del delito se podrán hacer valer de
oficio o a petición de parte, en cualquier estado del proce-
dimiento.

CAPÍTULO VI
Circunstancias que Atenúan 

o Agravan la Responsabilidad

Artículo 124.- Las circunstancias que disminuyen o au-
mentan la responsabilidad penal del acusado serán estable-
cidas y calificadas por el juez, a su arbitrio.

Artículo 125.- Para determinar estas circunstancias se ten-
drá en cuenta:

I. La naturaleza de la acción u omisión y de los medios
empleados para ejecutarla, así como la magnitud del da-
ño causado y el peligro a que haya sido expuesto el bien
jurídico tutelado.

II. La edad, la educación, la ilustración, las costumbres
y la conducta precedente del acusado y los motivos que
lo impulsaron o determinaron a delinquir;

III. Las condiciones personales en que se encontraba en
el momento de cometer el delito y los demás antece-
dentes que puedan comprobarse, así como sus vínculos
de parentesco, de amistad, o nacidos de otras relaciones
sociales; la calidad de las personas ofendidas y las cir-
cunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión;

IV. La actitud del acusado con posterioridad a la comi-
sión del delito y especialmente las facilidades que éste
haya proporcionado para la averiguación de la verdad.

TÍTULO SEGUNDO
De las Penas, sus Consecuencias 

y Medidas de Seguridad

CAPÍTULO I
Reglas Generales

Artículo 126.- Las penas y sus consecuencias son:

I. Prisión;

II. Suspensión de empleo o comisión militar;

III. Amonestación;

IV. Baja del Ejército;

V. Multa;

VI. Reparación del daño, y

VII. Decomiso.

Artículo 127.- Toda pena temporal tiene tres términos: mí-
nimo, medio y máximo. Cuando para la duración de la pena
esté señalada en la ley un solo término, este será el medio; y
el mínimo y el máximo se formarán respectivamente, dedu-
ciendo o aumentando de dicho término, una tercera parte.
Cuando la ley fije el mínimo y el máximo de la pena, el
medio será la semisuma de estos dos extremos.
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Artículo 128.- Siempre que la ley disponga que respecto de
un delito se imponga, disminuida o aumentada, la pena ex-
presamente señalada para otro, los términos de ésta serán dis-
minuidos o aumentados como corresponda y el resultado se
tendrá como término medio de la pena que deba aplicarse.

Artículo 129.- No se tendrán por cumplidas las penas pri-
vativas de libertad, sino cuando el sentenciado haya per-
manecido en el lugar señalado para la extinción de su con-
dena todo el tiempo fijado para ellas, a no ser que se le
conmute la pena, se le conceda amnistía, indulto, libertad
preparatoria o que no tenga culpa alguna en no ser condu-
cido a su destino.

Artículo 130.- Las penas de prisión se contarán desde la
fecha en que se restrinja la libertad del inculpado, no abo-
nándose al sentenciado el tiempo que disfrutó de libertad
provisional, ni tampoco el tiempo en que estuvo prófugo.
Si el sentenciado debe quedar sujeto a una condena ante-
rior, se contará la segunda desde el día siguiente del cum-
plimiento de la primera.

Artículo 131.- No se estimarán como penas para los efec-
tos de esta ley: la restricción de la libertad por detención o
prisión preventiva, salvo lo dispuesto en el artículo ante-
rior, la separación de los militares de sus cargos o comisio-
nes o la suspensión en el ejercicio de ellos, decretadas pa-
ra la instrucción de un proceso ni las correcciones
disciplinarias establecidas en este Código.

CAPÍTULO II
De la Prisión

Artículo 132.- La pena de prisión consiste en la privación
de la libertad desde dieciséis días a sesenta años, sin que
este segundo término pueda ser aumentado, ni aún por cau-
sas de concurso o de reincidencia, pues únicamente queda-
rá sujeto a los efectos de la retención en su caso.

Artículo 133.- Los sentenciados a prisión la cumplirán en
la prisión militar, común, federal o en el lugar que la Se-
cretaría de la Defensa Nacional designe.

CAPÍTULO III
De la Suspensión de Empleo o Comisión Militar

Artículo 134.- La pena de suspensión de empleo consiste
en la privación temporal del que ostente el sentenciado, y
de la remuneración, honores, consideraciones e insignias
correspondientes a aquél, así como del uso de condecora-

ciones para todos los militares, de distintivos para los indi-
viduos de tropa y del de uniforme para los Oficiales.

Artículo 135.- Los sentenciados a la pena de suspensión de
cargo o comisión, no quedarán exentos durante el tiempo
de ella de los deberes correspondientes a su carácter de mi-
litares compatibles con los efectos de esa misma pena.

Artículo 136.- La pena de suspensión contará desde que se
notifique la sentencia irrevocable siempre que el sentencia-
do no deba cumplir además una pena privativa de libertad,
pues en ese caso se contará desde el día siguiente al extin-
guir ésta.

Artículo 137.- Los Sargentos y Cabos o sus equivalentes
en la Armada, suspensos en sus empleos, continuarán sir-
viendo como soldados o marineros y percibirán el haber de
éstos en cualquier Unidad, Instalación o Dependencia dife-
rente de aquella a la que pertenecían, sin abonárseles el
tiempo de la suspensión en el de servicios o de su contra-
to. Respecto de los Oficiales, tampoco se computará el
tiempo que dure la suspensión de empleo, en el de servi-
cios, haciéndose constar así en la hoja respectiva.

CAPÍTULO IV
De la Amonestación

Artículo 138.- La amonestación consiste en la advertencia
que el Juez le dirige al sentenciado, haciéndole ver las con-
secuencias del delito que cometió, exhortándolo a la en-
mienda y previniéndolo sobre el riesgo de imposición de
sanción mayor en caso de reincidir.

Artículo 139.- A juicio del juzgador la amonestación pue-
de ser pública o privada.

CAPÍTULO V
De la Baja del Ejército

Artículo 140.- La baja es la separación definitiva de los
miembros del Ejército, del activo de dichas instituciones e
implica la pérdida del derecho a reclamar prestaciones o
beneficios con base en el tiempo de servicios prestados,
con prohibición de utilizar uniformes, condecoraciones y
divisas militares.

CAPÍTULO VI
De la Multa, Reparación del Daño y Decomiso

Artículo 141.- La multa consiste en el pago de una cantidad
de dinero a la Federación, fijada en días de salario mínimo



general vigente en el lugar y momento de la realización del
delito.

Artículo 142.- La reparación del daño comprende:

I. La restitución de la cosa obtenida y si no fuere posi-
ble, el pago del precio de la misma, y

II. La indemnización del daño material causado, inclu-
yendo el pago de los tratamientos curativos que, como
consecuencia del delito, sean necesarios para la recupe-
ración de la salud de la víctima.

Tienen derecho a la reparación del daño: el ofendido; en
caso de fallecimiento del ofendido, el cónyuge supérstite o
el concubinario o concubina, los hijos y a falta de estos los
demás descendientes.

Artículo 143.- El decomiso consiste en privar al infractor
de los instrumentos, objetos o productos del delito afectos
a la conducta delictiva, destinándolos cuando su uso lo per-
mita, en beneficio de la administración de la justicia mili-
tar.

Cuando exista dueño distinto al infractor y no se trate de
cosas prohibidas, previa acreditación de su derecho, se le
devolverán siempre y cuando no haya tenido conocimiento
de la utilización para la comisión del delito.

Si estos son objetos de uso prohibido y no utilizables, el
decomiso implica su destrucción.

CAPÍTULO VII
De las Consecuencias Legales de las Penas

Artículo 144.- Es consecuencia necesaria de la pena priva-
tiva de libertad, interrumpir por todo el tiempo de su dura-
ción el de servicios o contrato; y si debiera durar más de
cinco años, la baja del Ejército a no ser que en el precepto
legal donde se fije la penalidad se disponga lo contrario.

También como consecuencia necesaria de una sentencia
condenatoria, los instrumentos, objetos o productos del de-
lito serán decomisados en los términos de éste Código.

Artículo 145.- A todo militar se le considera suspenso en
el ejercicio de su empleo sin quedar exento de las conside-
raciones que con atención a él le deban guardar sus infe-
riores, y él a éstos o a sus superiores, en tanto que perma-
nezca en prisión preventiva.

Artículo 146.- Cuando esté extinguiendo una pena privati-
va de libertad, se le considerará como destituido de su em-
pleo, aunque no haya sido sentenciado a la baja del Ejérci-
to, sin que por ello se entienda que queda privado de su
carácter de sentenciado militar.

Artículo 147.- En los casos de los dos artículos anteriores,
quedan sujetos a los Reglamentos de los Grupos de Milita-
res Procesados y Sentenciados y General de las Prisiones
Militares.

Artículo 148.- Los Sargentos, Cabos y Soldados y sus
equivalentes en la Armada sentenciados por el delito de
deserción no estando en servicio, serán considerados du-
rante la extinción de la pena como soldados o marineros.

TÍTULO TERCERO
Aplicación, Substitución, Reducción 

y Conmutación de las Penas

CAPÍTULO I
Reglas Generales

Artículo 149.- Se prohíbe imponer por simple analogía y
aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decre-
tada en una ley aplicable exactamente al delito de que se
trate y que haya estado vigente cuando se cometió. Se ex-
ceptúan en favor del sentenciado los casos siguientes:

I. Cuando entre la perpetración del delito y la sentencia
irrevocable que sobre él se pronuncie, se promulgue una
o mas leyes que disminuyan la pena establecida en otra
ley vigente al cometerse el delito, o la substituyan con
otra menor, se aplicará la nueva ley;

II. Cuando pronunciada una sentencia irrevocable en
que se haya impuesto una pena privativa de libertad y se
dicte una ley que sólo la disminuya, si el sentenciado lo
solicita y se halle en el caso de la nueva ley, se reducirá
la pena impuesta en la misma proporción en que estén el
mínimo de la señalada en la ley anterior y el de la seña-
lada en la posterior, y

III. Cuando una ley quite a un hecho u omisión el ca-
rácter de delito que otra anterior le daba, se pondrá en
absoluta libertad a quien se esté juzgando, así como a
los sentenciados que se hallen cumpliendo sus condenas
y cesarán de pleno derecho todos los efectos que éstas y
los procesos debieran producir en lo futuro.
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Artículo 150.- No es imputable al acusado el aumento de
gravedad proveniente de circunstancias particulares del
ofendido, si las ignoraba inculpablemente al cometer el de-
lito. 

Artículo 151.- Las circunstancias calificativas o modifica-
tivas de la pena que tienen relación con el hecho u omisión
penados, aprovechan o perjudican a todos los que inter-
vengan en cualquier grado en la comisión de un delito.

Artículo 152.- Si el sentenciado ha permanecido recluido
mayor tiempo del que deba durar la pena de prisión que ha-
ya de imponérsele y tenga que aplicarle, la de suspensión
de empleo o comisión, el Juez disminuirá del tiempo de la
suspensión, el exceso que permaneció en prisión.

Artículo 153.- Siempre que a determinado responsable de
un delito se deba de imponer una pena que le resulte in-
aplicable por ser incompatible alguna de las circunstancias
de ella con las personales del sentenciado o se deba de im-
poner una parte proporcional de alguna pena indivisible, se
observará la regla siguiente:

Si la pena es la de suspensión de empleo o comisión, se
aplicará proporcionalmente la de prisión computada con-
forme a la mitad de la duración que deba tener la suspen-
sión o la inhabilitación para volver a pertenecer al Ejérci-
to.

Artículo 154.- Cuando los delitos especificados en este Li-
bro se cometan en campaña y no exista disposición que ex-
presamente los sancione o no los prevenga su agravación,
se aumentarán de una a tres cuartas partes de las penas se-
ñaladas sin esa circunstancia. En la misma proporción se
aumentarán las demás penas susceptibles de agravación.

En cualquier caso en que la pena deba imponerse al res-
ponsable de un delito sea menor de dieciséis días de pri-
sión, se aplicará este plazo.

APÍTULO II
Aplicación de las penas a los Menores 

de dieciocho años y a los Alumnos 
de los establecimientos de Educación Militar

Artículo 155.- Los menores de dieciocho años que por
cualquier causa estén prestando sus servicios en el Ejérci-
to, se les impondrá la mitad de las penas privativas de li-

bertad, señaladas en la ley, respecto del delito cometido,
pena que en ningún caso será menor de dieciséis días.

Artículo 156.- A los alumnos de los establecimientos de
educación militar se les aplicarán las penas en la misma
proporción establecida en el artículo anterior.

Artículo 157.- Los militares que ingresen a establecimien-
tos de educación militar conservando su jerarquía en el
Ejército, no quedarán comprendidos en el supuesto del ar-
tículo anterior.

Artículo 158.- Los alumnos o cadetes de los estableci-
mientos de educación militar, con relación a los demás
miembros del Ejército, para los efectos de este Código se
consideran como Sargentos Primeros; a los que conserven
su jerarquía se les dará el trato de ésta.

CAPÍTULO III
Aplicación de Penas en los Delitos Culposos

Artículo 159.- En los casos de delitos culposos, cuando es-
te Código no señale pena determinada, se impondrán las si-
guientes:

I. De cinco a diez años de prisión cuando el delito, de
ser doloso, tenga señalada la pena de treinta a sesenta
años;

II. Un año de prisión si el delito, de ser doloso, esté pe-
nado con la baja del Ejército;

III. Una tercera parte del tiempo de suspensión de em-
pleo o comisión que tuviese fijado para el delito, de ser
doloso;

IV. En cualquier otro caso con prisión de dieciséis días
a tres años, al arbitrio del Juez, quien tomará en cuenta
para la fijación de la pena, la mayor o menor facilidad
de prever y evitar el daño causado; si bastaban para es-
to una reflexión o atención ordinarias y conocimientos
comunes en algún arte o ciencia; si los acusados han de-
linquido anteriormente en circunstancias semejantes, y
si tuvieron tiempo para obrar con la reflexión y el cui-
dado necesarios, y

V. Cuando a consecuencia de acciones u omisiones cul-
posas calificadas como graves, se causen dos o más ho-
micidios, la pena será de tres a nueve años de prisión.



La calificativa de la gravedad de la culpa queda al pruden-
te arbitrio del Juez, quien deberá tomar en consideración
las circunstancias de ejecución.

En delitos culposos no procede la baja del Ejército.

Artículo 160.- Tratándose de exceso en la defensa legíti-
ma, el juez tomará en consideración, además, el grado de
agitación y sobresalto del agredido, la hora y lugar de la
agresión, la edad, la constitución física y demás circuns-
tancias corporales del agresor y del agredido, el número de
atacantes y defensores y las armas empleadas en el ataque
y en la defensa.

CAPÍTULO IV
Aplicación de Penas en los Grados 

de Conato y Delito Frustrado

Artículo 161.- El conato se castigará con la quinta parte de
la pena que se aplicaría al delincuente, si hubiera consu-
mado el delito.

Artículo 162.- El delito frustrado se castigará:

I. Cuando el delito no se consume por tratarse de un de-
lito irrealizable, porque es imposible o porque son evi-
dentemente inadecuados los medios empleados, con un
tercio a dos quintos de la pena que se impondría si el de-
lito se hubiera consumado, y

II. Cuando el delito no se consume por causas extrañas
a la voluntad del agente, diversas de las que se expresan
en la fracción anterior, con dos quintos a dos tercios de
la que se aplicaría si se hubiera consumado el delito.

El Juez tendrá en cuenta lo dispuesto en los artículos 163 y
164 de este Código

CAPÍTULO V
Aplicación de Penas en caso 
de Concurso y Reincidencia

Artículo 163.- En caso de concurso ideal se aplicará la pe-
na correspondiente al delito más grave, que se aumentará
hasta en una mitad del máximo de su duración, sin que pue-
da exceder de sesenta años.

Artículo 164.- En caso de concurso real se impondrán las
penas previstas para cada uno de los delitos cometidos, sin
que la pena privativa de libertad exceda de sesenta años.

Artículo 165.- Se entiende por delito más grave el que ten-
ga señalada la pena de prisión de mayor duración.

Artículo 166.- La reincidencia se castigará con la pena que
deba imponerse por el último delito con un aumento de:

I. Hasta una sexta parte, si el último delito es menos gra-
ve que el anterior;

II. Hasta una cuarta parte, si ambos son de igual grave-
dad;

III. Hasta una tercera parte, si el último es más grave
que el anterior.

Si el sentenciado ha sido indultado en el delito anterior o su
reincidencia no es la primera, se podrá duplicar el aumen-
to de que hablan las reglas anteriores.

Artículo 167.- Para los efectos del artículo anterior queda
al arbitrio judicial la calificación de la gravedad de los de-
litos.

CAPÍTULO VI
Aplicación de Penas a los Cómplices 

y Encubridores

Artículo 168.- A los cómplices se les impondrá la mitad de
la pena que se les aplicaría si ellos fueran autores del delito.

Artículo 169.- A los encubridores se les impondrá la ter-
cera parte de la pena que se les aplicaría si ellos fueran au-
tores del delito.

Artículo 170.- A los encubridores de primera clase se les
impondrá la pena que fija el precepto que antecede y, ade-
más, si son de la jerarquía de Cabo en adelante, suspensión
de empleo de dieciséis a cincuenta días.

Artículo 171.- Si los encubridores son de segunda clase,
además de la pena mencionada en el artículo 169, se les im-
pondrá la de suspensión de empleo, por el término de seis
meses a un año.

Artículo 172.- Si los encubridores son de tercera clase, se
les impondrá, además de la pena señalada en el artículo
169, la baja del Ejército.
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CAPÍTULO VII
Aplicación de Penas cuando 

se estimen Atenuantes y Agravantes

Artículo 173- Cuando la autoridad judicial estime que no
existen circunstancias que atenúen o agraven la culpabilidad
del acusado impondrá el término medio de la pena, cuando
sea éste el que la ley señale.

Artículo 174.- Si la autoridad judicial estima atenuantes
podrá disminuir la pena del medio al mínimo y si estima
agravantes, aumentarla del medio al máximo, dándoles el
valor que considere justo conforme a las reglas que en es-
te Código se establecen.

Artículo 175.- Si la ley fija los extremos, la autoridad ju-
dicial impondrá la que estime justa, debiendo tomar en
cuenta las circunstancias que atenúen o agraven la culpabi-
lidad del acusado, si algunas concurren.

CAPÍTULO VIII
De la Substitución y Reducción de Penas

Artículo 176.- La substitución no puede hacerse sino por
la autoridad judicial cuando este Código lo permita y al
dictarse en el proceso la sentencia definitiva imponiendo
una pena diversa de la señalada en la ley.

Artículo 177.- La substitución podrá hacerse en los casos
siguientes:

I. Cuando se trate de un delito que no haya causado da-
ño ni escándalo y la pena señalada no exceda de seis
meses de prisión, si es la primera vez que delinque el
sentenciado, ha sido antes de buena conducta y median
otras circunstancias dignas de tomarse en cuenta, y

II. Cuando este Código lo determine expresamente.

Artículo 178.- En los casos de la fracción I del artículo an-
terior, no se ejecutará la sentencia, pero se amonestará al
sentenciado.

Artículo 179.- La reducción de pena impuesta en sentencia
irrevocable podrá hacerse ante el Juez que la dictó, en el
caso siguiente:

Cuando encontrándose el sentenciado extinguiendo una
pena privativa de libertad en virtud de sentencia ejecutoria,

se dicte una ley en la que respecto del delito por el que
aquél haya sido condenado, se disminuya la penalidad, se
reducirá de oficio ésta en la misma proporción a la pena se-
ñalada en la nueva ley.

TÍTULO CUARTO
Ejecución de las Sentencias 

y Libertad Preparatoria

CAPÍTULO I
Ejecución de las Sentencias

Artículo 180.- Corresponde al Ejecutivo Federal por con-
ducto de la Secretaría de la Defensa Nacional, la ejecución
de las sentencias.

Artículo 181.- No se ejecutará la sentencia privativa de li-
bertad si después de pronunciada se dictamina que el sen-
tenciado se encuentra en estado de enajenación mental, en
ese caso se ejecutará cuando recobre la razón.

Artículo 182.- La ejecución de las sentencias se hará en la
forma y circunstancias que determine el Libro Tercero de
este Código.

CAPÍTULO II
De la Libertad Preparatoria

Artículo 183.- Los sentenciados a una pena privativa de li-
bertad por delito cuyo término medio conforme a la regla
de este Código sea mayor de tres años, tendrán derecho a
que se les conceda el beneficio de libertad preparatoria dis-
pensándoles el tiempo restante, cuando hayan observado
buena conducta durante la mitad de su condena.

TÍTULO QUINTO
La Extinción de la Acción Penal y de la Pena

CAPÍTULO I
La Extinción de la Acción Penal

Artículo 184.- La acción penal se extingue por:

I. Muerte del acusado;

II. Amnistía;

III. Prescripción;

IV. Resolución judicial irrevocable, y



V. Perdón del ofendido o legitimado para otorgarlo, en los
delitos perseguibles por querella o a petición de parte.

Artículo 185.- El inculpado puede alegar en cualquier es-
tado del proceso las causas enumeradas, y los jueces las
suplirán de oficio tan luego como tengan conocimiento de
ellas.

Artículo 186.- La prescripción es personal y para ella bas-
tará el simple transcurso del tiempo señalado por la ley.

Artículo 187.- Los términos para la prescripción de la ac-
ción penal serán continuos y se contarán desde el día en
que se cometió el delito, si es instantáneo y desde que ce-
só sí fue continuo.

Artículo 188.- La acción penal prescribe en los plazos si-
guientes:

I. En un año si el término medio de la pena privativa de
libertad es menor de ese tiempo o sea de suspensión de
empleo o comisión.

II. En tres años si el término medio de la pena de prisión
es de un año o más, sin exceder de tres o si la acción na-
ce de delito que tenga señalada como única pena la ba-
ja del Ejército, y

III. En un tiempo igual al término medio de la pena si
ésta excede de tres años de prisión.

Artículo 189.- Cuando haya concurso de delitos castigados
con pena privativa de libertad, las acciones penales que de
ellos resulten, prescribirán en un término igual a la pena
que correspondería aplicar, según lo dispuesto en los artí-
culos 163 y 164.

Cuando concurra una pena privativa de libertad con la ba-
ja del Ejército o la suspensión, estas últimas no se tomarán
en cuenta

Artículo 190.- La prescripción de la acción penal se inte-
rrumpe por las actuaciones ministeriales o judiciales en
averiguación del delito, aunque no se practiquen las dili-
gencias contra persona determinada, excepto en el caso que
haya transcurrido la mitad del término necesario para la
prescripción pues entonces solo se interrumpirá por la
aprehensión.

CAPÍTULO II
Extinción de la Pena

Artículo 191.- La pena se extingue por muerte del senten-
ciado, prescripción, amnistía, indulto o reconocimiento de
inocencia. Estas causas deben hacerse valer de oficio.

Artículo 192.- La prescripción de una pena extingue el de-
recho de ejecutarla y de conmutarla.

Artículo 193.- En la prescripción de las penas debe obser-
varse lo dispuesto en el artículo 188, en lo que no se opon-
ga a lo prevenido a este Capítulo.

Artículo 194.- Los términos para la prescripción de las pe-
nas serán continuos y correrán desde el día siguiente al en
que el sentenciado se sustraiga a la acción de la autoridad,
si las penas son privativas de libertad, y si no lo son, desde
la fecha de la sentencia ejecutoria.

Artículo 195.- Las penas prescribirán en los plazos si-
guientes:

I. La pena privativa de libertad, en un término igual al
fijado en la sentencia más una cuarta parte.

II. La multa, en cinco años.

III. En un tiempo igual al que falte de la sentencia, más
una cuarta parte, cuando se halla cumplido parcialmen-
te aquella, y

IV. Las que no tengan temporalidad, en cinco años.

Artículo 196.- La prescripción de las penas privativas de
libertad sólo se interrumpe con la aprehensión del senten-
ciado aunque ésta se ejecute por delito diverso.

Artículo 197.- La amnistía aprovecha a todos los respon-
sables del delito, aún cuando ya estén ejecutoriamente sen-
tenciados. A los que se encuentren presos, se les pondrá
desde luego en libertad.

Artículo 198.- El indulto no puede concederse sino de pe-
na impuesta por sentencia irrevocable.

Artículo 199.- Se concederá indulto cualquiera que sea la
pena impuesta cuando la conducta observada por el sen-
tenciado refleje un alto grado de readaptación social y su
liberación no represente un peligro para la tranquilidad o
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seguridad públicas, conforme al dictamen del órgano eje-
cutor de la sanción y no se trate de sentenciado por traición
a la patria, espionaje, delitos contra el derecho de gentes,
rebelión, insubordinación causando la muerte al superior,
asonada, abandono de puesto a que se refieren las fraccio-
nes II y III del artículo 318, abandono de buque o convoy,
con relación a las fracciones VI del artículo 324, I del 325
y artículo 327, extralimitación y usurpación de mando o
comisión en el segundo supuesto de la fracción III del artí-
culo 329, infracción de deberes militares correspondientes
a cada militar según su comisión o empleo a que se refiere
el artículo 391, genocidio, lesa humanidad, delitos cometi-
dos con motivo de conflictos armados, ni reincidente por
delito doloso; se le podrá conceder indulto por el Ejecutivo
Federal, en uso de facultades discrecionales, expresando
sus razones y fundamentos en los casos siguientes:

I. Cuando haya prestado servicios importantes a la Na-
ción, o

II. Cuando existan circunstancias especiales en su favor.

El indulto en ningún caso extinguirá la obligación de repa-
rar el daño causado.

Artículo 200.- En el caso de reconocimiento de inocencia,
se relevará de toda pena al sentenciado y si está detenido,
se le pondrá en inmediata libertad.

TÍTULO SEXTO
Delitos Contra la Seguridad Exterior de la Nación

CAPÍTULO I
Traición a la Patria

Artículo 201.- Se impondrá la pena de treinta a sesenta
años de prisión a quien:

I. Induzca a una potencia extranjera a declarar la guerra
a México, o se concierte con ella para el mismo fin;

II. Se pase al enemigo;

III. Se levante en armas para desmembrar el territorio
nacional;

IV. Entregue al enemigo, la fuerza, embarcación, aero-
nave, o cualquier otra Unidad de combate, que tenga a
sus órdenes, la plaza o puesto confiado a su cargo, la

bandera, materiales, abastecimientos de vida o de com-
bate, o le proporcione cualquier otro recurso o medios
de ofensa o de defensa;

V. Induzca a tropas mexicanas o que se hallen al servi-
cio de México, para que se pasen a la fuerza enemiga, o
reclute gente para el servicio del enemigo;

VI. Comunique al enemigo el estado o la situación de
las tropas mexicanas o de las que estén al servicio de
México, de embarcaciones, aeronaves, o cualquier otro
medio de combate, armas, municiones o víveres de que
disponga, algún documento de operaciones, itinerarios
militares, o entregue planos de instalaciones, bahías,
fondeaderos, campamentos, posiciones o terrenos, y en
general, cualquier información que pueda favorecer sus
operaciones de guerra o perjudicar las del Ejército y sus
aliados;

VII. Incite a una revuelta entre las tropas o a bordo de
una embarcación o aeronave al servicio de la Nación al
frente del enemigo;

VIII. Haga señales militares al frente del enemigo u
otras indicaciones propias y conducentes para inquietar
a las tropas nacionales, o para engañarlas, incitarlas a la
fuga, causar su pérdida o la de las embarcaciones, aero-
naves o cualquier otro medio de combate o impedir la
reunión de unas y otras, si estuvieren divididas;

IX. Entable o facilite con personas que estén al servicio
del enemigo y sin autorización competente, relaciones
verbales, por escrito o de cualquier otra forma, acerca de
asuntos concernientes a las operaciones de guerra. Lo
anterior no comprende los tratados y convenios milita-
res que puedan negociarse con los jefes de fuerzas ene-
migas, para celebrar armisticio, capitulación, canje de
prisioneros o para negociar otros fines lícitos;

X. Circule o haga circular dolosamente entre las tropas
o tripulaciones, proclamas, manifiestos u otras publica-
ciones del enemigo desfavorables a las fuerzas naciona-
les;

XI. Transmita al enemigo algún libro o apuntes de pro-
cedimientos para comunicarse;

XII. Fatigue o canse dolosamente a las tropas, tripula-
ciones, extravíe el rumbo de embarcaciones, aeronaves
o de las unidades de combate o imposibilite a éstas, a la



tripulación o a las tropas, por cualquier medio, para la
maniobra o el combate;

XIII. No ejecute, en todo o en parte, una orden del ser-
vicio o la modifique de propia autoridad para favorecer
los intereses del enemigo;

XIV. Malverse caudales o efectos del Ejército en cam-
paña y con daño de las operaciones de guerra o de las
tropas;

XV. Falsifique o altere un documento o instrumento que
contenga información relativa al servicio militar, o haga
a sabiendas uso de ellos, siempre que se empleen para
causar perturbaciones o quebrantos en las operaciones
de la guerra u ocasione la entrega de una plaza o puesto
militar;

XVI. Dé a sus superiores información contraria a la que
conozca acerca de las operaciones de guerra, o no les
comunique los datos que tenga sobre dichas operaciones
y de los proyectos o movimientos del enemigo;

XVII. En campaña o en territorio declarado en estado de
sitio o de guerra, inutilice de propósito caminos, vías fé-
rreas, comunicaciones de cualquier clase y sus aparatos,
o cause averías que interrumpan el servicio o el enlace,
destruyan canales, puentes, obras de defensa, embarca-
ciones, aeronaves, armas, municiones o cualquier otro
material de guerra o abastecimientos para el Ejército o
intercepte convoyes o correspondencia, o de cualquier
otro modo entorpezca dolosamente las operaciones de
las fuerzas nacionales o facilite las del enemigo;

XVIII. Transmita falsamente al frente del enemigo, ór-
denes, avisos o comunicaciones relativos a las operacio-
nes de guerra, o deje de transmitirlos con entera exacti-
tud, para favorecer los intereses o propósitos de aquél;

XIX. Sirva como guía o conductor para una operación
de guerra, o de piloto, o de cualquier otra manera en una
naval o de aviación, contra las tropas de la República o
sus embarcaciones de guerra  o aeronaves o siendo guía
o conductor de tropas nacionales, las extravíe dolosa-
mente o les cambie rumbo a las embarcaciones o aerona-
ves nacionales, o procure por cualquier medio su pérdida;

XX. Ponga en libertad a los prisioneros de guerra o de
cualquier otro modo proteja su fuga al frente del enemi-
go, en el combate o durante la retirada;

XXI. Sea cómplice o encubridor de los espías o explo-
radores del enemigo, y

XXII. Esté de acuerdo con el gobierno o súbdito de una
potencia extranjera, para ocasionar cualquier daño o
perjuicio a la patria.

Artículo 202.- En el caso de la fracción XX del artículo an-
terior, se impondrá la pena de nueve años de prisión, siem-
pre que entre el inculpado o sentenciado y el prisionero a
quien halla puesto en libertad o cuya evasión favoreció,
existan circunstancias personales de parentesco por con-
sanguinidad en línea recta sin limitación de grado, y en la
colateral hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el se-
gundo inclusive u otras igualmente atendibles a juicio de
los tribunales.

Artículo 203.- Se impondrá la pena de cinco años de pri-
sión a los que conspiren para cometer el delito de traición
a la patria.

Hay conspiración, siempre que dos o más personas resuel-
ven de concierto cometer el delito, acordando los medios
de llevar a efecto su determinación.

CAPÍTULO II
Espionaje

Artículo 204.- Se impondrá la pena de treinta a sesenta
años de prisión, a quien se introduzca en las plazas, insta-
laciones, o puestos militares de cualquier índole o entre las
tropas que operen en campaña, para obtener información y
comunicarla al enemigo o que por cualquier medio la ob-
tenga con el mismo fin.

Artículo 205.- El espía que habiendo logrado su objeto se
hubiere incorporado a su Ejército y fuere aprehendido des-
pués, no será sancionado por su anterior delito de espiona-
je, sino que será considerado como prisionero de guerra.

CAPÍTULO III
Delitos Contra el Derecho de Gentes, 

Genocidio y Terrorismo

SECCIÓN PRIMERA
Delitos Contra el Derecho de Gentes

Artículo 206.- Se impondrá la pena de treinta a sesenta
años de prisión, al que sin motivo justificado:
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I. Ejecute actos de hostilidad contra fuerzas, embarca-
ciones, aeronaves, personas o bienes de una nación ex-
tranjera, si por su actitud sobreviene una declaración de
guerra o se produjesen violencias o represalias;

II. Viole tregua, armisticio, capitulación u otro convenio
celebrado con el enemigo, si por su conducta se reanu-
daran las hostilidades.

En los casos previstos en las fracciones anteriores, si no
hubiera declaración de guerra o reanudación de hostili-
dades la pena será de ocho años de prisión, y

III. Prolongue las hostilidades o un bloqueo después de
haber recibido el aviso oficial de la paz.

Artículo 207.- Se impondrá la pena de doce años de pri-
sión al que, sin exigencia extrema de las operaciones de la
guerra, incendie edificios, devaste sementeras, saquee pue-
blos o caseríos, ataque hospitales, ambulancias o asilos de
beneficencia dados a conocer por los signos establecidos, o
cuyo carácter pueda distinguirse a lo lejos de cualquier mo-
do, o destruya bibliotecas, museos, archivos, acueductos u
obras notables de arte así como vías de comunicación.

A los promotores se les impondrá la pena de treinta a se-
senta años de prisión.

Artículo 2008.- Se impondrá la pena de treinta a sesenta
años de prisión a todo Comandante de embarcación que va-
liéndose de su posición en el Ejército, se apodere durante
la guerra de cualquier embarcación o aeronave pertene-
ciente a una nación aliada, amiga o neutral; o en tiempo de
paz de cualquiera de ellas sin motivo justificado, exija por
medio de la amenaza o de la fuerza rescate o contribución
por alguna de esas embarcaciones o aeronaves o cometa
violencias, robos, homicidios o ejerza cualquier otro acto
de piratería.

Artículo 209.- No se considerará como acto de piratería, el
uso del derecho de presas marítimas que puedan hacer, en
alta mar o en aguas territoriales de México, las embarca-
ciones nacionales de guerra, capturando al enemigo, sus
barcos mercantes, tomando prisionera a la tripulación y
confiscando el barco y la mercancía de a bordo para ser ad-
judicados según la sentencia que dicten los tribunales de
presas.

Artículo 210.- Se impondrá la pena de diez años de pri-
sión, a los miembros de la tripulación de una embarcación

de guerra mexicana, que utilicen su embarcación y ele-
mentos para cometer violencias y robos en las costas o en
otras embarcaciones.

Si al apresar una embarcación cometan innecesariamente
homicidios, lesiones u otras violencias graves, o dejen a las
personas sin medios de salvarse, se les impondrá la pena de
treinta a sesenta años de prisión.

Artículo 211.- Se impondrá la pena de un año de prisión al
que ofenda de palabra a un parlamentario del enemigo. Si
la ofensa es de obra se sancionará según el daño que cau-
se, teniendo como circunstancia agravante la calidad del
ofendido.

Artículo 212.- Se impondrá la pena de cinco años de pri-
sión al que sin estar autorizado exija el pago de alguna con-
tribución de guerra, o servicios personales, haga requisi-
ción de víveres, o elementos de transporte, tome rehenes o
ejecute cualquier otra clase de vejaciones en la población
civil del país enemigo.

SECCIÓN SEGUNDA
Del Genocidio

Artículo 213.- Comete el delito de genocidio el que con el
propósito de destruir, total o parcialmente a uno o más gru-
pos nacionales o de carácter étnico, racial o religioso, per-
petrase por cualquier medio, delitos contra la vida de los
miembros de aquéllos, o impusiese la esterilización masi-
va con el fin de impedir la reproducción del grupo.

Por tal delito se impondrán de veinte a cuarenta años de
prisión y baja del Ejército.

Si con idénticos propósitos se llevaren a cabo ataques a la
integridad corporal o a la salud de los miembros de dichas
comunidades o se trasladaren de ellas a otros grupos me-
nores de diez y seis años, empleando para ello la violencia
física o moral, la sanción será de cinco a veinte años de pri-
sión y la baja del Ejército.

Artículo 214.- Se aplicarán las mismas sanciones señala-
das en el artículo anterior, a quien con igual propósito so-
meta intencionalmente al grupo a condiciones de existen-
cia que hayan de acarrear su destrucción física, total o
parcial.



SECCIÓN TERCERA
Terrorismo

Artículo 215.- Comete el delito de terrorismo, el militar
que utilizando sustancias tóxicas, biológicas, explosivas,
armas de fuego, incendio, inundación, medios electrónicos
o de comunicación, o por cualquier otro medio violento, re-
alice actos en contra de las personas, instalaciones del Es-
tado, cosas o servicios al público, que produzcan alarma,
temor, terror en la población o en un grupo o sector de ella,
para perturbar la paz pública, o tratar de menoscabar la au-
toridad del Estado, o presionar a la autoridad para que to-
me una determinación.

Artículo 216.- Se impondrá la pena de dos a cuarenta años
de prisión y multa hasta de mil cien salarios mínimos y la
baja del Ejército, sin perjuicio de las penas que correspon-
dan por los delitos que resulten, a quien cometa el delito de
terrorismo por cualquiera de los medios previstos en el ar-
tículo anterior.

Si en la comisión de este delito se emplean recursos del
Ejército, la pena aplicable se aumentará en una mitad.

Artículo 217.- A quien teniendo conocimiento de las acti-
vidades de un terrorista y de su identidad, no lo haga saber
a las autoridades, se aplicará pena de uno a nueve años de
prisión y multa hasta de doscientos cincuenta salarios mí-
nimos.

CAPÍTULO IV
Violación de Neutralidad

o de Inmunidad Diplomática

Artículo 218.- Se impondrá la pena de cinco años de pri-
sión:

I. A quien sin estar autorizado reclute tropas en la Re-
pública, o tripule y arme embarcaciones para el servicio
de una potencia extranjera, cualquiera que sea el objeto
que se proponga o a la nación que intente hostilizar;

II. Al Comandante de una embarcación o al piloto de
una aeronave, que durante una guerra en que no inter-
venga México, transporte contrabando de guerra para
cualquiera de los beligerantes; así como el que ejecute
cualquier acto no especificado en este capítulo, que
comprometa la neutralidad del país o infrinja las dispo-
siciones publicadas por el gobierno para mantenerla, y

III. Al que combata o persiga embarcaciones o aeronaves
del enemigo en las aguas territoriales o en el espacio aé-
reo de una potencia neutral, aun cuando tenga conoci-
miento de que tales buques o aeronaves transportaren
contrabando de guerra, en caso de conflicto internacional
en que intervenga México.

Artículo 219.- El que viole la inmunidad diplomática, real
o personal, de un mandatario, representante o servidor pú-
blico extranjero o internacional que goce de ella por virtud
de los instrumentos internacionales de los que México for-
me parte; o viole la que da un salvoconducto emitido por
autoridad competente, se le impondrá la pena de tres años
de prisión.

CAPÍTULO V
Delitos de Lesa Humanidad

Artículo 220.- Se entenderá por delito de lesa humanidad
y se les impondrá una pena de treinta años de prisión, a
quien cometa cualquiera de los actos siguientes como par-
te de un ataque generalizado o sistemático contra una po-
blación civil y con conocimiento de dicho ataque.

I. Homicidio;

II. Exterminio;

III. Esclavitud;

IV. Deportación o traslado forzoso de población;

V. Encarcelamiento u otra privación grave de la libertad
física en violación de normas fundamentales de derecho
internacional;

VI. Tortura;

VII. Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada,
embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier
otra forma de violencia sexual de gravedad comparable;

VIII. Persecución de un grupo o colectividad con identi-
dad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacio-
nales, étnicos, culturales, religiosos, de género u otros
motivos universalmente reconocidos como inaceptables
con arreglo al derecho internacional, en conexión con
cualquier otro acto de los previstos en este artículo, con
genocidio o con delitos cometidos en conflictos arma-
dos;
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IX. Desaparición forzada de personas, y

X. Segregación y opresión racial.

Otros actos inhumanos de carácter similar que causen in-
tencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente
contra la integridad física o la salud mental o física.

CAPÍTULO VI
Delitos Cometidos en los Conflictos Armados

Artículo 221.- Se impondrá una pena de treinta años de
prisión a quien durante el desarrollo de un conflicto arma-
do, cometa los siguientes delitos como parte de un plan o
política o como parte de la comisión en gran escala de ta-
les delitos:

I. Infracciones graves a los Convenios de Ginebra del 12
de agosto de 1949, consistentes en cualquiera de los si-
guientes actos contra personas o bienes protegidos por
las disposiciones de dichos Convenios:

A. Privar de la vida dolosamente;

B. Someter a tortura o a otros tratos inhumanos, in-
cluidos los experimentos biológicos;

C. Infligir dolosamente sufrimientos graves o aten-
tar gravemente contra la integridad física o la salud;

D. Destruir bienes o apropiarse de ellos, de manera
no justificada por necesidades militares, a gran esca-
la, ilícita y arbitrariamente;

E. Obligar a un prisionero de guerra o a otra perso-
na protegida a prestar servicios en las fuerzas de una
potencia enemiga;

F. Privar dolosamente a un prisionero de guerra o a
otra persona de su derecho a un juicio justo e impar-
cial;

G. Someter a deportación, traslado o confinamiento
ilegales; y

H. Tomar rehenes.

II. Otras violaciones graves de las leyes y usos aplica-
bles en los conflictos armados internacionales dentro

del marco del derecho internacional, a saber, cualquiera
de los actos siguientes:

A. Dirigir intencionalmente ataques contra la pobla-
ción civil en cuanto tal o contra civiles que no parti-
cipen directamente en las hostilidades;

B. Dirigir intencionalmente ataques contra bienes ci-
viles, es decir objetos que no sean objetivos milita-
res;

C. Dirigir intencionalmente ataques contra personal,
instalaciones, material, unidades o vehículos partici-
pantes en una misión de mantenimiento de la paz o
de asistencia humanitaria de conformidad con la
Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan
derecho a la protección otorgada a civiles o bienes
civiles con arreglo al derecho internacional de los
conflictos armados;

D. Lanzar un ataque intencionalmente, a sabiendas
de que causará pérdidas de vida, lesiones a civiles o
daños a bienes de carácter civil o daños extensos,
duraderos y graves al medio natural que serián ma-
nifiestamente excesivos en relación con la ventaja
militar concreta y directa de conjunto que se prevea;

E. Atacar o bombardear por cualquier medio, ciuda-
des, aldeas, pueblos o edificios que no estén defen-
didos y que no sean objetivos militares;

F. Causar la muerte o lesiones a un enemigo que ha-
ya depuesto las armas o que, al no tener medios pa-
ra defenderse, se haya rendido a discreción;

G. Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la
bandera nacional o las insignias militares o el uni-
forme del enemigo o de las Naciones Unidas, así co-
mo los emblemas distintivos de los Convenios de
Ginebra, y causar así la muerte o lesiones graves;

H. El traslado, directa o indirectamente, por la po-
tencia ocupante de parte de su población civil al te-
rritorio que ocupa, o la deportación o el traslado de
la totalidad o parte de la población del territorio ocu-
pado, dentro o fuera de ese territorio;

I. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios
dedicados al culto religioso, las artes, las ciencias o



la beneficencia, los monumentos, los hospitales y
los lugares en que se agrupa a enfermos o heridos,
siempre que no sean objetivos militares;

J. Someter a personas que estén en poder del perpe-
trador a mutilaciones físicas o a experimentos médi-
cos o científicos de cualquier tipo que no estén jus-
tificados en razón de un tratamiento médico, dental
u hospitalario ni se lleven a cabo en su interés, y que
causen la muerte o pongan gravemente en peligro la
salud;

K. Matar o herir a traición a personas pertenecientes
a la nación o al Ejército enemigo;

L. Declarar que no se dará cuartel;

M. Destruir o confiscar bienes del enemigo, a menos
que las necesidades de la guerra lo hagan imperativo;

N. Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles
ante un tribunal los derechos y acciones de los na-
cionales de la parte enemiga;

O. Obligar a los nacionales de la parte enemiga a
participar en acciones bélicas dirigidas contra su
propio país, aunque hubieran estado a su servicio an-
tes del inicio de la guerra;

P. Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es
tomada por asalto;

Q. Emplear veneno o armas envenenadas;

R. Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares a
cualquier líquido, material o dispositivo análogo;

S. Emplear balas que se abran o aplasten fácilmente
en el cuerpo humano, como balas de camisa dura
que recubran totalmente la parte interior o que tenga
incisiones;

T. Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos
de guerra que, por su propia naturaleza, causen da-
ños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan
efectos indiscriminados en violación al derecho hu-
manitario internacional de los conflictos armados, a
condición de que esas armas o esos proyectiles, ma-
teriales o métodos de guerra, sean objeto de una pro-
hibición completa;

U. Cometer ultrajes contra la dignidad de la persona,
en particular tratos humillantes y degradantes;

V. Cometer actos de violación, esclavitud sexual,
prostitución forzada, embarazo forzado, esteriliza-
ción forzada y cualquier otra forma de violencia se-
xual que constituya una infracción grave de los
Convenios de Ginebra;

W. Aprovechar la presencia de civiles u otras perso-
nas protegidas para que queden inmunes de opera-
ciones militares determinados puntos, zonas o fuer-
zas militares;

X. Dirigir dolosamente ataques contra edificios, ma-
terial, unidades y vehículos sanitarios y contra per-
sonal habilitado para utilizar los emblemas, distinti-
vos de los Convenios de Ginebra de conformidad
con el derecho internacional;

Y. Provocar de manera dolosa la inanición de la
población civil como método de usar la guerra,
privándola de los objetos indispensables para su
supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar
intencionalmente los suministros de socorro de
conformidad con los Convenios de Ginebra; y

Z. Reclutar o alistar a niños menores de quince años
o utilizarlos para participar activamente en las hosti-
lidades.

III. En caso de conflicto armado que no sea de índole in-
ternacional, las violaciones graves del artículo 3 común
a los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de
1949, a saber, cualquiera de los siguientes actos cometi-
dos contra personas que no participen directamente en
las hostilidades, incluido los miembros de las fuerzas ar-
madas que hayan depuesto las armas y los que hayan
quedado fuera de combate por enfermedad, lesiones, de-
tención o por cualquier otra causa:

A. Actos de violencia contra la vida y la integridad
de las personas, en particular el homicidio en todas
sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles y la
tortura;

B. Los ultrajes contra la dignidad personal, en parti-
cular los tratos humillantes y degradantes;

C. La toma de rehenes, y
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D. Las condenas dictadas y las ejecuciones efectua-
das sin sentencia previa pronunciada por un tribunal
constituido regularmente y que haya ofrecido todas
las garantías judiciales generalmente reconocidas
como indispensables.

Lo previsto en esta fracción se aplica a los conflictos ar-
mados que no son de índole internacional y por lo tanto
no se aplica a situaciones de disturbios o tensiones in-
ternos, tales como motines, actos aislados y esporádicos
de violencia u otros actos de carácter similar.

IV. Otras violaciones graves de las leyes y los usos apli-
cables en los conflictos armados que no sean de índole
internacional, dentro del marco establecido de derecho
internacional, a saber, cualquiera de los actos siguientes:

A. Dirigir intencionalmente ataques contra la pobla-
ción civil como tal o contra civiles que no participen
directamente en las hostilidades;

B. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios,
material, unidades y vehículos sanitarios y contra el
personal habilitado para usar los emblemas distinti-
vos de los Convenios de Ginebra de conformidad
con el derecho internacional;

C. Dirigir intencionalmente ataques contra personal,
instalaciones, material, unidades o vehículos partici-
pantes en una misión de mantenimiento de la paz o
de asistencia humanitaria de conformidad con la car-
ta de las naciones unidas, siempre que tengan dere-
cho a la protección otorgada a civiles o bienes civi-
les con arreglo al derecho internacional de los
conflictos armados;

D. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios
dedicados al culto religioso, la educación, las artes,
las ciencias o la beneficiencia, los monumentos, los
hospitales y otros lugares en que se agrupa a enfer-
mos y heridos, a condición de que no sean objetivos
militares;

E. Saquear una ciudad o plaza, incluso cuando es to-
mada por asalto.

F. Cometer actos de violación, esclavitud sexual,
prostitución forzada, embarazo forzado, esteriliza-
ción forzada o cualquier otra forma de violencia se-
xual que constituya también una violación grave al

artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra;

G. Reclutar o alistar niños menores de quince años o
utilizarlos para participar activamente en hostilida-
des;

H. Ordenar el desplazamiento de la población civil
por razones relacionadas con el conflicto, a menos
que así lo exija la seguridad de los civiles de que se
trate o por razones militares imperativas;

I. Matar o herir a traición a un combatiente enemigo;

J. Declarar que no se dará cuartel;

K. Someter a las personas que estén en poder de otra
parte en el conflicto a mutilaciones físicas o a expe-
rimentos médicos o científicos de cualquier tipo que
no estén justificados en razón del tratamiento médi-
co, dental u hospitalario de la persona de que se tra-
te ni se lleven a cabo en su interés, y que provo-
quen la muerte o pongan gravemente en peligro su
salud, y

L. Destruir o confiscar bienes del enemigo, a menos
que las necesidades del conflicto lo hagan imperati-
vo.

TÍTULO SÉPTIMO
Delitos Contra la Seguridad Interior de la Nación

CAPÍTULO I
Rebelión

Artículo 222.- Se comete el delito de rebelión militar,
cuando se alzan en armas elementos del Ejército para:

I. Abolir o reformar la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos;

II. Impedir la elección de los Supremos Poderes de la
Federación, su integración, o el libre ejercicio de sus
funciones, o usurpar éstas;

III. Separar de su cargo al Presidente de la República,
los Secretarios de Estado, Ministros de la Suprema Cor-
te o Procurador General de la República, y 

IV. Abolir o reformar la Constitución Política de alguno
de los Estados de la Federación, las instituciones que de



ella emanen, impedir la integración de éstas o la elec-
ción correspondiente; o para lograr la separación del
Gobernador, miembros del Tribunal Superior de Justicia
o Procurador General de Justicia; todo ello, cuando in-
terviniendo los Poderes de la Unión en la forma prescri-
ta por el artículo 119 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, los alzados no depongan,
sin resistencia, las armas.

Artículo 223.- Se impondrá la pena de treinta a sesenta
años de prisión:

I. Al que promueva o dirija una rebelión;

II. A quien ejerza mando en una Región, Zona, Sector,
Guarnición o plaza y que se adhiera a la rebelión;

III. Al que mandando una corporación utilice sus fuer-
zas para rebelarse, y al jefe de una instalación o depen-
dencia que emplee los elementos a su disposición para
el mismo objeto, y

IV. Al Oficial o Sargento que utilice las fuerzas a su
mando, para rebelarse o adherirse a la rebelión cuando
no se encuentre en conexión inmediata con la corpora-
ción a que pertenece.

La pena será de seis años de prisión a quienes se rindan an-
tes de efectuarse alguna acción armada con fuerzas del Go-
bierno de la República; los Cabos y Soldados que se rindan
con sus pertrechos de guerra no sufrirán castigo alguno.

Artículo 224.- Se impondrá la pena de ocho años de pri-
sión a los Oficiales que fuera de los casos previstos en el
artículo que antecede se adhieran o participen en alguna
forma en la rebelión; y a los que no empleen todos los me-
dios que estén a su alcance para impedir la rebelión de sus
fuerzas.

A los Sargentos se les impondrá la mitad de la pena, a los
Cabos dos años y a los Soldados un año de prisión.

Artículo 225.- Se impondrá la pena de seis años de prisión,
a quienes teniendo conocimiento de que se trata de come-
ter el delito de rebelión no lo denuncien a la autoridad que
corresponda. Cuando la denuncia se haga en tiempo opor-
tuno para evitar la ejecución del delito, no se impondrá pe-
na alguna.

Artículo 226.- Los rebeldes no serán responsables de las
muertes o lesiones inferidas en el acto de un combate, ni de
los daños que durante el mismo causen a propiedades; pe-
ro de todo homicidio, lesión o daño a la propiedad que se
cause fuera de la lucha, serán responsables, tanto el que los
ordene como los que materialmente los ejecuten, aplicán-
dose las penas que correspondan, según las reglas del con-
curso de delitos.

Artículo 227.- Se impondrá la pena de cinco años de pri-
sión a los que conspiren para cometer el delito de rebelión.

CAPÍTULO II
Sedición

Artículo 228.- Cometen el delito de sedición los que reu-
nidos en número de diez o más, resistan a una autoridad o
la ataquen con alguno de los fines siguientes:

I. De impedir la promulgación o la ejecución de una ley
o la celebración de una elección popular que no sea de
las que menciona la fracción II del artículo 222 de este
Código;

II. De impedir el libre ejercicio de sus funciones, o el
cumplimiento de una providencia judicial o administra-
tiva;

III. Separar de su mando o cargo al titular de algún or-
ganismo del Ejército, al Procurador Militar, a un miem-
bro de algún Tribunal Militar; o impedir el libre ejerci-
cio de sus funciones, y

IV. Abolir o reformar las leyes o reglamentos militares.

Artículo 229.- A los que cometan el delito de sedición pre-
visto en las fracciones I y II del artículo 228, se les impon-
drá cuando no se cause daño en las personas o en la pro-
piedad, la pena de:

I. Cuatro años de prisión a los promovedores o directo-
res;

II. Dos años a los demás si fueren Oficiales, y 

III. Seis meses a la Tropa.

En caso de que se cause daño se impondrá la pena que co-
rresponda, según las reglas del concurso de delitos.
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En los casos de las fracciones III y IV del mismo artículo,
la pena será de cuatro a ocho años de prisión y baja del
Ejército.

Artículo 230.- Cuando los sediciosos se disuelvan o some-
tan a la autoridad legítima antes de la intimidación, a con-
secuencia de ella, o a la presencia de la fuerza pública, no
se impondrá pena a los ejecutores; pero a los inductores,
promovedores y jefes de la sedición, se les aplicará la pena
de un año de prisión.

Artículo 231.- Se impondrá la pena de seis meses de pri-
sión a los que conspiren para cometer el delito de sedición.

TÍTULO OCTAVO
Delitos Contra la Integridad 

y Seguridad del Ejército

CAPÍTULO I
Falsificación

Artículo 232.- Se impondrá la pena de tres años de prisión
al que dolosamente y con el objeto de obtener algún pro-
vecho para si o para otro, o con el de causar algún perjui-
cio:

I. Ponga una firma o rúbrica falsas, aunque sean imagi-
narias, o altere una verdadera, en algún documento mi-
litar;

II. Aproveche indebidamente una firma o rúbrica en
blanco, ajenas, extendiendo algún despacho, patente, or-
den de pago o cualquier otro documento relativo a la po-
sición o servicios militares, suyos o de otra persona;

III. Altere el texto de algún documento militar verdade-
ro después de concluido y firmado, variando en él, nom-
bres, empleos o grados, fechas, cantidades o cualquiera
otra circunstancia o punto substancial ya sea añadiendo,
enmendando o borrando en todo o en parte una o más
palabras o variando la puntuación;

IV. Expida o extienda testimonio o copia certificada de
documentos militares supuestos, o de los existentes que
carezcan de los requisitos legales, suponiendo falsa-
mente que los tienen o agregando o suprimiendo en la
copia, algo que importe una variación sustancial, y

V. Se atribuya o atribuya a la persona a cuyo nombre ex-
tienda el documento, un nombre o una investidura, cali-

dad o circunstancia que no tenga y que sea necesaria pa-
ra la validez del acto.

Artículo 233.- La pena señalada en el artículo anterior, se
aplicará también al que haga uso  de un documento militar
falso o falsificado, y si con el uso de ese documento se co-
mete otro delito, se observarán las reglas del concurso de
delitos.

Artículo 234.- Se impondrá la pena de tres años de prisión
al funcionario o empleado en el fuero de guerra que, a sa-
biendas, consigne o haga consignar, en las averiguaciones
o en los procesos hechos falsos, o que altere el texto de las
actuaciones.

Artículo 235.- El que falsifique los sellos, timbres, calco-
manías o marcas militares que se usen en la corresponden-
cia, libros, actas o documentos oficiales destinados a mar-
car o señalar el armamento, equipo, vehículos, vestuario u
otros objetos pertenecientes al Ejército, se le impondrá la
pena de cuatro años de prisión. La misma pena se aplicará
a los que a sabiendas de la falsificación realizada, hagan
uso de dichos sellos, timbres, calcomanías o marcas.

Igual pena se impondrá al que falsifique o use una calco-
manía o documento que otorgue el derecho a accesar a ins-
talaciones militares.

Tratándose de documentos oficiales, se aumentará hasta
una mitad de la pena impuesta, atendiendo al nivel de su
clasificación, reservada o confidencial.

Artículo 236.- El que habiéndose proporcionado o se le
entreguen las marcas, timbres, calcomanías o sellos verda-
deros, destinados al uso que indica el artículo anterior, los
utilice de un modo fraudulento en perjuicio de la nación o
del Ejército o en beneficio propio o ajeno o en perjuicio de
otro, se le impondrá la pena de seis años de prisión.

Artículo 237.- El que a sabiendas haga uso de instrumen-
tos o procedimientos de medición o peso falsos, para en-
tregar o recibir los objetos que tenga a su cargo, se le im-
pondrá la pena de cuatro años de prisión.

Artículo 238.- El que falsifique o adultere, haga falsificar
o adulterar los víveres, forrajes, líquidos, medicinas u otras
substancias confiadas a su guarda o vigilancia, o que cono-
ciendo su falsificación o adulteración las distribuya o haga
distribuir al personal del Ejército, o animales pertenecien-
tes a éste, se le impondrá la pena de cinco años de prisión.



Artículo 239.- Si el delito de que habla el artículo anterior,
se perpetrare por otro que no sea el guardián o encargado
de los efectos a que este precepto se refiere, la pena apli-
cable será la de tres años de prisión.

Artículo 240.- El que dolosamente altere, cambie, destru-
ya o modifique los diarios de bitácora, navegación, o des-
viación del compás o cronómetros o libros de cargo, estu-
dios científicos o relativos a una navegación o que dé un
falso rumbo, u observaciones de situación distintas de las
verdaderas se le impondrá la pena de dos años de prisión,
si no causa daño. Si resulta éste, la pena será de cinco años
de prisión, y si se destruye la nave, la pena será la de trein-
ta a sesenta años de prisión.

Artículo 241.- El que dolosamente altere o cambie los pla-
nos o modelos de alguna construcción militar o la cons-
trucción misma, destinada al servicio del Ejército, se le im-
pondrá la pena de tres años de prisión, y si por esta causa
se origina algún daño grave, la pena será de seis años.

CAPÍTULO II
Fraude, Malversación y Retención de Haberes

Artículo 242.- Comete el delito de fraude el que alcance
un lucro indebido, con perjuicio de los intereses del Ejérci-
to o de los individuos pertenecientes a él, valiéndose para
ello del engaño o aprovechándose del error de éstos. Tam-
bién incurre en este delito el que:

I. En las listas de revista o cualquier otro documento mi-
litar, haga aparecer una cantidad de hombres, animales,
haberes, jornales o forrajes mayor de la que justamente
deba figurar o algún individuo que realmente no exista
o que existiendo no prestase servicio;

II. En ejercicio de sus funciones o con miras interesadas,
favorezca a un contratista o proveedor en la contrata-
ción respectiva, presente cuentas o relaciones inexactas
sobre gastos del servicio, naturaleza, cantidad o calidad
de los trabajos, mano de obra o provisiones destinadas
al uso militar; efectúe compras de éstas últimas a precio
mayor que el de plaza, o celebre otros contratos onero-
sos; no dé cuenta oportunamente a la Secretaría respec-
tiva, de los fondos que tuviere en su poder por econo-
mías de forrajes o gasto común; firme o autorice orden,
libramiento o cualquier otro documento de pago o de
crédito extendido por los que se hallen a sus órdenes, y
que difiera en cantidad de lo que arroje la liquidación o

ajuste correspondiente; ordene o haga consumos inne-
cesarios de víveres, municiones, pertrechos, combusti-
bles u otros efectos destinados al servicio; cambie sin
autorización las monedas o valores que hubiere recibi-
do, por otros distintos o que de cualquier otra manera no
especificada en éste o en alguno de los demás preceptos
contenidos en el presente capítulo, alcance un lucro in-
debido.

Al que cometa el delito de fraude se le impondrá la pena:

A. De dieciséis días a seis meses, cuando el valor de
lo defraudado, no exceda de cien veces el salario mí-
nimo vigente en el Distrito Federal;

B. Con prisión de seis meses a tres años, cuando el
valor de lo defraudado excediere de cien veces pero
no de quinientas el salario mínimo citado, y

C. Con prisión de tres a doce años si el valor de lo
defraudado fuere mayor de quinientas veces el sala-
rio mínimo vigente en el Distrito Federal.

En todos los casos se aplicará multa, equivalente a lo de-
fraudado.

Artículo 243.- El que con motivo del cargo que desempe-
ñe en las Unidades, Dependencias, Instalaciones u Orga-
nismos del Ejército, deba confrontar la documentación que
acredite el ejercicio legal de los recursos en que aparezca
cometido el delito previsto en la fracción I del artículo pre-
cedente, si no debieran ser sancionados conforme a ese
precepto, lo serán por su omisión en la vigilancia que les
está encomendada, con la pena de cuatro meses de suspen-
sión de empleo.

Artículo 244.- Comete el delito de malversación el que
distraiga de su objeto o fin dinero, valores o cualesquiera
otros efectos pertenecientes al Ejército o al personal que lo
compone o administrados por aquél y que haya recibido en
virtud de su empleo, o comisión, sea fija o accidental. Al
responsable de este delito se le impondrá:

I. De dieciséis días a ocho meses de prisión si el valor
de lo malversado no excede de cien salarios mínimos;

II. De ocho meses a dos años de prisión si el valor de lo
malversado rebase cien salarios mínimos y no exceda de
quinientos, y
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III. Cuando exceda de quinientos  salarios mínimos, se
le impondrá la pena anterior, agregando un mes por ca-
da cien salarios mínimos, sin que pueda exceder de
quince años de prisión.

En todos los casos se condenará a la reparación del daño, y
además en cuanto a la fracción III se impondrá la baja del
Ejército.

Artículo 245.- Las penas mencionadas en el artículo ante-
rior, se duplicarán cuando el probable responsable se sus-
traiga de la acción de la justicia.

Artículo 246.- Se impondrá hasta un tercio de las penas
privativas de libertad establecidas en el artículo 244, a
quien devuelva lo que haya malversado, dentro de treinta
días, contados desde que sea descubierto el delito.

Artículo 247.- En caso de conato de malversación, se im-
pondrán las penas conforme a las reglas establecidas en es-
te Código.

Artículo 248.- Comete el delito de retención de haberes,
raciones u otros emolumentos o efectos pertenecientes al
Ejército o bajo su administración, el que indebidamente no
entregue o distribuya cualesquiera de éstos, estando obli-
gado a ello en razón de sus funciones; y se le impondrá la
pena de:

I. Si esa retención la efectúa en provecho propio o en el
de otro, conforme a lo previsto en el artículo 244 y se-
gún el valor de los objetos retenidos, y

II. Si dicha retención la hace y sin aprovechar para sí o
para otro, los haberes, raciones o efectos pertenecientes al
Ejército, hasta un tercio de la pena que corresponda con-
forme a las reglas establecidas en el mismo precepto.

CAPÍTULO III
Enajenación, Extravío, Robo y Destrucción 

de lo Perteneciente al Ejército

Artículo 249.- El militar que enajene o empeñe las prendas
de vestuario o equipo de uso personal que se le ministre o
tenga a su cargo, se le impondrá la pena de tres meses de
prisión.

A quien enajene o empeñe animales pertenecientes o a dis-
posición del Ejército, se les impondrá la pena de cinco me-
ses de prisión en tiempo paz y once meses en campaña.

Todo el que sin estar comprendido en cualesquiera de los
casos previstos en el artículo 244, enajene sin autorización,
empeñe o dé en prenda material de guerra, abastecimien-
tos, o cualquier otro objeto o efecto destinados al uso del
Ejército o administrados por éste, que tenga bajo su vigi-
lancia o responsabilidad, se le impondrá la pena de dos
años de prisión y la baja del Ejército.

Las mismas penas señaladas se impondrán a los que para
provecho propio o de otros, compren, oculten o reciban en
prenda cualesquiera de los objetos que el presente artículo
refiere.

Tratándose de material de guerra; agresivos químicos, arti-
ficios o ingenios de combate, en uso o reserva del Ejército,
se impondrán las penas previstas en el artículo 253.

En los casos anteriores, además se impondrá la pena de
multa de diez a trescientos días de salario mínimo a crite-
rio del juzgador.

Artículo 250.- Serán castigados con la pena de tres meses
de prisión:

I. A los individuos de tropa que extravíen en tiempo de
paz, los animales, las armas, las municiones u otros ob-
jetos que se les haya entregado para el servicio, excepto
las prendas de vestuario de uso personal. En campaña se
duplicará la pena, y

II. Los que extravíen objetos militares o efectos destina-
dos al uso del Ejército, que tengan bajo su inmediata vi-
gilancia, siempre que no deban ser sancionados admi-
nistrativamente y sin perjuicio de que se les haga el
descuento del valor de los objetos extraviados.

A los Oficiales, en el caso de la Fracción II del presente ar-
tículo, además de la pena privativa de libertad, se les im-
pondrá la suspensión de empleo, por el término de seis me-
ses.

Artículo 251.- Al que extravíe la Bandera o Estandarte de
una Unidad o establecimiento se le impondrán en tiempo
de paz, ocho meses de prisión y en campaña dos años.

Artículo 252.- Comete el delito de robo de lo pertenecien-
te al Ejército el que sin derecho y sin consentimiento se
apodere de valores, cosas o muebles que sean propiedad de
aquél o se encuentren bajo su dominio o custodia, se le im-
pondrá:



I. Cuatro meses de prisión si el valor de lo robado no ex-
cede de cincuenta días de salario mínimo;

II. Seis meses de prisión si el valor de lo robado fuere el
equivalente a cincuenta días de salario mínimo, sin ex-
ceder de cien;

III. Un año de prisión si el valor de lo robado fuere de
cien veces el salario mínimo sin exceder de quinientos;

IV. Un mes de aumento a la pena señalada en la fracción
anterior, por cada veinte días de salario mínimo o frac-
ción que exceda de quinientas veces el salario mínimo,
y

Las penas señaladas en este artículo se aumentarán un año
si el delito se comete en un lugar cerrado; en edificio que
esté habilitado o destinado para habitación, o si el sujeto
activo comete el delito en el lugar en donde preste sus ser-
vicios o al que tenga libre acceso.

Artículo 253.- Cuando el objeto del delito de robo lo cons-
tituya material de guerra, agresivos químicos, artificios o
ingenios de combate del Ejército, se impondrá la pena de:

I. Uno a seis años de prisión, cuando el objeto robado
sea un arma;

II. Dos a doce años de prisión, si se trata de dos o más
armas;

III. Uno a quince años de prisión, cuando el objeto ro-
bado sean municiones; y

IV. Tres meses a veinticinco años de prisión, en cual-
quier otro caso.

Además de las penas anteriores, se impondrá multa de tres-
cientos a quinientos días de salario mínimo.

En estos casos, las penas se aumentarán hasta en una cuar-
ta parte, si el delito se comete en lugar cerrado.

Si el que lo comete tiene los objetos bajo su responsabili-
dad o custodia se aumentará en una mitad.

Las penas señaladas se aumentarán al doble, cuando el de-
lito se cometa en campaña.

Artículo 254.- Al que destruya o devaste material de gue-
rra, agresivos químicos, artificios o ingenios de combate,
en uso o reserva; vehículos, embarcaciones, aeronaves,
edificios, fábricas, almacenes, talleres, arsenales o estable-
cimientos del Ejército, u otras construcciones militares, por
otros medios que no sean el incendio o el uso de explosi-
vos, se le impondrá la pena de tres a cuarenta años de pri-
sión.

Igual pena se impondrá al que dolosamente comunique el
agua con los peñoles de material de guerra o abastecimien-
tos, si por esa causa se inutilizan o destruyen dichos efec-
tos.

Artículo 255.- Si el medio empleado para la destrucción o
devastación, es el incendio o uso de explosivos, y para ello
se emplea la fuerza armada, la pena será de treinta a sesen-
ta años de prisión. Si no se hizo uso de la fuerza armada, la
pena será la de veinte años de prisión.

Artículo 256.- Al que por medio de barrenos o abertura de
una o más válvulas o cualquier otro medio produzca dolo-
samente la pérdida total de un buque, se le impondrá pena
de treinta a sesenta años de prisión.

Artículo 257.- El que dolosamente, destruya o haga des-
truir frente al enemigo objetos necesarios para la defensa,
el ataque, la navegación o aeronavegación, de embarcación
o aeronave, para las maniobras de una u otra, todo o parte
del material de guerra, abastecimientos y materiales de
campamento o del servicio de cualquier unidad de comba-
te, se le impondrá la pena de treinta a sesenta  años de pri-
sión.

Si el delito a que el presente artículo se refiere no es per-
petrado frente al enemigo, ni esté comprendido en la frac-
ción XVII del artículo 201, la pena será la de quince años
de prisión.

Artículo 258.- Se impondrá la pena de quince años de pri-
sión a quien en tiempo de guerra y frente al enemigo dolo-
samente destruya, queme o inutilice los libros, cartas mili-
tares, planos, croquis, calcos, actas, archivos o
instrumentos científicos, y otros documentos militares per-
tenecientes al Ejército.

En tiempo de paz, la pena a imponer será de ocho años de
prisión.
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CAPÍTULO IV
Deserción e Insumisión

Artículo 259.- Comete el delito de deserción el que lleve a
cabo su separación ilegal del servicio militar en alguna de
las modalidades que se establecen en este Capítulo.

Artículo 260.- La deserción de los individuos de tropa que
no estuvieren en servicio se entenderá realizada, a falta de
cualquier otro hecho que la demuestre cuando:

I. Falten sin impedimento justificado por setenta y dos
horas consecutivas a las actividades de la Unidad, De-
pendencia, Instalación u Organismo a que pertenezcan o
en el que se encuentren comisionados;

II. Tratándose de Marineros, se queden en tierra, a la sa-
lida del Buque a que pertenezcan, siempre que hayan te-
nido oportuno conocimiento de ella, o falten por seten-
ta y dos horas consecutivas a bordo del barco, y

III. En operaciones militares, se separen sin permiso del
superior que tenga facultad para concederlo, del campa-
mento, plaza, buque o punto militar.

Artículo 261.- Los desertores comprendidos en el artículo
que antecede, serán sancionados en tiempo de paz, con la
pena de un año de prisión y la baja del Ejército.

Artículo 262.- Los Soldados que deserten no estando de
servicio y que justifiquen para su defensa que no les fueron
leídas cuando causaron alta, y una vez al mes por lo menos
las disposiciones penales relativas a la deserción, o que co-
metieron el delito por no habérseles cubierto sus haberes,
alimentación o vestuario correspondientes; siempre que la
falta de éstas se haya efectuado solamente respecto a los in-
dividuos de que se trata y no de sus demás compañeros, y
que aquellos comprueben también que se quejaron, no se
atendió su petición y que la deserción no se cometió por
tres o más individuos reunidos, les será impuesta la pena de
un mes de prisión.

Artículo 263.- Los individuos de tropa que deserten efec-
tuando su separación ilegal del servicio militar en tiempo
de paz, y cuando estén desempeñando actos propios de ese
mismo servicio y distintos de los especificados en el artí-
culo siguiente, se les impondrá la pena de cuatro años de
prisión, si el servicio de que se trate fuere de armas, y con
la de dos años si fuere económico del cuartel, o embarca-

ción, o cualquier otro que no sea de armas. En todos los ca-
sos se impondrá además la baja del Ejército.

Se entenderá como deserción en actos del servicio, la se-
paración injustificada del militar por veinticuatro horas o
más.

Artículo 264.- A los individuos de tropa que deserten en
tiempo de paz y en alguno de los casos o con alguna de las
circunstancias que enseguida se expresan, se les impondrá:

I. De la escolta de detenidos, procesados o sentenciados,
o de cualquiera otra no especificada en este artículo, con
la pena de seis años de prisión;

II. Estando de guardia o de escolta, o el Marino que de-
serte usando un bote para ese objeto, con la de ocho
años;

III. Llevándose el arma destinada para el servicio u
otros objetos que pongan en riesgo el servicio militar, y
tratándose de los Marinos cualquier otro objeto que hu-
biere recibido para su uso en el servicio de mar y con la
obligación de devolverlo, con la de diez años;

Tratándose de material de guerra, agresivos químicos,
artificios o ingenios de combate del Ejército, además de
la pena que conforme a este Capítulo corresponda por la
deserción cometida, se le impondrán también las previs-
tas en el artículo 253, atendiendo a las reglas de concur-
so de delitos;

IV. Estando de centinela, con la de doce años; y

V. Escalando u horadando los muros o tapias del cuartel
o puesto militar u ocupado militarmente o saliendo de a
bordo por cualquier medio que no sea de los autorizados
para el desembarco, con la de seis años.

En todos los casos se impondrá además la Baja del Ejérci-
to.

Artículo 265.- En los casos de las fracciones de I y II del
artículo anterior, si el que deserta estaba desempeñando
funciones de Comandante se le incrementara en dos tercios
la pena. 

Artículo 266.- El Soldado o Marinero que deserte estando
de guardia o de centinela o cuando esté formando parte de



una escolta o esquifazón, si fue nombrado para alguno de
esos servicios antes de haber terminado su adiestramiento
básico individual, se le impondrá el mínimo de la pena pri-
vativa de libertad señalada para éste delito que, sin esa cir-
cunstancia, se le hubiere debido aplicar.

Artículo 267.- Cuando la deserción de los individuos de
tropa, se efectué en campaña, se duplicará la pena privati-
va de libertad y cumplirán ésta en una Unidad Disciplina-
ria durante el tiempo de la campaña.

Artículo 268.- Los individuos de tropa que después de ha-
ber desertado dentro del territorio nacional, salgan de los
límites de éste, o que deserten estando fuera de él, serán
sancionados si se comete:

I. En tiempo de paz, la pena será de ocho años de pri-
sión;

II. Si se comete en campaña, será la de catorce años de
prisión;

III. Si se comete en tiempo de paz, llevándose armas,
bote u otro objeto destinado al servicio con dieciséis
años de prisión, o

IV. Si se comete en campaña, llevándose algo de lo ex-
presado en la fracción anterior la sanción será la de
veinte años de prisión.

En todos los casos serán dados de baja y en campaña con-
tinuarán sirviendo como Soldados hasta el término de ésta.

Artículo 269.- El individuo de clases o marinería que du-
rante las faenas que sean consecuencia de un naufragio o
suceso peligroso para la embarcación, se ausente durante
dos días sin permiso del superior, será considerado como
desertor en campaña, aun cuando el hecho tenga lugar en
tiempo de paz. Si la conducta se comete en campaña, será
considerado como desertor frente al enemigo.

Artículo 270.- Los Oficiales que deserten en tiempo de paz
y en alguno de los casos enumerados en el presente artícu-
lo, se les impondrán las penas siguientes:

I. Desempeñando cualquier servicio o comisión distinta
de las especificadas en las fracciones posteriores, si el
servicio de que se trata fuere de armas, con la pena de
seis años de prisión, con la de tres años si aquel fuere sin
armas, en ambos casos serán dados de baja a no ser que

deban cumplir con tiempo obligatorio de servicios al
Ejército;

II. De la escolta de detenidos, procesados o sentencia-
dos o de cualquier otra no especificada en este artículo,
si fuere Comandante de la escolta, con la de diez años
de prisión, y si no fuere Comandante con ocho años;

III. Estando de guardia o de escolta de suministros de
guerra, equipo o provisiones, con dieciséis años de pri-
sión o con la de doce, según que el que deserte sea o no
Comandante de la guardia o de la escolta;

IV. El que sin estar desempeñando servicio de armas de-
serte al extranjero, con la de catorce años de prisión; si
estuviere desempeñando ese servicio con la de diecio-
cho años, y si fuere el Comandante o responsable de una
Unidad, Dependencia, Instalación o Buque, con la de
veintidós años de prisión, o

V. Llevándose material de guerra, agresivos químicos,
artificios o ingenios de combate del Ejército, además de
las penas que conforme a este Capítulo corresponda por
la deserción cometida, se les impondrán las previstas en
el artículo 253, atendiendo a las reglas del concurso de
delitos.

Artículo 271.- En los casos del artículo anterior y en aque-
llos a que se refieren las fracciones I y II del artículo 277,
si la deserción se efectuó en campaña se aumentarán en dos
años las penas señaladas en esos preceptos.

Artículo 272.- Será considerado también como desertor, el
Oficial que:

I. Falte a las actividades por más de setenta y dos horas,
sin causa justificada, o se separe durante cuarenta y
ocho horas del Organismo o buque al que pertenezca;

II. Sin causa legítima se quede en las poblaciones, sin el
correspondiente permiso, cuando marchen las fuerzas a
que pertenezca;

III. Sin la orden correspondiente ni motivo justificado,
no llegue al punto de su destino con la debida oportuni-
dad, o se regrese después de emprendida una marcha;

IV. Sin justa causa se desvíe del itinerario que se le hu-
biere señalado como indispensable en sus órdenes;
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V. Habiendo recibido cualquier cantidad para la marcha,
no emprenda ésta a su destino, después de tres días de
expedida la orden, en el término que se le hubiere seña-
lado, sin impedimento legal o sin orden ni permiso de la
autoridad que corresponde;

VI. En operaciones militares abandone la plaza, el pun-
to militar o buque donde se encuentren las fuerzas a que
pertenezca o esté asignado, sin permiso del superior que
tenga facultad para concederlo.

VII. Cuando en campaña se separen sin permiso del su-
perior que tenga facultad para concederlo a cualquier
distancia de la fuerza a que pertenezca o en la que se en-
cuentre;

VIII. Disfrutando de licencia ordinaria deje de presen-
tarse cuando haya sido llamado antes de que fenezca el
plazo por el que se le haya concedido, o sin causa justi-
ficada, cuando haya expirado dicho plazo, y 

IX. Disfrutando de licencia ilimitada no se presente des-
pués de dos meses de haber recibido la orden, en caso de
guerra con el extranjero.

Artículo 273.- Los comprendidos en el artículo anterior,
serán sancionados:

I. En los casos de las fracciones I, II y VII, con dos años
de prisión;

II. En los casos de las fracciones III a VI con un año de
prisión, y 

III. En los casos de las fracciones VIII a X, con seis me-
ses de prisión.

En todos los casos se aplicará la Baja del Ejército, a menos
que por compromisos adquiridos deba permanecer en éste.

Artículo 274.- Los que deserten frente al enemigo, mar-
chando a encontrarlo, esperándolo a la defensiva, bajo su
persecución o durante la retirada, se les impondrá la pena
privativa de libertad de treinta a sesenta años de prisión,
debiendo, en tanto dure la campaña prestar sus servicios en
unidades disciplinarias.

Artículo 275.- La deserción en actos del servicio o en cam-
paña, se entenderá perpetrada, siempre que para llevarla a
cabo se emplee un medio violento, cuando el autor del de-

lito se ponga fuera del alcance de las armas de sus perse-
guidores, o eluda toda persecución, y en defecto de lo an-
terior o de cualquier otro hecho que demuestre la separa-
ción ilegal del servicio militar, por el transcurso de
veinticuatro horas, sin que el individuo de que se trate se
presente a su inmediato superior o a la fuerza a que perte-
nezca. La deserción frente al enemigo se entenderá come-
tida en el acto en que el militar se separe indebidamente de
las filas o un Marino del buque o fuerza a que pertenezca.

Artículo 276.- Siempre que tres o más individuos reunidos
cometan simultáneamente algunos de los delitos consigna-
dos en este capítulo, se observará lo que a continuación se
expresa:

I. Se les impondrá el máximo de la pena de prisión que
corresponda, aumentada en una cuarta parte;

II. A los que en el mismo caso, hubieran debido impo-
nérseles una pena de prisión menor a la prevista en el ar-
tículo que antecede, sola o reunida a otra de distinta es-
pecie, se les impondrá el máximo de aquélla aumentada
en una cuarta parte de su duración, y las demás que de-
ban imponérseles en el caso indicado, o

III. Al que haya encabezado la reunión o grupo y sea in-
dividuo de tropa se le impondrá la pena de trece años de
prisión, siempre que conforme a lo prevenido en la frac-
ción I, no deba aplicársele la pena de treinta a sesenta
años de prisión; pero si es oficial o el delito se cometa
en campaña, se le aplicará en todo caso esta última.

Artículo 277.- Los que por causa justificada se dispersen
del cuerpo de tropa o embarcación a que pertenezcan, se-
rán sancionados como desertores, según las circunstancias
que hayan intervenido en su separación, si tan luego como
les sea posible, no se presenten a su mismo cuerpo de tro-
pas o embarcaciones o a otras fuerzas o embarcaciones de
guerra nacionales o a la autoridad militar, marítima, o con-
sular más próxima.

Las mismas reglas se observarán respecto de los militares
que habiendo caído prisioneros de guerra, no se presenten
oportunamente a quien corresponda después de recobrada
su libertad.

Se impondrá la pena de un mes de prisión al miembro de
las reservas del Ejército o de la Guardia Nacional, que, sin
impedimento justificado no se presente al lugar que se le de-
signe en el llamamiento, dentro del plazo correspondiente.



Artículo 278.- Comete el delito de insumisión el Soldado
del Servicio Militar Nacional, que por sorteo le correspon-
da presentarse al servicio activo y siendo llamado no se
presente en el plazo fijado.

Artículo 279.- Al que cometa el delito de insumisión, se le
impondrá la pena de un mes de prisión.

La pena privativa de libertad no releva de la obligación de
prestar servicio.

CAPÍTULO V
Traición al Ejército

Artículo 280.- Comete el delito de Traición al Ejército y se
sancionará con pena de treinta a sesenta años de prisión y
baja del Instituto Armado, el militar que se una o colabore
con un grupo u organización dedicada a actividades ilícitas
en cuya atención o combate participe el Ejército, en alguna
de las formas siguientes:

I. Se pase a su servicio;

II. Utilice la fuerza, embarcación, aeronave, o cualquier
otra unidad, que tenga a sus órdenes para los propósitos
de dicho grupo u organización; le brinde facilidades o
protección para la realización de sus actividades en la
plaza o puesto confiado a su cargo; le proporcione ma-
teriales, abastecimientos de vida u operación, o cual-
quier otro recurso, medios que tenga bajo su cargo o
cuidado, para que realice sus actividades ilícitas;

III. Induzca a las tropas a su mando o de las que forme
parte, para que se pasen a su servicio, o reclute personal
militar para el mismo fin;

IV. Comunique a algún miembro de un grupo u organi-
zación a que se refiere este articulo, el estado o la situa-
ción de las tropas, embarcaciones, aeronaves, o cual-
quier otro medio que se empleen en su contra, algún
documento de operaciones, itinerarios militares, o en-
tregue planos de instalaciones, bahías, fondeaderos,
campamentos, posiciones o terrenos, y en general, cual-
quier información que pueda favorecer sus operaciones
delictivas o eludir las del Ejército u otras autoridades
que participen en su atención.

V. Entable relaciones verbales, por escrito o de cual-
quier otra forma con personas que formen parte de esos

grupos u organizaciones, acerca de asuntos concernien-
tes a las actividades del Ejército.

VI. Fatigue dolosamente a las tropas, tripulaciones, ex-
travíe el rumbo de embarcaciones, aeronaves, vehículos
o de las unidades empeñadas en una operación en con-
tra de esos grupos y de sus actividades ilícitas; o las im-
posibilite por cualquier medio para realizar dichas ope-
raciones.

VII. No ejecute, en todo o en parte, una orden del servi-
cio o la modifique de propia autoridad para favorecer-
los.

VIII. Falsifique o altere un documento o instrumento
que contenga información relativa al servicio militar, o
haga a sabiendas uso de ellos, siempre que se empleen
para causar perjuicio a las actividades del Ejército, en
beneficio de un grupo u organización a que se refiere es-
te artículo;

IX. Dé a sus superiores información contraria a la que
conozca acerca de las actividades que este desarrollan-
do el Ejército en contra de dichas organizaciones o gru-
pos, u omita proporcionar los datos que tenga sobre di-
chas actividades y de los proyectos o movimientos de
éstos;

X: Sirva como guía o conductor para realizar las activi-
dades de los citados grupos u organizaciones; o

XI. Ponga en libertad a los miembros de uno de esos
grupos u organizaciones que hayan sido detenidos o de
cualquier otro modo proteja su fuga.

Las penas previstas en este artículo se impondrán además
de las que correspondan a los delitos que resulten cometi-
dos por las actividades del grupo u organización de que se
trate.

CAPITULO VI
Inutilización Voluntaria para el Servicio

Artículo 281.- El que lesionándose o de cualquiera otra
manera se inutilice voluntariamente, por sí o por medio de
otro, para el servicio militar, se le impondrá la pena de un
año y seis meses de prisión, además será dado de baja del
Ejército.
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La misma pena privativa de libertad se impondrá al que a
petición de otro, lo inutilice con el objeto indicado.

Artículo 282.- Se impondrá la pena de ocho meses de pri-
sión, a quien se valga de recursos o medios fraudulentos
que lo imposibiliten para el cumplimiento de alguna obli-
gación militar.

CAPÍTULO VII
Insultos, Amenazas o Violencias Contra 
Centinelas, Guardias, Tropa Formada, 

Salvaguardias, Bandera y Ejército

SECCIÓN PRIMERA
Ofensas, Injurias, Difamaciones o

Calumnias al Ejército o a sus componentes 
y Ultrajes a la Bandera Nacional

Artículo 283.- El que ofenda, difame, injurie o calumnie al
Ejército o a sus componentes, se le impondrá la pena de un
año de prisión.

Se impondrá la pena de un año y seis meses de prisión al
que ultraje la bandera nacional.

SECCIÓN SEGUNDA
Ofensas, Amenazas o Violencias Contra 
Centinelas, Guardias y Tropa Formada

Artículo 284.- El que insulte o amenace a un centinela,
miembro de una guardia o a quien desempeñe un servicio
de armas o a tropa formada, o salvaguardia y en que des-
truya ésta si fuere escrita, se le impondrá la pena de un año
de prisión.

Artículo 285.- El que cometa violencia contra tropa for-
mada o contra los individuos expresados en el artículo an-
terior, se le impondrá;

I. La pena de treinta a sesenta años de prisión si hiciere
uso de armas, y 

II. La de cinco años de prisión, si la violencia se come-
tiera sin hacer uso de armas.

CAPÍTULO VIII
Ultrajes o Violencias Contra la Policía

Artículo 286.- El que injurie o ultraje a un miembro de la
policía que esté en ejercicio de sus funciones, se le impon-

drá la pena de nueve meses de prisión; y si la desobedece
o resiste a la orden que le haya prevenido en uso de sus fa-
cultades o ejerza violencia contra él, la pena será de un año
y seis meses de prisión.

CAPÍTULO IX
Falsa alarma

Artículo 287.- Comete el delito de falsa alarma el que, do-
losamente mediante alguna señal, convencionalismo o me-
dio previsto para alertar a las tropas, en cualquier situación
que se encuentren, cause desorden o confusión en estas o
en las formaciones de unidades de combate, embarcaciones
o aeronaves, se le impondrá la pena de:

I. Seis meses de prisión en tiempo de paz;

II. Cuatro años de prisión, estando en campaña;

III. Si se causa daño grave a las tropas, vehículos, em-
barcaciones o aeronaves, la pena será de cuatro años en
tiempo de paz y con el doble en campaña, y

IV. Treinta a sesenta años de prisión, estando frente al
enemigo, si se ocasiona la pérdida de vidas o daño a las
tropas, o a los medios materiales para hacer la guerra.

TÍTULO NOVENO
Delitos Contra la Jerarquía y la Autoridad

CAPÍTULO I
Insubordinación

Artículo 288.- Comete el delito de insubordinación el mi-
litar que con palabras, ademanes, señas, gestos o de cual-
quier otra manera falte al respeto o sujeción debidos a un
superior que porte sus insignias o a quien conozca o deba
conocer.

La insubordinación puede cometerse dentro del servicio o
fuera de él.

Artículo 289.- Se entenderá que la insubordinación se co-
mete en el servicio cuando:

I. El subalterno y el superior o solamente uno de ellos se
encuentre en servicio, o
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II. Tenga lugar el delito, con motivo de actos del servi-
cio, aun cuando se encuentren francos el subalterno y el
superior, en el momento de realizarse aquél.

Artículo 290.- A quien cometa el delito de insubordina-
ción, en actos del servicio, se le impondrá la pena de:

I. Un año seis meses de prisión si se comete por medio
de palabras, señas, ademanes, por escrito o de cualquier
otra manera que no constituya una vía de hecho;

II. Tres años de prisión si el delito consiste en alguna
amenaza;

III. Cinco años de prisión cuando se llegue a las vías de
hecho, pero sin causar lesión;

IV. Seis años de prisión si causa una o varias lesiones que
por su naturaleza tarden en sanar menos de quince días;

V. Siete años de prisión cuando las lesiones tarden en sa-
nar más de quince días y sea temporal;

VI. Ocho años de prisión cuando quede al ofendido con
una cicatriz perpetuamente notable en la cara, o se le
disminuya la facultad de oír, se le debilite para siempre
la vista, o se le entorpezca o debilite permanentemente
una mano, un pie, un brazo o una pierna o cualquier otro
órgano, el uso de la palabra o alguna de las facultades
mentales;

VII. Nueve años de prisión, cuando resulte una enfer-
medad seguramente incurable, la inutilización completa
o la perdida de un ojo o de la facultad de oír, de un bra-
zo, de una mano, de una pierna, de un pie o de cualquier
otro órgano o cuando el individuo quede con una defor-
midad perpetuamente notable en parte visible. Si la de-
formidad fuere en la cara, se tendrá esta circunstancia
como agravante;

VIII. Doce años de prisión, cuando resulte incapacidad
permanente para trabajar, enajenación mental, perdida
de la vista, o del habla, o de las funciones sexuales, y

IX. La pena de treinta a sesenta años de prisión cuando
se cause la muerte al superior.

Cuando las lesiones hayan puesto en peligro la vida del
ofendido, se agregarán dos años a las penas de prisión fija-
das en las fracciones IV a VIII de este artículo.

Se entiende por vía de hecho el acto material encaminado
a causar cualquier daño en la persona del ofendido.

Artículo 291.- La insubordinación fuera de servicio se san-
cionará con la mitad de las penas que correspondan. 

Artículo 292.- Si el delito de insubordinación a que se re-
fieren las fracciones I a la VIII del artículo 290, es perpe-
trado cuando el que lo comete esté sobre las armas, o de-
lante de la bandera o de tropa formada, o durante
zafarrancho de combate con armas, el término de la pena se
incrementará en un tercio, a la que deba corresponder.

Artículo 293.- Cuando el subalterno haya sido incitado u
obligado a cometer súbitamente alguno de los delitos pre-
vistos en este Capítulo, por algún acto del superior contra-
rio a las prescripciones legales o en el que éste se haya ex-
cedido en el uso de sus facultades, se le aplicará la mitad
del mínimo de la pena que corresponda.

Artículo 294.- Si en los casos del artículo que antecede, los
actos del superior constituyen un maltrato o un trato degra-
dante para el subalterno, el término establecido en ese pre-
cepto para la pena que deba imponerse, será a su vez redu-
cido a la mitad.

Artículo 295.- El que por violencia o amenaza intente im-
pedir la ejecución de una orden del servicio dada por un su-
perior u obligar a éste a que la ejecute o a que la dé o se
abstenga de darla, se le impondrá la pena de diez años de
prisión.

Si el delito es cometido sobre las armas o delante de la ban-
dera o tropa formada o durante zafarrancho de combate, se
impondrá la pena de treinta a sesenta años de prisión.

Artículo 296.- Si en la orden cuyo cumplimiento se trate
de impedir, concurra alguna de las circunstancias especifi-
cadas en los artículos 293 y 294 las disposiciones conteni-
das en esos preceptos, serán igualmente aplicables a los ca-
sos comprendidos en el artículo que antecede.

Artículo 297.- Cuando la insubordinación consista en vías
de hecho o esté comprendida en el artículo 295, si se co-
mete en marcha para atacar al enemigo, frente a él, espe-
rando a la defensiva, bajo su persecución o durante la reti-
rada, se impondrá la pena de treinta a sesenta años de
prisión, sin tener en cuenta las disposiciones de los artícu-
los 123 fracción II, 293 y 294.
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CAPÍTULO II
Abuso de Autoridad

Artículo 298.- Comete el delito de abuso de autoridad, el
militar que trate a un subalterno de un modo contrario a las
leyes y reglamentos militares.

Este delito puede cometerse dentro o fuera del servicio.

Artículo 299.- Se impondrá la pena de cuatro meses de pri-
sión al superior que:

I. Dé al subalterno órdenes de interés personal;

II. Obstaculice sin motivo justificado la ejecución de ór-
denes que el subalterno haya dado, en uso de sus facul-
tades;

III. Impida de cualquier modo el cumplimiento de los
deberes del subalterno;

IV. Le exija actos que no tengan relación con el servicio,
o

V. De cualquier manera le haga contraer al subalterno
obligaciones que sean en perjuicio del desempeño de
sus deberes.

Artículo 300.- Se impondrá la pena de suspensión de em-
pleo por tres meses, al superior que:

I. Impida a uno o varios subalternos que formulen, reti-
ren o prosigan su queja o reclamación, amenazándolos
o valiéndose de otros medios ilícitos, o

II. Haga desaparecer una queja, petición, reclamación o
cualquier documento militar o se niegue a darle el cur-
so legal correspondiente.

Artículo 301.- Al que se extralimite en el derecho de im-
poner correctivos disciplinarios, aplicando los que no estén
permitidos por la ley, o haciendo sufrir los que lo estén, al
que sea inocente, o excediéndose en los que en la misma
ley estén señalados de un modo expreso respecto de la fal-
ta de que se trate, se le impondrá la pena de seis meses de
prisión si no resulta lesionado el ofendido.

Artículo 302.- Al que insulte a un subalterno o procure in-
ducirlo a una acción degradante o a una infracción legal, se
le impondrá la pena de seis meses de prisión.

Si la infracción se lleva a efecto se aplicará la pena confor-
me al delito que resulte.

Artículo 303.- Al que infiera golpes o de cualquiera otra
manera maltrate de obra a un subalterno sin lesionarlo, se
le impondrá la pena de un año de prisión.

El que mande dar golpes a un subalterno o que innecesa-
riamente ordene cualquier otro maltrato de obra contra él,
será sancionado con la pena de dos años de prisión, si el
ofendido no resulta lesionado.

Artículo 304.- El que infiera alguna lesión a un subalterno
de las previstas en el artículo 290, será sancionado con:

I. Un año de prisión si es de las comprendidas en la frac-
ción IV;

II. Dos años de prisión, si es de las clasificadas en la
fracción V;

III. Cuatro años de prisión, si es de las mencionadas en
la fracción VI;

IV. Seis años y seis meses de prisión, si se trata de las
que cita la fracción VII;

V. Ocho años de prisión, si es de las expresadas en la
fracción VIII;

VI. Diez años y seis meses de prisión, si resulta homici-
dio simple, y

VII. La pena de treinta a sesenta años de prisión si el ho-
micidio es calificado.

Cuando las lesiones hayan puesto en peligro la vida del
ofendido, se agregarán dos años a las penas de prisión fija-
das en las fracciones I a V.

Artículo 305.- El que indebidamente haga que una fuerza
armada le preste auxilio en una riña o pendencia, que por
esa causa tome mayores proporciones, se le impondrá la
pena de dos años de prisión, sin perjuicio de que, conforme
a las reglas generales de aplicación de penas se les impon-
ga la que corresponda, en virtud de los demás delitos que
con esos actos haya cometido.

Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados146



CAPÍTULO III
Reglas Comunes para la Insubordinación 

y el Abuso de Autoridad

Artículo 306.- Se entiende por lesión, toda alteración en la
salud o cualquier daño que deje huella material en el cuer-
po humano, si esos efectos son producidos por una causa
externa.

Artículo 307.- Se entiende por homicidio, cuando se priva
de la vida a otro; por homicidio calificado, cuando se co-
mete con premeditación, ventaja, alevosía o traición;

I. Se presumirá que existe premeditación cuando las le-
siones o el homicidio se cometan por inundación, in-
cendio, minas, bombas o explosivos; por medio de ve-
nenos o cualquier otra sustancia nociva a la salud,
contagio venéreo, asfixia o enervantes o por retribución
dada o prometida; por tormento, motivos depravados o
brutal ferocidad;

II. Hay premeditación: siempre que el reo cause inten-
cionalmente una lesión, después de haber reflexionado
sobre el delito que va a cometer;

III. Se entiende que hay ventaja, cuando:

A. El delincuente es superior en fuerza física al
ofendido y éste no se halla armado;

B. Es superior por las armas que emplea, por su ma-
yor destreza en el manejo de ellas o por el número
de los que lo acompañan;

C. Se vale de algún medio que debilita la defensa del
ofendido, y

D. Éste se halla inerme o caído y aquél armado o de
pie.

La ventaja no se tomará en consideración en los tres pri-
meros casos, si el que la tiene obrase en defensa legíti-
ma, ni en el cuarto caso, si el que se halla armado o de
pie fuera el agredido, y además, hubiere corrido peligro
su vida por no aprovechar esa circunstancia.

IV. La alevosía consiste: en sorprender intencionalmen-
te a alguien de improviso, o empleando asechanza u otro
medio que no le dé lugar a defenderse ni evitar el mal
que se le quiere hacer, y

V. Hay traición, cuando no solamente se emplea la ale-
vosía, sino también la perfidia, violando la fe o seguri-
dad que expresa o tácitamente debía a su victima por su
situación dentro del Ejército o por cualquiera otra que
deba inspirar confianza.

CAPÍTULO IV
Desobediencia

Artículo 308.- Comete el delito de desobediencia el que no
ejecuta o respeta una orden del superior, la modifica de
propia autoridad o se extralimita al ejecutarla. Lo anterior
se entiende salvo el caso de la necesidad impuesta al sub-
alterno para proceder como sea conveniente por circuns-
tancias imprevistas que puedan constituir un peligro justi-
ficado, para la fuerza de que dependa o que tenga a sus
órdenes.

La desobediencia puede cometerse dentro y fuera del ser-
vicio.

Artículo 309.- Al que cometa el delito de desobediencia
fuera del servicio, se le sancionará con la pena de nueve
meses de prisión.

Artículo 310.- Al que cometa el delito de desobediencia en
actos del servicio se le impondrá la pena de un año de pri-
sión, excepto en los casos siguientes:

I. Cuando ocasione un mal grave se le impondrá la pe-
na de dos años de prisión;

II. Cuando sea cometida en campaña, se le impondrá la
pena de cinco años de prisión, y si resulta perjuicio a las
operaciones militares, con diez años de prisión, y 

III. Cuando se efectúe frente al enemigo, marchando a
encontrarlo, esperándolo a la defensiva, persiguiéndolo
o durante la retirada, se impondrá la pena de treinta a se-
senta años de prisión.

CAPÍTULO V
Asonada

Artículo 311.- A los que en grupo de cinco, por lo menos,
o sin llegar a ese número cuando formen la mitad o más de
una fuerza aislada, rehúsen obedecer las órdenes de un su-
perior, las resistan o recurran a vías de hecho para impe-
dirlas, serán sancionados con:
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I. Diez años de prisión a los promovedores, instigadores
o cabecillas del delito y con cinco años de prisión, a los
que hayan secundado a lo anterior, si el delito se come-
te en tiempo de paz, y

II. Treinta a sesenta años de prisión a todos los promo-
vedores, instigadores o cabecillas de la asonada, de Ca-
bos en adelante y con doce años de prisión los Soldados,
si el delito se comete en campaña.

Artículo 312.- El Marino que a fin de realizar el delito a
que se refiere el artículo anterior desatracase de un buque
de guerra o de otro al servicio de la armada, una lancha o
bote armado, o saque fuerzas armadas de buques, arsenal,
destacamento u otro establecimiento marítimo, se le im-
pondrá la pena de cinco años de prisión.

Artículo 313.- Si consumada la asonada en campaña los
que tomaron parte en ella, vuelven al orden, antes de co-
meterse algún otro delito, se les impondrá la pena de diez
años de prisión, si fueron los promovedores, instigadores o
cabecillas de la asonada; y con cinco años de prisión a los
demás amotinados.

En tiempo de paz se reducirá a la mitad la pena señalada.

En ambos casos no sufrirán sanción alguna, los Soldados o
Marinos que hubieren participado contra su voluntad.

Artículo 314.- Si los amotinados vuelven al orden después
de haber cometido algún otro delito, la pena se impondrá
siguiendo las reglas del concurso de delitos.

En este caso los Soldados o Marineros que se encuentren
en los extremos del artículo anterior, serán individualmen-
te responsables por el nuevo delito cometido.

Artículo 315.- A los que conspiren para cometer el delito
de asonada, se les impondrá la pena de un año de prisión en
tiempo de paz y con tres años de prisión en campaña.

TÍTULO DÉCIMO
Delitos Cometidos en Ejercicio de las 

Funciones Militares o con Motivo de Ellas

CAPÍTULO I
Abandono de Servicio

Artículo 316.- Comete el delito de abandono de servicio,
comisión o puesto, el que se separe del lugar o punto, en el

que conforme a disposición legal o por orden superior se
debe permanecer, para desempeñar las funciones del en-
cargo recibido.

El de abandono de mando, consiste en la abstención para
tomar el que por ley u orden del superior corresponda, o
para seguirlo ejerciendo, o en la entrega de él a quien no es-
té legalmente autorizado para recibirlo.

Artículo 317.- A los Oficiales que cometan el delito de
abandono de servicio, en tiempo de paz, se les impondrá la
pena de:

I. Dos años de prisión al que abandone un servicio de ar-
mas y un año de prisión si el servicio no es de armas;

II. Tres años de prisión al que abandone la custodia o la
escolta de prisioneros, detenidos o presos. Al Coman-
dante de la escolta se le impondrá la pena de cuatro años
de prisión;

III. Cuatro años y seis meses de prisión al que abando-
ne el servicio de guardia o una escolta de abastecimien-
to de vida u operaciones. Al Comandante de la guardia
o de la escolta se le aplicará la pena de seis años de pri-
sión, y

IV. Dos años seis meses de prisión, al que abandone
cualquier otro tipo de escoltas.

El término de las penas señaladas se aumentará con un año
de prisión, si el delito se comete en campaña; y si se co-
mete frente al enemigo la pena será de treinta a sesenta
años de prisión.

Artículo 318.- El que abandone el puesto se le impondrá la
pena de:

I. Doce años de prisión cuando el Comandante de un bu-
que o encargado de un puesto, defendiéndose en cual-
quiera de ellos, lo abandone o pierda, sin haber hecho
todo lo posible para conservarlo y mantener el honor de
las armas;

II. Treinta a sesenta años de prisión, cuando el Coman-
dante de un puesto o buque, que habiendo recibido or-
den absoluta de defenderlo a toda costa, lo abandone o
no haga la defensa que se le haya ordenado, y
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III. Treinta a sesenta años de prisión cuando el militar
abandone el puesto que tenga señalado para defenderlo
o para observar al enemigo.

Artículo 319.- A los individuos de tropa que cometan el
delito de abandono de servicio en tiempo de paz, se les im-
pondrá la pena de:

I. Dos años de prisión si abandonan la custodia o escol-
ta de prisioneros, detenidos o presos. Al Comandante de
la escolta se le impondrá la pena de tres años de prisión.

II. Tres años de prisión al que abandone la guardia o la
escolta de municiones. Al Comandante de la guardia o
escolta se le aplicará la pena de cuatro años seis meses
de prisión, y

III. Cuatro años y seis meses de prisión al que abando-
ne el puesto de centinela.

El término de las penas señaladas se aumentará en un año
de prisión, cuando el delito se cometa en campaña; si se co-
mete frente al enemigo, se impondrá la pena de treinta a se-
senta años de prisión.

Artículo 320.- A los individuos de tropa que abandonen en
tiempo de paz la comisión del servicio que estén desempe-
ñando, se les impondrá la pena de un año y seis meses de
prisión, si el servicio de que se trata es de armas, y con la
de seis meses de prisión, si es económico del cuartel o del
buque o cualquiera otro que no sea el de armas.

Artículo 321.- Al que abandone el mando, se le impondrá
un año y seis meses de prisión en tiempo de paz. Con seis
años de prisión en campaña; y con la pena de treinta a se-
senta años si se efectuare frente al enemigo.

Artículo 322.- El Comandante de un barco que en caso de
naufragio, abandone el buque a su mando sin poner antes
todos los medios que estén a su alcance para conseguir sal-
varlo, y sin cuidar previamente del embarque y salvación
de las demás personas que estén a bordo, se le impondrá la
pena de seis años de prisión. El Segundo Comandante que
en casos semejantes se separe de a bordo sin orden legíti-
ma para ello o sin llenar previamente los requisitos exigi-
dos por las leyes aplicables, se le impondrá la pena de cua-
tro años de prisión.

Artículo 323.- El Comandante de embarcación menor, que
en momentos de combate, naufragio o incendio desampare

al buque desatracándose de él, sin autorización, se le im-
pondrá la pena de siete años y seis meses de prisión.

Artículo 324.- Al Marino que abandone su buque, sin mo-
tivo legítimo para ello o sin permiso de sus superiores, se
le impondrá la pena de:

I. Dos meses de prisión si el buque estuviere anclado en
puerto nacional o en sus aguas territoriales;

II. Tres meses de prisión si el buque estuviere anclado
en puerto extranjero o en aguas territoriales de potencia
amiga o neutral;

III. Un año y seis meses de prisión en los casos de las
dos fracciones anteriores, si el abandono se efectúa en
campaña. Al Comandante del buque, si fuere el que lo
abandona, se le impondrá la pena de seis años de pri-
sión.

IV. Diez años de prisión, si el abandono se realiza a la
vista del enemigo;

V. Seis años de prisión cuando el abandono se cometa en
ocasión de peligro para la seguridad del buque y en
tiempo de paz; en tiempo de guerra se le impondrá la pe-
na de doce años de prisión, y

VI. Treinta a sesenta años de prisión a los Oficiales y de
doce años de prisión a las Clases y Marinos, si el aban-
dono se comete cuando el buque esté varado o acosado
por el enemigo y su Comandante hubiese dispuesto sal-
varlo o defenderlo.

Artículo 325.- Al Marino encargado de un buque o con-
voy, que lo abandone sin causa justificada, se le impondrá:

I. De treinta a sesenta años, si el escoltado es buque de
la armada o convoy o buque mercante que transporte
tropas, efectos militares, víveres, combustible, efectos,
pertrechos de guerra o caudales del estado y si por el
abandono son apresados o destruidos por el enemigo,
alguno o todos los buques;

II. Diez años de prisión si no es apresado, ni destruido
por el enemigo ningún buque de los convoyados, o si no
transportare tropas ni efectos de los que expresa la frac-
ción anterior;
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III. Once años de prisión, si por el abandono resultare
naufragio, y la pérdida de toda o parte de la tripulación,
tropas o efectos, y

IV. De siete meses de prisión en cualquier otro caso.

Artículo 326.- Al Cabo de cuarto o timonel, que abandone
el puesto que esté desempeñando, se le impondrá la pena
de tres meses de prisión, en tiempo de paz. En campaña o
en condiciones meteorológicas adversas se le impondrá la
pena de un año de prisión, si no resulta daño. Si resulta da-
ño, la pena será de cinco años de prisión y si aquel consis-
te en la pérdida del buque, la pena será la de diez años.

Artículo 327.- El Marino que al mando de la escolta de un
buque o de la conducción de un convoy, que pudiendo de-
fenderlo lo abandone, entregue o se rinda al enemigo, se le
impondrá la pena de treinta a sesenta años de prisión.

Artículo 328.- Al Marino que formando parte de la tripu-
lación de una embarcación menor, abandone ésta sin per-
miso del superior, se le impondrá la pena de dos meses de
prisión.

CAPÍTULO II
Extralimitación y Usurpación 

de Mando o Comisión

Artículo 329.- Al que indebidamente asuma o retenga un
mando o comisión del servicio o ejerza funciones de este
que no le correspondan, se le impondrá la pena de:

I. Tres años y seis meses de prisión, si no se ocasiona
perjuicio grave en el servicio;

II. Siete años de prisión si causa perjuicio grave, y

III. Diez años de prisión si ocasiona perjuicio grave en
el servicio, en campaña, y de treinta a sesenta años de
prisión cuando se cometa este delito frente al enemigo.

CAPÍTULO III
Maltrato a Prisioneros, 

Detenidos o Presos y Heridos

Artículo 330.- Comete el delito de maltrato a prisioneros,
detenidos, presos o heridos, aquel miembro del Ejército
que ejerza violencia en contra de éstos, o de un familiar que
se halle en unión o en presencia de ellos; y se le impon-
drán:

I. Seis meses de prisión, cuando se llegue a las vías de
hecho, pero sin causar lesión;

II. La que corresponda a la lesión causada, cuando el
maltrato sea con vías de hecho, teniéndose como cir-
cunstancia agravante la condición del ofendido;

III. Dos años de prisión, si el maltrato no causa lesión,
pero implique padecimientos físicos y crueles, o prive al
herido, prisionero, detenido o preso, de la curación o del
alimento necesarios;

IV. Seis años de prisión, cuando al prisionero, detenido
o preso, que se fugue o intente fugarse y sin que exis-
tiere la necesidad absoluta, se le haga fuego para rete-
nerlo. Si de dicha acción, resulta la muerte del ofendido,
se impondrá la pena de quince años de prisión;

V. Dos años de prisión, cuando se obligue al prisionero
a combatir contra su bandera, y

VI. Un año de prisión cuando se despoje de sus vestidos
u otros objetos, al herido, prisionero, detenido o preso,
para apropiárselos.

CAPÍTULO IV
Pillaje, Devastación, Merodeo, Apropiación
de Botín, Contrabando, Requisición Forzosa

y Violencia Contra las Personas

SECCIÓN PRIMERA
Pillaje

Artículo 331.- Comete el delito de pillaje el que:

I. Valiéndose de su posición en el Ejército, o de la fuer-
za armada, o aprovechándose en campaña del temor
ocasionado por la guerra, y con objeto de una apropia-
ción ilegítima, se haga entregar o arrebate del dominio
ajeno, las cosas pertenecientes a los habitantes del lugar;

II. Dolosamente se apodere de los objetos o efectos
existentes de la casa donde esté alojado;

III. Fuera de los casos previstos en la fracción I de este
artículo y lo establecido en el artículo 340 fracción I se
apodere sin autorización legítima, de vehículos, anima-
les u otros medios de transporte para un servicio exclu-
sivamente particular, o
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IV. Se apodere de un alojamiento particular, sin orden
escrita de la autoridad competente.

Artículo 332.- Al responsable de la comisión del delito de
pillaje previsto en el artículo que antecede, se le impon-
drán:

I. Cinco años de prisión cuando esté comprendido en la
fracción I;

II. Seis meses de prisión en cualesquiera de los casos
previstos en las fracciones II y III, sin perjuicio de que,
si en alguno de los hechos implicase, además, la infrac-
ción de otro precepto legal, se observe lo dispuesto en
las reglas generales sobre aplicación de las penas, y

III. Dos meses de prisión en el caso de la fracción IV en
tiempo de paz, y cinco meses en caso de guerra.

SECCIÓN SEGUNDA
Devastación

Artículo 333.- Comete el delito de devastación el que:

I. Sin exigirlo las operaciones militares, y valiéndose de
su propia autoridad o de la fuerza armada, destruya do-
losa y arbitrariamente víveres, mercancías u otros obje-
tos de propiedad ajena, fincas, plantíos, sembrados, bos-
ques o vías de comunicación pública, o saqueé pueblos
y caseríos;

II. Destruya o deteriore objetos o efectos existentes en
la casa donde esté alojado, o

III. Sin necesidad apremiante abra las escotillas o rom-
pa los sellos, que las aseguren, destruya o altere los do-
cumentos que amparen la carga que se transporta en una
presa marítima.

Artículo 334.- Al responsable de la comisión del delito de
devastación previsto en el artículo que antecede, se le im-
pondrán:

I. Tres años de prisión cuando esté comprendido en la
fracción I, y se trate de la devastación de víveres, mer-
cancías u otros objetos de propiedad ajena;

II. Siete años de prisión cuando esté comprendido en la
fracción I, y se trate de la devastación de fincas, plantí-

os, sembradíos, bosques o vías de comunicación públi-
ca, o saqueo de pueblos y caseríos;

III. Seis meses de prisión en el caso de la fracción II, y

IV. Dos años de prisión y baja del Ejército, en el caso de
la fracción III.

SECCIÓN TERCERA
Merodeo

Artículo 335.- Comete el delito de merodeo el que yendo
en marcha con una fuerza se apodere, sin autorización, de
objetos de propiedad particular.

Artículo 336.- Al responsable de la comisión del delito de
merodeo previsto en el artículo que antecede, se le impon-
drán las penas de tres años de prisión y baja del Ejército.

SECCIÓN CUARTA
Apropiación de Botín

Artículo 337.- Comete el delito de apropiación de botín el
que:

I. Se apodere indebidamente de objetos pertenecientes
al botín de guerra o presas marítimas, y

II. Sin necesidad apremiante disponga de objetos o úti-
les que pertenezcan a las presas.

Artículo 338.- Al responsable de la comisión del delito de
apropiación de botín previsto en el artículo que antecede,
se le impondrán las penas de dos años de prisión y baja del
Ejército.

SECCIÓN QUINTA
Contrabando

Artículo 339.- El que valiéndose de su posición o autori-
dad o de la fuerza que esté a sus órdenes, auxilie la intro-
ducción de contrabando al territorio nacional, o lo intro-
duzca por sí mismo, o que requerido por autoridades o
funcionarios competentes para que preste el auxilio de di-
cha fuerza a fin de impedir la introducción del contraban-
do o aprehenderlo, se rehúse a ello sin causa justificada, se
le impondrá la pena de cinco años de prisión.
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SECCIÓN SEXTA
Requisición Forzosa

Artículo 340.- Comete el delito de requisición forzosa el
que valiéndose de su posición en el Ejército, o de la fuerza
armada, o aprovechándose en campaña del temor ocasiona-
do por la guerra, y con objeto de una apropiación ilegítima:

I. Imponga préstamos con pretexto del interés público,
para aprovecharlos en el propio;

II. Habiendo sido comisionado para exigir la imposición
de préstamos, se exceda de cualquiera manera en el des-
empeño de esa comisión, aprovechándose del producto
de ese exceso;

III. Abuse de los poderes que le fueren conferidos para
hacer requisiciones, o que rehúse dar recibo de las can-
tidades o efectos proporcionados, o

IV. Obligue a los dueños o encargados de la casa donde es-
té alojado, a que se le ministre, bajo cualquier pretexto, al-
guna cosa o servicio que no tenga derecho a pretender.

Artículo 341.- Al responsable de la comisión del delito de
requisición forzosa previsto en el artículo que antecede, se
le impondrá la pena de:

I. Cinco años de prisión en el caso de la fracción I;

II. Cinco años de prisión en el caso de la fracción II, pe-
ro si no se aprovecha del producto, la pena será de dos
meses de prisión;

III. Un año de prisión en el caso de la fracción III, y

IV. Seis meses de prisión, en el caso de la fracción IV.

Artículo 342.- Si para cometer el delito previsto en el artí-
culo 340, se ejercen actos de violencia, la pena será de sie-
te años de prisión; salvo el caso de que, conforme a las re-
glas generales sobre aplicación de las penas, deba ser
mayor la del que infrinja este precepto, por haber importa-
do la violencia la comisión de otro delito.

SECCIÓN SÉPTIMA
Violencia Contra las Personas

Artículo 343.- Comete el delito de violencia contra las per-
sonas, el que:

I. Haga innecesariamente uso de las armas contra cual-
quier persona, o que ejerza cualquier otro acto injustifi-
cado de violencia contra algún individuo, y

II. Maltrate de palabra o de obra a algún individuo de la
familia o a los trabajadores de la casa donde esté aloja-
do.

Artículo 344.- Al responsable de la comisión del delito
previsto en el artículo que antecede, se le impondrá la pe-
na de:

I. Un año de prisión en el caso de la fracción I. Si se cau-
sa daño se estará al delito que resulte, cuando la pena
que corresponda a éste sea mayor a la señalada en el
presente artículo, y

II. Seis meses de prisión, en el caso de la fracción II.

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO
Delitos Contra el Deber y Decoro Militares

CAPÍTULO I
Inhabilitación Voluntaria para el Servicio

Artículo 345.- Al Oficial que en el Servicio o después de
haber recibido una orden relativa a él, se inhabilite por em-
briaguez o por cualquier otra sustancia que le ocasione una
perturbación transitoria de sus facultades mentales, procu-
rada voluntariamente para desempeñarlo, se le sancionará
con pena de once meses de prisión, y a la Tropa con la de
tres meses de prisión.

Si la falta en el cumplimiento de sus obligaciones constitu-
ye otro delito, se procederá conforme a las reglas del con-
curso de delitos.

CAPÍTULO II
Infracción de Deberes Comunes a Todos 

los que están Obligados a Servir en el Ejército

Artículo 346.- El que revele un asunto que se le haya con-
fiado como del Servicio, y que por su propia naturaleza o
por circunstancias especiales deba tener el carácter de re-
servado, confidencial o secreto, o sobre el cual se le tenga
prevenido reserva, o que encargado de llevar una orden por
escrito u otra comunicación recomendadas especialmente a
su vigilancia, las extravíe por no haber cuidado escrupulo-
samente de ella, o no la entregue a la persona a quien sea
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dirigida, no la destruya o intente destruirla de cualquier
modo y a cualquier costa cuando esté en peligro de caer
prisionero o ser sorprendido, será sancionado:

I. En tiempo de paz con dos años de prisión, en el caso
de revelación de asuntos militares y en el de extravío o
falta de entrega de una orden o comunicación, con tres
meses de prisión, y

II. Si se efectúa en campaña y por este motivo cause un
grave daño al Ejército, a una parte de el, a un buque o
aeronave, con la pena de treinta a sesenta años de pri-
sión.

Si no causa grave daño, con cuatro años de prisión.

Artículo 347.- Los que deliberen en grupo sobre actos de
un superior, en términos que inciten a la desobediencia, o a
la falta de respeto hacia él, serán sancionados con:

I. Un año de prisión en tiempo de paz;

II. Dos años de prisión estando en campaña, y

III. Diez años de prisión estando frente al enemigo, o
esperándolo a la defensiva, marchando a encontrarlo,
durante la persecución o la retirada.

Artículo 348.- Al Comandante de buque o de tropa que en
campaña no preste el auxilio que le sea solicitado por cual-
quier buque de la armada o fuerza comprometida, pudien-
do hacerlo, se le impondrá la pena de ocho años de prisión.

Artículo 349.- Al Marino que deje de prestar auxilio sin
causa ni motivo legítimo, a buques nacionales o amigos,
sean de guerra o mercantes, que se hallen en peligro, o re-
húse prestarlo a buque enemigo, si lo solicita con promesa
de rendirse por hallarse en riesgo, se le impondrá la pena
de seis años de prisión si es Oficial, o con la de cuatro años
si no lo es.

Artículo 350.- Los que eleven o hagan llegar a sus supe-
riores, por escrito o de palabra, recursos, peticiones, quejas
o reclamaciones sobre asuntos relativos al Servicio, o a la
posición militar o de interés personal de los recurrentes, se-
rán sancionados:

I. Si lo hacen con fundamento en datos o aseveraciones
falsas, con once meses de prisión;

II. Si lo hacen en voz de cuerpo, ya sea uno en repre-
sentación de otros, o dos o más reunidos, con la de cua-
tro meses de prisión; a no ser que en este último caso lo
hagan fuera de instalaciones militares en que se les im-
pondrá de dos a seis años de prisión y si fuere mediante
manifestaciones o marchas en la vía pública, la pena se-
rá de cuatro a ocho años de prisión y baja del Ejército,
y si se invita a participar a civiles, la pena se incremen-
tará hasta en una mitad, y

III. Si lo hacen salvando conductos, siempre que esto no
fuere necesario o permitido por la misma ley, con dieci-
séis días.

Las penas señaladas en este artículo serán aplicables tam-
bién, en sus respectivos casos, al superior que conociendo
la falsedad de los fundamentos en que se apoye una queja
o petición, oculte la verdad al darle curso o al informar
acerca de ella, o que dé curso a cualquiera de las instancias
a que se refieren las fracciones II y III de este artículo.

Artículo 351.- Se le impondrá la pena de dos años de pri-
sión, al que:

I. Sobre cualquier asunto del servicio dé u omita dar a
sus superiores, por escrito o de palabra, informe o parte
contrario lo que sepa.

Si del parte falso cause grave perjuicio a la tropa o em-
barcación, se aplicará el doble de la pena.

Queda excluido de esta prevención, el caso previsto en
la fracción XVI del artículo 201.

II. Interrogado por el superior sobre asuntos del servicio
o puntos relacionados con él, oculte a sabiendas la ver-
dad;

III. Expida certificado o suscriba cualquier otro docu-
mento con objeto de comprobar servicios militares, anti-
güedad de ellos, campañas o acciones de guerra, alcances
u otros créditos y en general hechos relativos al servicio,
sabiendo que es falso lo que certifica, refiere o asegura;

IV. Presente los documentos citados en la fracción ante-
rior, ante los tribunales u oficinas militares;

V. En el ejercicio de sus funciones, certifique con false-
dad la existencia de males o enfermedades, encubra u
oculte estos, y
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VI. Substraiga dolosamente, oculte o destruya expe-
dientes o documentos o parte de ellos, correspondientes
a oficinas militares.

Artículo 352.- Al que conociendo la falsedad de cualquier
documento no la revele al darle curso o al informar acerca
de su contenido, y al que certifique hechos que no le cons-
ten aunque sean ciertos, se le impondrá la pena de once me-
ses de prisión.

Artículo 353.- Se le impondrá la pena de un año de prisión
al que:

I. Sin causa justificada no se presente en el lugar o ante
la autoridad correspondiente, en caso de alarma y tra-
tándose de Marinos, el de zafarrancho de combate. Si el
infractor es Oficial, se le impondrá además, la baja del
Ejército, siempre que por su omisión se haya originado
daño grave en el servicio o que el delito se cometa en
campaña;

II. No se presente a desempeñar la comisión del servicio
diversa de las que por razón de su cargo o empleo esté
obligado a desempeñar habitualmente, dentro del térmi-
no que al ser destinado a dicha comisión se le haya pres-
crito para encargarse de ella, o

III. Mantenga en cualquier forma correspondencia con
el enemigo sobre asuntos extraños al servicio y a las
operaciones de guerra, sin conocimiento del jefe supe-
rior de quien dependa.

Artículo 354.- Se impondrá la pena de seis meses de pri-
sión al que trámite el alta en el Ejército a un individuo, a
sabiendas de que es desertor.

Artículo 355.- Se impondrá la pena de tres meses de pri-
sión al que en el acto de ser filiado oculte su nombre o ape-
llido, y tome otros imaginarios o de otras personas, o que
oculte el lugar de su nacimiento, edad o estado civil.

Artículo 356.- El que para asuntos del Servicio o con mo-
tivo de él haga uso del nombre o documentos oficiales de
un superior sin autorización de éste y sin causa justificada,
ni extrema necesidad para obrar de esa manera, se le im-
pondrá la pena de un año y seis meses de prisión.

Artículo 357.- El que ejerciendo mando y siendo requeri-
do por el Ministerio Público Militar o autoridad judicial
militar competente, no preste la cooperación a que este

obligado, para la procuración y administración de justicia u
otro servicio, sin causa justificada, se le impondrá la pena
de seis meses de prisión.

CAPÍTULO III
Infracción de los Deberes de Centinela, 

Vigilante, Serviola y Timonel

Artículo 358.- Al Centinela que se le encuentre con cual-
quier perturbación transitoria de sus facultades mentales,
procurada voluntariamente, se le impondrá:

I. Tres meses de prisión en tiempo de paz;

II. Nueve meses de prisión, en campaña, y

III. Tres años y seis meses de prisión, frente al enemigo.

Si se le encuentra dormido sin la perturbación a que antes
se hace referencia, se le impondrá la mitad de las penas se-
ñaladas.

Artículo 359.- El Vigilante, Serviola o Timonel de cuarto,
que se encuentre con alguna perturbación transitoria de sus
facultades mentales procurada voluntariamente, se le im-
pondrán la pena de:

I. Ocho meses de prisión en campaña; tres años de pri-
sión si el buque sufre averías graves, y cuatro años y
seis meses de prisión, si ocasiona la perdida del barco, y

II. Seis años de prisión frente al enemigo; nueve años de
prisión si se producen averías graves en el buque, y on-
ce años y seis meses de prisión si se pierde el barco.

Si se encuentra dormido sin la perturbación a que antes se
hace referencia, se impondrá la mitad de las penas señala-
das.

Artículo 360.- Al Centinela, Vigilante o Serviola que no
esté en su puesto con suma vigilancia o deje de cumplir
cualquiera de los demás deberes que expresamente le im-
ponen las leyes o los reglamentos, y cuya infracción no es-
té especialmente prevista en este Capítulo, se le impondrá
la pena de dos meses de prisión.

Artículo 361.- El Centinela, Vigilante, o Serviola que no
dé aviso de las novedades que advierta o no cumpla o eje-
cute exactamente la consigna que se le haya dado, o que
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fuera del caso previsto en la fracción XI del artículo 201, la
revele, se le impondrá la pena de:

I. Seis años de prisión, si está frente al enemigo.

II. Cuatro años de prisión, si está en campaña; pero no
frente al enemigo, y

III. Cinco meses, en los demás casos del Servicio ordi-
nario.

Artículo 362.- Al Centinela que no haga respetar su perso-
na conforme a las leyes o reglamentos, cualquiera que sea
el que intente atropellarla o no defienda su puesto contra
tropa armada o grupo de gente, hasta repeler la agresión o
perder la vida, se le impondrá en el primer caso la pena de
seis meses de prisión y en el segundo, la pena de treinta a
sesenta años de prisión.

Artículo 363.- Al Vigilante o Centinela que deje de marcar
el alto a una persona, o de hacerle fuego si no obedece, en
los casos en que deba hacerlo conforme a lo previsto en las
leyes o reglamentos, se le impondrá la pena de siete años
de prisión.

Artículo 364.- Al Centinela, Vigilante o Serviola que no dé
aviso oportuno de la proximidad de una embarcación que
se dirija al buque donde aquél desempeñe su servicio, se le
impondrá la pena de:

I. Dos meses de prisión en tiempo de paz;

II. Un año y seis meses de prisión en campaña, y

III. Siete años de prisión frente al enemigo, y ocho años
de prisión si causa perjuicio a la embarcación o las ope-
raciones.

Artículo 365.- Al Centinela o Vigilante, que viendo que se
le aproxima el enemigo no dé la voz de alarma, o no haga
fuego, o se retire sin orden para ello, se le impondrá la pe-
na de treinta a sesenta años de prisión.

Artículo 366.- Al Vigilante o Centinela que se deje relevar
por otro que no sea el Cabo de turno que lo hubiere apos-
tado o el que le haya dado a reconocer como tal, el Co-
mandante del servicio, o quien autorizadamente haga sus
veces, o que entregue su arma a otra persona, se le impon-
drá la pena de dos años de prisión, en tiempo de paz; en

campaña, la de cuatro años, y frente al enemigo la de trece
años de prisión.

Artículo 367.- El Vigilante o Serviola que se deje relevar
sin la orden del Contramaestre de guardia o persona que
haga sus veces, con autorización del Oficial de Guardia, se
le impondrá la pena de un año de prisión en tiempo de paz,
y en campaña con tres años. Si el delito se comete al fren-
te del enemigo, la pena será de ocho años de prisión.

CAPÍTULO IV
Infracción de Deberes Especiales de Marinos

Artículo 368.- Se impondrá la pena de treinta a sesenta
años de prisión al:

I. Comandante u Oficial de guardia que deliberadamen-
te pierda su buque;

II. Marino que cause daño en buque del Estado, o a su
servicio, con propósito de ocasionar su pérdida o impe-
dir la expedición a que esté destinado, estando el buque
empeñado en combate, o en situación peligrosa para su
seguridad.

Si el buque no está en esa situación y se realiza su pér-
dida o se impide la expedición, la pena será de trece
años de prisión, y de diez años en cualquier otro caso, y

III. Marino que rehúse situarse o permanecer en el pun-
to que se le haya señalado en el combate o que se ocul-
te o huya del enemigo durante aquél.

Artículo 369.- Se impondrá la pena de once años de pri-
sión a los Marinos que incendien o destruyan buques, edi-
ficios u otras propiedades. A los promovedores y al de ma-
yor jerarquía o antigüedad se les impondrá la pena de
treinta a sesenta años de prisión.

Artículo 370.- Al Comandante de buque subordinado o
cualquier Oficial que se separe dolosamente con su embar-
cación de la fuerza naval de la que forme parte, se le im-
pondrá:

I. La baja del Ejército en tiempo de paz, si no resulta al-
gún daño a la fuerza naval o a sus tripulantes. En caso
contrario además la pena de seis años de prisión;

II. Siete años de prisión, en campaña;
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III. Trece años de prisión, frente al enemigo, y

IV. La pena de treinta a sesenta años de prisión cuando
en los casos de estas dos últimas fracciones resulte al-
gún daño a la fuerza naval o a sus tripulantes, o si se
ocasiona la pérdida del combate.

En los casos de las fracciones II, III y IV se aplicará tam-
bién la baja del Ejército.

Artículo 371.- Al que sin motivo justificado varíe o man-
de variar el rumbo dado por el Comandante, se le impon-
drá la pena de:

I. Trece años de prisión si se pierde el buque, o en cam-
paña se malogra la expedición o se retarda con grave
perjuicio del servicio;

II. Nueve años de prisión si en tiempo de paz se malo-
gra la expedición o se retarda con grave perjuicio del
servicio, y 

III. Tres años de prisión en cualquier otro caso.

Artículo 372.- Al Marino que culposamente de lugar a que
sean conocidas la seña o contraseña o señales secretas de
reconocimiento, se le impondrá:

I. En campaña u ocasionándose perjuicio, la pena de sie-
te años de prisión, y

II. En cualquier otro caso, la pena de suspensión de em-
pleo o comisión, por un año siendo Oficial y la pena de
seis meses de prisión para las Clases y Marineros.

Artículo 373.- Se impondrá la pena de siete años de pri-
sión, al Marino que:

I. Pudiendo combatir o perseguir al enemigo, deje de ha-
cerlo, o

II. Pierda el buque que esté a su cargo, por no tomar las
medidas preventivas o no pedir oportunamente los re-
cursos necesarios, constándole el peligro de ser atacado.

Artículo 374.- Se impondrá la pena de cuatro años de pri-
sión, al comandante de buque, que arbolando bandera fal-
sa, inicie o sostenga combate.

Artículo 375.- Al Marino que indebidamente cause averí-
as abordando buque de guerra o mercante, se le impondrá
la pena de tres años de prisión.

Artículo 376.- Al Marino que sin autorización correspon-
diente introduzca o permita introducir luces o materiales
inflamables en pañoles o almacenes que contengan efectos
de fácil combustión, se le impondrá la pena de:

I. Un año y seis mes de prisión, si el culpable es el cen-
tinela, vigilante, pañolero o encargado de almacén, y 

II. Nueve meses de prisión si el culpable no es de los ex-
presados en la fracción anterior.

Artículo 377.- Al individuo de marinería o tropa que pres-
tando servicio de armas o marinero no siendo de centinela,
vigilante, tope o serviola, se halle dormido sin autoriza-
ción, ebrio o con cualquier perturbación transitoria de las
facultades mentales, procurada voluntariamente, se le im-
pondrá la pena de:

I. Un año de prisión, si el hecho ocurre al frente o pro-
ximidad del enemigo;

II. Seis meses de prisión si el hecho se efectúa en cam-
paña de guerra o en tiempo de paz, si hubiese peligro
para la seguridad del buque, y

III. Cuatro meses de prisión en cualquier otro caso.

Artículo 378.- Al Oficial de guardia que se duerma, em-
briague o se procure voluntariamente cualquier perturba-
ción transitoria de sus facultades mentales, o se ocupe en
cualquier distracción que lo separe de la constante vigilan-
cia que debe observar en su servicio, conforme a las Leyes
y Reglamentos, se le impondrá la pena de:

I. Nueve años de prisión, si por esta causa se pierde el
buque por apresamiento, varada o naufragio, o se causa
el naufragio de otro, por abordaje o se verifica el hecho
al frente del enemigo;

II. Tres años y seis meses de prisión, si por esta causa se
pierde el buque, se ocasionan en él averías graves o se
causen a otro buque por abordaje, o se pierda el puesto, y

III. Cuatro meses de prisión, en cualquier otro caso.
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Artículo 379.- Los vigilantes de fogones y los que tengan
luces consignadas, que permitan actos que puedan producir
incendio serán castigados con la pena de nueve meses de
prisión.

Artículo 380.- El Comandante de buque de la armada que
mande que éste haga honores o los reciba sin arbolar su
propia bandera, será dado de baja del Ejército.

Artículo 381.- Se impondrá la pena de un año de prisión,
al que habiendo recibido su servicio de guardia, estando o
no apostado, en cualquier forma falte a los deberes refe-
rentes a su Servicio, tanto de guardia de mar o de puerto, si
no resulta daño o pérdida de la embarcación. Si resulta da-
ño o pérdida, la pena será de cuatro años de prisión.

CAPÍTULO V
Infracción de Deberes Especiales de Aviadores

Artículo 382.- Se impondrá la pena de treinta a sesenta
años de prisión al Aviador que:

I. Frente al enemigo dolosamente destruya su aeronave, o

II. Rehúse operar en la zona que se le haya señalado en
el combate o que sin autorización se separe de aquella,
se oculte o vuelva la espalda al enemigo.

Artículo 383.- El Aviador que en tiempo de paz, dolosa-
mente cause daño a una aeronave del Ejército o al servicio
de éste, se le impondrá la pena de cinco años de prisión y
si la aeronave queda destruida, la de ocho años.

Cuando esta conducta se realice en forma culposa, se esta-
rá a las reglas que sobre el particular previene este Código.

Artículo 384.- Al Aviador que sin motivo justificado, va-
ríe o mande variar la ruta que se le haya señalado, se le im-
pondrá la pena de:

I. Diez años de prisión si se destruye la aeronave, o en
campaña se malogren las operaciones o se retarden con
grave perjuicio para el servicio, y

II. Tres años de prisión si el hecho tiene lugar en tiem-
po de paz.

Artículo 385.- Al Aviador que por culpa dé lugar a que se-
an conocidas la seña y contraseña o el código de identifi-
cación de aeronaves, se le impondrá la pena de:

I. Siete años de prisión en campaña u ocasionándose
perjuicio, y

II. La suspensión de empleo por un año en cualquier
otro caso.

Artículo 386.- Se impondrá la pena de cuatro años de pri-
sión al que pudiendo combatir o perseguir al enemigo deje
de hacerlo.

Artículo 387.- Se impondrá la pena de nueve meses de pri-
sión, al Aviador que:

I. En tiempo de paz, habiendo recibido órdenes de sali-
da, no lo haga a la hora fijada, o que no llegue al lugar
de su destino en el tiempo estimado, sin motivo justifi-
cado, y

II. Cometa cualquier otra violación a la legislación en
materia de aeronáutica aplicable, no prevista en este Ca-
pítulo.

CAPÍTULO VI
Infracción de Deberes Militares Correspondientes a
Cada Militar Según su Jerarquía, Mando o Cargo

Artículo 388.- El que infrinja alguno de los deberes que le
corresponden, según su jerarquía, mando o cargo, o deje de
cumplirlos sin causa justificada, y el hecho u omisión no
corresponda a un delito especialmente previsto por este
Código, se le impondrá la pena de un año de prisión. Cuan-
do la infracción sea debida a torpeza o descuido, se le im-
pondrán cuatro meses de prisión.

Si resulta daño a algún individuo se aplicara la pena que re-
sulte si ésta es mayor a aquéllas.

Artículo 389.- Si de la infracción resulta daño a un buque
o aeronave, por este solo motivo las penas de prisión que
respectivamente deban imponerse, según lo antes prescrito,
se aumentarán en dos años.

Artículo 390.- Cuando la infracción ocasione daño a las
tropas, o la pérdida de un buque o aeronave, se impondrá
la pena de diez años de prisión.

Artículo 391.- Si de la infracción resulta la derrota de las
tropas o la pérdida de un buque o aeronave estando en cam-
paña la pena será de treinta a sesenta años de prisión.
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CAPÍTULO VII
Infracción de los Deberes de Prisioneros, Evasión de

éstos o de Sentenciados, Procesados o 
Detenidos y Auxilio a unos u otros para su Fuga

Artículo 392.- El prisionero que vuelva a tomar las armas
en contra de la Nación, después de haberse comprometido
bajo su palabra de honor a no hacerlo, y que en estas con-
diciones sea capturado, se le impondrá la pena de treinta a
sesenta años de prisión.

Se impondrá la misma pena al prisionero que habiéndose
comprometido en idénticas circunstancias a guardar su pri-
sión, se evada y sea después aprehendido, prestando servi-
cios de armas en contra de la República.

Los prisioneros, procesados, sentenciados o detenidos que
se amotinen, para hacer uso de un derecho o pretextando su
ejercicio o para evitar el cumplimiento de una ley, se reú-
nan tumultuariamente y perturben el orden público con em-
pleo de violencia en las personas o sobre las cosas, o ame-
nacen a la autoridad para intimidarla u obligarla a tomar
alguna determinación, serán juzgados y se les impondrá la
pena correspondiente al delito de asonada.

Artículo 393.- Cuando el responsable de conducir o custo-
diar un prisionero, sentenciado, procesado o detenido, pro-
teja su fuga o lo ponga indebidamente en libertad, se le im-
pondrá la pena de tres años de prisión. Cuando quien
auxilie en su fuga no sea el responsable de la custodia, se
le impondrá la pena de dos años de prisión.

Artículo 394.- Cuando el responsable de la custodia de un
prisionero sentenciado, procesado o detenido, auxilie su
fuga de cualquier modo, se le impondrá la pena de cuatro
años de prisión en el caso del artículo 393. Cuando el que
auxilie la fuga no sea el responsable de la custodia, se le
impondrán las dos terceras partes de esa pena.

Artículo 395.- Cuando se evada un prisionero que se en-
cuentre en las condiciones que mencionan los artículos 201
fracción XX y 392, se impondrá la pena de treinta a sesen-
ta años de prisión a quien haya auxiliado su fuga sea o no
el responsable de su custodia.

Artículo 396.- Cuando la evasión se efectúa por culpa de
los custodios, se aplicará la mitad de las penas menciona-
das, si son privativas de la libertad, y la de diez años si es
la pena de treinta a sesenta años de prisión; pero si por las
gestiones de alguno de los responsables se logra la repre-

hensión del prófugo antes de tres meses contados desde
que se halla efectuado la evasión, las penas se podrán re-
ducir a la cuarta parte, imponiéndose cinco años de prisión
si es la de treinta a sesenta años.

Artículo 397.- Los procesados, sentenciados o detenidos
militares que se evadan de cualquier modo; o saliendo de a
bordo de los buques por otros sitios que los destinados pa-
ra el desembarque, se les impondrá la pena de diez meses
de prisión, sin perjuicio de la que estén extinguiendo, y si
aún no ha recaído sentencia definitiva en su proceso, se
aplicarán las reglas de concurso de delitos. Tratándose de
Oficiales además serán dados de baja del Ejército.

Artículo 398.- Cuando el responsable de conducir o custo-
diar un procesado, sentenciado o detenido, proteja su fuga,
o lo ponga indebidamente en libertad, se le impondrá la pe-
na de:

I. Cinco años de prisión, si el delito imputado al proce-
sado, sentenciado o detenido tiene señalada la de trein-
ta a sesenta años de prisión;

II. Tres años de prisión, si la del delito imputado es de
diez a treinta años;

III. Un año y seis meses de prisión, si el delito imputa-
do es de cinco a diez años, y

IV. Un año de prisión en cualquier otro caso.

Artículo 399.- Si se trata de un procesado, sentenciado o
detenido militar y quien proteja o auxilie la fuga, lo haga
con las circunstancias mencionadas en el artículo 396, se
aplicará al responsable la pena que corresponda conforme
al artículo anterior aumentada, en un tercio de su duración.

Cuando se trate de procesados, sentenciados o detenidos
civiles, quien proteja o auxilie su fuga se le impondrán las
penas que menciona el artículo anterior, pero calculando la
pena del delito imputado al prófugo, por el término medio
que señale el Código Penal que deba aplicarse.

Cuando, en los casos de estos dos últimos párrafos, los que
auxilien la fuga no sean los encargados de la custodia se
impondrán las dos terceras partes de las penas señaladas.

Artículo 400.- Si la evasión de los procesados, sentencia-
dos o detenidos se efectúa por culpa de los responsables
mencionados en el artículo 402, a éstos se les impondrá la

Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados158



mitad de la pena que, conforme a las disposiciones relati-
vas de este Capítulo se les deba imponer si auxiliaron la fu-
ga; pero si por las gestiones de uno o alguno de ellos, se lo-
gra reaprehender a los prófugos antes de tres meses
contados desde que se haya efectuado la evasión, a él o los
que hayan hecho esas gestiones, sólo se les impondrá la
cuarta parte de la citada pena, sin que en caso alguno, pue-
da ser menor de dieciséis días de prisión.

Artículo 401.- Al que auxilie la evasión general de los pro-
cesados, sentenciados o detenidos, existentes en un edificio
o buque destinado para guarda de unos u otros, se le im-
pondrá la pena de diez años de prisión. Si el que comete es-
te delito es el Jefe o Comandante del establecimiento o em-
barcación, o el responsable de vigilar por la seguridad de
dichos procesados, sentenciados o detenidos, la pena será
de trece años de prisión.

Artículo 402.- Siempre que se evadan uno o más prisione-
ros, procesados, sentenciados o detenidos, se hará efectiva la
responsabilidad del que mande la escolta o fuerza encargada
directamente de la custodia del o de los que se hayan ayuda-
do, sin perjuicio de exigirla también a todos los demás indi-
viduos de esa misma escolta o fuerza, que con sus actos u
omisiones aparezca que hayan favorecido la evasión.

CAPÍTULO VIII
Contra el Honor Militar

Artículo 403.- Se le impondrá la pena de treinta a sesenta
años de prisión al:

I. Que por cobardía sea el primero en huir en una acción
de guerra, al frente del enemigo, marchando a encon-
trarlo o esperándolo a la defensiva;

II. Que custodiando una bandera o estandarte, no los de-
fienda en el combate hasta perder la vida si fuera nece-
sario;

III. Comandante de tropa o de un buque o fuerzas nava-
les o de aeronave que contraviniendo las disposiciones
disciplinarias, se rinda o capitule, el primero en campo
raso, y los segundos sin que sea como consecuencia de
combate o bloqueo o antes de haber agotado los medios
de defensa de que pudieran disponer.

En los demás casos de rendición o capitulación en con-
tra de las prescripciones disciplinarias, la pena aplicable
será la baja del Ejército.

IV. Subalterno que obligue a sus superiores por medio
de la fuerza a capitular.

No operará como excluyente el hecho de que el Coman-
dante de una plaza, fuerza, buque o aeronave, haya sido
violentado por los subordinados para rendirse o capitular.

Artículo 404.- Al que convoque, en contravención a pres-
cripciones disciplinarias, a una junta para deliberar sobre la
capitulación, se le impondrá por ese solo hecho la baja del
Ejército; pero si se celebra la junta, y de ella resulta la ren-
dición o capitulación, se aplicará la pena de treinta a se-
senta años de prisión.

A quien concurra a una junta convocada con el fin y con-
diciones expresadas, aunque se vote en sentido diverso al
de la capitulación, se le impondrá la baja del Ejército.

Si el voto es en pro de la capitulación indebida, se aplicará
la pena de treinta a sesenta años de prisión.

Artículo 405.- Si en contravención a las prescripciones le-
gales, en campaña se reúne una junta para deliberar sobre
las operaciones militares, al que la convoque, por ese solo
hecho, se le impondrá como pena la baja del Ejército.

Artículo 406.- Se le impondrá la pena de doce años de pri-
sión al que durante el combate o marchando a él, y fuera de
los casos previstos en los artículos 368 fracción III, 382
fracción II y 403 fracción I, se esconda, huya o se retire con
pretexto de herida o contusión que no le imposibilite para
cumplir con su deber o que de cualquier otro modo evada
el combate.

Artículo 407.- A cualquier militar, aunque sea extraño a la
tripulación de un buque, que grite a fin de que cese el com-
bate o no se emprenda y el Marino que a la vista del ene-
migo, dé voces o ejecute actos que pudieran producir el
abandono del combate o la dispersión de los buques o tro-
pas, se les impondrá la pena de siete años de prisión al pri-
mero, y de doce años al segundo.

Artículo 408.- Al Oficial del Ejército que habiendo caído
prisionero en poder del enemigo, se comprometa a no vol-
ver a tomar las armas contra éste, empeñando para ello su
palabra de honor, se le impondrá la baja del Ejército.

Artículo 409.- Se impondrá la pena de dos años de prisión,
a los militares que cometan actos deshonestos entre sí o
con civiles, en buque de guerra, edificios, puntos o puestos
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militares o cualquiera otra dependencia del Ejército, si no
media violencia.

Además de la pena corporal serán dados de baja del Ejér-
cito.

Si media violencia, se observarán las reglas generales so-
bre aplicación de penas.

Los que cometan este delito fuera de los lugares antes men-
cionados, se les impondrá la mitad de las penas que se es-
tablecen; pero en todos los casos serán dados de baja del
Ejército.

Artículo 410.- Se impondrán las penas de un año y seis
meses de prisión y baja del Ejército al que en demostración
de menosprecio devuelva su patente, nombramiento, des-
pacho, diplomas o se despoje de sus insignias o condeco-
raciones.

Artículo 411.- Al que participe en una marcha, manifesta-
ción o cualquier otro tipo de protesta pública, portando el
uniforme, distintivos o condecoraciones que legítimamen-
te les corresponda, se le impondrá la pena de un año de pri-
sión.

Artículo 412.- Al que porte públicamente uniforme, insig-
nias, distintivos o condecoraciones militares, que no esté
legítimamente autorizado para usar o se atribuya grados o
empleos del Ejército, que no le correspondan, se le impon-
drá la pena de un año de prisión.

Artículo 413.- Al Oficial que abandone el arresto en aloja-
miento, se le impondrá la pena de dos meses de prisión y al
que abandone cualquier otro arresto, se le impondrá la de
tres meses de prisión.

A las Clases y Soldados y sus equivalentes de la Armada,
que abandonen el arresto, se les impondrá la pena de cua-
renta y cinco días de prisión.

Los Oficiales y Clases que reincidan, además de la pena
privativa de libertad, se les impondrá la suspensión de em-
pleo, por un término igual al de aquélla.

Artículo 414.- Se impondrá la pena de dos meses de pri-
sión, al militar que:

I. Se excuse de desempeñar los servicios que le corres-
pondan, por enfermedades supuestas;

II. Asista a prostíbulos, portando uniforme o distintivo
militar;

III. Se presente públicamente en estado de embriaguez,
o bajo el influjo de estupefacientes procurado volunta-
riamente, portando uniforme o distintivo militar;

IV. Haga comentarios que puedan causar tibieza o des-
agrado en el servicio;

V. Murmure con motivo de las disposiciones superiores,
o las censure;

VI. No sancione disciplinariamente o informe al supe-
rior inmediato las murmuraciones o censuras de los
subalternos, o

VII. Haga préstamos usurarios o exija dádivas o présta-
mos a sus subalternos.

Tratándose de Oficiales se impondrá la pena de cuatro me-
ses de prisión.

En caso de que se cometan dos infracciones de las enume-
radas en este precepto, dentro del período de doce meses,
por el nuevo delito, se impondrá la pena de prisión señala-
da y la baja del Ejército.

Artículo 415.- Se impondrá la pena de tres meses de sus-
pensión de empleo al Oficial o clase que:

I. Acostumbre no pagar las deudas contraídas;

II. Viole la palabra de honor empeñada;

III. Venda o dé en prenda condecoraciones, despachos,
patentes, diplomas, nombramientos o documentos de
identificación, o 

IV. Promueva colectas, haga suscripciones o lleve a ca-
bo otras exacciones, sin autorización de la Secretaría.

En caso de reincidencia, se impondrá la baja del Ejército.

Para los efectos de este artículo, se entenderá que hay rein-
cidencia, cuando se cometan dos infracciones de las antes
enumeradas, dentro del período de doce meses.

Artículo 416.- Se le impondrá la pena de seis meses de pri-
sión a las Clases que después de haber incurrido en cinco
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correcciones disciplinarias, dentro del período de un año,
persistan en su mala conducta.

TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO
Delitos Cometidos en la Procuración 

o Administración de Justicia 
o con Motivo de Ellas

CAPÍTULO I
Delitos en la Procuración o Administración 

de Justicia

Artículo 417.- El militar que preste sus servicios en la pro-
curación o administración de justicia militar, será respon-
sable de los delitos que cometa en el ejercicio de sus fun-
ciones, ya sean éstas permanentes o accidentales, así como
por los demás delitos del fuero de guerra o del orden fede-
ral o común en que incurra durante el desempeño de su en-
cargo.

Artículo 418.- Se impondrá la pena de seis meses de sus-
pensión de empleo, a quien preste sus servicios en la pro-
curación o la administración de justicia y cometa alguno de
los delitos siguientes:

I. Conozca de asunto para el que tenga impedimento le-
gal, o se abstenga de conocer del que le corresponda, sin
tener dicho impedimento;

II. Apremie o violente a los indiciados, procesados o
sentenciados para que declaren en determinado sentido;

III. Retarde o entorpezca dolosamente o por negligen-
cia, la procuración o administración de justicia;

IV. Dicte u omita una resolución violando algún precep-
to de la ley, o contraria a las actuaciones seguidas en
averiguación previa o proceso, siempre que se obre por
interés y no por simple error de opinión;

V. Tratándose del Ministerio Público cuando dejen de
interponer los recursos legales o de promover las dili-
gencias conducentes al esclarecimiento de la verdad o a
la rectitud de los procedimientos;

VI. Haga entrega indebida de un expediente, o

VII. En el ejercicio de su cargo, trate ofensivamente a
las personas.

Al reincidente se le impondrá la baja del Ejército.

Artículo 418.- Se impondrá la pena de un año y seis meses
de prisión:

I. A quien intencionalmente dicte una resolución de fon-
do o sentencia definitiva con violación de algún precep-
to terminante de la ley o manifiestamente contraria a las
constancias procesales, cuando se obre por interés y no
por simple error de opinión;

II. Al que sin causa justificada se rehúse a desempeñar
sus funciones como miembro de un Consejo de Guerra;

III. A quienes siendo integrantes de un Consejo de Gue-
rra dolosamente voten un interrogatorio, condenando o
absolviendo en contra de las constancias procesales;

IV. Al que decrete o ejecute una aprehensión, detención
o retención contraria a las prescripciones legales;

V. A quién ordene o practique cateos fuera de los casos
autorizados por la ley, y

VI. Al que detenga a un indiciado demorando sin causa
justificada supuesta a disposición de la autoridad inme-
diata.

Artículo 420.- Se impondrá la pena de tres años de prisión
al que dé a conocer a quien no tenga derecho, sustraiga,
oculte o destruya documentos, expedientes de averiguación
previa o constancias procesales, objetos, instrumentos o
productos del delito.

Artículo 421.- A los Defensores de Oficios se les impon-
drá la pena de seis meses de suspensión de empleo, cuan-
do por negligencia o descuido, no promuevan con la debi-
da oportunidad la práctica de determinadas diligencias, no
interpongan los recursos correspondientes; no ratifiquen,
modifiquen, cambien o adicionen sus conclusiones confor-
me al derecho que les concede este Código, que perjudique
a sus representados.

Artículo 422.- Al que en la procuración o administración
de Justicia, por sí o por interpósita persona, solicite o reci-
ba indebidamente dinero, cualquier otra dádiva o acepte
una promesa para hacer o dejar de hacer algo justo o injus-
to relacionado con sus funciones, se le impondrá como pe-
na la baja del Ejército.
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CAPÍTULO II
Delitos con Motivo de la Procuración

y Administración de Justicia

Artículo 423.- Al que ejerza una influencia ilegal en los
procedimientos, para que den por resultado, el archivo o la
consignación de la averiguación previa, sentencia absolu-
toria o condenatoria del o los acusados, se le impondrá la
pena de tres años de prisión.

Artículo 424.- Se impondrá la pena de dos a diez años de
prisión al que por medio de un desorden o tumulto, impida
el curso de la procuración o administración de la justicia
militar.

Artículo 425.- Se le impondrá la pena de dos años de pri-
sión, al que declare falsamente, como testigo o perito, en
una averiguación previa o proceso, ya sea afirmando, ne-
gando u ocultando la existencia de alguna circunstancia
que pueda servir de prueba de la verdad o falsedad, de he-
chos u omisiones imputadas, que aumente o disminuya su
gravedad.

La pena será de cinco años si al falso testimonio o peritaje,
se le haya dado fuerza probatoria, y se ha impuesto al sen-
tenciado una pena mayor de la que le correspondería sin
ese testimonio o peritaje, si por ese motivo se le sentencia.

Artículo 426.- Al que le corresponda ejecutar una senten-
cia de los tribunales y la altere, se le impondrá la pena de
un año de prisión.

Si resulta al sentenciado un daño se le impondrá un año y
seis meses de prisión.

Artículo 427.- Al que sin tener desempeño en la procura-
ción o administración de la Justicia Militar, sustraiga dolo-
samente, oculte o destruya constancias procesales, objetos,
instrumentos o productos del delito, se le impondrá la pena
de dos años de prisión.

Artículo 428.- Al personal perteneciente a la planta de las
Prisiones Militares que maltrate de palabra o de obra a los
presos o detenidos en ellas, se les impondrá la pena corres-
pondiente al delito de abuso de autoridad en la modalidad
de que se trate.

LIBRO TERCERO
Del Procedimiento

TÍTULO PRIMERO
Disposiciones Preliminares

Artículo 429.- Este Libro comprende los procedimientos
siguientes:

I. Averiguación Previa, en ella se practican las diligen-
cias legalmente necesarias para que el ministerio públi-
co pueda resolver si ejercita o no la acción penal;

II. Preinstrucción, es la etapa en la que se realizan las
actuaciones judiciales para determinar si se radica o no
el expediente, se analizan los hechos y clasifican con-
forme al tipo penal aplicable y la probable responsabili-
dad, si dicta o no la orden de aprehensión, si ratifica o
no la detención y si decreta dentro del término constitu-
cional la formal prisión, la libertad o la declaración de
sujeción a proceso del inculpado.

III. Instrucción, es la etapa que comprende las diligen-
cias practicadas ante y por la autoridad judicial, con el
fin de aportar los elementos probatorios para acreditar la
existencia de los delitos, las circunstancias en que hayan
sido cometidos, y la responsabilidad o la irresponsabili-
dad penal de los procesados;

IV. Primera Instancia, durante el cual el ministerio pú-
blico precisa su pretensión y el acusado su defensa ante
los Tribunales o Consejos de Guerra, según correspon-
da, y éstos valoran las pruebas y se pronuncia Sentencia
Definitiva;

V. Segunda Instancia, comprende las diligencias y actos
que se efectúan en el Supremo Tribunal Militar para re-
solver los recursos, 

VI. Ejecución, que comprende desde el momento en que
causa ejecutoria la sentencia de los tribunales, hasta la
extinción de las sanciones aplicadas, y

Los procedimientos previstos en las fracciones II a V, cons-
tituyen el proceso penal militar.

Artículo 430.- En los casos que sea procedente, el Minis-
terio Público estará obligado a solicitar la reparación del
daño, la cual comprende:
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I. La restitución de la cosa obtenida por el delito, y si no
es posible, el pago del precio de la misma, y

II. La indemnización del daño material y moral causado
a la víctima, a su familia o a un extraño. 

Artículo 431.- La Policía Ministerial Militar actuará bajo
la autoridad y el mando inmediato del Ministerio Público
Militar de conformidad con lo dispuesto por los artículos
13 y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Dentro del período de averiguación previa, la Policía Mi-
nisterial Militar está obligada a:

I. Practicar, de acuerdo con las instrucciones que le dic-
te el Ministerio Público Militar, las diligencias que sean
necesarias y exclusivamente para los fines de la averi-
guación previa;

II. Llevar a cabo las citaciones, notificaciones y presen-
taciones que el Ministerio Público Militar ordene, y

III. Realizar todo lo demás que señalan las leyes y re-
glamentos militares.

Artículo 432.- En el ejercicio de la función investigadora
a que se refiere el artículo anterior, queda estrictamente
prohibido a la Policía Ministerial Militar recibir declara-
ciones del indiciado o detener a alguna persona, fuera de
los casos de flagrancia, sin que medien instrucciones escri-
tas del Ministerio Público Militar o del Juez Militar.

Artículo 433.- Ni la sentencia irrevocable, aunque sea ab-
solutoria, ni el indulto, extinguen la acción civil prove-
niente de un hecho considerado como delictuoso, excepto
cuando la sentencia absolutoria se funde en una de las tres
circunstancias siguientes:

I. Que el acusado obró con derecho;

II. Que no tuvo participación alguna en el hecho u omi-
sión que se le imputó; y

III. Que ese hecho u omisión no ha existido.

La amnistía, el no ejercicio de la acción penal o el retiro de
la acción penal, tampoco extinguen la acción civil.

Artículo 434.- En los procesos sólo serán considerados
como partes, el Ministerio Público, el procesado y sus de-
fensores.

La víctima o el ofendido por algún delito tienen el derecho
a coadyuvar con el Ministerio Público y los demás a que se
refiere el artículo 20 apartado �B� de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 435.- Todo proceso se seguirá forzosamente por
el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión o
de sujeción a proceso. Si en la secuela de un proceso surge
que se ha cometido un delito distinto del que se persigue,
deberá ser objeto de averiguación separada, sin perjuicio
de que después pueda decretarse la acumulación, si fuera
conducente.

Artículo 436.- El querellante que se haya desistido no po-
drá en ningún caso renovar su querella sobre el mismo he-
cho criminoso a que la anterior se refería. Cuando se trate
de delitos en que es necesaria la querella de parte, el desis-
timiento de ésta, antes de que se dicte sentencia definitiva,
impedirá que el Ministerio Público continúe ejercitando la
acción.

Artículo 437.- Cuando para la imposición de la pena sea
necesaria la comprobación de un derecho civil, se hará és-
ta en el curso de la instrucción, sin esperar a que se decla-
re comprobado tal derecho por alguna autoridad.

TÍTULO SEGUNDO
Reglas Generales para el Procedimiento 

Penal Militar

CAPÍTULO I
Formalidades

Artículo 438.- Los jueces para desahogar cualquiera dili-
gencia judicial deberán hacerlo directamente, no teniendo
en sus funciones más relación con los comandantes territo-
riales de su adscripción, que las establecidas en este Códi-
go.

Artículo 439.- Las actuaciones se podrán practicar a todas
horas, con excepción de lo previsto para cateos, aun en los
días inhábiles, sin necesidad de previa habilitación, expre-
sando en cada una de ellas, el lugar, hora, día, mes y año en
que se practiquen. Las fechas y las cantidades se escribirán
con letra, usando el idioma español y en caso de otro se re-
cabará la traducción respectiva.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006163



Artículo 440.- En ninguna actuación se hará uso de abre-
viatura ni raspadura. Las palabras o frases que se hubieren
puesto por equivocación, se testarán con una línea delgada,
de manera que queden legibles, salvándose al fin, con toda
precisión y antes de las firmas, en la misma forma se sal-
varán las palabras o frases omitidas por error, que hubieren
sido entrerrenglonadas. Toda actuación terminará con una
línea tirada de la última palabra al fin del renglón; y si és-
te estuviere todo escrito, la línea se trazará debajo de él, an-
tes de las firmas.

Artículo 441.- Los Secretarios cuidarán de expresar siem-
pre al inicio de cada diligencia, la naturaleza de ésta.

Artículo 442.- Todas las hojas de un expediente serán fo-
liadas por el Secretario, quien cuidará de poner el sello del
tribunal en el fondo del cuaderno, de manera que abrace las
dos caras. Todas las fojas deberán estar rubricadas en el
centro por el Secretario, y la persona examinada debe de
firmar al margen izquierdo y al calce de cada una de las fo-
jas en que conste su declaración y si no sabe firmar o esté
impedido, deberá imprimir en ellas su huella digital.

Si antes de que se pongan las firmas ocurrieren algunas
modificaciones o variaciones, se harán constar. Si ocurrie-
ren después de haber sido puestas las firmas, se asentarán
por el secretario, firmando o imprimiendo su huella digital
y en caso que la persona examinada esté impedido o no se-
pa firmar, deberá imprimir en ellas su huella digital.

Artículo 443.- No se entregarán los expedientes a las par-
tes, las que podrán conocer su contenido en la secretaría
del tribunal, dentro de los términos señalados en éste Có-
digo. El infractor de éste precepto será sancionado con co-
rrección disciplinaria.

Artículo 444.- Al Procurador General de Justicia Militar y
a los Agentes Adscritos a la Procuraduría, se les entregarán
los expedientes, en los casos de traslado, por el término de
ley y bajo conocimiento.

Artículo 445.- Si se pierde alguna constancia o el expe-
diente, se repondrá a costa del responsable, quien estará
obligado a pagar los daños que se ocasionen por la pérdida
y además se hará la consignación correspondiente al Mi-
nisterio Público.

Cuando no sea posible reponer todas las actuaciones, se
tendrá por probada plenamente la existencia de las que se
inserten o mencionen en el auto de detención, en el de for-

mal prisión o de sujeción a proceso, o en cualquier otra re-
solución de que haya constancia, siempre que no se hubie-
se objetado oportunamente la exactitud de la inserción o ci-
ta que de ellas se haga.

La reposición se sustanciará conforme al procedimiento
previsto para los incidentes no especificados. Sin acuerdo
previo, el Secretario hará constar desde luego, bajo su res-
ponsabilidad y dentro de las veinticuatro horas siguientes
al conocimiento de la pérdida, la existencia anterior y falta
posterior de la constancia o el expediente.

Los tribunales investigarán de oficio para la debida marcha
del proceso, la falta de las constancias o expedientes cuya
desaparición adviertan o se les comunique, valiéndose para
ello de todos los medios que no sean contrarios a derecho.

CAPÍTULO II
De las Notificaciones

Artículo 446.- Los Secretarios deberán dar cuenta, dentro
del término de veinticuatro horas de las promociones que
se reciban, para el efecto se hará constar en los expedien-
tes el día y hora en que se presenten.

A cada promoción recaerá una resolución especifica por
separado, que el tribunal fundará y motivará en los térmi-
nos y plazos establecidos por la ley y de no existir térmi-
nos o plazos dentro de las setenta y dos horas siguientes.

El infractor de este precepto será sancionado con correc-
ción disciplinaria.

Cuando la resolución entrañe una citación o término para
la práctica de una diligencia, se notificará cuando menos
con cuarenta y ocho horas de anticipación al día de la cele-
bración de la diligencia.

Artículo 447.- Los Actuarios harán las notificaciones per-
sonalmente. En toda notificación se asentará el día y hora
en que se haga.

Deben firmar las notificaciones las personas que las hacen
y aquellas que las reciben. Si éstas no puedan o no quieran
firmar, se hará constar esa circunstancia.

Artículo 448.- Toda notificación que se haga fuera del tri-
bunal, si no se encuentra a la persona a quien se deba hacer,
se practicará sin nuevo mandato, por medio de una cédula
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que se entregará a cualquier persona que ahí resida; si el
que deba ser notificado se niega a recibir al funcionario en-
cargado de hacer la notificación, o las personas que residan
en el domicilio se rehúsan a recibir la cédula, o no se en-
cuentra nadie en el lugar, o se encuentra deshabitado, se fi-
jará la cédula en la puerta de entrada, haciendo constar es-
ta circunstancia en la diligencia respectiva, dejando
constancia de la diligencia practicada en los estrados del
Tribunal correspondiente.

En la cédula se hará constar cuál es la autoridad judicial
que manda practicar la diligencia, la determinación que se
notifica, la fecha, la hora, el lugar en que se deja y el nom-
bre y apellido de la persona a quien se entrega.

Fuera de los casos de notoria urgencia y de lo que se pre-
viene en el artículo subsecuente, las notificaciones a los
Agentes del Ministerio Público y a los Defensores, se ha-
rán personalmente en la Secretaría del Tribunal respectivo.

Artículo 449.- Al Procurador General de Justicia Militar y
a los Agentes Adscritos a la Procuraduría se les notificará
en su oficina.

Artículo 450.- Si se prueba que no se hizo la notificación
a la persona, hallándose ésta en su casa u oficina, el que de-
bió practicarla será responsable de los daños y perjuicios y
será sancionado, además, con corrección disciplinaria.

Artículo 451.- Si se ignora la residencia de la persona a
quien deba hacerse la notificación, ésta se hará por medio
de edictos publicados por tres veces consecutivas en el pe-
riódico oficial de la localidad, o de la más próxima.

Artículo 452.- Si a pesar de no haberse hecho la notifica-
ción en la forma prevenida, la persona que debió haber si-
do notificada se muestre en autos sabedora de la providen-
cia, la notificación surtirá sus efectos.

Artículo 453.- Las personas que intervengan en un proce-
so desde la primera diligencia señalaran domicilio en el lu-
gar del proceso para recibir notificaciones, si por cualquier
circunstancia el domicilio resulta incorrecto, la notifica-
ción se hará por estrados.

Artículo 454.- El inculpado que tenga varios defensores
designará a uno como representante común para recibir no-
tificaciones, sin perjuicio de que el tribunal notifique a
cualquiera de los demás cuando uno de estos lo solicite al
tribunal, con lo cual se tendrá por hecha la notificación.

CAPÍTULO III
De los Exhortos

Artículo 455.- Las diligencias de averiguación previa que
deban practicarse fuera del lugar en que se éste integrando
alguna averiguación, se encargarán a quien desempeñe las
mismas funciones en el lugar donde deban practicarse, re-
mitiéndole testimonio certificado de la averiguación para
su debida diligenciación.

Artículo 456.- Cuando se deba notificar a una persona que
se halle fuera del lugar del juicio, la notificación se hará
por medio de la autoridad judicial militar, y a falta de ésta,
por conducto de la autoridad judicial del orden común de
la localidad donde resida dicha persona, librándose al efec-
to el oficio o exhorto que corresponda.

Artículo 457.- En cuanto a los exhortos que deban dirigir-
se al extranjero, se observarán las siguientes reglas:

I. Si el exhorto es expedido por un Juez, su firma será
legalizada por el Presidente del Supremo Tribunal Mili-
tar; la de éste, por el Oficial Mayor de la Secretaría de
la Defensa Nacional y la de este funcionario, por la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores;

II. Si el exhorto es expedido por el Supremo Tribunal
Militar, la firma del Presidente de dicho Cuerpo será le-
galizada por el Oficial Mayor de la Secretaría de la De-
fensa Nacional y la de éste, por la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores; y

III. Una vez efectuada la legalización de las firmas, los
exhortos serán remitidos a su destino, por conducto de
la última de las expresadas Secretarías, conforme a lo
que dispongan las leyes de la materia.

Artículo 458.- Los exhortos que se reciban por los tribu-
nales militares se proveerán en las veinticuatro horas si-
guientes a su recepción y se despacharán dentro de tres dí-
as; a no ser que las diligencias que se deban practicar
exijan mayor tiempo.

Si no se reúnen los requisitos legales, procederá a su devo-
lución a la autoridad requirente dentro del plazo estableci-
do en este artículo, fundando y motivando su negativa.

Artículo 459.- Cuando una autoridad no pueda dar cumpli-
miento al exhorto, por hallarse la persona o cosas objeto de
la diligencia en otra jurisdicción, lo remitirá al tribunal del
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lugar en que aquélla o éstas se encuentren, haciéndolo del
conocimiento del que requiere.

El cumplimiento de los exhortos no implica prórroga ni re-
nuncia de competencia.

Artículo 460.- En casos urgentes se podrán utilizar las ví-
as de comunicación oficiales de la Secretaría, previa cons-
tancia, expresando con claridad la diligencia a practicar y
el conjunto de datos y documentos que permitan indivi-
dualizar e identificar el objeto y fin del exhorto. En la mis-
ma fecha se expedirá y remitirá el exhorto con las formali-
dades de ley a la autoridad exhortada.

CAPÍTULO IV
De los Cateos

Artículo 461.- El cateo sólo podrá practicarse en virtud de
orden escrita expedida por autoridad judicial en la que se
exprese el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o per-
sonas que hayan de aprehenderse o los objetos que se bus-
can; a lo que únicamente deberá limitarse la diligencia, le-
vantándose al concluirla un Acta Circunstanciada, en
presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lu-
gar cateado o en su ausencia o negativa por la autoridad
que practique la diligencia.

Cuando el Ministerio Público actúe como investigador de
delitos, podrá solicitar a la autoridad judicial la autoriza-
ción para que practique cateos proporcionando a ésta los da-
tos que justifiquen el registro. Si dicha autoridad concede el
cateo, enviará al Ministerio Público, una vez practicada la
diligencia, el acta correspondiente con los objetos recogidos
y, en su caso, pondrá a su disposición al detenido, sólo para
que practique desde luego las diligencias que le competan y
pueda hacer la consignación si fuere procedente.

El mandamiento judicial que se ha mencionado, será nece-
sario aún cuando el ocupante o encargado del lugar solici-
te la visita o manifieste su conformidad en que se lleve a
cabo desde luego.

Artículo 462.- El cateo solamente podrá practicarse desde
las seis hasta las dieciocho horas, a no ser en los casos de
excepción que menciona el artículo anterior, o cuando la
diligencia sea notoriamente de urgencia, la diligencia po-
drá prolongarse hasta su conclusión.

Artículo 463.- Las diligencias de cateo se practicarán por
el tribunal que las decrete, por el Juez, por el Secretario o

el Actuario del mismo, según se designen en el manda-
miento, auxiliado por la Policía Ministerial Militar. Si al-
guna autoridad solicita del Ministerio Público la promo-
ción del cateo, podrá asistir a la diligencia.

Artículo 464.- Para decretar la práctica de un cateo, basta-
rá la existencia de indicios o datos que hagan presumir fun-
dadamente, que el inculpado a quien se trate de aprehender
se encuentra en el lugar en que deba efectuarse la diligen-
cia; o que se encuentran en él los objetos materia del deli-
to, el instrumento del mismo, libros, papeles u otros obje-
tos, que puedan servir para la comprobación del delito o de
la responsabilidad del inculpado.

Artículo 465.- Si el inculpado está presente, se le mostra-
rán los objetos recogidos para que los reconozca y ponga
en ellos su firma o rúbrica, si son susceptibles de ello; y si
no sabe firmar, sus huellas digitales. En caso contrario, se
unirá a ellos una tira de papel que se sellará en la juntura
de los dos extremos y se invitará al inculpado a que firme
o ponga sus huellas digitales. En ambos casos se hará cons-
tar esta circunstancia, así como si no puede firmar o poner
sus huellas digitales, o se niega a ello.

Artículo 466.- Cuando se practique un cateo a casas, edi-
ficios públicos o lugares cerrados, se observarán las reglas
siguientes:

I. Si se trata de delito flagrante, el funcionario procede-
rá a la visita o reconocimiento, sin demora, llamando en
el momento de la diligencia a dos vecinos que estime
con la capacidad necesaria para intervenir en la diligen-
cia que se practicará en los términos del artículo 16 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos;

II. Si no existe peligro de hacer ilusoria o difícil la ave-
riguación, se citará al inculpado, para que presencie el
acto, y, en su defecto, ya por estar en libertad o no en-
contrársele, o por tener impedimento para asistir, será
representado por dos vecinos que se designarán en el ac-
to de la diligencia, y

III. En todo caso, el jefe, ocupante o encargado de la ca-
sa o finca que deba ser visitada, aunque no sea indicia-
do del hecho que motive la diligencia, será llamado tam-
bién para presenciar el acto, en el momento que tenga
lugar, o antes, si por ello no es de temerse que no dé re-
sultado dicha diligencia. Si no pueden ser encontradas
esas personas, o se trate de una casa en que haya dos o
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más familias, se llamará a dos vecinos que se estime
tengan capacidad suficiente y con su asistencia se prac-
ticará la visita en los lugares que sean necesarios.

Artículo 467.- Si el cateo o la inspección tiene que practi-
carse dentro de algún edificio público, el tribunal informará
a la persona encargada de éste, salvo el caso de urgencia.

Artículo 468.- Si la inspección tiene que practicarse en la
casa oficial de algún Agente Diplomático, el Juez solicita-
rá instrucciones a la Secretaría de Relaciones Exteriores, y
procederá de acuerdo con ellas; mientras las recibe, toma-
rá en el exterior de la casa las providencias que estime con-
venientes.

Artículo 469.- En todo cateo, la inspección se limitará a la
comprobación del hecho que la motive, y de ningún modo
se extenderá a indagar delitos en general. Pero si de ella re-
sulta casualmente el descubrimiento de un delito que no
sea objeto directo de la practica del cateo, se levantará un
acta por el funcionario que la practique, y en ella hará cons-
tar el hecho casual que produjo el descubrimiento, con el
fin de justificar que no fue éste el resultado de una pesqui-
sa; instruyéndose, además las diligencias urgentes que se-
an necesarias para dar cuenta con ellas al Procurador Mili-
tar, siempre que el delito sea de aquellos en que para
proceder no se exija querella necesaria.

Artículo 470.- En las casas que estén habitadas, la inspec-
ción se verificará sin causar a los habitantes más molestias
que las que sean indispensables para el objeto de la diligen-
cia. Toda vejación indebida que se cause a las personas, se-
rá sancionada con la corrección disciplinaria que estime pro-
cedente la autoridad que haya ordenado el procedimiento.

Artículo 471.- A excepción de los objetos que se relacio-
nen con el proceso que motive el cateo, todos los demás
quedarán a disposición de su dueño o tenedor.

Artículo 472.- En la misma forma determinada en este Ca-
pítulo, se procederá al cateo que se practique al cumpli-
mentar una requisitoria de otro tribunal o funcionario com-
petente.

CAPÍTULO V
De los Plazos y Términos

Artículo 473.- Todos los términos que señala este Código
son improrrogables y se contarán desde el día siguiente al
que se haya hecho la notificación respectiva. En ningún

término se contarán los días sábados y domingos, ni los
días que la ley señale como festivos, ni aquellos en que la
Secretaría de la Defensa Nacional ordene la suspensión de
labores; a excepción de los señalados para tomar al inculpa-
do su Declaración Preparatoria y para resolver la proceden-
cia de su formal prisión sujeción a proceso o libertad.

Artículo 474.- Los términos señalados para tomar la De-
claración Preparatoria y para dictar la resolución a que se
refiere la parte final del artículo anterior, se contarán de
momento a momento, desde que el inculpado sea puesto a
disposición de la autoridad judicial, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad en que pueda incurrir el que no haga a aqué-
lla la consignación, con la debida oportunidad.

CAPÍTULO VI
Despacho de los Asuntos

Artículo 475.- Cuando cambie el personal de un tribunal,
no se proveerá acuerdo alguno haciendo saber el cambio,
sino que en el primer auto o decreto que provea el nuevo
funcionario será autorizado con su nombre completo y fir-
ma entera.

Artículo 476.- En el Supremo Tribunal Militar se pondrán
al margen de cada auto o decreto, el grado y nombre com-
pleto de los magistrados que lo formen, cuando haya cam-
bio de su personal; si el cambio ocurre después de señala-
do el día para la vista, se hará nuevo señalamiento,
notificándolo a las partes.

Artículo 477.- Todos los gastos que se ocasionen en las di-
ligencias de averiguación previa o en un proceso, que no
sean decretadas de oficio por el tribunal respectivo, o soli-
citadas por el Ministerio Público, se pagarán por el que las
promueva. Si éste es insolvente, se pagarán por el Erario
Público; en este caso, los Secretarios del Supremo Tribunal
Militar y de los juzgados, o el Ministerio Público Militar,
regularán los gastos.

Artículo 478.- Las audiencias serán públicas. Cuando lo
exija la moral o la conservación del orden, el tribunal po-
drá, a pedimento de alguna de las partes y aun de oficio,
disponer que se efectúen a puerta cerrada. Esta declaración
será pronunciada en audiencia pública y se insertará, con
sus motivos, en el acta.

Artículo 479.- Siempre que el inculpado haya de concurrir
a una audiencia, se le hará comparecer sin más precaucio-
nes que la de la escolta necesaria para impedir su fuga.
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Artículo 480.- Todas las multas que se impongan y los do-
cumentos en que consten las fianzas otorgadas, cuando és-
tas deban hacerse efectivas, se entregarán a la Tesorería de
la Federación.

Artículo 481.- Las visitas judiciales, que deberán ser prac-
ticadas por los funcionarios de la Administración de Justi-
cia Militar, se sujetarán a las prevenciones que se mencio-
nen en el reglamento respectivo.

CAPÍTULO VII
Correcciones Disciplinarias y Medios 

de Apremio

Artículo 482.- Los Tribunales Militares tienen la obligación
de mantener el orden en todos los actos de la administración
de justicia, de exigir que se les guarde el respeto y las consi-
deraciones debidas, corrigiendo disciplinariamente las fal-
tas que se cometan por los militares o civiles que con cual-
quier carácter concurran. Si la falta de que se trate llega a
constituir un delito, se dará conocimiento al Ministerio Pú-
blico.

Artículo 483.- Las correcciones disciplinarias que en el ca-
so del artículo anterior pueden imponerse, son:

I. Amonestación;

II. Multa hasta por quince días de salario mínimo vi-
gente, en el lugar donde se impuso la corrección, y

III. Arresto hasta por quince días.

El Ministerio Público Militar, en la Averiguación Previa
también podrá emplear para hacer guardar el orden en las
diligencias, las correcciones disciplinarias  previstas en es-
te artículo.

Artículo 484.- Los Tribunales Militares y el Ministerio Pú-
blico Militar tienen la obligación  de hacer que se cumplan
las determinaciones que dicten en el curso de los procesos,
de las Averiguaciones Previas , empleando los siguientes
medios de apremio:

I. Multa por el equivalente  de uno a  treinta días de sa-
lario mínimo vigente en el lugar en que se realizó  la
conducta que motivo el medio de apremio;

II. Auxilio de la Fuerza Pública, y

III. Arresto hasta por quince días.

Artículo 485.- El auto por el que se haya impuesto una co-
rrección disciplinaria, podrá recurrirse dentro de las veinti-
cuatro horas siguientes a la de la notificación, ante quien la
haya pronunciado. Su interposición producirá efectos de
suspender la ejecución de la providencia impugnada. El es-
crito se enviará, desde luego, a quien conforme a lo dis-
puesto en este Código, tenga competencia para efectuar la
revisión.

Artículo 486.- Respecto de las correcciones impuestas por
autoridades judiciales, se observará lo siguiente:

Recibido el escrito por la autoridad que impuso la correc-
ción, lo elevará al Supremo Tribunal Militar, si éste no fue
quien lo haya impuesto, y señalará día y hora para audiencia
en la cual la parte quejosa podrá alegar lo que estime perti-
nente, y dictará resolución dentro del tercer día, tomando en
cuenta el informe que rinda el funcionario que la impuso.

Si éste fue impuesto por el Supremo Tribunal Militar, una
vez que reciba el escrito, oirá al quejoso en audiencia, y fa-
llará dentro del mismo término.

Artículo 487.- Tratándose de correcciones disciplinarias
impuestas por el Procurador a los Agentes o personal del
Ministerio Público Militar, la parte quejosa elevará a dicho
funcionario su escrito de inconformidad, quien lo oirá en
defensa y resolverá si confirma o deja sin efecto la correc-
ción impuesta.

Igual procedimiento, en su caso, deberá seguirse respecto
de correcciones disciplinarias impuestas por el jefe de la
Defensoría de Oficio Militar, a los Defensores y personal
que de él dependan.

Artículo 488.- Si la corrección es impuesta por los Agen-
tes del Ministerio Público, Defensores o Secretarios, debe-
rá presentarse la inconformidad ante ellos, quienes la remi-
tirán a su inmediato superior, el que, con vista del informe
que le rindan, y después de oír en defensa al quejoso, re-
solverá lo que proceda, dentro del tercer día.

CAPÍTULO VIII
Resoluciones Judiciales

Artículo 489.- Las resoluciones judiciales se clasifican en:
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I. Decretos o simples determinaciones de trámite, que
serán autorizados con media firma del Juez y del Secre-
tario;

II. Autos o decisiones sobre materia que no sea de sim-
ple trámite y que contendrán los fundamentos legales en
que se apoya;

III. Sentencias interlocutorias, las que deciden cualquier
incidente;

IV. Sentencias definitivas, las que resolviendo el asunto
principal terminan la instancia.

Las tres últimas resoluciones serán autorizadas con firma
entera del Juez y del Secretario.

En el Supremo Tribunal Militar, los autos serán autorizados
con firma entera del Presidente y Secretario, y las senten-
cias con firma entera del Presidente, todos los Magistrados
y del Secretario.

Artículo 490.- En toda sentencia se expresará:

I. La hora, fecha y lugar en que se dicte;

II. El nombre del Juez, Magistrados o miembros del
Consejo, en su caso, y Secretarios;

III. El nombre y apellido del sentenciado, su sobrenom-
bre si lo tiene, el lugar de nacimiento, edad, jerarquía
militar, corporación de que proceda y su oficio o profe-
sión antes de ser militar;

IV. La relación de los hechos que motiven el fallo; 

V. Las consideraciones, fundamentaciones y motivacio-
nes legales que apoyen la resolución; y

VI. La condena o absolución que proceda y los demás
puntos resolutivos correspondientes.

Artículo 491.- Los decretos, las simples determinaciones
de trámite o autos diversos o los que no resuelven cuestio-
nes de fondo, contendrán una breve exposición del asunto
de que se trata y la resolución que corresponda, motivando
y fundamentando ésta.

TÍTULO TERCERO
Averiguación Previa

CAPÍTULO I
Iniciación del Procedimiento

Artículo 492.- Cuando la denuncia o la querella se presen-
te por escrito, quien conozca de la averiguación, deberá
asegurarse de la identidad del denunciante o querellante, de
la legitimación de este último, así como de la autenticidad
de los documentos en que aparezca formulada la querella y
en los que se apoyen ésta o la denuncia.

En caso de recibir una denuncia o querella formuladas ver-
balmente o por escrito, requerirá al denunciante o quere-
llante para que se produzca bajo protesta de decir verdad,
con el apercibimiento de ley y se formularán las preguntas
que se estimen conducentes.

CAPÍTULO II
Reglas Especiales para la Práctica 

de Diligencias e Integración de Averiguación Previa

Artículo 493.- Inmediatamente que el Ministerio Público o
los funcionarios encargados de practicar en su auxilio dili-
gencias de averiguación previa, tengan conocimiento de la
probable existencia de un delito que deba perseguirse de
oficio, dictarán todas las medidas y providencias necesa-
rias para: proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas;
impedir que se pierdan, destruyan o alteren las huellas o
vestigios del hecho delictuoso, los instrumentos o cosas
objeto o efectos del mismo; saber qué personas fueron tes-
tigos; evitar que el delito se siga cometiendo y, en general
impedir que se dificulte la averiguación, procediendo a la
retención de los que intervinieron en su comisión en los ca-
sos de delito flagrante.

Lo mismo se hará tratándose de delitos que solamente pue-
dan perseguirse por querella, si ésta ha sido formulada.

Artículo 494.- El Ministerio Público, sólo podrá ordenar la
detención de una persona, cuando se trate de caso urgente,
conforme a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 495.- En el caso de los dos artículos anteriores, se
procederá a iniciar la Averiguación Previa correspondien-
te, que contendrá: la hora, fecha y modo en que se tenga
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conocimiento de los hechos; el nombre y el carácter de la
persona que dio noticia de ellos y su declaración, así como
la de los testigos y la del inculpado, si se encontrase pre-
sente, incluyendo los datos que lo individualicen en su ca-
so; la descripción de lo que haya sido objeto de inspección
ocular; los nombres y domicilios de los testigos que no se
hayan podido examinar; el resultado de la observación de
las particularidades que se hayan notado a raíz de ocurridos
los hechos, en las personas que en ellas intervengan; las
medidas y providencias que se hayan tomado para la in-
vestigación de los hechos, así como los demás datos y cir-
cunstancias que se estime necesario hacer constar.

Artículo 496.- El Ministerio Público que inicie una averi-
guación previa podrá citar para que declaren sobre los he-
chos que se averigüen, a las personas que por cualquier
concepto participen en ellos o aparezcan tengan datos so-
bre los mismos. Debiendo hacer constar quién mencionó a
la persona que haya de citarse, o por qué motivo el funcio-
nario que practique las diligencias estimó conveniente ha-
cer la citación.

Artículo 497.- Cuando el inculpado sea detenido o se pre-
sente voluntariamente ante el Ministerio Público Militar, se
procederá de inmediato en la siguiente forma:

I. Se hará constar por quien haya realizado la detención
o ante quien aquél haya comparecido, el día, hora y lu-
gar de la detención o de la comparecencia, así como, en
su caso, el nombre y cargo de quien la haya ordenado.
Cuando la detención se haya practicado por una autori-
dad no dependiente del Ministerio Público Militar, se
asentará o se agregará, en su caso, la información cir-
cunstanciada suscrita por quien la haya realizado o haya
recibido al detenido;

II. Se le hará saber la imputación que existe en su con-
tra y el nombre del denunciante o querellante;

III. Se le harán saber los derechos que le otorga la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y,
particularmente en la averiguación previa, de los si-
guientes:

a). No declarar si así lo desea; o en caso contrario,
hacerlo asistido por su defensor o persona de su con-
fianza;

b). Tener una defensa adecuada por sí, por abogado
o por persona de su confianza, o si no quisiere o no

pudiere designar defensor, se le designará desde lue-
go un Defensor de Oficio;

c). Que su defensor comparezca en las diligencias en
que intervenga el indiciado;

d). Se le faciliten todos los datos que solicite para su
defensa y que consten en la averiguación, para lo
cual se permitirá a él y a su defensor consultar en la
oficina del Ministerio Público y en presencia del
personal, el expediente de la averiguación previa;

e). Se le reciban los testigos y demás pruebas que
ofrezca y que se tomarán en cuenta para dictar la re-
solución que corresponda, concediéndosele el tiem-
po necesario para ello, siempre que no se traduzca
en entorpecimiento de la averiguación y las personas
cuyos testimonios ofrezca se encuentren en el lugar
donde aquélla se lleva a cabo. Cuando no sea posi-
ble el desahogo de pruebas, ofrecidas por el indicia-
do o su defensor, el Ministerio Público resolverá so-
bre la admisión y práctica de las mismas; y

f). Que se le conceda, inmediatamente que lo solici-
te, su libertad provisional bajo caución, conforme a
lo dispuesto por la fracción I del artículo 20 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Para efectos de los incisos b) y c) se le permitirá al in-
diciado comunicarse con las personas que él solicite,
utilizando el teléfono o cualquier otro medio de comu-
nicación del que se pueda disponer, o personalmente si
ellas se encuentran presentes.

De la información proporcionada al inculpado sobre los
derechos antes mencionados, se dejará constancia en las
actuaciones; y

IV. En todo caso se mantendrán separados a los hombres
y a las mujeres en los lugares de detención o reclusión.

Artículo 498.- Cuando se determine la internación de al-
gún militar a un hospital u otro establecimiento similar, de-
berá indicarse el carácter con que sea su ingreso, lo que se
comunicará al responsable del establecimiento respectivo,
a fin de que no autorice su salida, a menos de recibir noti-
ficación escrita en este sentido de parte de la autoridad que
haya ordenado la internación; si no se hace esa indicación,
se entenderá que sólo ingresa para su curación.
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Artículo 499.- El Ministerio Público Militar expedirá las
órdenes para la necropsia e inhumación del cadáver y el le-
vantamiento de las Actas de Defunción respectivas, cuan-
do se presuma que la muerte fue originada por la comisión
de algún delito.

Si de las mismas diligencias aparece claramente que la
muerte no tuvo por origen un delito y, por lo mismo, no
procede ejercitar la acción penal, las órdenes para el levan-
tamiento del acta de defunción y para la inhumación del ca-
dáver, se darán por el Ministerio Público.

Artículo 500.- Si de las diligencias practicadas no resultan
elementos bastantes para hacer la consignación a los tribu-
nales y no aparece que se puedan practicar otras, pero con
posterioridad pudieran allegarse datos para proseguir la
averiguación, se reservará el expediente hasta que aparez-
can esos datos, y entretanto se ordenará a la Policía Minis-
terial Militar que haga investigaciones tendientes a lograr
el esclarecimiento de los hechos.

Artículo 501.- El Ministerio Público Militar, en caso de
notoria urgencia cuando se trate de delito grave y ante el
riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la ac-
ción de la justicia, podrá bajo su responsabilidad ordenar
su detención, fundando y expresando los indicios que mo-
tivaron su proceder; lo anterior, siempre y cuando no se
pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la ho-
ra, lugar u otra circunstancia plenamente justificada.

En los casos de delitos flagrante y en los urgentes, ningún
indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por
más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá orde-
narse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad
judicial; este plazo podrá duplicarse en casos de delincuen-
cia organizada, que serán aquellos en los que tres o más
personas se organizan bajo las reglas de disciplina y jerar-
quía para cometer de modo violento y reiterado o con fines
predominantemente lucrativos algunos de los delitos seña-
lados por la ley como graves.

Cuando proceda la libertad caucional del inculpado, el Mi-
nisterio Público cumplirá con el procedimiento establecido
en este Código.

CAPÍTULO III
Consignación ante los Tribunales

Artículo 502.- En cuanto aparezca de la averiguación pre-
via que se han acreditado el cuerpo del delito y la probable

responsabilidad del indiciado, en los términos del artículo
540, el Ministerio Público ejercitará la acción penal ante
los tribunales y expresará, la forma de realización de la
conducta, los elementos subjetivos específicos cuando la
descripción típica lo requiera, así como las demás circuns-
tancias que la ley prevea.

El tramite de consignación la realizará el Ministerio Públi-
co Militar ante el juzgado competente.

Artículo 503.- Si el ejercicio de la acción penal es con de-
tenido, el tribunal que reciba la consignación radicará de
inmediato el asunto, y se entenderá que el inculpado queda
a disposición del juzgador, para los efectos constituciona-
les y legales correspondientes, desde el momento en que el
Ministerio Público lo interne en la Prisión Militar corres-
pondiente y en su caso en la Dependencia de Salud donde
se encuentre detenido.

El Ministerio Público Militar recabará constancia en la que
obre fecha y hora del internamiento y la enterará al Juez
para los efectos de su competencia.

Artículo 504.- El Juez que reciba la consignación con de-
tenido procederá de inmediato a determinar si la detención
fue apegada a  lo dispuesto en el artículo 16 Constitucional
o no; en el primer caso ratificará la detención y en el se-
gundo decretará la libertad con las reservas de ley.

Cuando la consignación sea sin detenido, el Ministerio Pú-
blico Militar solicitará el libramiento de la orden de apre-
hensión, para lo cual el juzgador debe resolver lo condu-
cente dentro de los quince días contados a partir del día en
que se haya acordado la radicación.

TÍTULO CUARTO
Del Ejercicio de la Acción Penal

CAPÍTULO ÚNICO
Acción Penal

Artículo 505.- En ejercicio de la acción penal, correspon-
de al Ministerio Público Militar lo siguiente:

I. Promover la incoación del proceso penal;

II. Solicitar las órdenes de comparecencia, aprehensión
y reaprehensión que sean procedentes;
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III. Pedir el aseguramiento precautorio de bienes para
los efectos de la reparación del daño;

IV. Acreditar la existencia del cuerpo del delito o de los
delitos y la probable responsabilidad penal del indicia-
do o de los indiciados;

V. Pedir la aplicación de las sanciones respectivas, y

VI. En general, hacer todas las promociones que sean
conducentes a la tramitación regular de los procesos.

Artículo 506.- El Ministerio Público Militar determinará el
no ejercicio de la acción penal cuando:

I. La conducta o los hechos de que conozca no sean
constitutivos de delito, conforme a la descripción típica
contenida en la Ley Penal;

II. Se acredite plenamente que el inculpado no tuvo par-
ticipación en la conducta o en los hechos punibles, y só-
lo por lo que respecta a aquél;

III. Aun pudiendo ser delictivos la conducta o los he-
chos de que se trate, resulte imposible la prueba de su
existencia por obstáculo material insuperable;

IV. La responsabilidad penal se haya extinguida legal-
mente, en los términos del Código, y

V. De las diligencias practicadas se desprenda plena-
mente que el inculpado actuó en circunstancias que ex-
cluyen la responsabilidad penal.

Artículo 507.- El Ministerio Público promoverá el sobre-
seimiento y la libertad absoluta del inculpado, cuando du-
rante el proceso aparezca que la conducta o los hechos no
son constitutivos de delito, conforme a la descripción típi-
ca contenida en la Ley Penal; que el inculpado no tuvo par-
ticipación en el delito que se persigue; que la pretensión
punitiva está legalmente extinguida, o que existe en favor
del inculpado una causa excluyente de responsabilidad.

Artículo 508.- Las resoluciones que se dicten en los casos
a que se refieren los dos artículos anteriores, producirán el
efecto de impedir definitivamente el ejercicio de la acción
penal respecto de los hechos que las motiven.

TÍTULO QUINTO
De la Preinstrucción y la Instrucción

CAPÍTULO I
Reglas Generales de la Instrucción

Artículo 509.- El auto de radicación debe contener:

I. La fecha y hora en que se dicte;

II. La determinación que haga el Juez dando entrada a la
consignación;

III. En caso de consignación con detenido el Juez debe-
rá:

a). Ratificar la detención o decretar la libertad con
las reservas de ley; en forma inmediata, y

b). Fijar la hora en que deberá celebrarse la audien-
cia pública para que el inculpado rinda su declara-
ción preparatoria;

IV. La expresión de las diligencias que deban practicar-
se a petición del Ministerio Público, y

V. Los nombres del Juez que dicte la determinación y
del Secretario que la autorice.

De la radicación de las Causas Penales se informará al Su-
premo Tribunal Militar.

Artículo 510.- Tratándose de consignaciones sin detenido,
el Tribunal ante el cual se ejercite la acción penal radicará
el asunto dentro del término de cinco días, salvo lo previs-
to en el Párrafo Tercero de este artículo, abriendo expe-
diente en el que resolverá lo que legalmente corresponda.

El Juez ordenará o negará la aprehensión, reaprehensión,
comparecencia o cateo solicitados por el Ministerio Públi-
co, dentro de los diez días siguientes a la radicación.

Tratándose de los delitos clasificados por este Código co-
mo graves, la radicación se hará dentro de las veinticuatro
horas a su recepción y el Juez ordenará o negará la apre-
hensión o cateo solicitados por el Ministerio Público, den-
tro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la radicación.

Si dentro de los plazos antes indicados el Juez no dicta au-
to de radicación o no resuelve sobre los pedimentos de
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aprehensión, reaprehensión, comparecencia o cateo, el Mi-
nisterio Público podrá recurrir en queja ante el Supremo
Tribunal Militar.

Si el Juez niega la aprehensión, reaprehensión, compare-
cencia o cateo, por considerar que no están reunidos los re-
quisitos de los artículos 16 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 504 de este Código, se re-
gresará el expediente al Ministerio Público.

Artículo 511.- El inculpado será juzgado antes de cuatro
meses si se trata de delitos cuya pena máxima no exceda de
dos años de prisión o suspensión de empleo y antes de un
año, si la pena a imponer excede de aquel tiempo, salvo el
caso que solicite mayor plazo para su defensa.

Los plazos a que se refiere este artículo se contarán a par-
tir de la fecha del auto de formal prisión o del de sujeción
a proceso, en su caso.

Artículo 512.- Durante la instrucción, para conocer las cir-
cunstancias peculiares del inculpado, el Juez deberá alle-
garse datos para conocer su edad, educación, ilustración,
sus costumbres y conductas anteriores, los motivos que lo
impulsaron a delinquir, sus condiciones económicas y las
especiales en que se encontraba en el momento de la comi-
sión del delito y los demás antecedentes personales que
puedan comprobarse; así como sus vínculos de parentesco,
amistad o nacidos de otras relaciones sociales, la calidad de
las personas ofendidas y las circunstancias de tiempo, lu-
gar, modo y ocasión, que en su conjunto demuestren la gra-
vedad del ilícito y el grado de culpabilidad del agente. Pa-
ra el efecto anterior el Juez podrá obrar de oficio.

La misma obligación señalada en el párrafo anterior tiene
el Ministerio Público durante la averiguación previa y en el
curso de la instrucción, para el efecto de hacer fundada-
mente, los señalamientos y peticiones que correspondan al
ejercitar la acción penal o al formular conclusiones.

Artículo 513.- El perdón que otorgue el querellante surtirá
los efectos que este Código establece y no podrá querellar-
se nuevamente por los mismos hechos.

Artículo 514.- El proceso se tramitará en forma sumaria en
los delitos cuya pena no exceda de dos años de prisión, sea
o no alternativa, o no sea privativa de libertad.

Al dictar el auto de formal prisión o de sujeción a proceso,
el juez, de oficio resolverá la apertura del procedimiento

sumario, en el cual se procurará cerrar la instrucción en un
término de treinta días hábiles, contados a partir de notifi-
cada la resolución.

El inculpado podrá optar por el procedimiento ordinario
dentro de los tres días siguientes al que se le notifique la
instauración del Juicio Sumario.

CAPÍTULO II
De la Declaración Preparatoria 

y del Nombramiento del Defensor

Artículo 515.- La Declaración Preparatoria se recibirá en
local al que tenga acceso el público, sin que estén presen-
tes los testigos que deban ser examinados con relación a los
hechos que se averigüen.

Artículo 516.- El Juez tomará la declaración preparatoria
al detenido, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes,
contadas a partir de que fue puesto a su disposición.

Artículo 517.- El Juez tendrá la obligación de hacer saber
al inculpado, en este acto:

I. El nombre de su acusador, el de los testigos que de-
claren en su contra, la naturaleza y causa de la acusa-
ción, a fin de que conozca bien el hecho punible que se
le atribuye y pueda contestar el cargo;

II. La garantía para su libertad bajo caución en su caso,
cuyo monto y forma deberá ser asequible;

III. El derecho que tiene a una defensa adecuada por sí,
por abogado, o por persona de su confianza. Si no quie-
re o no puede nombrar defensor después de haber sido
requerido, el Juez le designará un Defensor de Oficio;

IV. El derecho de que su defensor comparezca en todos
los actos del proceso, quien tendrá la obligación de ha-
cerlo cuantas veces se le requiera; de revocar su nom-
bramiento y hacer otro en cualquier estado del proceso;
y que si nombra a varios defensores, deberá designar a
aquél con quien deban entenderse las diligencias, y

V. Que no podrá ser obligado a declarar y que si desea
declarar podrá hacerlo asistido de su defensor, en forma
oral o escrita o dictar sus declaraciones.

Artículo 518.- Las declaraciones se tomarán separadamen-
te a cada uno de los inculpados y no deberá exigírseles
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protesta de decir verdad, sino solamente se les exhortará a
producirse con arreglo a ella.

La declaración preparatoria se podrá rendir en forma oral o
escrita por el inculpado, deberán estar presentes su defen-
sor y el Ministerio Público. El inculpado, podrá dictar sus
declaraciones, pero si no lo hace, el juzgador que practique
la diligencia la redactará con la mayor exactitud posible.

Artículo 519.- El inculpado será interrogado:

I. Por su nombre, apellido, apodo, edad, estado civil,
profesión u oficio antes de ingresar al Ejército, naciona-
lidad, domicilio, situación militar, servicio o comisión
que tenía en la fecha en que se cometió el delito y lugar
donde desempeñaba uno y otra;

II. Si recibió su adiestramiento básico, cuáles servicios
ha desempeñado, si recibió pre o haber y vestuario co-
rrespondiente, en su caso, qué personal tenía a su man-
do o de quién dependía.

Tratándose de Oficiales se omitirán las preguntas indi-
cadas en esta fracción;

III. Si ha estado preso o procesado con anterioridad, y
por qué causa, ante qué tribunal, qué sentencia recayó y
si cumplió la pena que se le impuso;

IV. Si reconoce el instrumento con que fue cometido el
delito o cualesquiera otros objetos que con aquél tengan
relación, mostrándole unos y otros, si es posible; y

V. Todos los demás hechos y pormenores que puedan, a
juicio del Juez, conducir a la averiguación de la verdad
o descubrir los antecedentes y causas que motivaron el
delito y produjeron su perpetración.

Sólo si el inculpado manifestó su deseo de declarar, debe-
rá ser interrogado en los casos previstos en las fracciones
IV y V.

Artículo 520.- Las preguntas que se hagan al inculpado,
serán por conducto del Juez y deberán referirse a hechos
propios, se formularan en términos precisos y cada una
abarcará un solo hecho salvo cuando se trate de hechos
complejos en que por la íntima relación que exista entre
ellos, no pueda afirmarse o negarse uno, sin afirmar o ne-
gar el otro; las preguntas serán siempre directas, sin que

por ningún concepto puedan hacerse de un modo capcioso
o sugestivo. Tampoco se emplearán con el inculpado, ame-
nazas o promesas de ninguna especie para conseguir que
declare en determinado sentido.

El Agente del Ministerio Público y la Defensa tendrán el
derecho de interrogar al acusado; pero el Juez tendrá en to-
do tiempo la facultad de desechar la pregunta, si a su juicio
fuere capciosa, sugestiva, inconducente o que no tenga re-
lación con los hechos, asentando en este caso y en sus tér-
minos, la pregunta formulada.

Artículo 521.- Cuando sea necesario suspender la declara-
ción preparatoria, se harán constar las causas de la suspen-
sión y cesando ellas, se continuará la diligencia.

Artículo 522.- No se obligará al inculpado a contestar pre-
cipitadamente. Las preguntas se le repetirán tantas veces
como sea necesario para que las comprenda bien, y espe-
cialmente cuando la respuesta no concuerde con la pregun-
ta.

En estos casos, sólo se escribirá la respuesta que dé a la
pregunta que por última vez se le haga.

Artículo 523.- Los inculpados podrán contestar las pre-
guntas que se les formulen. Si se niegan a declarar, se hará
constar en la diligencia, firmando éstos si saben o impri-
miendo sus huellas digitales.

Artículo 524.- El inculpado podrá manifestar lo que esti-
me conveniente para su defensa, debiendo el juzgador,
desahogar con urgencia las citas que haga y las demás dili-
gencias que proponga.

Artículo 525.- Si se advierte en el inculpado indicios de
trastorno mental, éste se determinará por el reconocimien-
to de dos peritos militares y por medio de pruebas u otras
observaciones, si la enajenación es cierta o simulada, per-
manente o transitoria, anterior o posterior al delito.

Lo que antecede no será obstáculo para la prosecución de
la causa y práctica de las diligencias necesarias para el es-
clarecimiento de los hechos.

Artículo 526.- Si el inculpado niega su nombre o domici-
lio o los cambia, se procederá a su identificación con la do-
cumentación militar y demás elementos idóneos en que de-
ban constar esas circunstancias personales.
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Artículo 527.- Si se advierte que el inculpado es menor de
dieciocho años, se comprobará su edad con su filiación y si
existen contradicciones entre ésta y lo que diga el inculpa-
do, se comprobará aquélla con el acta de nacimiento o me-
diante dictamen pericial.

Artículo 528.- El inculpado podrá declarar ante el juez tan-
tas veces como quiera, y este deberá recibirle inmediata-
mente sus declaraciones. El Juez a su vez podrá ampliar al
inculpado su declaración preparatoria cuantas veces lo es-
time oportuno y con relación a los hechos que considere
conveniente esclarecer.

Artículo 529.- Recibida la declaración preparatoria, siem-
pre que lo solicite el inculpado y que sea posible, será ca-
reado en presencia del juez, con quienes depongan en su
contra, pudiendo aquél hacer a éstos todas las preguntas
conducentes a su defensa.

CAPÍTULO III
Autos de Formal Prisión, de Sujeción a Proceso y de

Libertad por Falta de Elementos para Procesar

Artículo 530.- Ninguna detención ante autoridad judicial
podrá exceder del término de setenta y dos horas, a partir
de que el inculpado sea puesto a su disposición, sin que se
justifique con un auto de formal prisión en el que se expre-
sará lo siguiente:

I. El lugar, fecha y hora exacta en que se pronuncie;

II. Los nombres del Juez que dicte la determinación y
del Secretario que la autorice;

III. La expresión del delito imputado al inculpado por el
Ministerio Público, así como el lugar, tiempo y circuns-
tancias de ejecución;

IV. Que se haya tomado al indiciado su declaración pre-
paratoria con las formalidades legales;

V. El delito o delitos por los que deberá seguirse el pro-
ceso;

VI. Todos los datos que contenga la averiguación que
hagan probable la responsabilidad del inculpado;

VII. Todos los datos que acrediten el cuerpo del delito;

VIII. Que el delito imputado motive la imposición de
cuando menos pena privativa de libertad;

IX. Que no esté justificada a favor del inculpado, la
existencia de alguna circunstancia excluyente; y

X. Que no se haya extinguido la acción penal.

El plazo antes señalado se podrá prorrogar por un término
igual, a solicitud que haga el inculpado, por si o por con-
ducto de su defensor, al rendir su declaración preparatoria
o dentro de las tres horas siguientes, siempre que dicha am-
pliación sea con la finalidad de aportar y desahogar prue-
bas para que el Juez resuelva su situación jurídica, siempre
y cuando las mismas no hayan sido aportadas y desahoga-
das durante la averiguación previa.

El Ministerio Público no podrá solicitar dicha ampliación
ni el Juez acordarla de oficio. El Ministerio Público puede
en relación con las pruebas y alegatos que promovieren el
inculpado o su defensor, hacer las promociones correspon-
dientes al interés social que representa.

La prórroga del plazo se deberá notificar a la autoridad res-
ponsable del establecimiento en donde, en su caso, se en-
cuentre internado el inculpado, para los efectos a que se re-
fiere el Párrafo Segundo del artículo 19 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 531.- Cuando el delito cuya existencia se haya
comprobado no merezca pena privativa de libertad, o esté
sancionado con pena alternativa, se dictará Auto de Suje-
ción a Proceso con efectos del de formal prisión.

Artículo 532.- Los autos a que se refieren los dos artículos
anteriores se dictarán por el delito que realmente aparezca
comprobado, tomando en cuenta sólo los hechos materia
de la consignación, y considerando la descripción típica le-
gal y la probable responsabilidad correspondientes, aun
cuando con ello se modifique la clasificación hecha en pro-
mociones o resoluciones anteriores. Dichos autos serán in-
mediatamente notificados en forma personal a las partes.

Artículo 533.- De todo auto de formal prisión o de suje-
ción a proceso, se remitirá copia autorizada al Supremo
Tribunal Militar, a la Procuraduría General de Justicia Mi-
litar, a la Comandancia de Región respectiva y a la Direc-
ción de la Prisión Militar donde se encuentre el procesado,
tan pronto como se pronuncie. El director de la prisión mi-
litar que no reciba copia autorizada del citado auto dentro
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de las setenta y dos horas contadas a partir de que el pro-
cesado haya sido puesto a disposición de la autoridad judi-
cial, o dentro del plazo ampliado que se haya concedido
por el Juez, deberá hacerlo del conocimiento del propio
Juez, en el acto mismo de concluir el término y si no se re-
cibe la constancia mencionada dentro de las tres horas si-
guientes pondrá al inculpado en libertad.

Artículo 534.- Dictado el auto de formal prisión o el de su-
jeción a proceso se identificará al procesado por el sistema
adoptado administrativamente.

Este auto se comunicará a las Direcciones de: la Prisión
Militar Correspondiente, de su Arma o Servicio, de Perso-
nal, de Archivo e Historia, así como a la Comandancia de
la Región Militar de su Adscripción, y en su caso a la Co-
mandancia de la Fuerza Aérea o a la Secretaría de Marina.

Artículo 535.- El auto de formal prisión no revoca la li-
bertad provisional concedida, excepto cuando así se deter-
mine expresamente en el propio auto.

Artículo 536.- El auto de libertad de un detenido, se fun-
dará en la falta de pruebas relativas a la existencia del cuer-
po del delito o la probable responsabilidad del inculpado;
contendrá los requisitos señalados en las fracciones I, II y
III del artículo 530, así como todos los datos que arroje la
averiguación y motiven las consideraciones que funden di-
cho auto.

Artículo 537.- Si dentro del plazo a que se refiere el artí-
culo 530 de este Código no se reúnen los requisitos nece-
sarios para dictar el auto de formal prisión o el de sujeción
a proceso, se dictará auto de libertad por falta de elementos
para procesar.

El auto de libertad por falta de elementos para procesar no
impedirá que posteriormente, con nuevos datos, se proceda
en contra del inculpado. Las diligencias practicadas, que-
darán en calidad de averiguación a cargo del Juez, quien
deberá practicar todas las que pidan el Ministerio Público
y el inculpado o su defensor dentro de un término que no
excederá de ciento veinte días naturales; transcurrido el
cual, si no hubiere nuevos datos que funden la sujeción a
proceso o formal prisión, en su caso, declarará a petición
de cualquiera de las partes si hay o no delito qué perseguir.

Artículo 538.- Cuando el Juez deba dictar auto de libertad
porque la ausencia de pruebas del cuerpo del delito o de la
probable responsabilidad del inculpado dependan de omi-

siones del Ministerio Público o de los Agentes de la Poli-
cía Ministerial, el mismo Juez al dictar su resolución, men-
cionará expresamente tales omisiones.

TÍTULO SEXTO
Disposiciones Comunes a la Averiguación 

Previa y a la Instrucción

CAPÍTULO I
Comprobación del Cuerpo del Delito y

de la Probable Responsabilidad del Inculpado

Artículo 539.- La base del procedimiento penal es la com-
probación de la existencia de un hecho de acción u omisión
reputados por la ley como delito; sin ella no puede haber
procedimiento ulterior.

Para la comprobación del cuerpo del delito, tendrán todo su
valor legal los medios de prueba admitidos por este Códi-
go, debiendo tenerse como preferentes los señalados en el
presente Capítulo, gozando las autoridades de la acción
más amplia para emplear los medios de investigación que
estimen conducentes y que los avances de la ciencia per-
mitan, siempre que no estén prohibidos por la ley.

Para resolver sobre la probable responsabilidad, la autori-
dad deberá constatar que no existe acreditada en favor del
inculpado alguna excluyente de responsabilidad, y que
obren datos suficientes para acreditar su probable culpabi-
lidad.

Artículo 540.- El Ministerio Público acreditará el cuerpo
del delito de que se trate y la probable responsabilidad del
indiciado, como base del ejercicio de la acción penal. La
autoridad judicial, a su vez, examinará si ambos requisitos
están acreditados en autos.

Por cuerpo del delito se entiende el conjunto de los ele-
mentos objetivos o externos que constituyen la materiali-
dad del hecho que la ley señale como delito, así como los
normativos, en el caso de que la descripción típica lo re-
quiera.

La probable responsabilidad del indiciado se tendrá por
acreditada cuando, de los medios probatorios existentes, se
deduzca su participación en el delito, la comisión dolosa o
culposa del mismo y que no exista acreditada a favor de
aquél alguna causa de licitud o alguna excluyente de cul-
pabilidad.
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Artículo 541.- En caso de homicidio o lesiones, el Juez o
el Agente del Ministerio Público Militar darán fe del cuer-
po o lesiones, debiendo describir las características que
presenten, para individualizar al sujeto pasivo, indepen-
dientemente del informe pericial.

Los peritos practicarán, en el caso de homicidio, la necrop-
sia del cadáver, expresando con minuciosidad el estado que
guarde y las causas que originaron la muerte, recabando
muestras cuando sea necesario de todo aquello que se en-
cuentre en el cuerpo y se relacione con los hechos, dando
cuenta a la autoridad.

Los peritos darán, por medio de certificados la esencia de
las lesiones, inmediatamente después de haber examinado
al herido o encargarse de su curación. Al cumplir con este
precepto, tomarán siempre en consideración las caracterís-
ticas de la lesión y el arma u objeto empleado para inferir-
las, la región en que estén situadas, sus dimensiones, los
órganos interesados, y, en resumen, harán la clasificación
legal de las mismas con toda claridad posible, a fin de que
pueda conocerse fácilmente en cuál precepto del Libro Se-
gundo de este Código está comprendido el caso. Si el heri-
do fallece expondrán también, con toda exactitud y cuida-
do, si la muerte le sobrevino por causas extrañas a las
lesiones mismas o como consecuencia de ellas.

Artículo 542.- Los cadáveres deberán ser siempre identifi-
cados por medio de testigos o por los medios de prueba le-
gales que conduzcan a su identidad; si no es posible, se to-
marán fotografías de éstos, agregando al expediente un
tanto y poniendo otros en los lugares públicos con todos los
datos que puedan servir para que sean reconocidos, y ex-
hortándose a todos los que los conocieron a que se presen-
ten ante la autoridad encargada del asunto a declararlo.

La vestimenta se describirá minuciosamente, expresando
las características que presente, así como de las huellas del
delito perpetrado y se garantizará la cadena de custodia le-
gal.

Artículo 543.- Si el cadáver se encuentra sepultado, se
acordará proceder a su exhumación, la que se llevará a ca-
bo con la asistencia de peritos y demás personal necesario,
de conformidad con las disposiciones legales aplicables.

Artículo 544.- En caso de no ser posible la exhumación, se
procederá conforme a las reglas de los artículos 544 y 545
de este Código.

Cuando el cadáver no sea encontrado, se comprobará su
existencia por medio de testigos, quienes harán la descrip-
ción de él y expresarán el número de lesiones o huellas ex-
teriores de violencia que presentaba, lugares en que esta-
ban situadas, sus dimensiones y el arma u objeto con que
crean fueron causadas. También se les interrogará sobre los
hábitos y costumbres del extinto, si le conocieron en vida
y sobre las enfermedades que haya padecido.

Estos datos se darán a los peritos para que emitan su dicta-
men sobre las causas de la muerte y, en su caso, la declara-
ción de que la lesión fue mortal.

Artículo 545.- Cuando no se encuentren testigos que ha-
yan visto el cadáver, pero existan datos suficientes para su-
poner que se ha cometido un homicidio, se comprobará la
preexistencia de la persona, sus costumbres, su carácter, si
ha padecido o no alguna enfermedad, el último lugar y fe-
cha en que haya sido vista y la posibilidad de que el cadá-
ver haya sido ocultado o destruido, expresando los testigos,
los motivos que les hagan suponer la existencia de un deli-
to.

Artículo 546.- Cuando se trate de una enfermedad cual-
quiera, que se sospeche haya sido ocasionada por un deli-
to, los peritos emitirán su opinión sobre las causas descri-
biendo detalladamente todos los síntomas que el enfermo
presente, y harán la calificación legal que corresponda.

Artículo 547.- Si por circunstancias especiales, los peritos
no pueden dar su opinión desde luego, el Juez podrá seña-
larles un término prudente para que la emitan.

Artículo 548.- Tan luego como la persona que haya sufri-
do alguna lesión, sane o muera, los encargados de su salud,
de inmediato informarán al Ministerio Público o al Juez
competente.

Artículo 549.- En los casos de envenenamiento, se recoge-
rán cuidadosamente todas las vasijas y demás objetos que
haya usado la víctima, los restos de alimentos, bebidas y
medicinas que tomó, las deyecciones y vómitos que tuvo,
depositándose todo con las precauciones necesarias para
evitar su extravío o alteración, y describiéndose todos los
síntomas que presente el individuo intoxicado. A la breve-
dad serán llamados los peritos para que reconozcan a la
víctima y hagan el análisis de las substancias recogidas,
emitiendo su opinión sobre las calidades tóxicas que con-
tengan éstas y si han podido causar el envenenamiento de
que se trate. Debiendo además los peritos que practiquen la
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necropsia recoger las muestras orgánicas que se consideren
necesarias para el esclarecimiento de las causas que gene-
raron la muerte de la persona.

Artículo 550.- La comprobación del cuerpo del delito en
los casos de robo, se hará por uno de los medios preferen-
tes que siguen:

I. La prueba de que el inculpado ha tenido en su poder,
con posterioridad a la fecha de la comisión del delito los
objetos que se dicen robados;

II. La acreditación de la propiedad de los objetos, por el
denunciante, y

III. La prueba de preexistencia y falta posterior de la co-
sa materia del delito, y que el ofendido justifique que se
hallaba en situación de poseer el bien.

Cuando el robo se haya cometido con horadación, fractura,
escalamiento o empleando llaves falsas, la autoridad que
conozca del asunto deberá describir los vestigios y las se-
ñales que se encuentren, y hará que los peritos declaren so-
bre el modo y tiempo en que crean se cometió el delito y
cuáles pudieron haber sido los instrumentos empleados.

Artículo 551.- En los casos de incendio, la autoridad que
conozca del asunto dispondrá que los peritos emitan su dic-
tamen acerca del modo, lugar y tiempo en que se efectuó,
la calidad de la materia que lo produjo, las circunstancias
por las cuales pueda conocerse si fue doloso o culposo y la
posibilidad de que existió peligro para las personas o la
propiedad; así como de los perjuicios y daños que se hayan
causado.

Artículo 552.- En los casos de falsedad o falsificación de
documentos, se hará una minuciosa descripción del docu-
mento argüido de falso y se le depositará en lugar seguro,
a juicio del Ministerio Público o del Juez, haciendo que fir-
men sobre aquél, si es posible, las personas que depongan
respecto de su falsedad, y en caso contrario se hará constar
el motivo. Al proceso se agregará una copia certificada del
documento argüido de falso.

El cuerpo del delito de falsedad se comprobará en la forma
prevista por el artículo 555.

Cualquier persona que tenga en su poder un documento de
carácter militar, público o privado, sobre el cual recaiga

sospecha de falsedad, tiene obligación de presentarlo al
Ministerio Público o al Juez, tan luego como sea requerido.

Artículo 553.- En general, en todos los delitos en que se
cause un daño o se ponga en peligro a las personas o a la
propiedad ajena, de diferente modo de aquellos a que se re-
fieren los artículos anteriores, el Ministerio Público o el
Juez deberá comprobar la fuerza o astucia que se hayan
empleado, los medios o instrumentos que se utilizaron, la
magnitud del daño causado o que se haya pretendido cau-
sar, e igualmente la gravedad del peligro para la propiedad,
la vida o la seguridad de las personas.

Artículo 554.- Si el delito no dejó vestigios permanentes o
éstos no existen ya, el Ministerio Público o el Juez recoge-
rá todas las pruebas relativas a la naturaleza y circunstan-
cias de los hechos y, en el segundo caso hará constar los
motivos que hayan producido la desaparición de los vesti-
gios y tomará todas las providencias que conduzcan a la
comprobación del cuerpo del delito.

Artículo 555.- En los delitos que este Código no señale
una prueba especial, el Ministerio Público y el Juez goza-
rán de la acción más amplia para emplear los medios de in-
vestigación que estimen conducentes y que el avance de la
tecnología y la ciencia lo permitan según su criterio, para
justificar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad
del inculpado, aunque no sean de los que menciona la ley,
siempre que estos medios no sean contrarios a derecho.

CAPÍTULO II
Huellas del Delito, Aseguramiento 

de los Instrumento y Objetos del Mismo

Artículo 556.- Los instrumentos, objetos o productos del
delito, así como los bienes en que existan huellas o pudie-
ran tener relación con éste, serán asegurados a fin de que
no se alteren, destruyan o desaparezcan.

Las autoridades que actúen en auxilio del Ministerio Públi-
co, pondrán inmediatamente a disposición de éste los bien-
es a que se refiere el Párrafo anterior. El Ministerio Públi-
co, al momento de recibir los bienes, resolverá sobre su
aseguramiento.

Artículo 557.- Cuando el objeto materia del delito exista,
se le describirá expresando claramente en el acta los carac-
teres, señales o vestigios que el propio delito haya dejado,

Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados178



el instrumento, arma o medio con que probable o precisa-
mente haya podido cometerse, y la manera como aparezca
que se realizó el hecho y usó de aquéllos. Se fijarán tam-
bién todas las circunstancias de situación y localización y
las demás que puedan servir para el esclarecimiento de los
hechos, aprovechando todos los recursos que ofrezcan los
medios técnicos y científicos, se unirán al proceso.

Artículo 558.- Además del acta de descripción, se levanta-
rá otra que se llamará de inventario, en la que se harán cons-
tar todos los objetos que pudieran tener relación con el deli-
to, describiéndose cada uno, de manera que en todo tiempo
puedan ser reconocidos. Igual anotación se hará de todos los
objetos que por cualquier motivo deban asegurarse.

Artículo 559.- Si al verificarse la aprehensión del inculpa-
do se le encuentran objetos que tengan relación con el he-
cho que se persigue, o si se descubren en el domicilio de
aquél o en otro punto cualquiera, se extenderá acta de in-
ventario, aunque sean diversas diligencias.

Artículo 560.- Si en el acto de la inspección o con poste-
rioridad, se encuentran objetos que puedan haber servido
para cometer el delito, o que sean producto de él, se depo-
sitarán previo inventario. El depósito se hará, atendiendo a
la naturaleza y clase de los objetos, de tal modo que se im-
pida toda alteración voluntaria, o que si ésta ocurre casual-
mente, pueda ser descubierta con facilidad.

Artículo 561.- Al realizar el aseguramiento, el Ministerio
Público o el Juez, según corresponda, deberá:

I. Identificar los bienes asegurados con sellos, marcas,
cuños, fierros, señales u otros medios adecuados;

II. Proveer las medidas conducentes e inmediatas para
evitar que los bienes asegurados se destruyan, alteren o
desaparezcan;

III. Hacer constar el aseguramiento en los expedientes
de averiguación previa o proceso penal, según corres-
ponda, y

IV. En caso de productos perecederos, de identificar por
sus características cualitativas y cuantitativas captadas or-
ganolépticamente, de ser posible conservar muestra re-
presentativa y el excedente de ser producto lícito y útil se
remitirá para su aprovechamiento a la autoridad compe-
tente y en caso contrario se procederá a la destrucción,
dejando constancia de todo lo anterior.

La autoridad que inicie el acto de aseguramiento está obli-
gada a concluirlo en los términos previstos por este Capí-
tulo.

CAPÍTULO III
Atención Médica a los Lesionados 

y Exploración a las Personas

Artículo 562.- La curación de las personas que hayan su-
frido alguna lesión con motivo de la comisión de un delito,
se hará por regla general en las instalaciones sanitarias mi-
litares y bajo la dirección de los médicos de éstas.

Cuando alguna de dichas personas solicite ser curada en su
domicilio o en distinta instalación hospitalaria, por médico
de su elección, y no exista riesgo alguno para su salud o la
de los demás, previa opinión de los médicos tratantes, po-
drá permitírsele, siempre que conforme a la ley deba que-
dar en libertad. En este caso las lesiones deberán ser exa-
minadas por dos médicos militares, o si no los hay, por los
que el Ministerio Público o Juez nombre, a fin de que cali-
fiquen la naturaleza de la lesión, y en su caso el resultado
de ella. Los mismos médicos certificarán la esencia y sani-
dad de la herida; pudiendo hacer al lesionado las visitas
que estimen oportunas.

Los médicos que se encarguen de la curación de heridos,
deberán dar aviso a la autoridad que conozca del asunto de
todos los cambios en la salud que sufra el paciente, y ésta
podrá ordenar cuantas veces lo estime oportuno que los
médicos por ella nombrados reconozcan al herido y le in-
formen sobre el estado en que se encuentre, así como sobre
las causas que motiven los cambios que se observen.

Artículo 563.- Cuando la persona que haya recibido la le-
sión deba quedar detenida o presa, conforme a la ley, se cu-
rará precisamente en las instalaciones sanitarias militares o
en la prisión, si sus reglamentos lo permiten; pero podrá
elegir los médicos que la atiendan, con arreglo a las dispo-
siciones del artículo anterior.

Cuando el lesionado deba quedar detenido y la gravedad
del caso amerite la necesidad de que sea atendido en un sa-
natorio especial, se permitirá sea curado en él, pero emple-
ando todas las medidas que se consideren adecuadas para
hacer efectiva su calidad de detenido.

Artículo 564.- Siempre que se deba explorar físicamente a
personas del sexo femenino, la atención correspondiente
deberá ser proporcionada, por médicos mujeres, salvo que
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no las haya en el momento y sitio en que deba efectuarse la
exploración, en cuyo supuesto se hará por el médico que se
designe.

CAPÍTULO IV
De la Aprehensión, Detención y Prisión Preventiva

Artículo 565.- Fuera del caso de pena impuesta por sen-
tencia irrevocable o de corrección disciplinaria, la libertad
de las personas sólo puede ser restringida con el carácter de
aprehensión, detención o prisión preventiva; pero es nece-
sario que tal restricción se verifique en los términos de los
artículos 16, 18 y 19 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Artículo 566.- Salvo lo que se previene en el artículo si-
guiente, nadie podrá ser aprehendido sino en virtud de or-
den escrita dictada por autoridad competente, en donde se
funde y motive la causa legal del procedimiento.

Artículo 567.- En los casos de delito flagrante, el indicia-
do podrá ser detenido sin necesidad de orden, por cualquier
persona, poniéndolo sin demora a disposición de la autori-
dad inmediata y ésta, con la misma prontitud a la del Mi-
nisterio Público Militar. En esos casos y en los urgentes el
Juez que reciba la consignación del detenido, deberá inme-
diatamente ratificar la detención o decretar la libertad con
las reservas de ley.

La prolongación de la detención del inculpado será sancio-
nada en los términos de este Código.

Artículo 568.- Se entiende que existe flagrancia cuando:

I. El inculpado es detenido en el momento de estar co-
metiendo el delito;

II. Inmediatamente después de ejecutado el delito, el in-
culpado es perseguido materialmente, o

III. El inculpado es señalado como responsable por la
víctima, algún testigo presencial de los hechos o quien
hubiere participado con él en la comisión del delito, o se
encuentre en su poder el objeto, instrumento o producto
del delito, o bien aparezcan huellas o indicios que hagan
presumir fundadamente su participación en el delito;
siempre y cuando se trate de un delito grave, así califi-
cado por la ley, no haya transcurrido un plazo de cua-
renta y ocho horas desde el momento de la comisión de
los hechos delictivos, se haya iniciado la averiguación

previa respectiva y no se hubiera interrumpido la perse-
cución del delito.

En esos casos, el Ministerio Público decretará la retención
del indiciado si están satisfechos los requisitos de procedi-
bilidad y el delito merece pena privativa de libertad, o bien
ordenará la libertad del detenido, cuando la sanción sea no
privativa de la libertad o alternativa.

La violación a lo dispuesto en el Párrafo anterior hará pe-
nalmente responsable a quien decrete la indebida retención
y la persona detenida deberá ser puesta de inmediato en li-
bertad.

Artículo 569.- En casos urgentes el Ministerio Público po-
drá, bajo su responsabilidad, ordenar por escrito la deten-
ción de una persona, fundando y expresando los indicios
que acrediten:

I. Que el indiciado haya intervenido en la comisión de
alguno de los delitos señalados como graves en el artí-
culo siguiente;

II. Que exista riesgo fundado de que el indiciado pueda
sustraerse a la acción de la justicia, y

III. Que por razón de la hora, lugar o cualquier otra cir-
cunstancia, no pueda ocurrir ante autoridad judicial pa-
ra solicitar la orden de aprehensión.

La violación de esta disposición hará penalmente respon-
sable al Ministerio Público o funcionario que decrete inde-
bidamente la detención y el sujeto será puesto en inmedia-
ta libertad.

Artículo 570.- Para los efectos de este Código son delitos
graves, los siguientes:

I. Traición a la Patria, previstos en los artículos 201, 202
y 203;

II. Espionaje, previsto en el artículo 204;

III. Delitos Contra el Derecho de Gentes, previstos en
los artículos 206, 207, 208 y 210;

IV. Genocidio, previsto en el artículo 213 y 214;

V. Terrorismo, previstos en los artículos 215, 216 y 217;
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VI. Violación de Neutralidad e Inmunidad Diplomática,
previsto en el artículo 218;

VII. Delitos de Lesa Humanidad, previstos en el artícu-
lo 220;

VIII. Delitos Cometidos en los Conflictos Armados,
previstos en el artículo 221;

IX. Rebelión, previstos en los artículos 222, 223, 224
primer párrafo, 225 y 227;

X: Sedición, previsto en el artículo 228 fracciones III y
IV;

XI. Falsificación, previstos en los artículos: 236, 240 los
últimos dos supuestos y 241 último supuesto;

XII. Malversación, previsto en el artículo 245, en rela-
ción con la fracción III del artículo 244;

XIII. Enajenación de material de guerra, agresivos quí-
micos, artificios o ingenios de combate, previsto en el
artículo 249 Quinto Párrafo.

XIV. Robo de material de guerra, agresivos químicos,
artificios o ingenios de combate, previsto en el artículo
253;

XV. Destrucción de lo perteneciente al Ejército, previs-
to en los artículos 254, 255, 256, 257 y 258;

XVI. Deserción, previsto en los artículos 264, 268, 269,
270 fracciones III y V, 274 y 276 fracciones I y III. en la
fracción III del artículo 264;

XVII. Traición al Ejército, previsto en el artículo 280;

XVIII. Ofensas, amenazas o violencias contra centine-
las, guardias o tropa formada, previsto en el artículo 285
fracción I;

XIX. Falsa alarma, previstos en el artículo 287 fraccio-
nes III último supuesto y IV;

XX. Insubordinación, previstos en los artículos 288 en
relación con el 290, fracciones III a IX, 291 en relación
con el 290 fracciones VIII y IX, 295; 297;

XXI. Abuso de autoridad, previsto en los artículos 304,
fracciones III, IV, V, VI y VII;

XXI. Desobediencia, previsto en los artículos 310 frac-
ciones II y III;

XXIII. Asonada, previstos en los artículos 311 fracción
I primer supuesto y fracción II; 313 párrafo primero;
315;

XXIV. Abandono de Servicio, previstos en los artículos
317, 318; 319 último párrafo de este artículo; 321, últi-
mo supuesto, 322, primer supuesto; 323, 324, fracciones
III segundo supuesto, IV, V y VI; 325 fracciones I, a III;
326, tercer y cuarto supuesto, y 327;

XXV. Extralimitación y Usurpación de Mando o Comi-
sión, previsto en el artículo 329, fracciones II y III;

XXVI. Maltrato a Prisioneros, Detenidos, Presos o He-
ridos, previsto en el artículo 330, fracción IV, segundo
supuesto;

XXVII. Devastación, previsto en el artículo 334, frac-
ción II;

XXVIII. Infracción de Deberes Comunes a todos los
que están obligados a servir en el Ejército, previstos en
los artículos 346, fracción II; 347, fracción III; 348, 349
primer supuesto, y 350 fracción II tercer y cuarto su-
puestos;

XXIX. Infracción de Deberes de Centinela, Vigilante,
Serviola y Timonel, previstos en los artículos 359, frac-
ción II, últimos dos supuestos, 361, fracción I, 362, se-
gundo supuesto; 363; 364, fracción III; 365; 366, último
supuesto; 367, último supuesto;

XXX. Infracción de Deberes Especiales de Marinos,
previsto en los artículos 368; 369; 370, excepto la frac-
ción I, primer supuesto; 371, fracciones I y II; 372, frac-
ción I; 373, y 378 fracción I;

XXXI. Infracción de Deberes Especiales de Aviadores,
previsto en los artículos 382; 384, fracción I; 385, frac-
ción I;

XXXII. Infracción de deberes militares correspondien-
tes a cada militar según su jerarquía, mando o cargo,
previsto en los artículos 390 y 391;
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XXXIII. Infracción de los deberes de prisioneros, eva-
sión de éstos o de sentenciados, procesados o detenidos
y auxilio a unos u otros para su fuga, previsto en los ar-
tículos 392; 395; 396, segundo supuesto; 398, fracción
I; 401;

XXXIV. Contra el Honor Militar, previsto en los artícu-
los 403; 404, primer párrafo, último supuesto; 406 y
407.

XXXV. Delitos con motivo de la Procuración y Admi-
nistración de Justicia, previsto en el artículo 424.

Artículo 571.- En los casos de delito flagrante y en casos
urgentes, ningún indiciado podrá ser retenido por el Minis-
terio Público Militar por más de cuarenta y ocho horas,
quien transcurrido dicho plazo, deberá ordenar su libertad
o ponerlo a disposición de la autoridad judicial competen-
te. Este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la
Ley prevea como delincuencia organizada.

Artículo 572.- Son competentes para librar órdenes de
aprehensión, los Jueces y el Supremo Tribunal Militar, en
su caso y para que puedan hacerlo se requiere:

I. Que el Ministerio Público la haya solicitado, y

II. Que se reúnan los requisitos señalados en el artículo
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Toda orden de aprehensión se notificará al Ministerio Pú-
blico.

Artículo 573.- Los encargados de ejecutar las órdenes de
aprehensión, cuidarán de cumplir su encargo, evitando to-
da violencia y el uso innecesario de la fuerza y pondrán al
detenido a disposición de la autoridad judicial que ordenó
su aprehensión.

Los directores de las prisiones no podrán recibir ninguna
persona sin que exista constancia de que ya fue puesta a
disposición del Juez, salvo en el caso de reaprehensión.

Artículo 574.- La orden de aprehensión debe substituirse
con la simple cita de comparecencia, cuando el delito no
merezca pena privativa de libertad; pero si el inculpado no
comparece en virtud de la citación o hay temor de que se
fugue, el Juez dictará las medidas que juzgue conducentes

para que comparezca o para que no se sustraiga a la acción
de la justicia.

Artículo 575.- Cuando la aprehensión deba practicarse
fuera de territorio nacional, ésta se tramitará, mediante las
reglas previstas en este Libro para los Exhortos, por con-
ducto de la Secretaría de Relaciones Exteriores.

Artículo 576.- En los casos de suma urgencia, podrá ha-
cerse uso de los medios de comunicación autorizados en el
Ejército. De esta comunicación obrará constancia en el
proceso.

Lo dispuesto en el presente artículo, se entiende sin perjui-
cio de que el Juez, a la brevedad posible, remita el exhorto
con las formalidades de ley.

TÍTULO SÉPTIMO
Pruebas

CAPÍTULO I
Medios de Prueba

Artículo 577.- La Ley reconoce como medios de prueba:

I. La confesión;

II. Los documentos públicos y privados;

III. Los dictámenes de peritos;

IV. La inspección y reconstrucción de hechos;

V. Las declaraciones de testigos;

VI. La confrontación;

VII. Los careos, y

VIII. La circunstancial.

También se admitirá como prueba todo aquello que se pre-
sente como tal, incluso aquellos elementos aportados por
los descubrimientos de la ciencia y la tecnología, siempre
que a juicio del funcionario que practique la averiguación
o proceso, pueda constituirla. Cuando éste lo juzgue nece-
sario, podrá por cualquier medio legal, establecer la auten-
ticidad de dicho medio de prueba.
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CAPÍTULO II
De la Confesión

Artículo 578.- La confesión es la declaración voluntaria
hecha por persona en pleno uso de sus facultades mentales,
ante el tribunal o juez de la causa o ante el Agente del Mi-
nisterio Público que haya practicado las primeras diligen-
cias, sobre hechos propios constitutivos del delito materia
de la imputación, asistido por defensor o persona de su
confianza.

Artículo 579.- La confesión es admisible en cualquier es-
tado del proceso, hasta antes de pronunciarse la sentencia
irrevocable.

Artículo 580.- La confesión rendida ante cualquier autori-
dad distinta del Ministerio Público o del Juez, o ante éstos
sin la asistencia de su defensor carecerá de todo valor pro-
batorio.

CAPÍTULO III
De los Documentos Públicos y Privados

Artículo 581.- Son documentos públicos los emitidos por
militares o funcionarios públicos, en ejercicio de sus fun-
ciones y con motivo de ellas.

Son documentos privados los que carecen de los requisitos
antes señalados.

Artículo 582.- El tribunal recibirá las pruebas documenta-
les que le presenten las partes hasta un día antes de la cita-
ción de la Audiencia de Vista, y las agregará al expediente,
asentando razón en autos.

Artículo 583.- Cuando alguna de las partes pida copia o
testimonio de documentos que obren en archivos de De-
pendencias u Organismos Públicos, el tribunal ordenará a
la autoridad correspondiente que expida y le remita copia
oficial de dicho documento. Con la solicitud presentada
por una de las partes, se dará vista a la otra para que, den-
tro de tres días, pida a su vez se adicionen las constancias
que crea convenientes acerca del mismo asunto. En todo
caso, el tribunal resolverá de plano si son procedentes las
peticiones que las partes formulen.

Artículo 584.- Los documentos privados, procedentes de
una de las partes, presentados por otra, se reconocerán por
aquélla.

Con este objeto, se le mostrarán originales de modo que
pueda ver todo el documento y no sólo una parte de éste.

Artículo 585.- Los documentos existentes fuera de la ju-
risdicción del tribunal en que se siga el procedimiento, se
compulsarán vía exhorto que se dirija al del lugar en que se
encuentren.

Artículo 586.- Cuando el Ministerio Público estime que
pueden encontrarse pruebas del delito que motiva la ins-
trucción en la correspondencia o mensajes que se dirija al
inculpado, pedirá al tribunal y éste ordenará que dicha co-
municación se recoja.

Artículo 587.- La correspondencia o mensajes recogidos
por el Juez, se abrirá por éste en presencia del Secretario,
del Agente del Ministerio Público y del indiciado o proce-
sado, si está en el lugar y asistido de su defensor.

El Juez y el Ministerio Público leerán para sí la correspon-
dencia. Si no tiene relación con el hecho que se averigua,
se entregará al indiciado o procesado, o si se encuentra au-
sente, a alguna persona de su confianza. Si la correspon-
dencia tiene alguna relación con el hecho material del jui-
cio, el Juez comunicará su contenido al indiciado o
procesado, y mandará agregar el documento al proceso; en
todo caso, hará constancia de la diligencia.

Artículo 588.- El auto que se dicte en los casos de los ar-
tículos anteriores, determinará con exactitud la correspon-
dencia postal o telegráfica que hayan de ser examinada.

Artículo 589.- Cuando a solicitud de parte, el Tribunal
mande sacar testimonio de documentos privados existentes
en los libros, cuadernos o archivos de comerciantes, indus-
triales o de cualquier otro particular, el que pida la com-
pulsa deberá indicar la constancia que solicita y el tribunal
ordenará la exhibición de aquéllos para que se inspeccione
lo conducente.

En caso de resistencia del tenedor del documento, el tribu-
nal, oyendo a aquél y a las partes presentes, resolverá de
plano si debe hacerse la exhibición.

Artículo 590.- Los documentos redactados en idioma ex-
tranjero se presentarán originales, acompañados de su tra-
ducción al español.

Si la traducción es objetada, se ordenará que ésta se reali-
ce por los peritos que designe el Tribunal.
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Artículo 591.- Cuando se niegue o ponga en duda la au-
tenticidad de un documento, podrá pedirse y decretarse que
el cotejo de letras o firmas, se practique conforme a las si-
guientes reglas:

I. El cotejo se hará por peritos, pudiendo asistir a la di-
ligencia respectiva el funcionario que esté practicando
la averiguación, y en ese caso se levantará el acta co-
rrespondiente;

II. El cotejo se hará con documentos indubitables, es de-
cir, con los que las partes, de común acuerdo, reconoz-
can; con aquéllos cuya letra o firma haya sido reconoci-
da judicialmente, y con el escrito impugnado, en la parte
en que reconozca la letra como suya aquél a quien per-
judique; y

III. El Juez podrá ordenar que se repita el cotejo por
otros peritos.

CAPÍTULO IV
De los Peritos

Artículo 592.- Siempre que para el examen de alguna per-
sona o de algún objeto se requieran conocimientos espe-
ciales, se procederá con intervención de peritos.

Artículo 593.- Por regla general, los peritos que dictami-
nen deberán ser dos o más; pero bastará uno cuando sólo
éste pueda ser habido, o cuando el caso sea urgente.

Artículo 594.- Con independencia de las diligencias de pe-
ricia desahogadas en la averiguación previa, la Defensa y
el Ministerio Público tendrán derecho a nombrar hasta dos
peritos en el proceso, para dictaminar sobre cada punto que
amerite intervención pericial. El tribunal hará saber a los
peritos su nombramiento y les ministrará todos los datos
que sean necesarios para que emitan su opinión.

Artículo 595.- Los peritos deberán tener título oficial en la
ciencia o arte a que se refiera el punto sobre el cual deben
dictaminar, si la profesión o arte están legalmente regla-
mentados; en caso contrario, el Juez nombrará peritos prác-
ticos.

Artículo 596.- También podrán ser nombrados peritos
prácticos, cuando no haya titulados en el lugar en que se si-
ga la instrucción, bastando sus dictámenes para tener por
comprobado el correspondiente elemento del cuerpo del
delito, para dictar auto de formal prisión o de sujeción a

proceso, sin perjuicio de lo que se expresa en el artículo si-
guiente.

Artículo 597.- Los dictámenes rendidos por peritos prácti-
cos serán enviados al Ministerio Público o al Juez Militar
del lugar en que haya peritos titulados, para que con vista
de aquéllos emitan su opinión. De los primeros se dejará
copia certificada en autos.

Artículo 598.- La designación de peritos deberá recaer en
las personas que desempeñen este cargo por nombramien-
to oficial y a sueldo.

Si no se dispone de peritos oficiales, se nombrarán de en-
tre las personas que presten sus servicios en los Gobiernos
Federal, Estatales y Municipales, en establecimientos de
educación superior e investigación del país o que pertenez-
can a asociaciones de profesionistas reconocidas en la Re-
pública.

Si no hay peritos de los que se mencionan el párrafo ante-
rior, podrá nombrarse a otros. En este caso, los honorarios
se cubrirán según lo que se pague por costumbre en los es-
tablecimientos particulares de que se trate, a los empleados
permanentes de los mismos, teniendo en cuenta el tiempo
que los peritos deben ocupar en el desempeño de su comi-
sión.

Cuando los peritos que gocen sueldo del erario, emitan su
dictamen, no podrán cobrar honorarios.

Artículo 599.- Los peritos que acepten el cargo, con ex-
cepción de los oficiales, deberán rendir la protesta legal.

En casos urgentes la protesta legal la rendirán al producir o
ratificar su dictamen.

Artículo 600.- La autoridad que practique las diligencias
fijará a los peritos el tiempo en que deban cumplir su co-
metido. Transcurrido éste, si no rinden su dictamen, serán
apremiados del mismo modo que los testigos.

Si a pesar del primer apremio, el perito no presenta su dic-
tamen dentro del término que se le señale, se dará vista al
Ministerio Público correspondiente, para los efectos de su
representación.

Artículo 601.- Los peritos deberán ser citados en la mis-
ma forma que los testigos; reunirán, además, las propias
condiciones de éstos y estarán sujetos a iguales causas de
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impedimento. Serán preferidos los que hablen el idioma
español.

Artículo 602.- El estudio pericial deberá contener las ca-
racterísticas de la cosa, objeto o persona que la individua-
lice y las circunstancias especiales motivo del análisis,
aportando los datos requeridos para conocer el estado, con-
secuencias, sustancias o mecanismo causante o empleado,
expresando el método, técnicas y bibliografía utilizadas pa-
ra fundamentar su dictamen.

Artículo 603.- Durante la averiguación previa, la instruc-
ción y el juicio, el Ministerio Público, el Juez o Presidente
del Consejo de Guerra, harán a los peritos todas las pre-
guntas que crean oportunas, relativas a su intervención; los
peritos podrán consultar los datos que obren en el expe-
diente para emitir su respuesta.

Las partes tendrán derecho de interrogar a los peritos; Las
preguntas y respuestas quedarán asentadas en la diligencia
correspondiente.

Artículo 604.- Por regla general, el reconocimiento de le-
siones y la necropsia, en su caso, se practicarán por los pe-
ritos médico-legistas militares.

Cuando se trate de lesión proveniente de delito y la perso-
na lesionada se encuentre en alguna instalación de salud
que no sea militar, los médicos de ese lugar se tendrán por
peritos nombrados, sin perjuicio de que la autoridad co-
rrespondiente, a propuesta de las partes, nombre otros.

En ambos casos deberán citar el origen de la alteración de
la salud, y en su caso del fallecimiento. Tratándose de le-
siones determinarán su clasificación legal.

Artículo 605.- Cuando el análisis pericial recaiga sobre
objetos que se consuman al ser analizados, el Ministerio
Público o el Juez Militar, no permitirán que se verifique el
primer análisis, sino sobre la mitad de las substancias a lo
sumo, a no ser que su cantidad sea tan escasa, que los pe-
ritos no puedan emitir su opinión sin consumirla por com-
pleto. Esto se hará constar en el acta respectiva.

Artículo 606.- El Juez cuando lo crea conveniente, podrá
ordenar que asistan los peritos a alguna diligencia, y se im-
pongan de todo el proceso o de parte de él.

Artículo 607.- Cuando quienes intervengan en una averi-
guación o proceso no hablen el idioma español, el Ministe-

rio Público o el Juez nombrará uno o dos intérpretes que
protestarán traducir fielmente las preguntas y respuestas
que deben trasmitir.

Artículo 608.- Cuando lo solicite cualquiera de las partes,
podrá escribirse la declaración en el idioma del declarante,
sin que esto sea obstáculo para que el intérprete haga la tra-
ducción.

Artículo 609.- Las partes podrán recusar al intérprete fun-
dando la recusación, y el Juez fallará el incidente de plano
y sin recurso.

Artículo 610.- Las partes, testigos o integrantes de un Con-
sejo de Guerra, no podrán desempeñarse como intérpretes.

Artículo 611.- Cuando quienes intervengan en una averi-
guación previa o un proceso sean sordos o mudos, el Mi-
nisterio Público o el Juez nombrará como intérprete a la
persona que pueda entenderlos. Si saben leer y escribir, se
les interrogará por escrito y se les prevendrá que contesten
del mismo modo. Cuando sean ciegos, podrán acompañar-
se de persona que les lea su declaración y la firme o impri-
ma sus huellas digitales después de que la ratifiquen; si no
se hacen acompañar por alguien, el Ministerio Público o el
Juez designará la persona que lea y firme la declaración.

Artículo 612.- Los peritos emitirán su dictamen por escri-
to y lo ratificarán en diligencia especial, en el caso de que
sea objetado de falsedad o el Juez lo estime necesario.

Los peritos Oficiales no necesitan ratificar los dictámenes
o certificados que emitan en asuntos del orden judicial mi-
litar, sino cuando el funcionario que practique las diligen-
cias lo estime necesario. En esta diligencia, el Juez y las
partes podrán formular preguntas a los peritos.

Artículo 613.- Siempre que los peritos nombrados discor-
daren entre sí, el Juez los citará a una junta, en la que se de-
cidirán los puntos de diferencia. En el acta de la diligencia
se asentará el resultado de la discusión. Si en dicha junta no
llegaren a un acuerdo, el Juez nombrará un tercero en dis-
cordia.

CAPÍTULO V
La Inspección y Reconstrucción de Hechos

Artículo 614.- Es materia de la inspección todo aquello
que pueda ser directamente apreciado por la autoridad que
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conozca del asunto. La inspección debe ser practicada in-
variablemente, bajo pena de nulidad, con la asistencia del
Ministerio Público o, en su caso, del Juez, según se trate de
la averiguación previa o del proceso. Para su desahogo se
fijará día, hora y lugar, y se citará oportunamente a quienes
hayan de concurrir, los que podrán hacer al funcionario que
la practique las observaciones que estimen convenientes,
que se asentarán en el expediente si así lo solicitan quien
las hubiese formulado o alguna de las partes. Si el Minis-
terio Público o el Juez lo consideran necesario, se harán
acompañar de testigos y asistir de peritos que dictaminarán
según su competencia técnica.

Cuando por la complejidad de la inspección haya necesi-
dad de preparar el desahogo de ésta, el Ministerio Público
o el Juez podrán ordenar que alguno de sus auxiliares rea-
lice los trámites conducentes a precisar la materia de la di-
ligencia y a desarrollar ésta en forma pronta y expedita,
conforme a las normas aplicables.

Artículo 615.- Para la descripción de lo inspeccionado se
emplearán, según el caso, dibujos, planos topográficos, fo-
tografías ordinarias o métricas, moldeados, o cualquier
otro medio para reproducir las cosas, haciéndose constar en
la diligencia cuál o cuáles de aquéllos, en qué forma y con
qué objeto se emplearon.

Se hará la descripción por escrito de todo lo que no haya si-
do posible fijar por los medios anteriores, procurándose ci-
tar con claridad los caracteres, señales o vestigios que el
delito deje, el instrumento o medio que probablemente se
empleó y la forma en que se habría usado.

Artículo 616.- En caso de lesiones, al sanar el herido, los
jueces o tribunales darán fe de las consecuencias que hayan
originado aquéllas y sean visibles, practicando inspección
de la cual se levantará el acta respectiva.

Artículo 617.- La inspección podrá tener el carácter de re-
construcción de hechos y su objeto será apreciar las decla-
raciones que se hayan rendido y los dictámenes periciales
que se hayan formulado. Se podrá llevar a cabo, siempre
que la naturaleza del delito y las pruebas rendidas así lo
exijan, a juicio del Ministerio Publico o Juez que conozca
del asunto.

Esta diligencia podrá practicarse si lo estima necesario el
juzgador aunque se haya declarado concluida la instruc-
ción y antes de dictar sentencia definitiva, a pesar de que
ya obre reconstrucción previa.

La diligencia deberá practicarse precisamente a la hora y
en el lugar en que se cometió el delito, cuando estas cir-
cunstancias tengan influencia en el desarrollo de los hechos
que se reconstruyan y esté dentro de la jurisdicción; en ca-
so contrario, podrá practicarse en cualquier hora y lugar.

Artículo 618.- A la diligencia de reconstrucción deberán
concurrir:

I. En la averiguación previa:

A. El Ministerio Público, con su Secretario o Testi-
gos de Asistencia;

B. El Indiciado y su Defensor;

C. Los Testigos Presenciales, si residieren en el lu-
gar,

D. Los Peritos nombrados, siempre que el Ministe-
rio Público lo estime necesario, y

E. Las demás personas que el Ministerio Público
crea conveniente y que exprese en el mandamiento
respectivo.

II. Durante el proceso:

A. El Juez con su Secretario;

B. El Procesado y su Defensor;

C. El Agente del Ministerio Público;

D. Los Testigos Presenciales, si residieren en el lu-
gar;

E. Los Peritos nombrados, siempre que el Juez o las
partes lo estimen necesario o ellos deseen concurrir,
y

F. Las demás personas que el Juez crea conveniente
y que exprese en el mandamiento respectivo.

Artículo 619.- Cuando alguna de las partes solicite la re-
construcción, deberá precisar cuáles son los hechos y cir-
cunstancias que desea esclarecer, pudiéndose repetir la di-
ligencia cuantas veces sea necesario, a juicio de la
autoridad correspondiente.
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Artículo 620.- Para practicar la reconstrucción, se tomará
la protesta de conducirse con verdad a testigos y peritos; se
designará a la persona o personas que substituyan a los ac-
tores en el delito que no estén presentes y se dará fe de las
circunstancias y pormenores que tengan en relación con el
delito. En seguida se leerá la declaración del indiciado o
procesado y se hará que éste explique prácticamente las
circunstancias de lugar, tiempo y forma en que se desarro-
llaron los hechos. Lo mismo se hará con cada uno de los
testigos presentes. Entonces los peritos emitirán su opi-
nión, en vista de las declaraciones rendidas y de las huellas
e indicios existentes, atendiendo a las indicaciones y pre-
guntas que hagan las partes y la autoridad, la que procura-
rá que los dictámenes versen sobre puntos precisos.

Artículo 621.- Cuando haya versiones distintas acerca de
la forma en que ocurrieron los hechos, se practicarán, si
fueren conducentes al esclarecimiento de los mismos, las
reconstrucciones relativas a cada una de aquéllas; y en ca-
so de que se haga necesaria la intervención de peritos, és-
tos dictaminarán sobre cuál de las versiones puede acercar-
se más a la verdad.

CAPÍTULO VI
De los Testigos

Artículo 622.- Si por las revelaciones hechas en la averi-
guación previa o en el proceso, en la querella o por cual-
quier otro modo, aparece necesario el examen de alguna
persona para el esclarecimiento de un hecho delictuoso, de
sus circunstancias o del inculpado, el Ministerio Público o
el Juez deberán examinarlas.

Artículo 623.- Durante la averiguación previa o el proce-
so, el Ministerio Público o el Juez no podrán dejar de exa-
minar a los testigos presentes cuya declaración soliciten las
partes. También deberán examinar a los testigos ausentes,
en la forma prevenida por este Código sin que esto demo-
re la marcha de la averiguación o del proceso o les impida
darlos por terminados cuando hayan reunido los elementos
necesarios.

Artículo 624.- Toda persona deberá ser examinada como
testigo siempre que pueda aportar datos para la averigua-
ción del delito, a petición de parte o por resolución minis-
terial o judicial.

Las preguntas que formulen las partes deberán guardar re-
lación con los hechos, el Juez o Tribunal desecharán úni-

camente las preguntas que sean objetadas por impertinen-
tes o inconducentes para los fines del proceso, el acuerdo
de desechamiento admite el recurso de revocación.

El valor probatorio del testimonio se determinará en la sen-
tencia y conforme a las reglas de este Código.

Artículo 625.- No se obligará a declarar al tutor, curador,
pupilo o cónyuge del acusado, ni a sus parientes por con-
sanguinidad o afinidad en la línea recta ascendente o des-
cendente, sin limitación de grados y en la colateral hasta el
tercero inclusive.

Tampoco se obligará a declarar a los que estén ligados con
el inculpado por amor, respeto o gratitud.

Si estas personas manifiestan la voluntad de declarar, se les
recibirá su declaración y se hará constar esta circunstancia,
así como la relación de parentesco, amor, respeto o gratitud
con el inculpado.

Artículo 626.- En materia penal no puede oponerse tacha
a los testigos; pero de oficio o a petición de parte, el Mi-
nisterio Público o el Juez harán constar, en la averiguación
previa o en el proceso todas las circunstancias que influyan
en el valor probatorio de los testimonios.

Artículo 627.- Los testigos darán siempre la razón de su
dicho, que se hará constar en la diligencia.

Artículo 628.- Cuando los testigos que deban ser exami-
nados, estén ausentes, serán citados por medio de cédula o
por vía telefónica u otro medio de comunicación, que reú-
na los requisitos del artículo siguiente.

Artículo 629.- La cédula o notificación contendrá:

I. La designación legal de la autoridad ante quien deba
presentarse el testigo;

II. El nombre, apellido y domicilio del testigo, si se sa-
be; en caso contrario, los datos de que se disponga para
identificarlo;

III. El día, hora y lugar en que deba comparecer y la ca-
lidad en que lo hará;

IV. La medida de apremio que se impondrá si no com-
parece, y
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V. La firma del Ministerio Público, del Juez y su Secre-
tario que ordene la citación.

Artículo 630.- La citación puede hacerse en persona al tes-
tigo en su domicilio o lugar donde se encuentre.

En el caso de que no se encuentre a quien va destinada, és-
ta se entregara en su domicilio o lugar donde trabaje, y en
el duplicado de la cédula, que se agregará al expediente, se
recogerá la firma o huella digital de la persona que la reci-
ba, o su nombre y la razón de por qué no firmó o no puso
su huella.

Artículo 631.- Si el testigo es militar o empleado oficial en
alguna dependencia del servicio público, la citación se ha-
rá por conducto del superior jerárquico respectivo, a menos
que la eficacia de la averiguación exija lo contrario.

Artículo 632.- Si el testigo se encuentra en la población
donde la autoridad reside, podrá hacerlo comparecer li-
brando orden para ello, la cual se extenderá en la misma
forma que la cédula citatoria.

Si el testigo está impedido para comparecer, la autoridad
podrá tomarle su declaración en el sitio en que se encuen-
tre.

Artículo 633.- Si el testigo se halla fuera de la población,
pero dentro de la misma jurisdicción, si por la distancia no
se le puede hacer concurrir ante la autoridad, o ésta no pue-
de trasladarse, lo examinará por exhorto dirigido a la auto-
ridad competente de su residencia. Si se ignora el domici-
lio del testigo, se encargará a la Policía Ministerial Militar
que averigüe el paradero de éste y lo cite. Si esta investi-
gación no tiene éxito, se podrá hacer la citación por medio
de edicto en el periódico de mayor circulación de la locali-
dad.

Artículo 634.- Fuera del caso de enfermedad o de imposi-
bilidad física, toda persona está obligada a presentarse an-
te la autoridad cuando sea citada, cualquiera que sea su ca-
tegoría y las funciones que ejerza.

Cuando hayan de ser examinados como testigos el Presi-
dente de la República; los Generales de División o Almi-
rantes; Comandantes de Regiones y Zonas Militares, de las
Grandes Unidades Elementales y Superiores, Agrupamien-
tos Conjuntos del Ejército y Fuerza Aérea, o sus equiva-
lentes en la Armada; y los demás servidores públicos que

se mencionan en los párrafos primero y segundo del artí-
culo 110 Constitucional, remitirán sus declaraciones por
medio de informe escrito a la autoridad que se los pida por
oficio, en el que se contengan todas las preguntas que sean
necesarias para el esclarecimiento de los hechos que se in-
vestigan.

El requerimiento para los miembros del Cuerpo Diplomá-
tico, se tramitará por conducto de la Secretaría de la De-
fensa Nacional a la Secretaría de Relaciones Exteriores.

Cuando sea necesario una ratificación de dichos funciona-
rios, ocurrirá la autoridad requirente con su Secretario a la
casa u oficina de ellos.

Artículo 635.- Los testigos deben ser examinados separa-
damente por la autoridad, en presencia del Secretario. Sólo
las partes podrán asistir a la diligencia, salvo los casos si-
guientes:

I. Cuando el testigo sea ciego;

II. Cuando sea sordo o mudo, y

III. Cuando ignore el idioma español.

En estos casos, se procederá como lo disponen los artícu-
los 607 y 611.

Artículo 636.- Antes de que los testigos inicien su decla-
ración, el Ministerio Público o el Juez los instruirá de las
penas con que sanciona este Código a quienes declaran con
falsedad, se niegan a declarar o a otorgar la protesta de ley.
Esto podrá hacerse hallándose reunidos todos los testigos.

Artículo 637.- Después de tomada la protesta, se pregun-
tará a cada testigo sus nombres, apellidos, matrícula, edad,
nacionalidad, vecindad, domicilio, estado civil, profesión u
oficio, si se halla ligado con el indiciado o inculpado o con
el querellante en su caso, por vínculos de parentesco, amis-
tad o cualquier otro, y si tiene algún motivo de odio o de
rencor contra alguno de ellos.

Artículo 638.- Los testigos declararán de viva voz, sin que
les sea permitido leer las respuestas que lleven escritas o
por indicaciones de otros. Sin embargo, podrán ver algunas
notas o documentos, que lleven, según la naturaleza de la
averiguación previa o proceso a juicio del Ministerio Pú-
blico o el Juez.
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Artículo 639.- Las declaraciones se redactarán con clari-
dad y usando, hasta donde sea posible las mismas palabras
empleadas por el testigo. Si éste quisiere dictar o escribir
su declaración, se le permitirá hacerlo.

Artículo 640.- Si la declaración se refiere a algún objeto en
depósito, después de interrogar al testigo acerca de las se-
ñales que caracterizan dicho objeto, se le mostrará para que
lo reconozca y se hará constancia de lo anterior.

Artículo 641.- Si la declaración se refiere a un hecho que
haya dejado vestigios permanentes en algún lugar, el testi-
go podrá ser conducido a él para que haga las explicacio-
nes convenientes.

Artículo 642.- Concluida la diligencia, se leerá al testigo
su declaración, o la leerá él mismo si lo desea, para que la
ratifique o la enmiende. En seguida, el testigo firmará al
margen interno y al final de su declaración o lo hará por él
la persona que legalmente le asista y se tomarán las huellas
digitales de ambos.

Si el testigo no sabe, se niega o está impedido para firmar,
se hará constar esta circunstancia.

Artículo 643.- Siempre que se tome declaración a un me-
nor de edad, a un pariente del inculpado, o a cualquiera otra
persona que por circunstancias especiales se presuma falta
de veracidad, se hará constar esto.

Artículo 644.- A los menores de dieciocho años se les ex-
hortará para que se conduzcan con verdad.

Artículo 645.- Si de la instrucción aparecen indicios bas-
tantes para sospechar que algún testigo se ha conducido
con falsedad, o se ha contradicho manifiestamente en sus
declaraciones, se dará vista al Ministerio Público y se man-
darán compulsar las piezas conducentes para la averigua-
ción del delito sin que por esto se suspenda el proceso que
se esté siguiendo.

Artículo 646.- Cuando haya de ausentarse alguna persona
que pueda declarar acerca del delito, de sus circunstancias o
de la persona del inculpado, el Juez, a pedimento de cual-
quiera de las partes, procederá a examinarla desde luego si
fuere posible; en caso contrario, le notificará la nueva fecha,
apercibiéndolo con la medida de apremio correspondiente en
caso de no presentarse a la diligencia.

Artículo 647.- El Juez dictará las providencias necesarias
para evitar que los testigos se comuniquen entre sí, por me-
dio de otra persona o con alguna de las partes, antes de que
rindan su declaración.

CAPÍTULO VII
De la Confrontación

Artículo 648.- Toda persona que tenga que referirse a otra
en su declaración o en cualquier otra diligencia, lo hará de
un modo claro y preciso que no deje lugar a duda, respec-
to a la persona que señale, mencionando su nombre, apelli-
do, domicilio y demás circunstancias que puedan servir pa-
ra identificarla.

Artículo 649.- Cuando el que declare ignore los datos a
que se refiere el artículo anterior, pero manifieste poder re-
conocer a la persona si se la presentan, se procederá a la
confrontación. También se practicará ésta, cuando el decla-
rante asegure conocer a una persona y haya motivo para
sospechar que no la conoce.

Artículo 650.- Al practicarse la confrontación, se cuidará
de que:

I. La persona que sea objeto de ella, no se disfrace, ni se
desfigure, ni borre las huellas o señales que puedan ser-
vir al que tiene que reconocerla;

II. Aquélla se presente acompañada de otros individuos
vestidos con ropas semejantes y aun con las mismas se-
ñas que las del confrontado, si es posible, y

III. Los individuos que acompañen a la persona que va
a confrontarse sean de clase análoga, atendida su educa-
ción, modales y circunstancias especiales.

Artículo 651.- Si alguna de las partes pide que se adopten
mayores precauciones que las prevenidas en el artículo an-
terior, podrá acordarlas el Juez, siempre que no perjudi-
quen la verdad ni parezcan inútiles o maliciosas.

Artículo 652.- El que deba ser confrontado puede elegir el
sitio en que quiera colocarse con relación a los que lo
acompañan y pedir que se excluya del grupo a cualquier
persona que le parezca sospechosa. Queda al arbitrio del
Juez que practique la confrontación conceder o negar la pe-
tición.
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Artículo 653.- La diligencia de confrontación se preparará
colocando en fila a la persona que vaya a ser confrontada y
a las que la acompañen. Se tomará al declarante la protes-
ta de decir verdad y se le interrogará si:

I. Persiste en su declaración anterior;

II. Conocía con anterioridad a la persona a quien atribu-
ye el hecho, si la conoció en el momento de la ejecución
del que se averigua, y

III. Después de la ejecución del hecho la ha visto, en qué
lugar, por qué causa y con qué motivo.

Se le llevará frente a las personas que formen el grupo; se
le permitirá observarlas detenidamente y se le prevendrá
que toque con la mano a la de que se trate, manifestando
las diferencias o semejanzas que advierta entre el estado
actual y el que tenía en la época a la que se refirió en su de-
claración.

Artículo 654.- Cuando sean varios los declarantes o las
personas confrontadas, se verificarán tantos actos separa-
dos como sean las confrontaciones que deban hacerse.

CAPÍTULO VIII
Los Careos

Artículo 655.- Los careos se practicarán cuando exista
contradicción substancial en las declaraciones de dos per-
sonas, pudiendo repetirse cuando el tribunal lo estime
oportuno o cuando surjan nuevos puntos de contradicción;
se exceptúan de lo anterior cuando se trate de los mencio-
nados en la fracción IV del Apartado A del artículo 20 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que sólo se celebrarán si el procesado o su defensor lo so-
licitan.

Siempre que lo solicite el procesado, será careado en pre-
sencia del Juez, con quienes depongan en su contra.

Artículo 656.- El careo solamente se practicará entre dos
personas y no concurrirán a la diligencia sino las que deban
ser careadas, las partes, y los intérpretes si son necesarios.

Artículo 657.- Se diligenciará por separado cada careo que
se practique.

Artículo 658.- Los careos, salvo los exceptuados en el ar-
tículo 655 de este Código, se practicarán dando lectura, en

lo conducente, a las declaraciones que se reputen contra-
dictorias llamando la atención de los careados sobre los
puntos de contradicción, a fin de que discutan entre sí y
pueda aclararse la verdad.

Artículo 659.- Cuando alguno de los que deban ser carea-
dos no sea encontrado, se hará la citación por edictos; si re-
side en otro lugar o está fuera de plaza, se librará el exhor-
to correspondiente para que comparezca.

Artículo 660.- Cuando por cualquier motivo, no pueda ob-
tenerse la comparecencia de alguno de los que deban ser
careados, se practicará careo supletorio, leyéndose al pre-
sente la declaración del otro y haciéndole notar las contra-
dicciones que haya entre aquélla y lo declarado por él.

CAPÍTULO IX
La Circunstancial

Artículo 661.- La prueba circunstancial es la que resulta
del concatenamiento legal objetivo, de las presunciones o
indicios derivados de los hechos básicos probados que tie-
nen relación con el cuerpo del delito, apreciándolos con-
juntamente con los demás elementos probatorios que apa-
rezcan en el expediente, estableciéndose una opinión
fundada sobre los hechos investigados.

CAPÍTULO X
Del Valor Jurídico de la Prueba

Artículo 662.- Los jueces valorarán las pruebas con suje-
ción a las reglas contenidas en este Capítulo, exponiendo
los razonamientos que hayan tenido en cuenta para ello.

Artículo 663.- El que afirma está obligado a probar. Tam-
bién lo está el que niega cuando su negación es contraria a
la existencia de la prueba circunstancial, o contiene la afir-
mación expresa de un hecho.

Artículo 664.- No puede condenarse al acusado sino cuan-
do se haya acreditado el cuerpo del delito y la plena res-
ponsabilidad penal de éste en su comisión, culposa o dolo-
sa.

Artículo 665.- La falta de comprobación de la plena res-
ponsabilidad en la comisión del delito, produce la duda le-
gal y ante ella se debe absolver.
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Artículo 666.- La autoridad judicial calificará el valor de
la confesión, tomando en cuenta los requisitos previstos en
el artículo 667 y razonando su determinación, según lo dis-
puesto en el artículo 662 de este Código.

Artículo 667.- La confesión deberá reunir los requisitos si-
guientes:

I. Que sea hecha por persona mayor de catorce años, en
su contra, con pleno conocimiento, y sin coacción, ni
violencia física o moral;

II. Que sea hecha ante el Ministerio Público o el Tribu-
nal de la causa, con la asistencia de su defensor o per-
sona de su confianza, y que el inculpado esté debida-
mente informado del procedimiento;

III. Que sea de hecho propio, constitutivo de un delito, y

IV. Que no existan datos que, a juicio del Ministerio Pú-
blico o Tribunal, la hagan inverosímil.

No podrá consignarse a ninguna persona si existe como
única prueba la confesión. La Policía Ministerial Militar
podrá rendir informes pero no obtener confesiones; si lo
hace, éstas carecerán de todo valor probatorio.

Las diligencias practicadas por Agentes de la Policía Mi-
nisterial Militar, tendrán valor de testimonios que deberán
complementarse con otras diligencias de prueba que prac-
tique el Ministerio Público, para atenderse en el acto de la
consignación, pero en ningún caso se podrán tomar como
confesión lo asentado en aquéllas.

Artículo 668.- Los documentos públicos harán prueba ple-
na, salvo el derecho de las partes para redargüirlos de fal-
sedad y para pedir su cotejo con los protocolos, o con los
originales existentes en los archivos.

Artículo 669.- Los documentos privados sólo harán prue-
ba plena contra su autor, si son judicialmente reconocidos
por él o no los haya objetado a pesar de saber que figuran
en el proceso.

Los provenientes de un tercero serán estimados como pre-
sunciones.

Artículo 670.- Los documentos privados, comprobados
por testigos, se considerarán como prueba testimonial.

Artículo 671.- La inspección, así como el resultado de los
cateos, harán prueba plena siempre que se practiquen con
los requisitos de este Código.

Artículo 672.- Los tribunales apreciarán los dictámenes
periciales, aun los de los peritos científicos, según las cir-
cunstancias del caso.

Artículo 673.- Para apreciar la declaración de un testigo,
los jueces tendrán en consideración que:

I. El testigo no sea inhábil por cualquiera de las causas
señaladas en este Código;

II. Por su edad, idoneidad, capacidad e instrucción, ten-
ga criterio necesario para juzgar el acto;

III. Por su probidad, la independencia de su posición y
antecedentes personales, tenga completa imparcialidad;

IV. El hecho de que se trate sea verosímil y susceptible
de conocerse por medio de los sentidos, y que el testigo
lo conozca por sí mismo y no por inducciones ni refe-
rencias de otro;

V. La declaración sea clara y precisa, sin dudas ni reti-
cencias, ya sobre la substancia del hecho, ya sobre sus
circunstancias esenciales, y

VI. El testigo no haya sido obligado por fuerza o miedo,
ni impulsado por engaño, error o soborno. El apremio
judicial no se reputará fuerza.

Artículo 674.- Las declaraciones de dos o más testigos há-
biles harán prueba plena, si concurren los requisitos si-
guientes:

I. Que convengan en la sustancia y en los accidentes del
hecho que refieran; y

II. Que hayan oído pronunciar las palabras o visto el he-
cho sobre el que deponen.

Artículo 675.- También harán prueba plena las declaracio-
nes de dos o más testigos si conviniendo en la sustancia, no
convienen en los accidentes, si éstos, a juicio del tribunal,
no modifican la esencia del hecho.

Artículo 676.- Si por ambas partes hay igual número de
testigos contradictorios, el tribunal, previa valoración y
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mediante la prueba circunstancial, se decidirá por el dicho
de los que merezcan mayor confianza. Si todos la merecen
igual y no hay otra prueba, absolverá al acusado.

Artículo 677.- Si por una parte hay mayor número de tes-
tigos que por la otra, el tribunal se decidirá, tomando en
cuenta lo establecido en el artículo 673 de este Código.

Artículo 678.- Producen solamente presunción o indicio:

I. Los testigos que no convengan en la sustancia; los de
oídas y la declaración de un sólo testigo;

II. Las declaraciones de testigos singulares, que versen
sobre actos sucesivos referentes a un mismo hecho;

III. Los medios de prueba no especificados a que se re-
fiere el último párrafo del artículo 577, siempre que no
se encuentren desvirtuados por cualquier otro de los es-
pecificados en ese artículo.

Artículo 679.- Los tribunales, según la naturaleza de los
hechos, la prueba de ellos y el enlace natural necesario, que
exista entre la verdad conocida y la que se busca, aprecia-
rán el valor de las presunciones o indicios hasta poder con-
siderar su conjunto como prueba plena.

TÍTULO OCTAVO
De la Declaratoria de Concluida 

y Cerrada la Instrucción y Conclusiones

CAPÍTULO I
Declaratoria de Concluida la Instrucción

Artículo 680.- La instrucción se practicará a la brevedad
posible, a fin de que el procesado sea juzgado antes de cua-
tro meses si se tratare de delitos cuya pena no exceda de
dos años de prisión y antes de un año si la pena excediere
de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su de-
fensa.

Artículo 681.- Cuando a juicio del Juez esté concluida la
instrucción, lo declarará así y ordenará que se ponga la
causa a la vista de las partes, por el término de diez días co-
munes para que promuevan las diligencias que a su dere-
cho convengan y que puedan practicarse dentro de quince
días siguientes.

CAPÍTULO II
Del Cierre de la Instrucción y Conclusiones

Artículo 682.- Transcurridos o renunciados los plazos a
que se refiere el artículo anterior, o si no se promovió prue-
ba alguna, el Juez declarará cerrada la instrucción y man-
dará poner la causa a la vista del Ministerio Público y de la
Defensa, sucesivamente, para que en el término improrro-
gable de diez días para cada uno, formulen sus conclusio-
nes. Si el expediente excede de doscientas hojas, por cada
cien de exceso o fracción, se aumentará un día más al tér-
mino señalado, sin que pueda ser mayor a treinta días há-
biles.

Cuando los acusados sean varios, el término será común
para éstos.

Artículo 683.- El Ministerio Público, al formular sus con-
clusiones, hará una exposición suscinta de los hechos y de
las circunstancias peculiares del procesado; propondrá las
cuestiones de derecho que se presenten; y citará las leyes,
ejecutorias o doctrinas aplicables. Dichas conclusiones de-
berán precisar si hay o no lugar a acusación.

Artículo 684.- En el primer caso de la parte final del artí-
culo anterior, deberá fijar en proposiciones concretas, los
hechos punibles que atribuya al acusado, solicitar la apli-
cación de las sanciones correspondientes, citar las leyes y
la jurisprudencia aplicables al caso. Estas proposiciones
deberán contener los elementos constitutivos del delito y
los conducentes a establecer la responsabilidad, así como
las circunstancias que deban tomarse en cuenta para indi-
vidualizar la pena o medida. Para este último fin, el Minis-
terio Público considerará las reglas que este Código señala
acerca de la individualización de las penas o medidas.

Artículo 685.- Cuando algún Defensor no formule conclu-
siones dentro del término del traslado, el Juez lo hará cons-
tar en el proceso y declarará que aquéllas son de inculpabi-
lidad.

Artículo 686.- Las conclusiones presentadas por el acusa-
do o persona de confianza, no estarán sujetas a ninguna re-
gla especial.

Artículo 687.- Cuando el Ministerio Público no formule
acusación, o sus conclusiones sean de no acusación, el Juez
remitirá el proceso al Procurador General de Justicia Mili-
tar para que exprese, dentro del término de diez días, si
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confirma el pedimento o lo modifica, en éste último caso de-
berá presentar sus conclusiones dentro del mismo término.

Cuando el Ministerio Público al formular conclusiones, no
comprenda en ellas algún delito que resulte probado de la
instrucción u omita alguna circunstancia que pueda ate-
nuar, agravar o modificar notablemente la penalidad, el
Juez al pronunciar sentencia definitiva hará notar en ella
esas circunstancias y lo comunicará al Procurador, para los
efectos legales que correspondan.

Artículo 688.- Si el pedimento del Procurador es de no
acusación, el Juez al recibir aquél, dictará auto de sobre-
seimiento en el asunto y ordenará la inmediata libertad del
procesado, mandando archivar el expediente.

El mencionado auto producirá los mismos efectos que una
sentencia absolutoria.

TÍTULO NOVENO
Del Sobreseimiento

CAPÍTULO ÚNICO
Del Sobreseimiento

Artículo 689.- El sobreseimiento procederá en los casos si-
guientes:

I. Cuando el Procurador confirme o formule conclusio-
nes no acusatorias;

II. Cuando el Ministerio Público lo solicite, en los casos
siguientes:

A). Cuando durante el proceso aparezca que la con-
ducta o los hechos no son constitutivos de delito, y

B). Cuando durante el proceso aparezca que el in-
culpado no tuvo participación en el delito que se per-
sigue.

III. Cuando aparezca que la responsabilidad penal está
extinguida;

IV. Cuando no se haya dictado auto de formal prisión o
de sujeción a proceso y aparezca que el hecho que mo-
tiva la averiguación no es delictuoso, o cuando estando
agotada ésta se compruebe que no existió el hecho de-
lictuoso que la motivó;

V. Cuando se haya decretado la libertad por desvaneci-
miento de datos, en los términos previstos en el párrafo
segundo del artículo 823 de este Código;

VI. Cuando esté plenamente comprobado que en favor
del inculpado existe alguna causa de licitud o excluyen-
te de responsabilidad;

VII. Cuando existan pruebas que acrediten fehaciente-
mente la inocencia del acusado;

VIII. En delitos perseguibles por querella cuando se
presente el desistimiento de la misma; y

IX. En cualquier otro caso que la ley señala;

En los casos de sobreseimiento siempre será el Juez el que
decida si procede o no.

En segunda instancia, el sobreseimiento procederá de ofi-
cio o a petición de parte, sólo en el caso de la fracción III
de este artículo, o cuando alguna de las partes lo promueva
exhibiendo pruebas supervenientes que acrediten la ino-
cencia del encausado.

Artículo 690.- El procedimiento cesará y el expediente se
mandará archivar en los casos de la fracción IV del artícu-
lo anterior, o cuando esté plenamente comprobado que los
únicos presuntos responsables se hallan en alguna de las
circunstancias a que se refieren las fracciones I, II, III, V,
VI y VIII del mismo; pero si alguno no se encuentra en ta-
les condiciones, el procedimiento continuará por lo que a él
se refiere.

Cuando se siga el procedimiento por dos o más delitos y
por lo que toca a alguno, exista causa de sobreseimiento,
éste se decretará por lo que al mismo se refiere y continua-
rá el procedimiento en cuanto a los demás delitos, siempre
que no deba suspenderse.

Artículo 691.- El sobreseimiento puede decretarse de ofi-
cio o a petición de parte, en los casos de las fracciones I a
IV, VI y VIII del artículo 689 y en la última forma en las
demás.

Artículo 692.- El sobreseimiento se resolverá de plano
cuando se decrete de oficio. Si es a petición de parte, se
tramitará por separado y en forma de incidente no especi-
ficado.
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Artículo 693.- No podrá dictarse auto de sobreseimiento
después de que hayan sido formuladas conclusiones por el
Ministerio Público, excepto en los casos a que se refieren
las fracciones I, II, VI y VIII del artículo 689.

Artículo 694.- El inculpado a cuyo favor se haya decreta-
do el sobreseimiento será puesto en absoluta libertad res-
pecto al delito por el que se decretó.

Artículo 695.- El auto de sobreseimiento que haya causa-
do estado, surtirá los efectos de sentencia absolutoria con
valor de cosa juzgada; con excepción de los casos en que
se otorgue el perdón en delitos de querella, se conceda el
retiro de acción penal o por prescripción.

TÍTULO DÉCIMO
Del Juicio

CAPÍTULO I
Del Procedimiento ante el Juez

Artículo 696.- Si las conclusiones del Ministerio Público
fueren acusatorias y el delito es de la competencia del juez,
fenecido el plazo para que la defensa presente las suyas, al
siguiente día se acordará citar a una audiencia de derecho
que se celebrará dentro de los tres días siguientes, la que se
llevará a cabo en presencia de las partes, éstas podrán ale-
gar en la audiencia, lo que a su derecho convenga.

Artículo 697.- La citación para la audiencia de derecho
produce efectos de citación para sentencia y el juez fallará
dentro de los cinco días siguientes.

Artículo 698.- Si durante la celebración de la audiencia es
retirada la acción penal, se suspenderá ésta para que el Pro-
curador con informe del Ministerio Público resuelva si
confirma o modifica el pedimento de su agente, dentro del
término de ocho días.

Artículo 699.- La sentencia condenatoria determinará
cuando haya lugar al decomiso de los objetos, instrumen-
tos o productos del delito asegurados, si son de propiedad
del sentenciado, precisándose en la misma el destino que
deba dárseles, o a la restitución a sus dueños o legítimos
poseedores, si son de uso permitido.

Artículo 700.- Transcurrido el término para que las partes
interpongan el recurso de apelación, sin que lo hayan he-
cho, el Juez dictará un auto declarando que la sentencia ha
causado ejecutoria, el cual no admitirá recurso alguno.

CAPÍTULO II
Del Procedimiento Previo al Juicio 

ante el Consejo de Guerra Ordinario

Artículo 701.- Si de las conclusiones del Ministerio Públi-
co resulta que la causa es de la competencia de un Conse-
jo de Guerra, el Juez lo comunicará al Mando Territorial de
su adscripción, para que cite al juicio por medio de la Or-
den General de la Plaza, expresando los grados, nombres
del Presidente y vocales que deberán formarlo, del perso-
nal judicial actuante y las partes.

Artículo 702.- El Mando Territorial, comunicará al Juez la
fecha de la celebración del juicio ante el Consejo de Guerra,
a efecto de que notifique a las partes y le enviará un ejem-
plar de la convocatoria para que sea agregado a los autos.

Artículo 703.- Dentro de los primeros cinco días a su re-
cepción, el Mando Territorial fijará la fecha para la cele-
bración de la audiencia del Consejo de Guerra que tendrá
verificativo dentro de un término no mayor de veinticinco
ni menor de quince días.

El Juez una vez recibida la comunicación notificará a las
partes dentro de las veinticuatro horas siguientes.

Artículo 704.- Siempre que por cualquier motivo se seña-
le nueva fecha para la reunión del Consejo de Guerra, se fi-
jará ésta, cumpliendo con los requisitos establecidos en es-
te Código.

Artículo 705.- En las Plazas donde exista más de un Con-
sejo de Guerra, éstos conocerán de todas las causas de su
competencia por riguroso turno, para lo cual se llevará un
registro en el Mando Territorial respectivo.

Artículo 706.- Dentro de las cuarenta y ocho horas si-
guientes a la notificación del auto por el que se señale día
y hora para la reunión del Consejo de Guerra, las partes po-
drán exhibir la lista de los testigos y peritos, que crean con-
veniente citar, a fin de que sean examinados ante el mismo
Consejo de Guerra.

Artículo 707.- La lista que el acusado y su defensor pre-
senten en términos del artículo anterior, podrá contener to-
dos los testigos que les resulte cita por figurar en la causa
y los supervenientes si los hubiere, que le convenga pre-
sentar, no sólo sobre los hechos por los que se le juzgue, si-
no también acerca de su honradez, moralidad y buenos an-
tecedentes.

Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados194



Artículo 708.- Al dictarse el auto por el que se señale fe-
cha para la reunión del Consejo de Guerra, el Juez manda-
rá citar dentro de las veinticuatro horas siguientes a los pe-
ritos que hayan sido examinados en el proceso y a los
testigos solicitados por las partes, siempre que se encuen-
tren a una distancia tal, que, sin que se perjudique el servi-
cio, sea posible obtener su asistencia a ese acto, en el día
designado para que éste se verifique.

CAPÍTULO III
Del Juicio ante el Consejo de Guerra Ordinario

Artículo 709.- El día y hora designados para el juicio, el
Presidente del Consejo de Guerra, propietario o suplente,
llamará por lista a todos los que deben componerlo.

Si faltan algunos de los vocales propietarios, el Consejo
quedará definitivamente integrado con el suplente o su-
plentes a quienes designe el Presidente de ese Tribunal, ob-
servando lo dispuesto en el artículo 18.

Si no se reúne el número de vocales propietarios y suplen-
tes necesarios para instalar el Consejo de Guerra, transcu-
rridos quince minutos, se disolverá la reunión, y el que ha-
ya actuado como Presidente, dará cuenta al Mando
Territorial respectivo, a fin de que señale nueva fecha para
la celebración del Consejo de Guerra e impondrá el correc-
tivo disciplinario que considere justo.

Si los que no hayan estado presentes al pasarse la lista, con-
curren antes de que se disuelva la reunión, ésta se llevará
adelante en la forma prevenida anteriormente, pero aque-
llos serán amonestados por quien corresponda, si no justi-
fican la causa de su demora.

Artículo 710.- El personal judicial actuante y las partes en
el juicio deberán siempre concurrir a éste; y respecto de la
falta de asistencia de cualquiera de ellos, se observará por
el Supremo Tribunal y el Procurador General lo dispuesto
en el artículo anterior.

Artículo 711.- El acusado debe comparecer ante el Conse-
jo de Guerra, si se rehúsa a hacerlo, el Juez lo exhortará en
nombre de la ley para que cumpla con ese deber, haciendo
constar en el proceso esa exhortación y la respuesta del
acusado. Si éste se niega a comparecer, el Presidente del
Consejo de Guerra podrá ordenar que sea conducido por la
fuerza o que, dándose lectura a la razón en que conste su
resistencia, se lleven adelante los debates. Si el acusado
justifica estar impedido para concurrir a la audiencia por

causa de enfermedad, el Presidente, en vista de las circuns-
tancias, resolverá desde luego la suspensión del procedi-
miento hasta que cese ese impedimento.

Artículo 712.- El defensor está obligado a concurrir al jui-
cio, si no lo hiciere y fuere de Oficio, será sancionado dis-
ciplinariamente por el Jefe del Cuerpo y se hará saber su
inasistencia al acusado, para que nombre otro u otros de-
fensores, mostrándosele una lista de los defensores de ofi-
cio que estén presentes y en aptitud para desempeñar la de-
fensa.

Artículo 713.- Estando presentes el Juez, el Secretario del
Juzgado, las partes y los integrantes del Consejo de Guerra,
el Presidente de éste declarará instalado el tribunal y abier-
ta la sesión pública. Acto continuo ordenará al Secretario
del Consejo de Guerra, que dé lectura a los artículos 714,
843 y 853 de este Código, y preguntará a los vocales si tie-
nen alguna causa de aquellas que proponer, conforme a lo
establecido en esos artículos; en caso de respuesta afirma-
tiva, procederá con arreglo a lo prevenido en el citado artí-
culo 853 y otro tanto hará cuando la excusa sea propuesta
en el curso de la audiencia, en virtud de causa conocida con
motivo de la lectura del proceso o de lo expuesto durante
los debates.

Artículo 714.- Cuando uno de los integrantes del Consejo
de Guerra no se excuse y aparezca en el acto o posterior-
mente, que debió hacerlo, o cuando se excuse sin motivo
legítimo o alegando alguno que resulte falso, será sancio-
nado disciplinariamente, o en su caso, se dará vista al Mi-
nisterio Público, para los efectos de su representación.

Las partes están facultadas para dar a conocer estos actos y
pedir que consten en el acta para hacer valer sus derechos
en su oportunidad.

Artículo 715.- Admitido el impedimento de los que se ha-
yan excusado y substituidos éstos, con arreglo a la ley, se
observará con los designados para ese efecto, lo prevenido
en el artículo 853.

Artículo 716.- Instalado el Consejo de Guerra, la Defensa
o el Ministerio Público pueden impugnar la composición
del tribunal, por haberse infringido los preceptos legales
que la determinan.

Oído el parecer de la parte contraria a la que haga la im-
pugnación, el Consejo de Guerra resolverá de plano y sin
recurso alguno sobre el incidente.
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Si se declara que aquél no ha sido bien integrado, el Presi-
dente suspenderá la audiencia y el Juez dará cuenta con lo
ocurrido para los efectos de la debida integración o nueva
convocatoria al Mando Territorial, para que éste proceda
conforme a sus facultades.

Si la resolución es contraria, el que se considere agraviado
tendrá el derecho de que todo lo ocurrido se haga constar
en el acta, a fin de que pueda alegarlo en su oportunidad.

Artículo 717.- No habiéndose hecho objeción alguna en
cuanto a la formación del Consejo de Guerra, o resuelta en
sentido negativo la que se haya formulado, el Presidente
pasará lista de los peritos y testigos que debieron haber si-
do citados conforme a lo previsto en este Código.

Si no concurrieron todos, cualquiera de las partes, por esti-
mar indispensable la asistencia de los que falten, podrá pe-
dir, expresando los motivos en que se funde, que se difiera
la audiencia. El Consejo de Guerra resolverá sin recurso al-
guno si es o no de accederse a esa petición.

En el primer caso, se disolverá la reunión dándose parte al
Mando Territorial que la haya convocado, a fin de que se
señale nueva fecha en que deba de efectuarse, sin perjuicio
de que se imponga a los faltistas la sanción correspondien-
te.

Artículo 718.- Sólo por una vez se podrá diferir el juicio
por falta de un testigo o perito. En consecuencia, si las par-
tes o el Consejo de Guerra consideran fundadamente que
no asistirán a la segunda citación, el Presidente podrá de-
cretar que se les amplíe su declaración, la que se llevará a
cabo ante el Juez de la causa y en presencia de las partes,
en los términos que desee la parte que haya considerado
necesaria su presencia en el juicio y antes del día nueva-
mente señalado para éste.

Artículo 719.- Si antes de cerrarse los debates se presenta
el testigo o perito que haya faltado, se le permitirá exponer
verbalmente sus excusas, y en vista de ellas, se confirmará
o se dejará sin efecto la sanción impuesta, procediendo a
ser examinado.

Artículo 720.- Si todos los testigos o peritos citados están
presentes o se declaró que a pesar de la falta de alguno o
algunos de ellos es de celebrarse la audiencia, el Presiden-
te iniciará preguntando al acusado: grado, nombre y apelli-
dos, edad, estado civil, profesión, oficio antes de ser mili-
tar, domicilio y lugar de nacimiento.

Estas mismas preguntas se dirigirán por separado, a cada
uno de los acusados, si son varios, conforme al orden que
establezca el mismo funcionario, para que cada uno, tam-
bién separadamente, sea sometido al examen.

Acto seguido, y de la misma manera, se les informará de
los derechos que en su favor establece el artículo 20, apar-
tado A, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y los exhortará a conducirse con
verdad, haciéndoles ver las ventajas que de esto podrán re-
sultarles; les advertirá que tienen el derecho de decir todo
lo que crean conveniente para su defensa, guardando el res-
peto debido a la ley y a las autoridades, y los interrogará
sobre los hechos que motiven su presencia ante el Consejo
de Guerra.

Posteriormente, el Presidente del Consejo de Guerra pre-
guntará a las partes si desean interrogar al acusado, y en ca-
so afirmativo les dará el uso de la palabra.

A continuación preguntará a los vocales del Consejo de
Guerra si desean interrogar al acusado, y en caso afirmati-
vo, dará el uso de la palabra a los que deseen hacerlo.

Artículo 721.- A continuación el Secretario del Juzgado
dará lectura a las constancias que justifiquen el cuerpo del
delito y la probable responsabilidad, a los puntos petitorios
fijados en las conclusiones formuladas por el Ministerio
Público y por la Defensa; y por último, a la convocatoria en
que se haya mandado reunir el Consejo de Guerra.

Las partes y los vocales podrán pedir y el Presidente orde-
nar, que se dé lectura a cualesquiera otras constancias del
proceso, ya sea inmediatamente después de concluidas las
que este artículo previene, o ya en el curso de los debates;
pero no durante un interrogatorio, ni mientras se esté dan-
do lectura a otras constancias, o cuando otra parte esté ha-
ciendo uso de la palabra.

Artículo 722.- Terminada la lectura a que se refiere el ar-
tículo anterior, se procederá al examen de los testigos y pe-
ritos que declararon en el proceso y de los testigos com-
prendidos en las listas que las partes hayan presentado, con
arreglo a lo dispuesto en el presente Código. Los testigos
de cargo serán examinados antes que los de descargo, y to-
dos los que declararon en el proceso, antes que los com-
prendidos en las mencionadas listas.

Artículo 723.- El Presidente del Consejo de Guerra estará
investido de un poder discrecional para la dirección de los
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debates, en virtud del cual durante la audiencia y en todo lo
que la ley no prohíba expresamente, tendrá la facultad de
hacer cuanto estime oportuno para el esclarecimiento de
los hechos; la ley deja a su honor y a su conciencia el em-
pleo de los medios que puedan servir para favorecer la ma-
nifestación de la verdad.

Para los efectos anteriormente expuestos, el Presidente del
Consejo, desde el día en que éste fue convocado, podrá
ocurrir al juzgado respectivo, para imponerse del expe-
diente en que deba intervenir, sin perjuicio de poder enco-
mendar la dirección de la audiencia, en todo o en parte, al
Juez.

Artículo 724.- Respecto del examen de los testigos y peri-
tos y actuación de intérpretes, se observarán, en cuanto fue-
ren conducentes, las disposiciones contenidas en los Capí-
tulos IV y VI del Título Séptimo, del libro Tercero de este
Código, en todo aquello que no esté expresamente preve-
nido en el presente capítulo.

Artículo 725.- Los peritos serán examinados en la misma
forma que los testigos; pero cuando el Presidente lo estime
oportuno, podrá ordenar que asistan a la audiencia o a par-
te de ella, o que declaren en presencia unos de otros.

Artículo 726.- Los documentos, instrumentos del delito,
objetos de éste o sus productos, que puedan servir de car-
go y de descargo, serán presentados al acusado y a los tes-
tigos y peritos, a medida que sean examinados, haciéndo-
seles por el Presidente del Consejo de Guerra, las
preguntas que considere necesarias acerca de tales docu-
mentos u objetos y dándose previamente lectura a los pri-
meros por el Secretario del Juzgado.

Artículo 727.- Las partes podrán dirigir a cualquiera de los
testigos o peritos, inmediatamente después de que hayan
sido interrogados por el Presidente, y por medio de éste, o
directamente, con su permiso, las preguntas y observacio-
nes que consideren oportunas y que estén relacionadas con
su ateste o materia de su estudio.

Podrán, además, exponer al Consejo de Guerra cuanto con-
sideren útil acerca de la imparcialidad del testigo o perito,
o de la veracidad que deba atribuirse a su dicho, sin valer-
se para ello de palabras injuriosas u ofensivas.

Artículo 728.- Los vocales del Consejo de Guerra podrán
por sí mismos, pidiendo la palabra al Presidente o por me-
dio de él, interrogar a los testigos, peritos o acusados, ha-

ciéndoles cuantas preguntas crean conducentes para ilus-
trar su opinión; pero cuidando de no dar a entender cuál
pueda ser ésta.

Artículo 729.- Los testigos no podrán interpelarse entre sí.
Los careos que resulten entre éstos, se practicarán cuando
el Presidente por sí o a solicitud de las partes, lo juzgue ne-
cesario.

Cuando lo soliciten el o los acusados serán careados con
quienes depongan en su contra.

Artículo 730.- Después de que todos los testigos hayan de-
clarado, el Presidente podrá, por sí, a solicitud de las par-
tes o de los vocales del Consejo de Guerra, mandar que al-
gunos de ellos se retiren de la audiencia y que los
designados para quedarse sean oídos de nuevo, ya sea en
presencia unos de otros o separadamente.

Artículo 731.- Si del examen de un testigo o perito en el
curso de la audiencia surge motivo suficiente para conside-
rar que declara con falsedad, el Presidente del Consejo de
Guerra ordenará que nuevamente se lea el artículo 425 de
este Código y las disposiciones en Materia Federal relati-
vas a la falsedad en declaraciones judiciales; enseguida
preguntará a la persona en cuestión, si insiste en lo que aca-
ba de declarar. En caso afirmativo, a pedimento del Minis-
terio Público será detenido desde luego, haciendo constan-
cia el Juez, de las preguntas que a aquél se le formularon,
sus respuestas y los motivos que lo hayan hecho sospecho-
so de incurrir en falsedad de declaraciones. La constancia
y el detenido, se turnarán sin demora a disposición del Mi-
nisterio Público.

Artículo 732.- No se hará la consignación a que se refiere
el artículo anterior, si el testigo o perito se retracta espon-
táneamente en su declaración antes de que se cierren los
debates, pues en este caso, sólo se le hará un apercibimien-
to; pero si falta a la verdad al retractar sus declaraciones, sí
se hará aquélla.

Artículo 733.- Concluido el examen de peritos y testigos,
el Presidente del Consejo de Guerra preguntará a las partes
si sostienen o modifican sus conclusiones.

El Ministerio Público formulará su acusación, de acuerdo
con sus conclusiones.

Por regla general, las conclusiones del Ministerio Público,
estarán basadas en las que haya presentado, pudiendo, no
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obstante, retirarlas, modificarlas o alegar otras diversas de
ellas, pero sólo cuando exista alguna causa superveniente y
siempre y cuando no sea otro delito o delitos señalados en
el auto de formal prisión, exponiendo con claridad las ra-
zones en que se funde para proceder de esa manera, antes
de hacer uso de la palabra para pronunciar su acusación.

Queda prohibido al Ministerio Público injuriar de cual-
quiera manera al acusado o a la defensa, al hacer uso de la
palabra, con arreglo a lo dispuesto en este artículo.

Artículo 734.- Acto continuo se oirá a la defensa; ésta po-
drá exponer cuanto crea favorable a sus intereses, basán-
dose, para la apreciación legal de los hechos imputados al
acusado, en lo que sobre ese particular expuso en sus con-
clusiones, las que podrá modificar en los casos que a su jui-
cio hayan cambiado en virtud de las diligencias practicadas
en la audiencia, las condiciones de culpabilidad del acusa-
do o cuando la defensa esté representada por persona di-
versa de la que formuló dichas conclusiones.

El derecho a que se refiere esta última parte, sólo podrá
ejercerse antes de que el Ministerio Público tome la pala-
bra para fundar su acusación; pero si este funcionario mo-
dificó sus conclusiones, podrá hacerlo el Defensor en se-
guida que aquél haga saber el cambio.

Artículo 735.- Una vez que el Presidente del Consejo de
Guerra, declare abiertos los debates, el Ministerio Públi-
co podrá replicar a lo que exponga la defensa, cuantas ve-
ces lo estime conveniente, y aquélla, en tal caso, podrá
volver a hacer uso de la palabra por el mismo número de
veces.

Artículo 736.- Si son varios los Defensores de un acusado,
o varios acusados estén patrocinados en común por dos o
más Defensores, sólo uno de éstos hablará cada vez que ese
derecho le corresponda. Esto no impide que los demás de-
fensores intervengan en la audiencia, de la manera que en
este capítulo se previene.

Artículo 737.- Concluidos los debates, el Presidente del
Consejo de Guerra preguntará al acusado, si quiere hacer
uso de la palabra, y en caso afirmativo, se le concederá. El
acusado no tiene más limitación que el respeto a la ley y a
las autoridades, debiendo también abstenerse de injuriar a
cualquier persona.

Artículo 738.- Concluida la intervención del acusado, el
Presidente del Consejo de Guerra dará la palabra al Juez

para que dé lectura al interrogatorio que se formulará con-
forme a las siguientes reglas:

I. Las preguntas se referirán a los hechos que hayan mo-
tivado el proceso, y de ningún modo a otros distintos de
ellos; y se basarán en las conclusiones del Ministerio
Público y de la Defensa, y en las constancias procesales;

II. Si en las conclusiones formuladas por las partes se
encuentran algunas contradictorias, el Juez lo declarará
así y si no obstante esa declaración, la parte que las ha-
ya formulado no retira ambas o alguna de ellas, para que
tal contradicción desaparezca, ninguna de las contradic-
ciones se incluirá en el cuestionario; certificando el Se-
cretario del Juzgado esta última circunstancia;

III. Los hechos alegados en las conclusiones del Minis-
terio Público o de la Defensa, que no constituyan una
circunstancia excluyente o calificativa, de las determi-
nadas por la ley, o que no contengan todos los elemen-
tos exigidos por ella para que una de esas circunstancias
exista, no serán incluidas en el interrogatorio, certifi-
cando el Secretario del Juzgado esta última circunstan-
cia;

IV. Cuando las conclusiones del Ministerio Público y de
la Defensa sean contradictorias entre sí, se pondrán en
el interrogatorio las anotaciones necesarias para que el
Consejo no incurra a su vez en contradicción;

V. Cuando los hechos contenidos en las conclusiones
del Ministerio Público o de la Defensa sean complejos,
se dividirán en el interrogatorio en cuantas preguntas se-
an necesarias, para que cada una contenga un solo he-
cho;

VI. No se incluirán en el interrogatorio preguntas sobre
la edad o sexo del acusado, víctima o el ofendido, ni so-
bre si están debidamente comprobados los elementos
que integran el cuerpo del delito; ni acerca de cualquier
otro trámite o constancia propios exclusivamente del
procedimiento; ni sobre circunstancia que puedan moti-
var la atenuación o agravación de la penalidad.

Los hechos a que se refiere esta fracción, los estimará el
Juez en su sentencia con sujeción a las reglas de la prue-
ba legal, siempre que hayan sido materia de las conclu-
siones de las partes, con excepción de las causas de ate-
nuación que sí puede apreciar aunque no se hayan
alegado;
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VII. La primera pregunta del interrogatorio se formula-
rá en los términos siguientes: al acusado �N� �N� le es
imputable..., (aquí se asentará el hecho o hechos que
constituyan los elementos materiales del delito imputa-
do, sin darles denominación jurídica ni aplicar lo dis-
puesto en la fracción V de este artículo).

VIII. Enseguida se pondrán las preguntas relativas a las
circunstancias: constitutivas, modificativas, excluyentes
y calificativas, en el orden en que quedan mencionadas.

Si para que una de esas circunstancias quede constitui-
da se requiere la concurrencia de diversos hechos o ele-
mentos, se observará lo mismo que para ese caso se ha
establecido antes, en cuanto a la primera pregunta;

IX. En el caso de tener que incluirse alguna circunstan-
cia excluyente en el interrogatorio, la primera pregunta
de él se formulará en estos términos: �¿El acusado N.
N., es autor de tal hecho?�. En tal caso la contestación
afirmativa a esa pregunta equivaldrá a la declaración de
culpabilidad, cuando se vote negativamente la exclu-
yente o todas las excluyentes alegadas, y

X. Delante de cada una de las preguntas relativas a las
circunstancias que hayan ocurrido en la comisión del
delito, se pondrá la palabra: �hecho material,� �consti-
tutiva,� �modificativa�, �excluyente,� �calificativa,� se-
gún la calidad de la circunstancia contenida en la pre-
gunta.

Artículo 739.- Por cada acusado, si son varios, se formu-
lará distinto interrogatorio conforme a las reglas estableci-
das en el artículo anterior.

Otro tanto se hará por cada delito de los atribuidos a un
mismo acusado, cuando los hechos en que aquéllos se ha-
gan consistir sean diversos entre sí.

Artículo 740.- El Ministerio Público y la Defensa podrán
combatir la redacción del interrogatorio. El Juez resolverá
si lo modifica o no, y en caso negativo, el que haya pedido
la modificación tendrá derecho a que de este incidente obre
constancia en el acta, a fin de quedar en aptitud de hacerlo
valer oportunamente. Si el Presidente o alguno o algunos
de los vocales, no están conformes con el interrogatorio so-
bre el que haya de recaer la votación o con alguna o algu-
nas de las preguntas contenidas en él, el Juez resolverá si
debe modificarse; y si la resolución es afirmativa, el Juez
hará la modificación de acuerdo con las objeciones, dán-

dose lectura al nuevo interrogatorio. Las partes, en este ca-
so, podrán también ejercitar los derechos consignados an-
tes en este precepto.

Artículo 741.- Formulado y leído el interrogatorio por el
Juez, y hechas las modificaciones a que el artículo que an-
tecede se refiere, o acordada la modificación propuesta de
este incidente, el Presidente del Consejo de Guerra, estan-
do los concurrentes de pie y la escolta presentando las ar-
mas, tomará a los vocales la siguiente protesta:

�¿Protestan, bajo su palabra de honor, resolver las cuestio-
nes que se les van a someter, conforme a las leyes de la ma-
teria, sin tener en cuenta la suerte que pueda resultar al acu-
sado, mirando sólo por la conservación de la disciplina y el
prestigio del Ejército?�.

Cuando los vocales hayan dado su respuesta afirmativa, el
Presidente protestará a su vez, diciendo: �Protesto bajo mi
palabra de honor resolver las cuestiones que se me van a
someter� y lo demás contenido después de esta palabra en
la fórmula anterior.

Artículo 742.- Acto continuo, el Presidente del Consejo de
Guerra suspenderá la sesión pública, y entrará con los de-
más miembros del Consejo en sesión secreta, en la que ten-
drá a la vista el proceso, los documentos, instrumentos del
delito y objetos de éste o sus productos que hayan servido
de piezas de convicción. Desde ese momento, los miem-
bros del Consejo no podrán comunicarse sino con el Juez,
pero en presencia de las partes, cuando creyeren conve-
niente llamarlo para consultarle acerca de algún punto de
derecho, o relativo a la redacción del interrogatorio, ni se-
pararse de la sala de deliberaciones antes de que se pro-
nuncie la resolución que deba dar término a la audiencia.

Artículo 743.- El Presidente impondrá de plano las correc-
ciones disciplinarias que estime pertinentes a cualquiera de
los vocales que salgan de la sala de deliberaciones, antes de
que deba publicarse la resolución del Consejo de Guerra, o
que se comunique con otra persona que no sea el Juez, o
con este mismo, fuera de los casos previstos en el artículo
que antecede. Iguales correcciones deberán imponerse a to-
da persona diversa del Juez que en esas mismas circuns-
tancias se comunique con los vocales; y a todos los que no
impidan esa comunicación, teniendo a su cargo el deber de
impedirla; a no ser que los infractores de este precepto, in-
curran al quebrantarlo, en la comisión de un delito especial,
en cuyo caso se dará vista al Procurador.
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Artículo 744.- Los integrantes del Consejo de Guerra, una
vez constituido en sesión secreta, procederán a la delibera-
ción y votación del interrogatorio, sujetándose para ello a
lo dispuesto en los artículos siguientes.

Artículo 745.- El Presidente del Consejo de Guerra leerá a
los vocales las preguntas contenidas en el interrogatorio so-
bre el que hayan de votar, las someterá a su deliberación y
procederá a recoger los votos acerca de cada una de ellas
en el orden en que estén formuladas, comenzando por el
del vocal que deba desempeñar las funciones de Secretario
del Consejo y concluyendo por el suyo, pero procurando
seguir un orden jerárquico de inferior a superior.

Artículo 746.- Al votarse cada una de las preguntas se
asentará el resultado al pie de ella, expresándose claramen-
te si lo fue por unanimidad o por mayoría y de cuántos vo-
tos. Los interrogatorios serán cubiertos al final de ellos con
una sola firma de cada uno de los vocales; pero aquél que
vote en contra de la mayoría, hará constar en ante-firma su
voto al calce de la pregunta o preguntas en que se haya
apartado de esa mayoría.

Artículo 747.- Ninguno de los miembros del Consejo de
Guerra deberá abstenerse de votar. Las decisiones de éste
serán las que reúnan en su favor la unanimidad o mayoría
de votos.

Artículo 748.- Si el acusado es declarado inocente de un
delito, en la votación, bien por haberse votado negativa-
mente la pregunta o preguntas relativas al hecho o hechos
constitutivos de ese delito, o bien culpable pero no penal-
mente responsable, por haberse votado en sentido afirmati-
vo todas o alguna de las circunstancias excluyentes, no se
procederá a recoger la votación acerca de las demás del
mismo interrogatorio; y si se recaban, se tendrán por no es-
critas las respuestas.

Artículo 749.- Si la votación respecto de las preguntas re-
lativas del interrogatorio fue en el sentido de declarar la
culpabilidad, se procederá a recoger la votación de las de-
más preguntas.

Artículo 750.- Concluida la votación de los interrogato-
rios, el Presidente del Consejo de Guerra entregará al Juez
el resultado de éstos, quien formulará la sentencia en tiem-
po necesario dentro de la misma sesión. Acto seguido el
Presidente declarará reanudada la sesión pública, ordenan-
do que los presentes adopten la posición de firmes o de pie
y la policía de la audiencia presentará las armas, el Juez

asistido del Secretario del juzgado, pronunciará la senten-
cia, misma que contendrá solo la parte resolutiva.

Dentro de los diez días siguientes al de la audiencia, el Juez
engrosará la sentencia.

Artículo 751.- De todo lo sucedido durante la sesión se-
creta, se levantará un acta por el Secretario del Consejo en
la cual se expresará también, siempre que se trate de una
votación diversa de aquella que deben constar en el inte-
rrogatorio o a continuación de él, el sentido en que haya
votado cada uno de los miembros del mismo tribunal, quie-
nes en caso de inconformidad con dicha acta, podrán ex-
presarlo así al pie de ella y bajo su firma, exponiendo la ra-
zón de su posición.

Artículo 752.- Si se declaró sentencia absolutoria, el Juez
dispondrá que se ponga desde luego en libertad al acusado,
si no debiere quedar detenido por otra causa. 

Igualmente se pondrá en libertad al sentenciado a quien se
dé por compurgado.

Artículo 753.- La lectura de la resolución en el salón de la
audiencia, surtirá los efectos de notificación en forma, en
cuanto a las partes que hayan estado presentes en el juicio
ante el Consejo de Guerra, aun cuando no lo estén en ese
momento.

En el mismo acto, se le hará saber al acusado el derecho
que tiene para nombrar Defensor en Segunda Instancia.

A los que no hayan concurrido a la audiencia, se les notifi-
cará la resolución por el juzgado, al día siguiente a la con-
clusión de la audiencia.

Artículo 754.- Terminado lo previsto en los artículos ante-
riores, el Presidente del Consejo de Guerra declarará con-
cluida la sesión pública, ordenando que el sentenciado y la
escolta vuelvan a donde corresponda.

Artículo 755.- Todo lo ocurrido desde la instalación de la
audiencia pública de Consejo de Guerra, hasta la publica-
ción de la sentencia, deberá constar en acta levantada por
el Secretario del juzgado y bajo la dirección del Juez. En
ella se deberá hacer constar:

I. El lugar, día, mes y año en que se efectúe la audien-
cia;
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II. Los grados, nombres y apellidos de los integrantes
del Consejo de Guerra, del Juez, del Secretario del juz-
gado y de las partes;

III. Los grados, nombres y apellidos de los miembros
del Consejo de Guerra que hayan alegado impedimento,
expresándose si fue admitido o desechado, así como
cuál fue el alegado;

IV. Las variaciones o ampliaciones que los testigos o pe-
ritos hayan manifestado en la audiencia;

V. Las modificaciones que el Ministerio Público o la
Defensa hayan formulado en sus conclusiones, asentán-
dose circunstanciadamente las razones alegadas para
ello, y

VI. Los incidentes ocurridos durante la sesión pública y
las resoluciones que sobre ellos dictaron el Presidente
del Consejo de Guerra o el Juez.

Artículo 756.- El acta a que se refiere el artículo anterior
se levantará dentro de los tres días siguientes a la conclu-
sión de la audiencia y se entregará para su firma al Presi-
dente del Consejo de Guerra, al Juez y a las partes, después
de que haya sido aprobada, o hecho constar las objeciones
que se le hagan o las protestas a que diere lugar.

Artículo 757.- Siempre que el Consejo de Guerra tenga
que resolver acerca de la suspensión de los debates, o de
cualquier otro de los incidentes que puedan ocurrir duran-
te la audiencia, lo hará en sesión secreta.

Artículo 758.- El Presidente del Consejo de Guerra tiene
facultad para suspender la audiencia por el tiempo necesa-
rio a fin de que descansen los funcionarios, empleados y
demás personas obligadas a concurrir al juicio; así como
también cuando haya de levantarse el acta respectiva con
motivo de un delito cometido o descubierto durante la au-
diencia, y en los demás casos expresamente señalados por
la ley para ese efecto.

Si la suspensión conlleva la del juicio por un término ma-
yor de veinticuatro horas, corresponderá al Consejo resol-
ver sobre el particular; si lo hace en sentido afirmativo, la
vista del proceso comenzará de nuevo en el día y hora que
se señale.

Artículo 759.- Cuando de los documentos presentados o
de las declaraciones de los testigos durante la audiencia,

aparezca que el acusado es penalmente responsable por
otros hechos u omisiones diversos de los que fueron mate-
ria del proceso, el Consejo de Guerra, al pronunciar su re-
solución acerca de aquél, mandará dar vista al Ministerio
Público para los efectos a que haya lugar, si éste no proce-
dió desde luego.

Artículo 760.- Los miembros del Consejo de Guerra no es-
tán obligados a ajustar sus procedimientos y determinacio-
nes a la opinión del Juez, el que sólo podrá y deberá emi-
tirla, cuando aquellos se la soliciten.

CAPÍTULO IV
De la Policía de la Audiencia

Artículo 761.- La policía de la audiencia está a cargo del
Presidente del Consejo de Guerra, a cuyas órdenes se pon-
drá la escolta que conduzca al acusado y cualquiera otra
fuerza cuya presencia sea necesaria en la sala de audiencia.

Mientras el Presidente esté en la sala de deliberaciones, la
policía de la audiencia estará a cargo del Juez y en ausen-
cia de éste, del Agente del Ministerio Público, teniendo,
cualquiera de ellos en esos momentos, las mismas faculta-
des que el Presidente.

Artículo 762.- Las audiencias serán públicas, salvo lo pre-
venido en el artículo 765 y deberá concurrir a ellas el per-
sonal designado por el Mando Territorial.

Artículo 763.- Todos los que no intervengan oficialmente
en la audiencia, ocuparán en la sala los lugares destinados
al público.

En la tribuna destinada al Consejo de Guerra, sólo podrán
estar los integrantes de éste, el Juez, el Secretario del Juz-
gado, el funcionario o funcionarios que representen al Mi-
nisterio Público, los Defensores, los acusados, y el perso-
nal necesario para el servicio.

Todo el que infrinja esta disposición será amonestado por
el Presidente y si reincide, se le hará salir de la Sala de Au-
diencia.

Artículo 764.- Todos los que asistan a la audiencia se con-
ducirán con respeto y en silencio, sin portar armas, con ex-
cepción de la escolta y policía de la audiencia, teniendo pro-
hibido dar señales de aprobación o desaprobación y externar
o manifestar opiniones sobre la culpabilidad o inocencia del
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acusado, sobre las pruebas que se rindan o sobre la con-
ducta de alguno de los que intervengan en el juicio.

Quien infrinja este precepto será apercibido por el Presi-
dente del Consejo de Guerra; si reincide se le expulsará de
la Sala de Audiencia, y si se resiste a abandonarla o vuelve
a ella, se le impondrá la corrección disciplinaria consisten-
te en un arresto por veinticuatro horas.

Tratándose de particulares que asisten a la audiencia, el
apercibimiento consistirá en la imposición de multa hasta
por quince días de salario mínimo, la que se hará efectiva
si reinciden.

Artículo 765.- Si se produce tumulto, con objeto de impe-
dir o estorbar de cualquier manera la administración de jus-
ticia, el Presidente del Consejo de Guerra ordenará que sean
retirados de la audiencia los perturbadores; de estos hechos
se hará constancia, dando vista al Ministerio Público.

Cuando no sea posible restablecer el orden por los medios
prescritos en este artículo y en el anterior, el Presidente po-
drá mandar que los concurrentes salgan de la Sala de Au-
diencia y que ésta continúe a puerta cerrada.

En caso de resistencia, el referido funcionario ordenará ha-
cer uso de la fuerza para hacer cumplir sus determinacio-
nes.

Artículo 766.- El Presidente del Consejo de Guerra en ca-
so de que el acusado, con clamores, o por cualquier otro
medio para causar tumulto, ponga obstáculo al libre ejerci-
cio de la justicia, o que falte al respeto debido a la ley o a
las autoridades, lo apercibirá, conminándolo a reconsiderar
su actitud, haciéndolo constar el Secretario del Juzgado; de
persistir en su conducta, se dará vista al Ministerio Público
para los efectos de su representación; continuando con el
procedimiento hasta su conclusión, en caso necesario será
sometido por la policía de la audiencia.

Artículo 767.- Si el Defensor del acusado perturba el or-
den o injuria u ofende a alguna persona presente, o falte al
respeto debido a la ley o a las autoridades, el Presidente lo
apercibirá, y si reincide, lo mandará expulsar de la Sala de
Audiencia, imponiéndole la corrección disciplinaria que
estime conveniente, o dará parte a la autoridad que corres-
ponda, si el expulsado es de categoría igual o superior a la
del Presidente y es Defensor de Oficio; se procederá res-
pecto del acusado, como está prevenido en el artículo 712.

Artículo 768.- Si el que comete esas faltas es el Agente del
Ministerio Público, el Presidente del Consejo de Guerra le
apercibirá y si reincide dará aviso al Procurador para que
proceda conforme a sus facultades.

Artículo 769.- El Presidente del Consejo de Guerra toma-
rá las precauciones que estime necesarias a fin de impedir
que los testigos se comuniquen entre sí, antes de que sean
llamados a declarar.

Los testigos y peritos que hayan concurrido a la Sala de
Audiencia, permanecerán mientras no fueren llamados o el
Presidente no disponga otra cosa, en el área destinada es-
pecialmente para ello, sin poder salir de este lugar ni co-
municarse de palabra o por escrito, con alguna persona.

El que infrinja cualquiera de estas disposiciones, enten-
diéndose por infractor de ellas al que se comunique con los
testigos y peritos, y al que no impida esa comunicación te-
niendo a su cargo la obligación de hacerlo, será sanciona-
do disciplinariamente por el Presidente del Consejo, o se
dará vista al Ministerio Público para los efectos de su re-
presentación.

Artículo 770.- El acusado, durante la audiencia, solo podrá
comunicarse con sus Defensores, con el Presidente del
Consejo de Guerra o con las personas autorizadas por él
para ese efecto, sin que en ningún caso pueda dirigir la pa-
labra al público.

La infracción de este precepto se sancionará con arreglo a
lo establecido en el artículo anterior.

Artículo 771.- A toda audiencia debe concurrir, además de
la escolta encargada de la custodia del acusado, la fuerza
militar que el Presidente del Consejo de Guerra considere
necesaria para hacer cumplir sus disposiciones y conservar
el orden.

CAPÍTULO V
Del Juicio ante el 

Consejo de Guerra Extraordinario

Artículo 772.- Siempre que en concepto de las autoridades
facultadas para convocar, conforme al artículo 89 se come-
ta un delito de la competencia de un Consejo de Guerra Ex-
traordinario, dicha autoridad, expresándolo así, consigna-
rá a los probables responsables con el pedimento del
Ministerio Público, citando a quienes deban desempeñar
las funciones de Juez, y Secretario del Juzgado, haciendo
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las insaculaciones necesarias para integrar el Consejo y se-
ñalando para la reunión de éste, un término que no podrá
ser menor de veinticuatro horas ni mayor de cuarenta y
ocho.

Hechas las insaculaciones, el Comandante expedirá los
nombramientos de los que hayan resultado designados pa-
ra formar parte del Consejo, nombrando a quien deba des-
empeñar el cargo de Presidente.

La composición y reunión del Consejo, se hará saber por la
orden general de la plaza.

Artículo 773.- El Juez, sin pérdida de tiempo, hará saber
dicha orden al probable responsable, lo requerirá para que
nombre Defensor, advirtiéndole que en caso de que no lo
haga, se le nombrará de oficio, le tomará su declaración
preparatoria, practicará sumariamente las diligencias que
sea posible efectuar antes de la reunión del Consejo, para
la comprobación del cuerpo del delito y la probable res-
ponsabilidad, motivando auto de formal prisión en su caso;
citará desde luego, a los testigos y peritos que en su con-
cepto deban concurrir a la audiencia.

Las partes podrán entregar al Juez lista de los testigos y pe-
ritos que crean conveniente presentar en la audiencia, a fin
de que además de aquellos que hayan sido citados por di-
cho Juez, sean examinados ante el Consejo.

Artículo 774.- El auto de formal prisión dictado conforme
al artículo anterior no es apelable.

Artículo 775.- El Juez entregará el proceso al Presidente
del Consejo de Guerra con la lista de los testigos y peritos
a quienes haya citado.

Artículo 776.- Reunido el Consejo de Guerra, el Presiden-
te del mismo pasará lista del personal judicial, las partes,
testigos y peritos, y el Secretario del Consejo dará lectura
a las disposiciones de este Código, relativas a los delitos de
la competencia de Consejos de Guerra Extraordinarios y al
procedimiento para juzgar a los probables responsables de
ellos.

Artículo 777.- Una vez que el Presidente del Consejo de
Guerra Extraordinario lo declare instalado, practicará su-
mariamente todo lo que sea aplicable de lo prevenido, en
cuanto al examen del acusado o acusados, testigos y peri-
tos, lectura de constancias procesales y debates, ante un
Consejo de Guerra Ordinario.

Artículo 778.- La audiencia sólo se suspenderá: en el caso
de excusa de alguno de los miembros del Consejo de Gue-
rra Extraordinario, que será calificada en los términos de la
primera parte del artículo 713, tomando su lugar quien ha-
ya sido designado como suplente, o cuando el mismo Con-
sejo considere indispensable la declaración de algún testi-
go que no este presente u otra prueba que no pueda ser
recibida en el acto; en el concepto de que en cualquiera de
esos casos, la suspensión no excederá de seis horas y ob-
servándose, cuando haya lugar a ello, lo prevenido en los
dos artículos subsecuentes.

Artículo 779.- Cuando no puedan agregarse a los autos in-
mediatamente, las hojas de actuación, memorial de servi-
cios o contrato de reclutamiento de los procesados, se su-
plirán estos documentos con declaraciones e informes de
los superiores jerárquicos inmediatos, y si no los hay, de
militares que los conozcan, quienes expondrán lo que se-
pan acerca de la actuación militar de aquéllos.

Artículo 780.- En caso de lesiones no se esperará el resul-
tado de éstas para la continuación del procedimiento; éste
seguirá adelante con solo la comprobación del cuerpo del
delito.

Artículo 781.- Concluidos los debates, el Presidente toma-
rá a los vocales la protesta a que se refiere el artículo 741,
declarará secreta la audiencia y en ella formulará la si-
guiente pregunta: �¿El delito que se imputa al acusado N.
N. es de la competencia del Consejo de Guerra Extraordi-
nario, conforme a lo dispuesto en el Código de Justicia Mi-
litar?�.

Recabada la votación de los miembros del Consejo, se pro-
cederá en vista de ella, como corresponda, con arreglo a lo
que se previene en los dos artículos que siguen.

Artículo 782.- Contestada negativamente la pregunta es-
pecificada en el artículo anterior, el Consejo de Guerra Ex-
traordinario entregará el proceso y demás documentos con
el acta que haya levantado el Secretario del juzgado, al
Juez, si es permanente, quien seguirá conociendo del asun-
to, según su competencia; y si no es permanente, el Conse-
jo remitirá al inculpado, el proceso y documentos por con-
ducto del Comandante que lo convocó al Juez permanente
que tenga competencia.

Artículo 783.- Si la contestación es afirmativa, el Juez for-
mulará las preguntas a que se contraen las fracciones VII y
VIII del artículo 738, con arreglo a lo prevenido en ellas y
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las IX y X del mismo artículo, procediéndose después con-
forme a lo dispuesto en el artículo 745 y siguientes, en to-
do cuanto en esos preceptos sean aplicables.

Artículo 784.- Cuando se declare que el acusado es ino-
cente, se pronunciará su absolución y el Presidente del
Consejo de Guerra Extraordinario dispondrá que se le pon-
ga en libertad, si no debe quedar detenido por otra causa;
todo lo cual se hará constar en el acta.

Artículo 785.- En la notificación y la ejecución de la sen-
tencia, se observarán por la autoridad militar las formali-
dades prevenidas por este Código y por las disposiciones
disciplinarias, hasta donde sean aplicables con las circuns-
tancias del delito.

Artículo 786.- Del acta levantada de lo ocurrido en la au-
diencia, inclusive el fallo, se enviarán copias autorizadas al
archivo de la corporación a que pertenezca el sentenciado
y a la Secretaría.

Artículo 787.- El expediente original será remitido al Su-
premo Tribunal Militar, para su revisión, la que se concre-
tará a resolver sobre la responsabilidad de los funcionarios
que hayan intervenido, para los efectos legales a que haya
lugar.

Artículo 788.- Las sentencias que se pronuncien por los
Consejos de Guerra Extraordinarios no admiten ningún re-
curso.

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO
De los Incidentes

CAPÍTULO I
Incidentes en General

Artículo 789.- Las objeciones que las partes formulen, en
cuanto tengan relación con los hechos, serán apreciadas en
la sentencia definitiva por el Tribunal que conozca del pro-
ceso, sin dar lugar a un incidente, o a un fallo especial, si-
no en los casos en que éste Código así lo determine expre-
samente.

Artículo 790.- Los tribunales militares resolverán de plano
sobre los incidentes de obvia resolución y que a su juicio
no requieran detenido examen.

Artículo 791.- Si el incidente se promueve durante la ins-
trucción y es de los que no se pueden decidir de plano, se

substanciará por cuerda separada, dándose conocimiento
de su promoción a la contra parte para que conteste a más
tardar, dentro del tercer día. Transcurrido este plazo, se ha-
ya o no contestado, se abrirá un término de prueba, si a jui-
cio del Juez es necesario para esclarecer algún hecho o si
fue solicitado por las partes.

El término de prueba se fijará por el Juez, sin exceder de
cinco días. Concluido el plazo, el Juez celebrará, dentro de
los tres días siguientes, una audiencia y después de lo ale-
gado por las partes resolverá sobre el incidente dentro del
tercer día.

Artículo 792.- Si el incidente se promueve después de ce-
rrada la instrucción, el Juez, o el Supremo Tribunal, en su
caso, si estiman que debe oírse a las partes, lo hará en au-
diencia; y si se promueve prueba y sea procedente, la reci-
birá en otra audiencia, que se llevará a cabo dentro de los
tres días siguientes, en la que aquéllas podrán alegar; y pro-
cederá como se previene al final del artículo anterior.

Artículo 793.- Los incidentes no suspenderán el curso del
proceso, sino en los casos en que este Código lo ordene ex-
presamente.

Artículo 794.- Ningún incidente será admisible en prime-
ra instancia después de haberse citado a la audiencia de de-
recho o de haberse convocado al Consejo de Guerra; y en
segunda instancia, después de haberse declarado visto el
proceso.

Artículo 795.- En los juicios de la competencia de los
Consejos de Guerra Extraordinarios, no podrán promover-
se más incidentes que los de excusa y recusación conforme
a las reglas establecidas por este Código.

CAPÍTULO II
Incidentes de Libertad

SECCIÓN PRIMERA
De la Libertad Provisional Bajo Caución

Artículo 796.- Todo inculpado inmediatamente que lo so-
licite tendrá derecho, durante la Averiguación Previa o en
el Proceso, a que se le otorgue la libertad provisional bajo
caución, siempre y cuando se reúnan los siguientes requi-
sitos:

I. Que garantice el monto estimado de la reparación del
daño.
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Tratándose de delitos que afecten la vida o la integridad
corporal, el monto de la reparación no podrá ser menor
del que resulte aplicándose las disposiciones relativas
de la Ley Federal del Trabajo;

II. Que garantice las sanciones pecuniarias que en su ca-
so puedan imponérsele;

III. Que caucione el cumplimiento de las obligaciones a su
cargo, que este Código establece en razón del proceso; y

IV. Que no se trate de alguno de los delitos calificados
como graves en el artículo 570 de este Código.

Artículo 797.- La libertad bajo caución podrá solicitarse
en cualquier tiempo por el inculpado o por su Defensor.

Artículo 798.- Cuando proceda la libertad caucional, reu-
nidos los requisitos legales, el Ministerio Público o el Juez
la decretará inmediatamente.

Artículo 799.- En caso de delitos no graves, el Juez podrá
negar, a solicitud del Ministerio Público, la libertad provi-
sional del inculpado, cuando éste haya sido condenado con
anterioridad, por algún delito calificado como grave por la
ley o, cuando el Ministerio Público aporte elementos al
Juez para establecer que la libertad del inculpado represen-
ta, por su conducta precedente o por las circunstancias y
características del delito cometido, un riesgo para el ofen-
dido o para la sociedad.

Por conducta precedente o circunstancias y características
del delito cometido, según corresponda, se entenderán, en-
tre otros casos, cuando: 

I. El inculpado sea delincuente habitual o reincidente
por delitos dolosos, en términos de lo dispuesto por es-
te Código; 

II. El inculpado esté sujeto a otro u otros procesos pe-
nales anteriores, en los cuales se le haya dictado auto de
formal prisión por el mismo género de delitos;

III. El inculpado se haya sustraído a la acción de la jus-
ticia y esté sujeto a un procedimiento penal por delito
doloso por el cual haya sido extraditado;

IV. El inculpado se haya sustraído con anterioridad a la
acción de la justicia impidiendo con ello la continuidad
del proceso penal correspondiente;

V. El Ministerio Público aporte cualquier otro elemento
probatorio de que el inculpado se sustraerá a la acción
de la justicia, si la libertad provisional le es otorgada;

VI. Exista el riesgo fundado de que el inculpado come-
ta un delito doloso contra la víctima u ofendido, alguno
de los testigos que depongan en su contra, servidores
públicos que intervengan en el procedimiento, o algún
tercero, si la libertad provisional le es otorgada;

VII. Se trate de delito cometido con violencia, en aso-
ciación delictuosa o pandilla, o

VIII. El inculpado haya cometido el delito bajo el influ-
jo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

Artículo 800.- El Juez podrá en todo caso revocar la liber-
tad provisional concedida al inculpado cuando aparezca
durante el proceso cualesquiera de las causas previstas en
el artículo anterior y así lo solicite el Ministerio Público.

Artículo 801.- En caso de que se niegue la libertad cau-
cional, puede solicitarse de nuevo y ser concedida por cau-
sas supervenientes.

Artículo 802.- El monto de la caución se fijará por el Juez,
quien tomará en consideración:

I. Los antecedentes del inculpado;

II. La gravedad y circunstancias del delito o de los deli-
tos imputados;

III. La condición económica del inculpado;

IV. La naturaleza de la garantía que se ofrezca, y

V. El interés que pueda tener el inculpado en sustraerse
a la acción de la justicia.

El Juez podrá disminuir el monto de la caución inicial, to-
mando en consideración las anteriores circunstancias.

Artículo 803.- La naturaleza de la caución quedará a elec-
ción del acusado, quien al solicitar la libertad manifestará
la forma que elige. En caso de que el inculpado o su de-
fensor, no hagan dicha manifestación, el Juez, de acuerdo
con el artículo que antecede, fijará la naturaleza de la cau-
ción.
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El monto y la forma de la caución que se fije deberán ser
asequibles para el inculpado.

Artículo 804.- La caución podrá consistir:

I. En depósito en efectivo, hecho por el inculpado o por
terceras personas, en la institución de crédito autorizada
para ello; el certificado que en estos casos se expida, se
depositará en la caja de valores del juzgado, tomándose
razón de ello en autos. Cuando por razón de la hora o
por ser día inhábil no pueda constituirse el depósito di-
rectamente en la institución mencionada, el Juez recibi-
rá la cantidad exhibida y la mandará depositar en la mis-
ma el primer día hábil.

II. En caución hipotecaria otorgada por el inculpado o
por terceras personas, el inmueble no deberá tener gra-
vamen alguno y su valor fiscal no deberá ser menor que
la suma fijada como caución, más la cantidad que el
Juez estime necesaria para cubrir los gastos destinados
a hacer efectiva la garantía, y

III. En fianza personal que fijará el Juez, y podrá cons-
tituirse en el mismo expediente de autos.

Artículo 805.- Cuando se ofrezca como garantía, fianza
personal por cantidad que no exceda de 100 veces el sala-
rio mínimo vigente en el Distrito Federal, el fiador deberá
comprobar que tiene bienes raíces inscritos en el Registro
Público de la Propiedad, de la jurisdicción del tribunal co-
rrespondiente, cuyo valor sea cuando menos de tres tantos
de la cantidad señalada como garantía y presentará certifi-
cado de liberación de gravámenes a la fecha en que haya de
otorgarse la caución, y los títulos de propiedad, que serán
anotados con una razón del fin para que fueron presenta-
dos.

Si la fianza es hipotecaria, la hipoteca se deberá constituir
en primer lugar, e inscribirse en el Registro Público de la
Propiedad.

Artículo 806.- El fiador propuesto, cuando se trate de fian-
za personal, salvo cuando sea dada por empresas afianza-
doras legalmente autorizadas, deberá declarar ante el tribu-
nal correspondiente, bajo protesta de decir verdad, acerca
de las fianzas judiciales que con anterioridad hayan otor-
gado, así como de la cuantía y circunstancias de las mismas
para que esa declaración se tome en cuenta al calificar su
solvencia.

Artículo 807.- Al notificarse al inculpado el auto que le
concede su libertad caucional, se le hará saber que contrae
las siguientes obligaciones: presentarse ante su Juez cuan-
tas veces sea citado o requerido para ello; comunicar al
mismo los cambios de domicilio que tenga y los datos ne-
cesarios para su pronta localización, así como presentarse
ante el tribunal que conozca de su causa el día que se le se-
ñale de cada semana.

En la notificación se hará constar que se hicieron saber al
acusado las anteriores obligaciones; pero la omisión de es-
te requisito no exime de ellas ni de sus consecuencias al in-
culpado.

Artículo 808.- Cuando el inculpado, por sí mismo haya ga-
rantizado su libertad por depósito o por hipoteca, aquélla se
le revocará en los casos siguientes:

I. El procesado desobedezca, sin causa justificada y
comprobada, las órdenes legítimas del Juez que conoz-
ca de su proceso;

II. Lo solicite el mismo inculpado y se presente a su
Juez;

III. En el curso de la instrucción aparezca que el delito
o los delitos imputados se encuentran calificados como
graves por este Código;

IV. En su proceso cause ejecutoria la sentencia dictada
en primera o en segunda instancia y ella sea condenato-
ria sin dar al reo por compurgado;

V. El inculpado no cumpla en forma grave con alguna de
las obligaciones a que se refiere el artículo anterior;

VI. Sea sentenciado por un nuevo delito intencional que
merezca pena de prisión, antes de que el expediente en
que se le concedió la libertad esté concluido por senten-
cia ejecutoria;

VII. Amenace al ofendido o a algún testigo de los que
hayan depuesto o tengan que deponer en su asunto o tra-
te de cohechar o sobornar a alguno de estos últimos, a
algún funcionario del tribunal, o al Agente del Ministe-
rio Público que intervengan en el caso.

Artículo 809.- Cuando un tercero haya garantizado la li-
bertad del acusado por medio de depósito en efectivo, de
fianza personal o de hipoteca, aquélla se revocará:
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I. En los casos que se mencionan en el artículo anterior;

II. Cuando aquél pida que se le releve de la obligación
y presente al inculpado;

III. Cuando con posterioridad se demuestre la insolvencia
del fiador, o haya fenecido la vigencia de la fianza, y

IV. En los casos del artículo 813 de este Código.

Artículo 810.- En los casos de las fracciones I y V del ar-
ticulo 808 se mandará reaprehender al reo y la caución se
hará efectiva, a cuyo efecto el Juez enviará el certificado de
depósito, el testimonio de la hipoteca o copia del acta co-
rrespondiente a la Tesorería de la Federación respectiva,
para su cobro.

Artículo 811.- En los casos de las fracciones III y IV del
artículo 808, se ordenará la reaprehensión del acusado, si
no se presenta dentro de veinticuatro horas de haberse cita-
do; desobediencia que ameritará se haga efectiva la fianza.

En los casos de las fracciones II del artículo 808, fraccio-
nes II y III del 809, se remitirá al acusado al estableci-
miento que corresponda, sin perjuicio de que en el último
caso, se haga efectiva la fianza cuando esto llegue a ser po-
sible.

Artículo 812.- El Juez ordenará la devolución del depósi-
to o mandará cancelar la garantía, cuando:

I. De acuerdo con el artículo anterior remita al acusado
al establecimiento correspondiente, por las causas que
se mencionan en las fracciones II del artículo 808, III y
IV del mismo, si se hubiere presentado cumpliendo la
citación y II del 809;

II. Se dicte resolución absolutoria;

III. Resulte culpable y penalmente responsable y se pre-
sente a cumplir su sentencia, y

IV. Se dicte auto de libertad o de extinción de la res-
ponsabilidad penal.

Artículo 813.- Cuando un tercero haya constituido depósi-
to, fianza o hipoteca, para garantizar la libertad de un in-
culpado, las órdenes para que comparezca éste se entende-
rán con aquél. Si no puede desde luego presentarlo, el Juez
podrá otorgarle un plazo hasta de cinco días para que lo ha-

ga, sin perjuicio de librar orden de reaprehensión si lo esti-
ma oportuno. 

Si concluido el plazo concedido al fiador, no se obtiene la
comparecencia del acusado, se hará efectiva la garantía y
se ordenará, si no se ha hecho, la reaprehensión del incul-
pado.

Artículo 814.- En los casos de revocación de la libertad
caucional, se deberá oír previamente al Ministerio Público.

Artículo 815.- El Juez que conceda libertad bajo caución,
la comunicará al Supremo Tribunal Militar, dentro del tér-
mino de tres días. Asimismo, dará aviso de la cancelación
y motivo de ella y de la que haga efectiva.

SECCIÓN SEGUNDA
Libertad Provisional Bajo Protesta

Artículo 816.- Libertad protestatoria es la que se concede
bajo la palabra de honor del procesado, siempre que se
cumplan los requisitos siguientes:

I. Que el acusado tenga domicilio conocido en el lugar
en que se siga el proceso;

II. Que a juicio del Juez, no haya temor de que se sus-
traiga a la acción de la justicia;

III. Que proteste presentarse al Juez que conozca de su
causa, siempre que se le cite;

IV. Que se trate de delitos cuyo término medio no exce-
da de un año de prisión;

V. Que tenga buena conducta civil y militar, y

VI. Que sea primo delincuente.

Artículo 817.- La libertad bajo protesta en el caso del artí-
culo anterior puede solicitarse y decretarse en cualquier es-
tado del proceso, después de recibida la declaración prepa-
ratoria.

El incidente se substanciará ante el Juez oyéndose en au-
diencia verbal al Ministerio Público y se resolverá dentro
de los tres días siguientes a la petición.

Artículo 818.- La libertad protestatoria se revocará cuando:
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I. Se incumpla alguna de las disposiciones del artículo
816 de este Código, y

II. Recaiga sentencia condenatoria contra el agraciado,
ya sea en primera o en segunda instancia.

Artículo 819.- La libertad protestatoria procede sin los re-
quisitos anteriores:

I. En los casos del apartado �A�, párrafo segundo de la
fracción X del articulo 20 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y

II. Cuando se pronunció sentencia condenatoria en pri-
mera instancia y la haya cumplido íntegramente el acu-
sado, estando pendiente del recurso de apelación.

SECCIÓN TERCERA
De la Libertad por Desvanecimiento de Datos

Artículo 820.- La libertad por desvanecimiento de datos
procede en los siguientes casos:

I. Cuando en cualquier estado de la instrucción y des-
pués de dictado el auto de formal prisión aparezca ple-
namente desvanecidos los datos que sirvieron para com-
probar el cuerpo del delito, o

II. Cuando en cualquier estado de la instrucción y sin
que hubieren aparecido datos posteriores de responsabi-
lidad, se hayan desvanecido plenamente los considera-
dos en el auto de formal prisión para tener al inculpado
como probable responsable.

Artículo 821.- Para substanciar el incidente a que se refie-
re el articulo anterior, presentada la petición por el intere-
sado, el Juez citará a las partes a una audiencia dentro del
término de cinco días, y después de oírlas, sin más trámite,
dictará la resolución que proceda dentro de los tres días si-
guientes.

Artículo 822.- Cuando en opinión del Ministerio Público
se hayan desvanecido los datos que sirvieron para dictar la
formal prisión, no podrá expresar su parecer en la audien-
cia, sin previa autorización del Procurador, quien deberá
resolver dentro del término de diez días.

Artículo 823.- En el caso de que se conceda la libertad por
haberse desvanecido los datos que sirvieron para conside-
rar al inculpado como probable responsable, la resolución

respectiva tendrá los mismos efectos del auto de libertad
por falta de méritos, quedando expedita la acción del Mi-
nisterio Público para pedir de nuevo la aprehensión del in-
culpado, si aparecieren nuevos datos que lo ameriten, así
como nueva formal prisión del mismo.

Cuando se conceda la libertad por haberse desvanecido los
datos que sirvieron para tener por comprobado el cuerpo
del delito, la resolución tendrá efectos de sentencia defini-
tiva.

CAPÍTULO III
De la Competencia

SECCIÓN PRIMERA
De la Inhibitoria

Artículo 824.- Las contiendas de competencia se promo-
verán por inhibitoria o por declinatoria.

Artículo 825.- La inhibitoria se intentará ante la autoridad
judicial militar a la que se crea competente, pidiéndole que
dirija oficio al tribunal a quien se estime incompetente, para
que se inhiba y remita las diligencias que haya practicado.

Este incidente es improcedente tratándose de designación
de distinta jurisdicción.

Artículo 826.- En el oficio de inhibición que se libre, se in-
sertarán copias autorizadas de lo siguiente:

I. Del escrito donde se solicita la inhibitoria.

II. Del desahogo a la vista que se le dio al Ministerio Pú-
blico en caso de que éste no la haya solicitado.

III. El auto que haya recaído, y

IV. Las demás constancias que se estimen necesarias pa-
ra fundar la competencia.

Artículo 827.- Recibido el oficio de inhibición, el Juez oi-
rá a las partes que ante él litiguen, señalando dos días a ca-
da una para que desahoguen el traslado y citando a audien-
cia dentro de las veinticuatro horas siguientes, en la que se
dará cuenta del incidente y resolverá, concurran o no di-
chas partes.

Artículo 828.- Si accede a la inhibición, remitirá los au-
tos inmediatamente, y en su caso, al o los procesados, a la
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autoridad judicial que se le haya propuesto, con citación de
las partes.

Artículo 829.- Si el tribunal requerido se niega a inhibirse,
comunicará su resolución a aquél de quien proceda la inhi-
bitoria, insertando lo que hayan expuesto las partes que an-
te él litiguen con las demás constancias que crea necesarias
en apoyo de su competencia.

La autoridad requerida contestará en el improrrogable tér-
mino de tres días, a partir del día siguiente de la legal noti-
ficación.

Artículo 830.- Si pasado el término señalado en el artícu-
lo anterior y además el tiempo necesario para que la auto-
ridad requirente reciba la contestación de la requerida, se-
gún la facilidad de las comunicaciones que entre ambas
existan, la primera de esas autoridades no recibe dicha con-
testación, tendrá por aceptada la competencia y remitirá
sus actuaciones al Supremo Tribunal Militar con un infor-
me en que funde su competencia.

De igual modo procederán las autoridades cuando sosten-
gan su competencia.

Artículo 831.- Si la autoridad requerida contesta aceptan-
do la competencia jurisdiccional, la requirente deberá par-
ticiparle que a su vez sostiene la competencia o que se des-
iste de ella.

Esta contestación se dará en el improrrogable término de
tres días, y en caso contrario, la autoridad requerida proce-
derá como lo dispone el artículo anterior.

Artículo 832.- En caso de inhibitoria, si las dos autorida-
des competidoras iniciaron la instrucción, la continuarán
separadamente hasta que se dirima la competencia y se
proceda a la acumulación.

La autoridad a quien esté sujeto el procesado, podrá resol-
ver el incidente que por parte de éste se promueva, sobre li-
bertad caucional.

SECCIÓN SEGUNDA
De la Declinatoria

Artículo 833.- La declinatoria podrá promoverse en los
juicios ordinarios, en cualquier estado del procedimiento,
hasta antes de formuladas conclusiones por las partes.

Se propondrá ante el tribunal a quien se considere incompe-
tente, pidiéndole que se abstenga del conocimiento del pro-
ceso y haga igual remisión de las actuaciones al competente.

Artículo 834.- Cuando la incompetencia se funde en el ar-
tículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la declinatoria podrá oponerse en todo tiempo
y se resolverá sin necesidad de tramitación.

Esta incompetencia puede declararla el Juez de oficio. Si
aquél a quien se estime competente hace oposición, el ex-
pediente se remitirá para que sea resuelto el caso, a la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.

Artículo 835.- Cuando se oponga la declinatoria se sus-
penderá el procedimiento, tramitándose el incidente para
oír a las partes y resolver como lo previene el artículo 842;
y si se declara la incompetencia, se remitirán las actuacio-
nes a la autoridad que corresponda.

SECCIÓN TERCERA
Reglas Comunes

Artículo 836.- La parte que promueva la competencia por
uno de estos medios, no podrá abandonarlo y adoptar el
otro, ni interponerlos simultánea ni sucesivamente, debien-
do sujetarse al resultado del que haya elegido.

Artículo 837.- El que promueva la competencia de cual-
quiera de los dos modos que quedan establecidos, en el es-
crito en que lo haga manifestará bajo protesta de decir ver-
dad que no ha intentado el otro.

Artículo 838.- Cuando a consecuencia de los oficios que
se dirijan las autoridades que controviertan, alguna de ellas
se desiste de la competencia, la que lo haga, remitirá a la
otra sus actuaciones.

Artículo 839.- Si la competencia de jurisdicción se pro-
mueve durante la instrucción, sólo se remitirá al tribunal
que deba dirimirla, testimonio de lo que cada autoridad es-
time conducente para fundar su competencia.

Artículo 840.- Cerrada la instrucción, las autoridades com-
petidoras suspenderán sus procedimientos hasta que se re-
suelva la cuestión de competencia.

Artículo 841.- Las diligencias practicadas por una o por
ambas autoridades competidoras, serán firmes y válidas a
pesar de la incompetencia de una de ellas.
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Si se trata de competencia constitucional serán válidas las
diligencias que puedan coordinarse con el procedimiento
establecido en este Código.

Artículo 842.- Cuando se interponga la excepción de in-
competencia, se formará por cuerda separada el incidente y
el Juez oirá a las partes en una audiencia que deberá tener
lugar dentro de los tres días siguientes, dejando constancia
de la misma, si se promueve prueba y el Juez la estima pro-
cedente, se recibirá en la audiencia.

El Juez resolverá a más tardar, dentro de tres días.

CAPÍTULO IV
De los Impedimentos

Artículo 843.- Están impedidos para intervenir en un pro-
ceso con el carácter de Juez, Secretario de Juzgado, Minis-
terio Público o miembro de un tribunal:

I. El que tenga relación de parentesco de consanguini-
dad en línea recta sin limitación de grado, o de afinidad
o colateral dentro del cuarto grado civil con el acusado
o quien, sin obrar en el ejercicio de las funciones de su
cargo, haya formulado la denuncia o querella;

II. El que, sin la expresada circunstancia, haya produci-
do la denuncia o querella, que motive o pueda motivar
la formación del proceso, o aquel contra quien fue diri-
gida una de aquéllas, cualquiera que sea el que la pro-
duzca, y tratándose del mismo proceso que en ella se de-
be basar;

III. El que haya declarado como testigo en el proceso en
que haya de intervenir con alguno de los caracteres es-
pecificados en el presente artículo;

IV. El que en los cinco años anteriores al juicio, haya fi-
gurado como parte civil, o como acusador, sin obrar en
las funciones de su cargo, en otro juicio penal contra el
acusado;

V. El que con anterioridad haya intervenido en el mismo
proceso, con otro de los caracteres especificados en es-
te precepto o conocido del asunto objeto de él;

VI. El que tenga relación de amistad íntima o de ene-
mistad grave y manifiesta con el acusado o con el ofen-
dido, y

VII. Aquel contra quien se haya cometido el delito o que
resienta personalmente sus consecuencias, y los parien-
tes de éste, en los grados a que se contrae la fracción I.

Artículo 844.- Ningún militar puede excusarse de desem-
peñar los cargos o empleos de la administración de justicia,
sino de conformidad con lo preceptuado en este Código.

Artículo 845.- Las causas de impedimento no pueden dis-
pensarse por voluntad de las partes.

Artículo 846.- El impedimento se calificará por el superior
a quien correspondería juzgar de una recusación, en vista
del informe que, dentro de tres días, rinda el Juez o Magis-
trado.

Contra la resolución que se dicte no habrá recurso alguno.

CAPÍTULO V
De las Excusas

Artículo 847.- La excusa de los magistrados del Supremo
Tribunal Militar, se presentará ante el tribunal pleno.

Integrado éste, se procederá a calificar la excusa en la mis-
ma sesión en que se de cuenta de ella, o en la siguiente si
la causa en que se funde es notoria; si se necesita prueba,
se concederá para recibirla un término de setenta y dos ho-
ras, y en la sesión plenaria siguiente se hará la calificación
que corresponda.

Artículo 848.- La excusa del Procurador se propondrá an-
te la Secretaría, la que calificará el impedimento y resolve-
rá dentro de setenta y dos horas.

La de cualquiera de sus agentes se propondrá ante el Pro-
curador, quien la calificará y resolverá dentro de veinticua-
tro horas, designando al sustituto, en su caso.

Artículo 849.- La excusa de los secretarios del Supremo
Tribunal Militar, se calificará y resolverá por éste, en la se-
sión misma en que se le dé cuenta, o en la siguiente.

Si la excusa es admitida, substituirá al impedido el que le
siga en orden, conforme a lo prevenido en el artículo 12.

Artículo 850.- La excusa de los jueces se presentará ante
el Supremo Tribunal Militar y se calificará en los mismos
términos que expresa el artículo 847.
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Mientras se resuelve el incidente, el juez continuará el pro-
cedimiento.

Artículo 851.- La excusa del Secretario del juzgado se re-
cibirá por el Juez, quien calificará el impedimento dentro
del término de veinticuatro horas, y en caso de admitirla,
designará al Secretario que le siga en número, y en ausen-
cia de éstos por el Oficial Mayor para que lo substituya.

Mientras se resuelve el incidente, el Secretario excusado
seguirá actuando en el proceso respectivo.

Artículo 852.- La excusa del Presidente y Vocales del Con-
sejo de Guerra Ordinario, se presentará ante el Supremo
Tribunal, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en
que se les haga la citación para reunirse, salvo lo dispues-
to en el artículo siguiente.

Si la causa de la excusa no es notoria, y su prueba no exis-
te de antemano, ni se acompaña el escrito respectivo, se
probará por el que se excuse, dentro de un término que no
exceda de veinticuatro horas y se calificará inmediatamen-
te.

Artículo 853.- Cuando la excusa sea presentada por el Pre-
sidente o por los Vocales del Consejo, estando éste reuni-
do, y por causa que hasta entonces sea conocida por el que
se excuse, será resuelta, desde luego, por el Juez.

Artículo 854.- La excusa de los vocales de un Consejo de
Guerra Extraordinario, se presentará en el momento de que
éste se instale y se calificará desde luego por el Presidente
del mismo. La excusa de este último la calificará el Co-
mandante que haya convocado el Consejo.

Artículo 855.- Los funcionarios a quienes se refieren los
artículos anteriores del presente capítulo, sólo deberán ex-
cusarse por cualquiera de los impedimentos previstos en
éste Código.

Artículo 856.- Los defensores de oficio deberán excusarse
por las mismas causas a que se refiere el artículo anterior.
Presentarán su excusa ante el Jefe del Cuerpo de Defenso-
res, quién la calificará dentro de veinticuatro horas, nom-
brando substituto en caso de admitirla.

Cuando intervenga un Defensor Particular,  deberán pre-
sentar su excusa inmediatamente, la que se admitirá de
plano.

CAPÍTULO VI
De las Recusaciones

Artículo 857.- La recusación con expresión de causa, no es
admisible en el fuero de guerra.

Artículo 858.- Las partes podrán recusar por una sola vez
en un mismo proceso, a los funcionarios judiciales expre-
sados en este capítulo, con la simple protesta de no proce-
der con dolo y en los términos establecidos en este Código.

Los funcionarios recusables admitirán de plano la recusa-
ción, dejando desde luego de conocer del asunto, y turna-
rán el proceso a quien corresponda.

Si son varios los acusados, deberán ponerse de acuerdo pa-
ra ejercer ese derecho.

Artículo 859.- Los Jueces y los Secretarios del juzgado so-
lo son recusables, después del auto que cite, en lo princi-
pal, a la audiencia de derecho ante el Juez y del que orde-
ne la convocatoria para reunión de un Consejo de Guerra;
y siempre que la recusación se promueva antes que aquélla
comience o se reúna el último.

Propuesta la recusación será admitida de plano.

Las partes podrán hacer uso de ese derecho solamente den-
tro de las veinticuatro horas siguientes, al momento en que
se les notifique el auto de que se ha hecho mérito. La recu-
sación deberá interponerse por escrito.

Artículo 860.- Son recusables hasta tres miembros de un
Consejo de Guerra Ordinario; pero si son varios los acusa-
dos, deberán ponerse de acuerdo para ejercer ese derecho
de manera que nunca resulte recusado por su parte mayor
número de dichos miembros.

Artículo 861.- Tratándose de recusaciones de Magistrados
del Supremo Tribunal Militar, se observarán las siguientes
reglas:

I. Será recusable uno de los que formen el Tribunal en
Pleno;

II. Las partes podrán hacer uso de este derecho hasta el
día señalado para la vista, pero antes de que ésta co-
mience. Interpuesta en tiempo y forma la recusación, el
Tribunal en Pleno la admitirá de plano, y
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III. Los Magistrados que conozcan de una excusa, son
irrecusables para ese efecto.

CAPÍTULO VII
De la Suspensión del Procedimiento

Artículo 862.- El procedimiento se suspenderá cuando:

I. No se haya logrado la aprehensión del inculpado o
cuando el aprehendido se sustraiga de la acción de la
justicia;

II. Después de incoado el procedimiento se advierta que
debe llenarse algún requisito previo, conforme a lo pre-
venido en el artículo 95.

III. Se encuentre el proceso en estado de ser visto en
Consejo de Guerra o de sentenciarse por el Juez y esté
pendiente de resolverse un recurso de apelación o un
juicio de amparo; 

IV. El procesado se encuentre en el caso previsto en el
artículo 937, y

V. En los demás casos en que éste Código disponga la
suspensión del procedimiento.

El Tribunal ante quien se promueva, resolverá de plano so-
bre la suspensión del procedimiento, de oficio o a petición
de las partes, en lo procedente, fundada en cualquiera de
las causas a que se refiere este artículo.

Artículo 863.- Cuando desaparezca la causa de la suspen-
sión, continuará el procedimiento.

Artículo 864.- Lo dispuesto en la fracción I del artículo
862 se entiende sin perjuicio de que se practiquen todas las
diligencias que tiendan a comprobar la existencia del deli-
to, o la responsabilidad del prófugo, o a lograr su captura.

Nunca la fuga de un inculpado impedirá la continuación de
un proceso, respecto de los demás responsables del delito,
que hayan sido aprehendidos.

Artículo 865.- También se procederá de la manera previs-
ta en el artículo anterior, cuando siendo varios los procesa-
dos, alguno o todos promuevan el juicio de amparo y se les
haya concedido la suspensión.

Artículo 866.- Al continuarse el procedimiento por haber
desaparecido las causas mencionadas en las fracciones I y
IV del artículo 862 y la referida en el que precede, se prac-
ticarán las diligencias que por ese motivo no se hayan lle-
vado a cabo, sin repetir las practicadas, sino cuando el Juez
lo estime necesario.

Artículo 867.- Cuando el tribunal de apelación tenga noti-
cia de que se suspendió el procedimiento, previo el infor-
me del Juez respectivo, resolverá si es de continuarse o no.

Artículo 868.- Si al pronunciarse la sentencia definitiva no
han sido aprehendidos algunos de los inculpados por el
mismo delito o causa, se mandará dejar abierto el proceso
para continuarlo cuando se logre su detención.

CAPÍTULO VIII
De la Acumulación de Procesos

Artículo 869.- La acumulación surte el efecto de que un
mismo tribunal, conozca y decida en una sola sentencia de
diversos procesos que se instruyen contra la misma perso-
na por diversos delitos, o contra varias personas por un
mismo delito, o por diversos delitos conexos.

Artículo 870.- La acumulación tendrá lugar:

I. En los procesos que se instruyen en averiguación de
delitos conexos, ya sean uno o varios los responsables;

II. En los que se sigan contra los autores, cómplices o
encubridores del mismo delito;

III. En los que se sigan en averiguación de un mismo de-
lito, aunque contra diversas personas, y

IV. En los que se sigan contra una misma persona, aun
cuando se trate de delitos diversos o inconexos.

Artículo 871.- Los delitos son conexos:

I. Cuando han sido cometidos simultáneamente por dos
o más personas reunidas, o unos a consecuencia de
otros;

II. Cuando han sido cometidos por dos o más personas
en distintos lugares o tiempos, si existió concierto pre-
vio;
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III. Cuando han sido cometidos como medios para per-
petrar otro, o facilitar su ejecución;

IV. Cuando han sido cometidos para procurar la impu-
nidad de otros delitos o aplicación de pena atenuada, y

V. Serán también conexos los diversos delitos que se im-
puten a un procesado, al incoarse contra él mismo, causa
por cualquiera de ellos, si tienen relación entre sí, a juicio
del tribunal, y no han sido objeto de procedimiento.

Artículo 872.- La acumulación sólo podrá decretarse cuan-
do todos los procesos se encuentren en estado de instrucción.

Cuando alguno de ellos ya no esté en ese estado, el Juez
que conoció del proceso cuya sentencia cause antes ejecu-
toria, remitirá copia de ésta al Tribunal que conozca del
otro proceso, para los efectos del artículo siguiente.

Artículo 873.- En los casos del artículo anterior o cuando
se haya decretado la separación del proceso, el Juez que
pronuncie la segunda sentencia, tendrá presente, al impo-
ner la pena en ella, lo relativo al concurso o reincidencia.

Artículo 874.- La acumulación puede ser promovida por
cualquiera de las partes.

Artículo 875.- La acumulación deberá promoverse ante el
Juez que, conforme al artículo 78 sea competente para
substanciar todos los procesos y el incidente a que dé lugar
se seguirá por cuerda separada.

El promovente expresará los elementos de convicción en
los que funde su petición.

Artículo 876.- Promovida la acumulación, el Juez oirá a
las partes en audiencia verbal, que se verificará dentro de
tres días, y sin más trámites, resolverá dentro de otros tres.

Artículo 877.- Si se decreta la acumulación y los procesos
están en diferentes juzgados, el Juez que haya hecho la de-
claración, pedirá al otro el expediente y en su caso al o los
procesados que se encuentren a su disposición, por medio
de oficio en que se expresen las causas que sirven de fun-
damento para la acumulación.

Artículo 878.- Recibido el oficio a que se refiere el artícu-
lo anterior, se oirá a las partes en audiencia, que se verifi-
cará dentro de tres días, y el Juez requerido resolverá lo
conveniente dentro de otros tres días.

Artículo 879.- Si la resolución es favorable a la acumula-
ción, el Juez requerido remitirá desde luego el expediente
y a los procesados que estén a su disposición al Juez requi-
rente; en caso contrario, contestará el oficio exponiendo las
razones que tenga para negar la acumulación.

Artículo 880.- Si el Juez requirente, en vista de las razones
que exponga el requerido, considera que es improcedente
la acumulación, decretará su desistimiento y lo comunica-
rá al otro Juez y a las partes.

Artículo 881.- Si el Juez que solicitó la acumulación insis-
te en ella, no obstante las razones que en contrario haya ex-
puesto el Juez requerido, así se lo comunicará, y ambos re-
mitirán los incidentes con testimonio de las actuaciones en
lo principal que crean necesario, al Supremo Tribunal Mi-
litar.

Artículo 882.- La remisión a que se refiere el artículo an-
terior, se verificará dentro de tres días de recibidos por los
Jueces los respectivos oficios, y el Supremo Tribunal Mili-
tar decidirá la contienda, sujetándose a los procedimientos
establecidos para las competencias.

Artículo 883.- La instrucción nunca se suspenderá con
motivo del incidente de acumulación, aún cuando el Su-
premo Tribunal haya de decidirlo; pero concluida la prime-
ra, se suspenderán los procedimientos hasta que el inciden-
te se resuelva.

Artículo 884.- Siempre que por haberse cometido un deli-
to no previsto en este Código, en conexión con otros de los
sujetos a él  y se haya resuelto la competencia en favor de
los Tribunales Militares, se acumularán al proceso militar
las diligencias practicadas en el otro tribunal.

Artículo 885.- No procede la acumulación de los procesos
que se sigan ante tribunales de distinta competencia a los
del fuero de guerra, con los de éste.

Artículo 886.- Si los procesos que deban acumularse se si-
guen ante el mismo juzgado, la acumulación se decretará
de oficio, sin substanciación alguna.

CAPÍTULO IX
De la Separación

Artículo 887.- El Tribunal que conozca de los procesos acu-
mulados, puede ordenar la separación de ellos no obstante lo
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prevenido en los artículos anteriores, siempre que concu-
rran todas las circunstancias siguientes:

I. Que la separación sea pedida por alguna de las partes
antes de que esté cerrada la instrucción;

II. Que la acumulación se haya decretado por razón de
que los procesos se sigan contra una sola persona por
delitos diversos o inconexos; y

III. Que se estime, que de seguir acumulados los proce-
sos, la averiguación se demoraría o dificultaría grave-
mente, con perjuicio del interés público o del procesado.

Al decretar la separación, el Juez ordenará la radicación del
expediente o, en su caso, remitirá los autos correspondien-
tes al Juez que originariamente haya sido competente para
conocer del asunto.

Artículo 888- El Juez que conozca de un proceso seguido
contra varios sujetos, ordenará la separación de procesos,
únicamente cuando alguno de aquellos solicite el cierre de
la instrucción, en tanto que otro se oponga a ello.

Artículo 889.- El incidente sobre separación de procesos
no suspenderá el curso de éstos y se substanciará por cuer-
da separada, en la misma forma que el de acumulación.

Artículo 890.- Contra el auto en que se declare no haber
lugar a la separación de los procesos, no procede recurso
alguno; pero dicho auto no será cosa juzgada, y puede, en
consecuencia, pedirse de nuevo la separación, por causas
supervenientes en cualquier estado del proceso, antes de
que se declare cerrada la instrucción.

Artículo 891.- Cuando varios Tribunales conozcan de los
procesos cuya separación se haya decretado, el que conoz-
ca del proceso en que primero se pronuncie sentencia eje-
cutoria, lo comunicará a los otros para los efectos del artí-
culo 873.

TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO
De los Recursos

CAPÍTULO I
Reglas Generales

Artículo 892.- Cuando el inculpado manifieste su incon-
formidad al notificársele una resolución judicial, deberá
entenderse como interpuesto el recurso que proceda.

Artículo 893.- No procederá ningún recurso cuando la par-
te agraviada se haya conformado expresamente con una re-
solución o procedimiento, o cuando no interponga el re-
curso dentro de los términos que la ley señala.

Artículo 894.- Ningún recurso podrá desecharse, ni quedar
pendiente de proveído, por defecto de la forma en que se
promueva, si claramente se desprende de la promoción, la
voluntad de interponer el recurso.

CAPÍTULO II
De la Revocación

Artículo 895.- Los autos contra los cuales no se conceda
por este Código el recurso de apelación, serán revocables
por el tribunal que los dictó.

También lo serán las resoluciones que se dicten en segun-
da instancia antes de la sentencia.

Artículo 896.- Interpuesto en el acto de la notificación o al
día siguiente, hábil, el Tribunal ante quien se interponga lo
admitirá o desechará de plano.

Si lo estima necesario oirá a las partes, citándolas a au-
diencia verbal, que se verificará dentro de las cuarenta y
ocho horas siguientes y dictará en ella su resolución, con-
tra la que no procede recurso alguno.

CAPÍTULO III
De la Apelación

Artículo 897.- El recurso de apelación tiene por objeto, exa-
minar si en la resolución recurrida no se aplicó la ley corres-
pondiente o se aplicó ésta inexactamente, si se violaron los
principios reguladores de la valoración de la prueba, si se al-
teraron los hechos o no se fundó o motivó correctamente.

El Supremo Tribunal Militar confirmará, revocará o modi-
ficará la resolución apelada.

Artículo 898.- La segunda instancia solamente se abrirá a
petición de parte, para resolver sobre los agravios que de-
berá expresar el apelante al interponer el recurso o en la
vista.

El Tribunal de alzada podrá suplir la deficiencia de ellos,
cuando el recurrente sea el procesado o se advierta que el
defensor no hizo valer debidamente las violaciones causa-
das en la resolución recurrida.
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Artículo 899.- La apelación podrá interponerse por escrito
o de palabra, dentro de los tres días siguientes a partir de
que surta sus efectos la notificación si se trata de auto o de
cualquiera otra resolución excepto en los casos en que este
Código disponga expresamente otro término; y de cinco dí-
as, si se trata de sentencia definitiva.

Artículo 900.- Cualquiera de las partes tendrá derecho a
apelar.

Artículo 901.- El recurso de apelación procede:

A). En efecto devolutivo, contra:

I. El auto denegatorio de la orden de aprehensión o de
comparecencia en su caso;

II. El auto de formal prisión, excepto lo previsto en el
artículo 774; el de sujeción a proceso y el de libertad por
falta de méritos;

III. Los autos que nieguen la libertad provisional bajo
caución; los que nieguen la libertad por desvanecimien-
to de datos, y los que resuelvan algún incidente no es-
pecificado;

IV. Los autos denegatorios de prueba;

V. Los autos en que se mande suspender o continuar la
instrucción;

VI. Los autos que ordenen la acumulación o separación
de procesos;

VII. El auto de desistimiento del Juez requirente en ca-
sos de acumulación;

VIII. Las resoluciones dictadas en cuestiones de compe-
tencia;

IX. El auto que niega la revocación del que imponga
una corrección disciplinaria que no sea la de suspensión
en el ejercicio de funciones o de profesión;

X. El auto que niegue el sobreseimiento;

XI. Los autos que ratifiquen la constitucionalidad de
una detención a que se refiere el párrafo sexto del artí-
culo 16 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

B. En ambos efectos, contra:

I. El auto que declare no haber delito que perseguir si no
se dicta a pedimento del Ministerio Público;

II. Las sentencias que resuelvan las excepciones funda-
das en alguna de las causas que extinguen la acción pe-
nal o que concedan la libertad por desvanecimiento de
datos, y

III. Las sentencias definitivas, excepto en el caso del ar-
tículo 788, cuando sean absolutorias, el reo quedará en
libertad mientras se resuelve el recurso.

IV. El auto que decrete el sobreseimiento en los casos de
las fracciones III a VI del artículo 689.

V. El auto que niegue el cateo, las medidas precautorias
de carácter patrimonial, y

VI. Las demás resoluciones que señala la ley.

Artículo 902.- Al notificar la sentencia definitiva, se hará
saber al acusado el término que la ley concede para inter-
poner el recurso de apelación, lo que se hará constar en el
proceso.

La omisión de este requisito surte el efecto de duplicar el
término legal para interponer el recurso y el secretario o ac-
tuario que haya incurrido en ella será sancionado discipli-
nariamente por el Tribunal de alzada con la corrección que
estime conveniente.

Artículo 903.- Si el apelante es el sentenciado, al admitir-
se el recurso se le prevendrá que nombre defensor que lo
patrocine en la segunda instancia.

Artículo 904.- Cuando la apelación se admita en ambos
efectos y no haya otros procesados en la misma causa que
no interpusieron este recurso, y no se perjudique la ins-
trucción o cuando se trate de sentencia definitiva, se remi-
tirá el original del proceso al Supremo Tribunal Militar.

Fuera de estos casos, se remitirá testimonio de todas las
constancias que las partes designen, y de aquellas que el
Juez estime conducentes.

Artículo 905.- Recibido el proceso o el testimonio en su ca-
so, el Supremo Tribunal Militar mandará citar a las partes
para la vista del asunto, dentro de los diez días siguientes.
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Las partes podrán tomar en la Secretaría los apuntes que ne-
cesiten para alegar; igualmente, dentro de los tres días si-
guientes a la notificación impugnar la admisión del recurso
o el efecto o efectos en que fue admitido, y el tribunal, den-
tro de los tres días siguientes resolverá lo pertinente y en ca-
so de declarar que la apelación fue mal admitida, sin revisar
la sentencia o auto apelado, devolverá la causa al juzgado de
su origen, si se le envió con motivo del recurso.

También podrá el Tribunal después de la vista, declarar si
fue mal admitida la apelación, cuando no se promovió el
incidente que autoriza el presente artículo, y sin revisar la
sentencia o auto apelado devolverá en su caso, la causa al
juzgado de su procedencia.

Artículo 906.- El día señalado para la vista, comenzará la
audiencia por la relación del proceso por el secretario del
Tribunal, teniendo en seguida, la palabra la parte apelante,
y a continuación las otras en el orden que indique el Presi-
dente del Supremo Tribunal Militar.

Si son dos o más los apelantes, harán uso de la palabra en
el orden que designe el mismo Presidente, pudiendo hablar
al último el acusado o el Defensor.

Si las partes debidamente notificadas no concurrieren, se
llevará adelante la audiencia, excepto que sea el defensor,
en cuyo caso, se designará en el mismo acto uno de oficio
para que se lleve a cabo la audiencia.

Artículo 907.- Declarado visto el proceso, quedará cerrado
el debate, y el Supremo Tribunal Militar pronunciará su fa-
llo dentro de quince días hábiles a más tardar, excepto en
el caso del artículo siguiente.

Artículo 908.- Cuando el Supremo Tribunal Militar, des-
pués de la vista, considere necesario para ilustrar su crite-
rio, la práctica de diligencias, podrá decretarla para mejor
proveer y la desahogará a la  brevedad, tomando en cuen-
ta las disposiciones de este Código y el artículo 20 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 909.- Cuando cualquiera de las partes promueva
alguna prueba, lo hará al ser citada para la vista o dentro de
tres días de notificadas, expresando el objeto y la naturale-
za de dicha prueba.

El Supremo Tribunal Militar al día siguiente de hecha la
promoción, decidirá sin trámite alguno si es de admitirse o

no; en el primer caso, la desahogará dentro de cinco días
hábiles.

La prueba testimonial no se admitirá en segunda instancia,
sino respecto de hechos que no hayan sido materia de exa-
men en la primera.

Artículo 910.- El Supremo Tribunal Militar al pronunciar
su sentencia, tendrá las mismas facultades que el Tribunal
de primera instancia; pero si sólo apeló el sentenciado o su
Defensor, no podrá aumentarse la pena impuesta en la sen-
tencia apelada.

Si se trata de auto de formal prisión, de sujeción a proceso
o de orden de aprehensión, podrá cambiarse la clasifica-
ción del delito y dictarse por el que aparezca probado.

CAPÍTULO IV
De la Reposición del Procedimiento

Artículo 911.- La reposición del procedimiento se decreta-
rá a petición de parte, debiendo en la misma solicitud ex-
presar el agravio en que apoya su petición, no pudiendo
alegar aquel con el que se conformó expresamente o con-
tra el que no se intentó el recurso que la ley concede.

Para que una violación o una omisión pueda hacerse valer
como agravio, es preciso que se haya protestado en su con-
tra al tenerse conocimiento de ello en la instancia en que se
causó.

Artículo 912.- No obstante lo dispuesto en el artículo an-
terior, si el Tribunal de apelación encuentra que hubo vio-
lación manifiesta del procedimiento que haya dejado sin
defensa al procesado, y que sólo por torpeza o negligencia
de su Defensor no fue combatida debidamente, podrá su-
plir la deficiencia del agravio y ordenar que se reponga di-
cho procedimiento.

Artículo 913.- Habrá lugar a la reposición del procedi-
miento por alguna de las causas siguientes:

I. Cuando el Juez no actúe con secretario o cuando se
practiquen diligencias en forma distinta de la prevenida
por la ley;

II. Por no haberse hecho saber al inculpado durante la
instrucción ni al celebrarse el juicio, el nombre de su
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acusador,  la naturaleza y causa de la acusación o no se
le faciliten los datos necesarios para su defensa;

III. Por no haberse permitido al inculpado nombrar de-
fensor o no se le haya designado en los términos que es-
tablece este Código;

IV. Por no haberse practicado las diligencias solicitadas
por alguna de las partes, habiendo posibilidad de hacer-
lo, siempre que la falta no sea imputable al que la pro-
movió;

V. Por haberse celebrado la audiencia ante el Consejo de
Guerra, sin asistencia de alguno de sus miembros, del
Agente del Ministerio Público, Defensor, del Juez o del
Secretario del juzgado o a cualquiera de ellos le haya
faltado algún requisito legal;

VI. Por haber citado a las partes para las diligencias que
este Código señala, en otra forma que la establecida en
él, a menos que la parte que se dice agraviada haya con-
currido a la diligencia, o se haya notificado de resolu-
ciones posteriores a la citación, sin haber protestado por
aquella circunstancia;

VII. Por no haberse formado el Consejo de Guerra con
arreglo a las prescripciones de este Código;

VIII. Por no haberse aceptado la recusación del Presi-
dente o Vocales del Consejo de Guerra Ordinario, pre-
sentada en la forma y términos legales;

IX. Por haberse declarado contradictorias algunas de las
conclusiones presentadas por las partes, sin que tal con-
tradicción exista;

X. Por no haberse permitido a cualquiera de las partes
retirar o modificar sus conclusiones o establecer nuevas,
en los casos en que este Código lo permite;

XI. Por haberse declarado en el caso del artículo 685,
que el acusado o su Defensor habían alegado sólo la ino-
cencia, si no había transcurrido el término señalado en
ese artículo;

XII. Por haberse omitido en el interrogatorio alguna de
las preguntas que conforme a este Código debieron ha-
cerse al Consejo de Guerra;

XIII. Por haber contradicción notoria y substancial en
las declaraciones de los integrantes del Consejo de Gue-
rra, si por tal contradicción no pueden tomarse en cuen-
ta en la sentencia, los hechos votados;

XIV. Cuando en la convocatoria del Consejo de Guerra
o en la citación para la audiencia no se hayan observado
los requisitos exigidos para ello en los artículos relati-
vos de este Código, o cuando una u otra de aquéllas ha-
yan sido efectuadas por autoridad distinta de la que de-
bió hacerlas con arreglo al mismo Código;

XV. Por tener alguno de los miembros del Consejo de
Guerra cualquiera de las causas de impedimento que se-
ñala este Código, y no haberla expresado o haber sido
desatendida por la autoridad correspondiente;

XVI. Cuando no se le caree con los testigos que hayan
depuesto en su contra, si rindieron su declaración en el
mismo lugar del juicio, y estando también el inculpado
en él;

XVII. En todos los casos no previstos en las fracciones
anteriores, pero en las que este Código declare expresa-
mente la nulidad de una diligencia.

Artículo 914.- La reposición podrá ser pedida por las partes
antes de celebrarse la vista en la apelación; y si se declaran
procedentes las violaciones alegadas, se mandará reponer el
procedimiento desde el punto en que se cometió la violación,
si es antes del juicio; pero si es durante éste, desde la cita-
ción para la audiencia ante el Juez o Consejo de Guerra.

Artículo 915.- Promovida la reposición del procedimiento,
se suspenderá la vista en la apelación hasta que se resuelva
aquélla, y se correrá traslado a la parte contraria. Si alguna de
las partes ofrece prueba y si se estima procedente, se abrirá
la dilación probatoria por un término que no exceda de quin-
ce días. Transcurrida ésta o no habiéndose ofrecido prueba,
se citará a audiencia que ha de efectuarse concurran o no las
partes, y se fallará dentro de los ocho días siguientes.

Artículo 916.- Concedida la reposición, se remitirán los
autos originales al juzgado de su procedencia, con testimo-
nio de la ejecutoria archivándose el toca.

Cuando la sentencia sea negando la reposición, se mandará
copia de la ejecutoria al juzgado respectivo y se continuará
el procedimiento en el toca de apelación hasta fallar ésta.
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CAPÍTULO V
De la Denegada Apelación

Artículo 917.- El recurso de denegada apelación procede-
rá siempre que se haya negado la apelación en uno o en
ambos efectos.

Artículo 918.- El recurso podrá interponerse verbalmente
o por escrito, dentro de los tres días siguientes a la notifi-
cación del auto en que se niegue la apelación.

Artículo 919.- Interpuesto el recurso, el Juez, sin más trá-
mite, remitirá al Supremo Tribunal Militar dentro de los
tres días siguientes, un certificado autorizado por el Secre-
tario del juzgado, en el que conste la naturaleza y estado
del proceso, el acto sobre el que recayó el auto apelado, in-
sertándose éste a la letra y el que lo haya declarado inape-
lable, así como las actuaciones que considere convenien-
tes, y las que señalen las partes en su promoción.

Artículo 920.- Cuando el Juez no cumpla con lo preveni-
do en el artículo anterior, el interesado podrá ocurrir por es-
crito al Supremo Tribunal Militar, haciendo relación del
auto apelado, expresando la fecha en que se le hizo la no-
tificación, aquélla en que interpuso el recurso y el acuerdo
que a esa promoción recayó; el escrito deberá contener la
solicitud para que se requiera al Juez la remisión del certi-
ficado respectivo.

Artículo 921.- Presentado el escrito a que se refiere el ar-
tículo anterior, el Supremo Tribunal Militar, prevendrá al
Juez que remita el certificado que establece el artículo 919,
e informe de las causas por las que no cumplió oportuna-
mente con su obligación dentro de un término que no ex-
ceda de cuarenta y ocho horas, aumentando el tiempo ne-
cesario, según las facilidades de comunicación si se trata
de autoridades foráneas.

Si del informe resulta probable responsabilidad al Juez, se
dará vista al Ministerio Público.

Artículo 922.- Recibido el certificado, el Supremo Tribu-
nal Militar citará para sentencia y pronunciará ésta dentro
de los cinco días siguientes a la notificación.

Artículo 923.- Si la apelación se declara admisible, se pro-
cederá conforme a las reglas de ésta.

En caso contrario, se mandará archivar el toca respectivo y
se remitirá testimonio de la ejecutoria al juzgado del cono-
cimiento.

TÍTULO DÉCIMO TERCERO
De las Sentencias

CAPÍTULO I
Aclaración de Sentencia

Artículo 924.- La aclaración procede únicamente tratándo-
se de sentencias definitivas, y sólo una vez puede solicitar-
se.

Artículo 925.- La aclaración se pedirá ante el Tribunal que
haya dictado la sentencia, dentro del término de tres días
contados desde la notificación y expresando claramente la
contradicción, ambigüedad, oscuridad o deficiencia de que
en concepto del promovente, contenga la sentencia.

Artículo 926.- De la solicitud respectiva se dará vista a las
otras partes por tres días, para que expongan lo que estimen
procedente.

Artículo 927.- El Tribunal resolverá dentro de tres días si-
guientes si es de aclararse la sentencia y en qué sentido, o
si es improcedente la aclaración.

Artículo 928.- Cuando el Tribunal que dictó la sentencia
estime que debe aclararse algún error de ella, dictará auto
expresando las razones que crea existan para hacer la acla-
ración. Dará a conocer esa opinión a las partes para que és-
tas, dentro de los tres días siguientes, expongan lo que es-
timen conveniente y en seguida procederá en la forma que
dispone el artículo anterior.

Artículo 929.- En ningún caso se alterará, a pretexto de
aclaración, el fondo de la sentencia.

Artículo 930.- La resolución en que se aclare una senten-
cia se reputará parte integrante de ella.

Artículo 931.- Contra la resolución que se dicte otorgando
o negando la aclaración, no procede recurso alguno.

Artículo 932.- La aclaración propuesta interrumpe el tér-
mino señalado para la apelación.
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CAPÍTULO II
De la Ejecución

Artículo 933.- Los sentenciados a penas privativas de li-
bertad las cumplirán en la prisión militar o común o en el
lugar que la Secretaría de la Defensa Nacional designe.

Artículo 934.- La autoridad militar que reciba para su
cumplimiento testimonio de una sentencia irrevocable,
procederá a ejecutarla con apego a lo prevenido en ella, sal-
vo lo que se establece en este Código.

Artículo 935.- Son irrevocables y, por lo tanto, causan eje-
cutoria:

I. Las sentencias pronunciadas en primera instancia,
cuando se hayan consentido expresamente, o cuando ex-
pirado el término que la ley fija para interponer algún
recurso, no se haya interpuesto;

II. Las sentencias de segunda instancia, y

III. Aquéllas contra las cuales no conceda la ley recurso
alguno.

Artículo 936.- En toda sentencia condenatoria se preven-
drá que se amoneste al sentenciado para que no reincida,
advirtiéndole de las penas a que se expone, debiendo obrar
constancia de lo anterior en el expediente; pero sin que la
falta de ésta obste para hacer efectivas las penas de la rein-
cidencia.

Artículo 937.- Se suspenderá la ejecución de una senten-
cia, en los siguientes casos:

I. Cuando el sentenciado se encuentre en estado de ena-
jenación mental,

II. En los demás casos especialmente señalados en este
Código.

Artículo 938.- Los jueces remitirán copia autorizada de la
sentencia ejecutoria:

I. Al Director de la prisión militar en donde se encuen-
tre el sentenciado, así como al de aquélla en que haya de
extinguir su pena privativa de libertad;

II. A la autoridad militar encargada de la ejecución de
sentencias emitidas por los tribunales militares;

III. A la Comandancia del Mando Territorial correspon-
diente, y

IV. A la Dirección General de Archivo e Historia.

Artículo 939.- El Ministerio Público Militar solicitará de
los tribunales que se envíe a la autoridad fiscal que corres-
ponda, copia autorizada de la sentencia en que se condena
a la sanción pecuniaria, para que se haga efectivo su im-
porte.

CAPÍTULO III
De la Libertad Preparatoria

Artículo 940.- El sentenciado que tenga derecho a la liber-
tad preparatoria de acuerdo con este Código, podrá solici-
tarla por escrito al Supremo Tribunal Militar, por conducto
del Director de la prisión donde se encuentre cumpliendo
la sentencia, el que deberá adjuntar la documentación con
la que se acredite tener derecho al beneficio solicitado, el
tiempo de internamiento y el comportamiento observado
durante este lapso.

Artículo 941.- El Supremo Tribunal Militar con audiencia
del Ministerio Público, otorgará el beneficio de la libertad
preparatoria, si resulta acreditada la enmienda del senten-
ciado. De la resolución dictada se dará aviso a la Secreta-
ría, si es favorable.

Artículo 942.- Los sentenciados que obtengan el beneficio
de la libertad preparatoria, quedarán sometidos a la vigi-
lancia de la autoridad militar más cercana al domicilio don-
de residan.

Cuando continúen prestando sus servicios en el Ejército, la
vigilancia se ejercerá por conducto del Titular del organis-
mo a que pertenezcan.

Artículo 943.- La sujeción a la vigilancia de la autoridad
militar, comprenderá:

I. La inspección prudente ejercitada por el personal que
designe o de la Policía Ministerial Militar, acerca de la
conducta del beneficiado;

II. La obligación por parte del beneficiado, de presen-
tarse una vez al mes ante dicha autoridad, en el día que
ésta le señale, y cada vez que sea requerido para ello;
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III. La obligación para el beneficiado de dar parte a la
autoridad de quien dependa, de su domicilio y los cam-
bios que de él efectúe.

Artículo 944.- Si la autoridad militar de quien dependa el
beneficiado con la libertad preparatoria, observa mala con-
ducta durante la inspección establecida en la fracción I del
artículo anterior, dará parte inmediatamente al Supremo
Tribunal Militar, anexando las pruebas en que funde su jui-
cio.

La misma autoridad dará igualmente parte, cuando el be-
neficiado incumpla con lo previsto en las fracciones II y III
del artículo anterior, si no comprueba haber tenido motivo
justificado.

Artículo 945.- Si las pruebas son fehacientes, el tribunal
revocará la libertad preparatoria, dando aviso a la Secreta-
ría, pero si no lo son, mandará que se haga la averiguación
correspondiente, a fin de resolver, oyendo sumariamente,
en ambos casos, al Ministerio Público y al Defensor.

Artículo 946.- La libertad preparatoria se revocará cuando
el beneficiado observe mala conducta, sea nuevamente
procesado por cualquier otro delito y se dicte sentencia que
cause ejecutoria en su contra o cuando falte a las obliga-
ciones que expresan las fracciones II y III del artículo 943.

Artículo 947.- La revocación de la libertad preparatoria
traerá como consecuencia que el sentenciado, sea reinter-
nado a prisión, para que cumpla la parte de la pena que se
le dispensó, sea cual sea el tiempo que disfrutó de la ex-
presada libertad.

Artículo 948.- Cuando el término de la libertad preparato-
ria expire sin que haya habido motivo para revocarla, la au-
toridad militar de quien dependa el beneficiado, informará
al Supremo Tribunal Militar, a fin de que éste declare que
el reo queda en libertad absoluta. Esta determinación será
comunicada a la Secretaría.

Artículo 949.- Contra las resoluciones dictadas sobre li-
bertad preparatoria, no se admitirá recurso alguno.

Artículo 950.- Al notificarse a los reos la sentencia irrevo-
cable que los condene a la privación de la libertad, por de-
lito que tenga señalada en la ley una pena de dos años co-
mo término medio, se les harán saber las prevenciones de
este capítulo, lo cual se ordenará en la sentencia, dejando
constancia en autos donde firmará el sentenciado.

CAPÍTULO IV
De la Reducción de Pena

Artículo 951.- La reducción de pena se solicitará cuando
se haya dictado sentencia ejecutoria por medio de escrito
que se presentará ante la autoridad jurisdiccional que la
pronunció, sin perjuicio de que dicha autoridad actué de
oficio y sin detrimento de la obligación del sentenciado de
reparar los daños y perjuicios que legalmente le son exigi-
bles.

Recibida la solicitud el tribunal oirá a las partes y resolve-
rá sin más trámite lo que fuere procedente.

Dictada la resolución se comunicará a las partes, al intere-
sado, así como a la Secretaría y al Director de la Prisión
Militar en que se encuentre el reo.

Artículo 952.- La solicitud de reducción de pena, no sus-
penderá la ejecución de la sentencia.

CAPÍTULO V
Del Reconocimiento de Inocencia

Artículo 953.- El reconocimiento de inocencia sólo podrá
concederse respecto de penas impuestas en sentencia irre-
vocable.

Artículo 954.- El reconocimiento de inocencia del senten-
ciado se podrá basar en alguno de los motivos siguientes:

I. Que no existió el hecho material que sirvió de base
para la sentencia;

II. Que aun habiendo existido el hecho y éste haya sido
ejecutado por la persona declarada culpable de él, no de-
bió ser legalmente sentenciada;

III. Cuando dos o más personas hayan sido sentenciadas
por un mismo delito y sea imposible que todas ellas lo
hayan cometido;

IV. Cuando la sentencia se funde exclusivamente en
pruebas que posteriormente se declaren falsas, y

V. Cuando después de la sentencia aparezcan documen-
tos públicos que invaliden la prueba en que se haya fun-
dado aquélla.
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Artículo 955.- El sentenciado que se crea con derecho a
obtener el reconocimiento de su inocencia, ocurrirá por es-
crito al Supremo Tribunal Militar, alegando la causa o cau-
sas de las enumeradas en el artículo anterior en que funde
su petición, acompañando las pruebas respectivas o protes-
tando exhibirlas oportunamente.

Artículo 956.- Presentada la solicitud al Supremo Tribunal
Militar, éste solicitará el proceso inmediatamente y señala-
rá un término no mayor de quince días para que el senten-
ciado exhiba las pruebas que haya protestado presentar; tan
luego como reciba uno y otras, se dará vista al Ministerio
Público por el término de cinco días para que pida lo que a
su representación convenga.

Artículo 957.- Devuelto el expediente por el Ministerio
Público, se pondrá a la vista del reo y de su defensor por el
término de tres días para que se impongan de él y formulen
sus alegatos por escrito.

Artículo 958.- Transcurrido el término a que se refiere el
artículo anterior, el Tribunal declarará si en su concepto es
o no fundada la solicitud del sentenciado, dentro de los cin-
co días siguientes.

En el primer caso, remitirá con informe las diligencias ori-
ginales a la Secretaría, la que a su vez las hará llegar al Eje-
cutivo Federal para que sin más trámite reconozca la ino-
cencia del sentenciado; en el segundo, mandará archivar
las diligencias.

CAPÍTULO VI
Del Indulto

Artículo 959.- El sentenciado que pretenda obtener indul-
to ocurrirá por escrito a la Secretaría, acompañando testi-
monio de la sentencia; un certificado expedido por el titu-
lar de la prisión en que se encuentre, con el que compruebe
el tiempo de reclusión de la pena privativa de libertad im-
puesta; el dictamen del Consejo Técnico Interdisciplinario,
en el que se haga constar que el solicitante refleja un alto
grado de readaptación social y que su liberación no repre-
senta un peligro para la tranquilidad o seguridad públicas;
así como la justificación de la prestación de los servicios
importantes a la Nación o de la existencia de las circuns-
tancias especiales que concurran en su favor.

Artículo 960.- El Ejecutivo Federal en vista de las pruebas,
o si así conviene a la tranquilidad o seguridad públicas,

concederá el indulto sin condición alguna o con las que es-
time convenientes.

Artículo 961.- Todas las resoluciones en que se conceda
indulto o reconocimiento de inocencia, se publicarán en la
Orden General de la Plaza en las Regiones Militares y se
comunicarán al Tribunal que haya dictado la sentencia pa-
ra que haga la anotación correspondiente en el expediente.

TÍTULO DÉCIMO CUARTO
De los Juicios de Responsabilidad en Contra

de los Militares que se Desempeñan en la 
Administración de la Justicia Militar

Artículo 962.- El juicio de responsabilidad procede en
contra del Presidente del Supremo Tribunal Militar, Magis-
trados, Jueces, integrantes de los Consejos de Guerra, Se-
cretarios, Oficiales Mayores y Actuarios de los Tribunales
Militares, por actos u omisiones derivados de las responsa-
bilidades que este Código les confiere en forma exclusiva.

Artículo 963.- Las denuncias por delitos contra la admi-
nistración de justicia o con motivo de ella, deberán dirigir-
se al Procurador.

Artículo 964.- El Procurador turnará la denuncia al Supre-
mo Tribunal Militar, el que en sesión plenaria designará un
Magistrado a fin de que instruya el procedimiento.

Artículo 965.- El Magistrado instructor notificará a las
partes de la denuncia, haciéndole saber al inculpado, la na-
turaleza de los hechos y el nombre de su acusador, para que
designe defensor.

En el mismo auto prevendrá al inculpado para que rinda su
informe con justificación dentro del término de quince dí-
as hábiles, pudiendo ofrecer las pruebas que estime nece-
sarias.

Una vez recibido el informe practicará desde luego las di-
ligencias que el Ministerio Público y aquél le soliciten.

Artículo 966.- Presentado el informe o transcurrido el tér-
mino que para él se concedió y practicadas las diligencias,
se dará vista al Ministerio Público para que formule su pe-
dimento acerca de si ha lugar a enjuiciar al inculpado.

Artículo 967.- El Magistrado Instructor dará cuenta al Ple-
no del Supremo Tribunal Militar del procedimiento instau-
rado y del pedimento del Ministerio Público, a fin de que
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si ha lugar a enjuiciamiento mande suspender de su cargo
al inculpado, abriéndose desde luego la instrucción, y en
caso contrario se archiven las diligencias practicadas.

Artículo 968.- La suspensión del inculpado se comunicará
a la Secretaría para los efectos legales.

Artículo 969.- En lo relativo a la instrucción, el Magistra-
do Instructor se sujetará a lo prevenido en este Código pa-
ra el procedimiento ante los jueces.

Artículo 970.- Cerrada la instrucción, el Magistrado Ins-
tructor dará vista a las partes para que dentro del término
de tres días, manifiesten si tienen diligencia que promover;
y practicadas las que indiquen o siendo impracticables en
un plazo de quince días hábiles, o no habiéndolas promo-
vido, se les correrá traslado por cinco días hábiles a cada
una para que formulen conclusiones. 

Presentadas éstas, el Magistrado Instructor turnará el expe-
diente al Supremo Tribunal Militar, quien en sesión plena-
ria citará a las partes a una audiencia, que tendrá efectos de
citación para sentencia y en la cual podrán alegar.

Artículo 971.- Desahogada la audiencia a que se refiere el
artículo anterior, el Magistrado Instructor presentará al Ple-
no del Supremo Tribunal Militar, en un término que no ex-
cederá de quince días hábiles, proyecto de resolución para
análisis, discusión y en su caso aprobación.

Artículo 972.- Contra las resoluciones dictadas durante la
instrucción, proceden los mismos recursos que se estable-
cen para los juicios ordinarios.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- El presente Código entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO.- Se abroga el Código de Justicia Militar, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 31 de
agosto de 1933, el cual entró en vigor el 01 de enero de
1934.

TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente ordenamiento.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los seis días del mes
de abril de dos mil seis.� Dip. Ernesto Alarcón Trujillo (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Muchas gracias, diputado Alarcón Trujillo.
De acuerdo con su solicitud, favor de insertar íntegro el
texto de la iniciativa en el Diario de los Debates y se tur-
na a la Comisión de Defensa Nacional, con opinión de la
Comisión de Marina.

REGISTRO DE ASISTENCIA

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Se solicita a la Secretaría que se instruya el
cierre del sistema electrónico de asistencia.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
¿Falta algún diputado o diputada por registrar asistencia?
Ciérrese el sistema electrónico de votación. Diputada Pre-
sidenta, informo a usted que hay 360 diputadas y diputados
registrados. Hay quórum. Los diputados que no han regis-
trado asistencia tienen 10 minutos para hacerlo por cédula.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Están con nosotros aquí, en el salón de sesio-
nes �y les damos la más cordial bienvenida�, un grupo de
estudiantes de derecho de la Universidad Cristóbal Colón,
del puerto de Veracruz. Ellos han sido invitados por el di-
putado Gustavo Zanatta Gasperín, representante del I dis-
trito federal electoral del estado de Oaxaca. Sean ustedes
bienvenidos a la casa de la nación. 

LEY GENERAL DE SALUD

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: A continuación, tiene el uso de la palabra
nuestra compañera diputada Juana Cusi Solana, del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional, para presentar
iniciativa que reforma el artículo 144 de la Ley General de
Salud.

La diputada Juana Concepción Cusi Solana: Señora
Presidenta, con su venia.

«Iniciativa que reforma el artículo 144 de la Ley General
de Salud.
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La suscrita, diputada federal Juana Cusi Solana, integrante
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional a la
LIX Legislatura, con fundamento en el artículo 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y con fundamento en lo establecido en los nu-
merales 55, fracción II, 56, 62, 63 y demás relativos del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante esta sobera-
nía, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma y adiciona un segundo párrafo al artículo 144 de
la Ley General de Salud para ampliar la obligatoriedad de
la vacunación contra la hepatitis tipo B, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La hepatitis es una enfermedad frecuente y transmisible, si
realizamos una definición de hepatitis virales encontramos
que es: la inflamación del hígado por infección con algunos
de los virus existentes: A, B, C, D, E.

La hepatitis B (anteriormente conocida como hepatitis del
suero) es, entonces, la inflamación del hígado causada por
el virus de la hepatitis B (VHB), adquirible por contacto se-
xual, por la sangre (uso de drogas intravenosas, aguas con-
taminadas, transfusiones), secreciones y de una madre in-
fectada a su hijo cuando nace.

Entre seis semanas a seis meses después de que se adquie-
re la infección, puede haber síntomas de hepatitis aguda
como cansancio, falta de apetito y color amarillo de la piel.

Sin embargo la hepatitis aguda por el virus B es poco fre-
cuente, la mayoría de las personas que contraen el virus lo
eliminan gracias a su sistema inmunológico (de defensa). 

Esta infección es peligrosa porque el 10% de los pacientes
que adquieren el virus no lo eliminan, y padecerán hepati-
tis crónica que generalmente no produce ninguna molestia
y sólo se detecta cuando la enfermedad ya está avanzada. 

La inflamación crónica del hígado (durante más de seis
meses) puede ocasionar fibrosis (sustitución de las células
normales del hígado por cicatrices); esto hace que el híga-
do no lleve a cabo sus funciones normales (cirrosis).

La vacunación contra el VHB es la medida más efectiva
para prevenir la infección y sus consecuencias. Ya existe
una vacuna contra el virus de la hepatitis B. Es efectiva pa-
ra proteger contra la infección viral en el 90% de las per-
sonas sanas que la reciben, ya que induce la formación de

anticuerpos contra el virus de la hepatitis B. Consiste en la
aplicación de tres dosis (un mes y un año). 

La vacuna se recomienda aplicarse a todos los recién naci-
dos y a los adolescentes; los trabajadores de la salud (mé-
dicos, enfermeras, técnicos de laboratorio); las parejas se-
xuales y personas que viven con personas infectadas por el
virus; las personas en tratamiento con hemodiálisis; las
personas con enfermedades de la coagulación; las personas
infectadas por el virus de la inmunodeficiencia humana; las
personas con hábitos sexuales de riesgo y los trasplantados
de órganos.

A partir de 1999 esta aplicación se incluye en nuestro país
en el cuadro básico de vacunación de recién nacidos, con el
objetivo de proteger a la población desde edades tempra-
nas, pero quedan desprotegidos los adolescentes y adultos.
En todos los casos se ha alegado que la vacuna es de muy
alto costo y por ello semejante esquema.

De continuarse solamente con esta estrategia de vacuna-
ción, se requerirán doce años más para lograr que todos lle-
guen vacunados a la adolescencia. Si al mismo tiempo se
inicia un programa de vacunación en alumnos que inician
el sexto año de primaria �lo que seguramente aumentaría el
apego a recibir las dosis adecuadas- , se lograría la cober-
tura total en un lapso de 7 años. El impacto del costo � be-
neficio de ahorro de 5 años será muy importante en evitar
el costo del daño hepático crónico en sus aspectos de aten-
ción médica y consumo de recursos de salud.

El impacto socioeconómico de los resultados obtenidos en
México contra la hepatitis B muestra que una inversión
aproximada de 649 mil pesos se refleja en la reducción de
un paciente con cáncer de hígado; 10 pacientes con cirro-
sis hepática; 100 pacientes con hepatitis B crónica y 1000
con antígeno de superficie de la hepatitis B positivo. Si el
costo aproximado por 10 años de vacunación contra la he-
patitis B fuera de $31, 044,776.00, se podría obtener un be-
neficio de $5, 331,940,298.00, estrategia que traería un be-
neficio de 59,762.55 años vida.

Toda política pública sanitaria implica una tendencia pre-
ferente hacia la prevención que a la remediación. 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el ar-
tículo 71 fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, someto a la consideración de es-
ta Soberanía, la siguiente 
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
y adiciona un segundo párrafo al artículo 144 de la Ley
General de Salud para ampliar la obligatoriedad de la
vacunación contra la hepatitis tipo B.

Único.- Se reforma y adiciona el artículo 144 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 144. 

Las vacunaciones contra la hepatitis tipo B, la tosferina, la
difteria, el tétanos, la tuberculosis, la poliomielitis y el sa-
rampión, así como otras contra enfermedades transmisibles
que en el futuro estimare necesarias la Secretaría de Salud,
serán obligatorias en los términos que fije esta dependencia.
La misma Secretaría determinará los sectores de población
que deban ser vacunados y las condiciones en que deberán
suministrarse las vacunas, conforme a los programas que al
efecto establezca, las que serán de observación obligatoria
para las instituciones de salud.

Para el caso de la hepatitis tipo B, será obligación de las
instituciones públicas y privadas de salud verificar que
la población a partir de los once años de edad haya si-
do vacunada y, en su caso, proveerán de las vacunas re-
queridas. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor para el Ejer-
cicio Fiscal 2007. 

Segundo. La Secretaría de Salud deberá, dentro de los
ciento ochenta días naturales posteriores a la publicación
del presente decreto en el Diario Oficial de la Federación,
reformar su normatividad reglamentaria para ajustarse al
presente decreto. 

Tercero. La Secretaría de Salud deberá elaborar, previo a
la entrada en vigor del presente decreto, un informe sobre
la situación que guarda la incidencia del VHB en México y
las estimaciones financieras que su cumplimiento haya de
implicar. Dicho informe deberá ser publicado y transmiti-
do a las Comisiones de Salud de la H. Cámara de Diputa-
dos y el H. Senado de la República cuando menos una se-
mana antes de la presentación del paquete económico para
2007.

Palacio Legislativo, a 6 de abril de 2006.� Dip. Juana Cusi Solana
(rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Muchas gracias, diputada Cusi Solana. Túr-
nese a la Comisión de Salud. 

A solicitud del diputado Pablo Franco, del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, se re-
tira de la presentación la iniciativa de reforma que adicio-
na diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 

LEY SOBRE LA CELEBRACION DE TRATADOS

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Esta Presidencia recibió del diputado Jorge
Kahwagi Macari, del grupo parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México, iniciativa que reforma diversas
disposiciones de la Ley sobre la Celebración de Tratados.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley so-
bre la Celebración de Tratados, a cargo del diputado Jorge
Antonio Kahwagi Macari, del grupo parlamentario del
PVEM

Jorge Antonio Kahwagi Macari, diputado de la LIX Legis-
latura del H. Congreso de la Unión, integrante del grupo
parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, solicita se turne a la Comisión de
Relaciones Exteriores, para su dictamen y posterior discu-
sión en el Pleno de la Cámara de Diputados de la Quincua-
gésima Novena Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa de ley, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

Los Estados nacionales, desde que se organizaron como ta-
les, acostumbraron ponerse de acuerdo mediante pactos y
tratados. Se basaron en la idea del contrato, es decir de un
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convenio entre partes sobre una determinada materia. Fue
así como los países regularon sus relaciones por medio de
acuerdos que les crean obligaciones a las que pueden com-
pelerse mutuamente. Como resultado natural de la prolife-
ración de convenios internacionales, el derecho de los tra-
tados ha sido una de las disciplinas que más se han
desarrollado en los último años en la ciencia del derecho;
el internacional ha pasado de ser mero derecho consuetudi-
nario a ser derecho codificado a partir de la celebración de
las Convenciones de Viena de 1969 sobre Derecho de los
Tratados y la de 1986 sobre Tratados Celebrados entre Or-
ganismos Internacionales o entre Organismos Internacio-
nales y Estados.

México, desde el inicio de su vida independiente, ha sus-
crito innumerables tratados internacionales y, en este senti-
do, con respecto a nuestra legislación interna, la constitu-
ción mexicana vigente hace referencia a los tratados o
convenciones internacionales en los artículos 15, 18, 76,
fracción I; 89, fracción X; 177 y 133, asimismo, la Ley so-
bre la Celebración de Tratados,1 que consta de 11 artículos,
estipula los lineamientos a seguir en materia de tratados,
por parte del Estado mexicano. La Ley sobre la Celebra-
ción de Tratados que deviene de nuestra Carta Magna, tu-
vo al inicio el objetivo primordial de hacer referencia a los
mecanismos internacionales para la solución de controver-
sias legales, creyó por ejemplo, oportuno incorporar los
acuerdos administrativos denominados acuerdos interinsti-
tucionales, haciéndose así explícita su presencia en la le-
gislación mexicana.

Un Estado, al demostrar su consentimiento a un pacto,
puede desear no quedar obligado por una determinada dis-
posición y entonces formula una reserva, quedando en ese
caso fuera del tratado las disposiciones reservadas.

Según el artículo 2.1.d) de la Convención de Viena de
1969, �se entiende por reserva una declaración unilateral,
cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha
por un Estado al firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tra-
tado o adherirse a él con objeto de excluir o modificar los
efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su
aplicación a ese Estado�.

Las reservas, por lo tanto, tienen únicamente sentido res-
pecto de los tratados multilaterales. Pues, como afirma la
Comisión de Derecho Internacional, �las reservas a los tra-
tados bilaterales no plantean problema alguno, porque
equivalen a una nueva propuesta que hace que se reanuden

las negociaciones entre los dos Estados [...] Si llegan a un
acuerdo, aceptando o rechazando la reserva se celebrará el
tratado; de lo contrario no se celebrará�.

La Ley Sobre la Celebración de Tratados que en su mayo-
ría repite conceptos de la Convención de Viena o de la pro-
pia Constitución, entre otras cosas, define, en su artículo
segundo, fracción VII, para efectos de esta ley a la reserva
como: �la declaración formulada al firmar, ratificar, acep-
tar o adherirse a un tratado, con objeto de excluir o modi-
ficar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del trata-
do en su aplicación a los Estados Unidos Mexicanos�.

Si bien, la definición es concreta, con las reformas que se
proponen se busca, el enriquecimiento de lo que se entien-
de por reserva dentro de la Ley sobre la Celebración de
Tratados.

Sin duda, este texto que se desea agregar, enriquecerá la de-
finición que establece la Ley sobre la Celebración de Trata-
dos en cuanto a que se entiende por reserva así como la en-
trada en vigor de los tratados que obligan a nuestro país.

Es por todo lo anteriormente expuesto, que el diputado del
grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co, se permite someter ante el pleno de esta soberanía, la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción VII del artí-
culo 2, se añade un párrafo segundo al artículo 4 y se
adiciona un artículo 12 de la Ley sobre la Celebración
de Tratados.

Artículo Primero.- Se reforma la fracción VII del artículo
2 de la Ley sobre la Celebración de Tratados, para quedar
como sigue:

Articulo 2.-

Para los efectos de la presente ley se entenderá por:

I. a la VI. �

VII.- Reserva: Declaración unilateral, cualquiera que
sea su enunciado o denominación, al firmar, ratificar,
aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a el, con ob-
jeto de excluir o modificar los efectos jurídicos de cier-
tas disposiciones del tratado en su aplicación a los Esta-
dos Unidos Mexicanos.
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Artículo Segundo.- Se añade un párrafo segundo al artí-
culo 4 de la Ley sobre la Celebración de Tratados, para
quedar como sigue:

Artículo 4.-

Los tratados que se sometan al Senado para los efectos de
la fracción I del artículo 76 de la Constitución, se turnarán
a comisión en los términos de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, para la for-
mulación del dictamen que corresponda. En su oportuni-
dad, la resolución del Senado se comunicará al Presidente
de la República.

Un tratado entrará en vigor de la manera y en la fecha
que en el se disponga o que acuerden los Estados nego-
ciadores; a falta de tal disposición o acuerdo, el tratado
entrará en vigor tan pronto como haya constancia del
consentimiento de todos los Estados negociadores en
obligarse por el tratado.

Los tratados, para ser obligatorios en el territorio nacional
deberán haber sido publicados previamente en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Tercero.- Se adiciona el artículo 12 a la Ley so-
bre la Celebración de Tratados, para quedar como sigue:

Artículo 12.- Los Estados Unidos Mexicanos podrá for-
mular una reserva en el momento de firmar, ratificar,
aceptar o aprobar un tratado o de adherirse al mismo, a
menos, que la reserva esté prohibida por el tratado o que
el tratado disponga que únicamente pueden hacerse de-
terminadas reservas, entre las cuales no figure la reserva
de que se trate.

Una reserva expresamente autorizada por el tratado no
exigirá la aceptación ulterior de los demás Estados con-
tratantes, a menos que el tratado así lo disponga. 

Transitorio

Artículo Primero.- El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota:

1 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de enero de 1992.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los 6 días del mes de abril de 2006.� Dip. Jorge A. Kah-
wagi Macari (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Túrnese a la Comisión de Relaciones Exte-
riores. 

Se encuentran con nosotros estudiantes y alumnos de la
Universidad del Valle de México, campus Texcoco, invita-
dos por el diputado Lucero Palma. Sean ustedes bienveni-
dos. Asimismo, compañeros, están, alumnos y maestros de
la Universidad de Guadalajara, invitados por el diputado
Carlos Blackaller Ayala. Sean todos ustedes muy bien ve-
nidos a ésta, su casa.

LEY FEDERAL DE DERECHOS

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: A continuación, tiene el uso de la palabra
nuestro compañero diputado Francisco Diego Aguilar, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, para presentar iniciativa que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley Federal de Derechos.

El diputado Francisco Diego Aguilar: Con su permiso,
señora Presidenta. Con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración del
pleno iniciativa que reforma el artículo 18-A y se reforman
y adicionan diversas disposiciones del artículo 288 de la
Ley Federal de Derechos con base en la siguiente exposi-
ción de motivos:

En diciembre próximo pasado el Congreso General aprobó
una serie de disposiciones relacionada con las zonas y si-
tios arqueológicos e históricos que merecen ser revisadas
dado que implican ciertas inconsistencias con la Ley Fede-
ral de Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e His-
tóricos. Los temas que se proponen modificar están referen-
ciados sobre el pago de derechos para el ingreso a las
zonas y sitios arqueológicos, artísticos e históricos; la re-
lación que debe existir con este pago cuando una área na-
tural protegida se ubique en una zona de monumentos y
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sitios anteriormente señalados; así como establecer los
mecanismos para que las cuotas recibidas por distintos
conceptos sean otorgadas por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público directamente para la realización de accio-
nes encaminadas a incrementar y mantener el equipamien-
to e investigación en estas zonas y sitios. Lo anterior se
sustenta en lo siguiente:

Primero.- El incremento que se hace al pago de derechos
para ingresar a las zonas arqueológicas y museos, requiere
estar sustentado de un estudio previo que demuestra el cos-
to real que todo visitante debe pagar y a partir de que se de-
fina esta cantidad y de acuerdo al estado de la economía so-
cial, definir cuál será el costo real que cada visitante deberá
pagar por ingresar a estas zonas.

El artículo 288 de la Ley Federal de Derechos, establece
una categorización y horarios diferenciados para entrar a
las zonas arqueológicas e históricas, cuyos criterios de se-
lección no están establecidos en la Ley Federal de Monu-
mentos. Asimismo se requiere conocer, por parte de las au-
toridades de Conaculta y el INAH las intenciones que
existen, para involucrar a la iniciativa privada en la presta-
ción de diversos tipos de servicios dentro de los recintos ar-
queológicos y museográficos, toda vez que con la aproba-
ción de extensión de los horarios en las zonas triple AAA
hasta las ocho horas, no es claro aun los servicios que se
prestarán, para satisfacer el pago de 150 pesos entre las
cinco y ocho horas.

Por ejemplo, el Museo Nacional de Antropología, que se
categorizó como área AAA, tiene una afluencia de visitan-
tes hasta casi las 20 horas debido a la diversidad y riqueza
de objetos que ahí se presentan y las exposiciones tempo-
rales. Poner un horario que hasta las 17 horas se pague una
tarifa de 45 pesos y después de esa hora una tarifa de 150
sin que aún la autoridad explique qué va a ser en estos re-
cintos triple A después de las 17 horas, nos parece dema-
siado sospechoso.

En este sentido se propone el Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia establezca un comité de trabajo con la
participación de los trabajadores, a fin de realizar los estu-
dios pertinentes que conduzcan a elaborar una propuesta de
pago de derechos para entrar a zonas y sitios arqueológi-
cos, misma que será enviada para su consideración a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público. La propuesta esta-
rá debidamente fundamentada en las disposiciones de la
Ley Federal de Monumentos y Zonas Arqueológicos, Ar-
tísticos e Históricos. Esto es con la finalidad de establecer

el pago real de derechos que un visitante a las zonas y mo-
numentos arqueológicos permita a las instituciones sufra-
gar los gastos necesarios para equipamiento e investiga-
ción en estos sitios con base en la situación económica que
prevalece en el país.

Asimismo, es necesario que las Cámaras del Congreso Ge-
neral reformen la Ley Federal de Monumentos y Zonas Ar-
queológicos, Artísticos e Históricos para que en ella se es-
tablezcan las categorizaciones de estos sitios según su
importancia, infraestructura y servicios que prestan. Una
vez que se hayan establecido las cuotas sobre el pago de
derechos para este fin, los incrementos anuales por este
concepto no podrán ser mayores al porcentaje de inflación
esperada para el ejercicio fiscal anual siguiente, de manera
que no dañe los ya históricamente depauperados bolsillos
de los mexicanos.

Segundo. Se requiere modificar el penúltimo párrafo del
artículo 288 para que en los casos en que exista una zona
arqueológica dentro de un área natural protegida, el visi-
tante tenga la elección de entrar a uno o a otro o a ambos,
pero que no medie un doble pago de derechos forzoso, co-
mo sucede en Palenque que primero se cobra la entrada al
parque nacional (que en su mayoría son potreros y no se
conserva nada) y metros más adelante se cobra la entrada
al sitio arqueológico por el INAH, quien es la que conser-
va el ambiente y sus recursos en el área definida de su com-
petencia.

Tercero. La protección, conservación y restauración de
nuestro patrimonio arqueológico, paleontológico, histórico
y artístico requiere de los recursos que provienen de las
cuotas del servicio de no inmigrante, que por disposición
de ley el 50 por ciento va al Instituto Nacional de Migra-
ción y el 50 al Consejo Mexicano de Promoción Turística.
Sin embargo, ninguna de estas dependencias envía recur-
sos para apoyar los trabajos de protección, conservación,
restauración y gestión de este patrimonio, ya que el turis-
mo depende en gran parte de los sitios y zonas arqueológi-
cas.

En este sentido, proponemos modificar el artículo 18 A para
que de manera equitativa se distribuyan los ingresos gene-
rados por el pago de derechos con el servicio de no inmi-
grantes, entre el Instituto Nacional de Antropología e His-
toria, el 35%; el Instituto Nacional de Migración, 30% y la
Secretaría de Turismo a través del Consejo Mexicano de
Promoción Turística, el 35%.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006227



Compañeras y compañeros diputados, si el interés general
en el ámbito del patrimonio cultural tiene que ver en gran
parte con financiar directamente, eficientemente el equipa-
miento, servicios e investigación científica, necesitamos
fortalecer al sector que protege, conserva y restaura este
patrimonio.

Solicito a la Presidencia se instruya la inserción completa
de la iniciativa en el Diario de los Debates, además de que
se incluya dentro de los firmantes de esta iniciativa a la di-
putada Marbella Casanova, por favor. Muchas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Federal de Derechos, a cargo del diputado Francis-
co Diego Aguilar, del grupo parlamentario del PRD

Francisco Diego Aguilar, diputado federal de la LIX Le-
gislatura, integrante del grupo parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, 56 y 62 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción del pleno iniciativa que reforma el artículo 18-A y se
reforman y adicionan diversas disposiciones del artículo
288 de la Ley Federal de Derechos con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En diciembre próximo pasado el Congreso General aprobó
una serie de disposiciones relacionada con las zonas y si-
tios arqueológicos e históricos que merecen ser revisadas
dado que implican ciertas inconsistencias con la Ley Fede-
ral de Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e His-
tóricos. Los temas que se proponen modificar están referen-
ciados sobre el pago de derechos para el ingreso a las zonas
y sitios arqueológicos, artísticos e históricos; la relación que
debe existir con este pago cuando una área natural protegi-
da se ubique en una zona de monumentos y sitios anterior-
mente señalados; así como establecer los mecanismos para
que las cuotas recibidas por distintos conceptos sean otor-
gadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público di-
rectamente para la realización de acciones encaminadas a
incrementar y mantener el equipamiento e investigación en
estas zonas y sitios. Lo anterior se sustenta en lo siguiente:

Primero: El incremento que se hace al pago de derechos
para ingresar a estas zonas y sitios no van acompañadas de
un estudio previo, ni siquiera que justifiquen lo suficiente
sobre los motivos que conducen al Ejecutivo federal a de-
finir estas tarifas. Tampoco ha sido tarea de las comisiones
encargadas de dictaminar este asunto, realizar los análisis
conducentes que permitan observar los efectos que estas
disposiciones tienen para la población.

El artículo 288 de la Ley Federal de Derechos establece
una categorización de sitios arqueológicos e históricos que
no están sustentados en la Ley Federal de Monumentos, ya
que esta ley es la que regula la materia de sitios arqueoló-
gicos, históricos y artísticos, ni mucho menos establece pa-
gos diferenciados según el horario de entrada, como fue
aprobado en la reforma de diciembre de 2005.

La creación de las áreas triple A para el acceso a museos y
zonas arqueológicas seleccionadas por el ejecutivo federal,
sería factible sólo si en la ley de monumentos y zonas exis-
tiera alguna disposición expresa al respecto de manera que
le otorgue la certeza jurídica que requiere, así como las ra-
zones y los casos en que los tipos de servicios que se pres-
tarían en estos sitios, como son los casos de los estudios de
impacto y riesgo de las construcciones y los estudios de ca-
pacidad de carga de visitantes, entro otros. Esto aún no es-
tá regulado en la ley de la materia y no es permisible que
una ley que sólo tiene por objeto establecer cuotas y tarifas
pretenda legislar asuntos fuera de su objeto.

El Museo Nacional de Antropología, que se categorizó co-
mo área AAA, tiene una afluencia de visitantes hasta casi
las 20 horas debido a la diversidad y riqueza de objetos que
ahí se presentan y las exposiciones temporales. Poner un
horario que hasta las 17 horas se pague una tarifa de 45 pe-
sos y después de esa hora una tarifa de 150 sin que aún la
autoridad explique qué va a ser en estos recintos triple A
después de las 17 horas, nos parece demasiado sospechoso,
más aún porque la autoridad, sea Conaculta o el INAH, no
han informado al Congreso General sobre las intenciones
de privatizar los servicios de patrimonio nacional cultural
ni su sustento jurídico.

En este sentido se propone el Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia establezca un comité de trabajo con la
participación de los trabajadores, a fin de realizar los estu-
dios pertinentes que conduzcan a elaborar una propuesta de
pago de derechos para entrar a zonas y sitios arqueológi-
cos, misma que será enviada para su consideración a la
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público. La propuesta es-
tará debidamente fundamentada en las disposiciones de la
Ley Federal de Monumentos y Zonas Arqueológicos, Ar-
tísticos e Históricos. Esto es con la finalidad de establecer
el pago real de derechos que un visitante a las zonas y mo-
numentos arqueológicos permita a las instituciones sufra-
gar los gastos necesarios para equipamiento e investiga-
ción en estos sitios con base en la situación económica que
prevalece en el país.

Asimismo, es necesario que las Cámaras del Congreso Ge-
neral reformen la Ley Federal de Monumentos y Zonas Ar-
queológicos, Artísticos e Históricos para que en ella se es-
tablezcan las categorizaciones de estos sitios según su
importancia, infraestructura y servicios que prestan así co-
mo para establecer las modalidades de exención de pagos
o disminución de cuotas en casos especiales.

Una vez que se hayan establecido las cuotas sobre el pago
de derechos para este fin, los incrementos anuales por este
concepto no podrán ser mayores al porcentaje de inflación
esperada para el ejercicio fiscal anual siguiente, de manera
que no dañe los ya históricamente depauperados bolsillos
de los mexicanos.

Segundo. Se requiere modificar el penúltimo párrafo del
artículo 288 para que en los casos en que exista una zona
arqueológica dentro de un área natural protegida, el visi-
tante tenga la elección de entrar a uno o a otro o a ambos,
pero que no medie un doble pago de derechos forzoso, co-
mo sucede en Palenque que primero se cobra la entrada al
parque nacional (que en su mayoría son potreros y no se
conserva nada) y metros más adelante se cobra la entrada
al sitio arqueológico por el INAH, quien es la que conser-
va el ambiente y sus recursos en el área definida de su com-
petencia.

Tercero. La protección, conservación y restauración de
nuestro patrimonio arqueológico, paleontológico, histórico
y artístico requiere de los recursos que provienen de las
cuotas del servicio de no inmigrante, que por disposición
de ley el 50 por ciento va al Instituto Nacional de Migra-
ción y el 50 al Consejo Mexicano de Promoción Turística.
Sin embargo, ninguna de estas dependencias envía recursos
para apoyar los trabajos de protección, conservación, restau-
ración y gestión de este patrimonio, ya que el turismo de-
pende en gran parte de los sitios y zonas arqueológicas.

En este sentido proponemos modificar el artículo 18-A pa-
ra que de manera equitativa se distribuyan los ingresos ge-

nerados por el pago de derechos por el servicios de no in-
migrante entre el Instituto Nacional de Antropología e His-
toria, el Instituto Nacional de Migración y la Secretaría de
Turismo a través del Consejo Mexicano de Promoción Tu-
rística.

Compañeras y compañeros diputados, si el interés general
en el ámbito del patrimonio cultural tiene que ver en gran
parte con financiar eficientemente el equipamiento, servi-
cios e investigación científica, necesitamos fortalecer al
sector que protege, conserva y restaura este patrimonio.

En tal sentido, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la siguiente

Iniciativa de decreto que reforma el artículo 18-A y re-
forma y adiciona diversas disposiciones del artículo
288, de la Ley Federal de Derechos.

Artículo Único: Se reforma el artículo 18-A y se reforman
los párrafos tres y cuarto y se adiciona los párrafos quinto
y sexto al artículo 288, de la Ley Federal de Derechos pa-
ra quedar como sigue:

�Artículo 18-A.- Los ingresos que se obtengan por la re-
caudación del derecho establecido en la fracción I del artí-
culo 8o. de la presente Ley, se destinarán en un 30% al Ins-
tituto Nacional de Migración para mejorar los servicios que
en materia migratoria proporciona, en un 35% al Consejo
de Promoción Turística de México para la promoción tu-
rística del país, y en un 35% al Instituto Nacional de An-
tropología e Historia para investigación científica y me-
jorar la infraestructura de zonas arqueológicas.

Artículo 288.- ...
...

El pago de este derecho deberá hacerse previamente al in-
greso a los museos, monumentos y zonas arqueológicas a
que se refiere este artículo. Cuando estos se ubiquen den-
tro de las áreas naturales protegidas se deberá infor-
mar al visitante de la existencia de las cuotas de entra-
da diferentes para ambos sitios. En cualquier caso, la
autoridad competente establecerá los caminos para ac-
ceder al museo, monumento y zona arqueológicos para
aquellos que sólo desean ingresar a estos y no al área
natural protegida que corresponda.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006229



No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, las per-
sonas mayores de 60 años, menores de 13 años, jubilados,
pensionados, discapacitados, profesores y estudiantes en
activo, así como los pasantes o investigadores que cuenten
con permiso del Instituto Nacional de Antropología e His-
toria para realizar estudios afines a los museos, monumen-
tos y zonas arqueológicas a que se refiere este artículo. Asi-
mismo, estarán exentos del pago de este derecho, los
visitantes que accedan a los monumentos y zonas arqueo-
lógicas los domingos y días festivos.

Las cuotas por el pago de derecho para el objeto de es-
te artículo deben estar fundamentadas y justificadas
mediante dictamen técnico propuesto por el Comité de
Trabajo que para tal efecto se instaure por el Instituto
Nacional de Antropología e Historia con la participa-
ción de sus trabajadores. Dicho dictamen deberá en-
viarse para su consideración a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Pública a fin de incorporar sus propuestas
en la iniciativa que anualmente envía el titular del Eje-
cutivo federal en materia de derechos.

El incremento anual que se apruebe por el pago de de-
rechos por este concepto no podrá ser superior al por-
centaje de inflación esperada para el ejercicio fiscal
anual siguiente definido en los Criterios de Política
Económica que al efecto establezca el titular del Ejecu-
tivo federal.�

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo.- Para lo dispuesto en el párrafo quinto del artí-
culo 288, el Comité de trabajo que instaure el Instituto Na-
cional de Antropología e Historia, tendrá la finalidad de re-
alizar los estudios pertinentes que conduzcan a elaborar
una propuesta de para adecuar los pagos de derecho que se
cobran para entrar a las zonas arqueológicas y museos, con
base en lo establecido en la Ley Federal de Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos.

Las Cámaras del Congreso General realizarán las reformas
correspondientes a la Ley Federal de Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos, conducentes a cate-
gorizar las zonas y sitios arqueológicos de acuerdo con la
importancia del sitio, la infraestructura que tiene y los ser-

vicios que presta al público, así como las modalidades de
exención de pagos o disminución de cuotas en casos espe-
ciales que la ley establezca.

Tercero.- Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Sala de Sesiones del Palacio Legislativo a los treinta días del mes de
marzo del año dos mil seis.� Dip. Francisco Diego Aguilar (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Muchas gracias. Y, de acuerdo con su solici-
tud, favor de dejar establecido en el Diario de los Debates
que la iniciativa fue presentada conjuntamente por el dipu-
tado Francisco Diego Aguilar y la diputada Marbella Casa-
nova Calam. Y que se inserte íntegro en el Diario de los
Debates, y túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público. 

ARTICULO 4o. CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Esta Presidencia recibió de la diputada Evelia
Sandoval Urbán iniciativa que reforma el artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la di-
putada Evelia Sandoval Urbán, del grupo parlamentario del
PAN

La que suscribe, Evelia Sandoval Urbán, diputada federal
por el distrito 13 del estado de Jalisco en la LIX Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del H. Congreso General,
con fundamento en los artículos 70 y 71, fracción II, de la
Constitución Política; y 55, fracción II, y 56 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, ocurre a presentar ante el
Pleno de la Cámara de Diputados iniciativa que reforma el
artículo 4o. constitucional, en sus párrafos sexto, séptimo y
octavo, para incorporar a las y los adolescentes como un
sector de la población específico y establecer los límites de
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edad entre las y los niños y las y los adolescentes, en los
términos de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece los derechos de las niñas y los niños, en el párra-
fo sexto del artículo 4o. En dicho artículo se garantizan los
derechos de las niñas y los niños a la educación, a la satis-
facción de sus necesidades de alimentación, salud, educa-
ción y sano esparcimiento con el fin de propiciar su des-
arrollo integral.

El artículo 4o. constitucional da origen a la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
donde se estipula cómo deben participar las instituciones,
públicas y privadas, los familiares, los padres y demás in-
volucrados en crear un entorno favorable que propicie el
pleno desarrollo de las niñas, los niños y los adolescentes.

Sin embargo, en nuestra Constitución los adolescentes no
están incluidos; por tanto, tampoco reconocidos como un
grupo poblacional con necesidades específicas. La Consti-
tución no los ampara en este periodo; permanecen perdidos
entre que ya no son niños, pero tampoco son adultos, lo
cual nos debe preocupar y ocupar.

Los organismos internacionales, como la Organización de
las Naciones Unidas, a través del UNICEF, han establecido
parámetros que nos permiten identificar los rangos de edad
de una persona hasta que alcanza la edad adulta y goza de los
derechos de ser un ciudadano. Según estos criterios, se con-
sideran niños los individuos que tienen entre 1 y 12 años,
mientras que la adolescencia se ubica en el rango de los 12
a los 18 años. Esta diferenciación es importante, ya que per-
mite hacer una clasificación más adecuada y que se traduce
en el diseño de mejores políticas públicas dirigidas a las ni-
ñas, los niños y los adolescentes.

El propio concepto de adolescencia encierra parte de su ex-
plicación: una persona que tiene entre 12 y 18 años �adole-
ce�; por tanto, es de suma importancia atender de manera es-
pecial sus necesidades y no sumarle, además, la falta de
atención, la ausencia de una orientación adecuada, permi-
tiéndole encontrar alternativas que le permitan desarrollarse
sanamente.

Los adolescentes representan uno de los segmentos pobla-
cionales más importantes, su cuantía le permite ubicarse en
el segundo lugar sólo después del segmento poblacional de

los jóvenes de 25 a 35 años, así lo indica el último censo
poblacional.

Cuando se habla del futuro de nuestro país, la gran mayo-
ría de nosotros volteamos a mirar a todos los niños y niñas
del país, pero no nos preocupamos por nuestros adolescen-
tes, cuando menos no como tal, sino que simplemente los
metemos en el catálogo de menores de edad, sin diferenciar
sus necesidades específicas. La adolescencia es la etapa de
la vida más difícil de cualquier persona, los conflictos más
importantes que se enfrentan en esta edad es la búsqueda
de un lugar en la familia y la sociedad, el adolescente está
en un proceso de formación de su identidad, la cual deter-
minará su futuro como adulto.

Los adolescentes requieren un trato diferenciado respecto a
la niñez y a los adultos, pero se ha descuidado y sólo se han
dado esfuerzos de manera aislada. Es momento de recono-
cer que los adolescentes son parte del futuro de nuestro pa-
ís, pero también que forman parte de nuestro presente.

La descomposición social que ahora vivimos es conse-
cuencia, en parte, de una adolescencia previa que no en-
contró alternativas suficientes ni adecuadas a sus proble-
máticas.

Es necesario, desde luego, hablar de la educación, de la sa-
lud, de la sexualidad, de la recreación y de la cultura de las
y los adolescentes para instrumentar políticas públicas es-
pecíficas, que les permitan gozar de los beneficios y las
prerrogativas que les corresponden.

Para ello, es menester que los adolescentes sean reconoci-
dos en la Ley Fundamental y diferenciados como un sector
específico de la población con requerimientos concretos.

Por lo anteriormente expuesto y con los fundamentos jurí-
dicos expresados en el proemio, me permito poner a la con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciati-
va de decreto que adiciona y reforma la ley en comento,
como se señala a continuación: Se reforma el articulo 4o.
constitucional, en sus párrafos sexto, séptimo y octavo,
al tenor de la siguiente propuesta de

Decreto

Único. Se modifica el artículo 4o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo sigue:
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Artículo 4. ...

...

...

...

...

Los niños, las niñas y las y los adolescentes tienen derecho
a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud,
educación, y sano esparcimiento para su desarrollo inte-
gral. Se considera como niño o niña a toda aquella persona
desde el momento de su nacimiento y hasta los once años
de edad, en tanto que aquellos individuos que se ubiquen
entre los doce y los diecisiete años se les considerará ado-
lescentes.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de
preservar estos derechos. El Estado proveerá lo necesario
para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y las y
los adolescentes y el ejercicio pleno de sus derechos.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la ni-
ñez y las y los adolescentes.

Artículos Transitorios

Único. Este decreto entrará en vigor a partir del día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de abril de 2006.�
Dip. Evelia Sandoval Urbán (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales. 

LEY GENERAL DE EDUCACION - LEY FEDERAL
DEL TRABAJO - LEY GENERAL DE SALUD - 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Esta Presidencia recibió del diputado Federi-
co Madrazo Rojas, del grupo parlamentario del Partido Re-

volucionario Institucional iniciativa que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley General de Educación,
de la Ley Federal del Trabajo, de la Ley General de Salud
y de la Ley del Seguro Social.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Educación, de la Ley Federal del Traba-
jo, de la Ley General de Salud y de la Ley del Seguro So-
cial, a cargo del diputado Federico Madrazo Rojas, del gru-
po parlamentario del PRI

Federico Madrazo Rojas, diputado federal integrante del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal de la LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II,
72 y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, fracción II, y 56, 60 y 64 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; solicito se turne a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para su dictamen y posterior discu-
sión en el Pleno de esta soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Educación; de la Ley Federal
del Trabajo; de la Ley General de Salud; y de la Ley del Se-
guro Social, con base a la siguiente

Exposición de Motivos

El propósito fundamental de la presente iniciativa de ley,
realizada con el apoyo en conjunto del Consejo Nacional
para Prevenir la Discriminación y con la Comisión Ciuda-
dana de Estudios contra la Discriminación, es el de contri-
buir a dar certidumbre a los principios básicos de no dis-
criminación, contemplados en nuestra Carta Magna.
Persigue también el objetivo de armonizar la legislación fe-
deral con los lineamientos en materia de discriminación,
estipulados tanto en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos como en la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, en áreas relativas a las medi-
das antidiscriminatorias, así como brindar protección a
quienes han sido objeto de éstas prácticas.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos reafir-
ma el principio de la no discriminación y proclama que los
seres humanos nacemos libres e iguales en dignidad y com-
petencias, y que toda persona puede invocar en su totalidad
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los derechos y libertades expresadas en ella, sin distinción
alguna de raza, edad, sexo y religión.

Con base en ese precepto, en la Convención Sobre la Eli-
minación de Todas las Formas de Discriminación contra la
Mujer, adoptada por la Asamblea General de las Naciones
Unidas el día 18 de diciembre de 1979, y que entró en vi-
gor el 3 de septiembre de 1981, se convino, entre otras co-
sas, que la expresión �discriminación contra la mujer� de-
notara toda distinción, exclusión o restricción basada en el
sexo y que tuviera por objeto menoscabar o anular el reco-
nocimiento, goce o ejercicio por parte de la mujer, inde-
pendientemente de su estado civil, sobre la base de la
igualdad de los derechos humanos y de las libertades fun-
damentales en las esferas política, económica, social, cul-
tural o civil.

Asimismo, los Estados asistentes a dicha convención se
comprometieron a crear, por todos los medios apropiados y
sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la segre-
gación contra la mujer y, con tal objeto, se convinieron a:

a) Consagrar en sus Constituciones nacionales, o en cual-
quier otra legislación apropiada, el principio de la igualdad
del hombre y de la mujer y asegurar por ley, u otros me-
dios, la realización práctica de ésta premisa;

b) Adoptar las medidas adecuadas, legislativas o de otro
carácter, que prohíban toda discriminación en contra de la
mujer, al igual que especificar las sanciones correspon-
dientes a quienes infrinjan tal mandato;

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la
mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y
garantizar, por conducto de los tribunales nacionales
competentes y de otras instituciones públicas, su protec-
ción efectiva contra todo acto de discriminación; y,

d) Abstenerse de incurrir en toda práctica discriminato-
ria contra la mujer, y velar porque las autoridades e ins-
tituciones públicas actúen de conformidad con esta obli-
gación.

Debemos reconocer que en nuestro país se han dado pasos
en esa dirección, pues tanto nuestra Constitución como el
marco jurídico secundario han sido modificados para lograr
la igualdad de derechos del hombre y la mujer, al tiempo de
que hemos creado instituciones que luchan, día a día, por es-
ta noble causa.

Sin embargo, es necesario redoblar el esfuerzo y atacar por
todos los frentes posibles, porque a pesar de los derechos
ya reconocidos:

� Los salarios de las mujeres son más bajos que los de
los hombres;

� Las mujeres siguen siendo una minoría en los puestos
directivos y de toma de decisiones;

� Las mujeres continúan asumiendo la doble carga de las
obligaciones familiares y profesionales; y,

� En general, las oportunidades de la mujer quedan li-
mitadas a una franja estrecha de los denominados �em-
pleos femeninos� (trabajo de oficina, servicios, ventas y
profesiones a nivel de mandos medios) que en general
reciben un salario inferior y son menos valoradas que
los empleos tradicionalmente �masculinos�.

Estas tendencias persisten a pesar de que son innegables
los éxitos que se han logrado con respecto a su acceso a la
educación y a su formación profesional, pues ya no puede
suponerse que las mujeres que ingresan al mercado laboral
están menos preparadas que los hombres.

Hoy por hoy, las mujeres son más vulnerables frente a los
efectos sociales negativos de la reestructuración y la rece-
sión económicas. No obstante, como la situación de las
mujeres de escasos recursos es distinta de aquéllas que no
se encuentran en esta posición, o de la de los hombres en
condición de pobreza, no son suficientes las medidas que
se adopten para corregir la desigualdad entre los sexos, por
lo que es necesario pugnar para que se complementen esas
disposiciones con actividades adaptadas a las condiciones
específicas de estas mujeres.

Las medidas encaminadas a combatir la pobreza resultan
ineficaces si se considera a las mujeres de bajos recursos
como beneficiarias pasivas de la seguridad social, por lo
que para lograr los mejores resultados es importante hacer
hincapié, ante todo, en el papel de la mujer como sujeto de
la actividad económica.

Es necesario además incrementar su productividad en el
trabajo a domicilio y agrícola, ampliando al mismo tiempo
sus posibilidades de empleo y aumentando los ingresos que
reciben.
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La transformación de las actividades económicas de las
mujeres requiere reformas profundas, como por ejemplo:
abrirles el acceso al crédito y a la tecnología; diseñar me-
didas financieras que favorezcan su trabajo independiente
y elaborar programas de formación enfocados a su ingreso
al mercado laboral.

Es preciso concebir, pues, un acercamiento más orientado
hacia ellas en la formulación de programas y políticas de
desarrollo económico, cultural y social, por lo que resulta
imperativo que todo el marco jurídico del país, de hoy en
adelante, incorpore y dimensione el papel que juega la mu-
jer en el desarrollo de nuestra nación.

En suma, por lo anteriormente fundado y motivado, se so-
mete ante el Pleno de esta H. Cámara de Diputados la si-
guiente:

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adicio-
na y deroga, diversas disposiciones de la Ley General
de Educación; de la Ley Federal del Trabajo; de la Ley
General de Salud; y de la Ley del Seguro Social.

Artículo Primero.- De la Ley General de Educación se re-
forman el primero, el segundo y el tercer párrafos del artí-
culo 2o.; las fracciones I, VI y X del artículo 7o.; el primer
párrafo y la fracción III del artículo 8o.; las fracciones VI
y XIII del artículo 12; la fracción I del artículo 13; el pri-
mer párrafo y la fracción I del artículo 20; el primero y se-
gundo párrafos del artículo 21; el segundo párrafo del artí-
culo 30; los artículos 31 y 32; las fracciones III y V,
adicionando dos párrafos a la parte final de la fracción
XIII, del artículo 33; el artículo 40; los párrafos primero,
segundo y tercero del artículo 41, y se añade el artículo 41
Bis; los artículos 43 y 49; los párrafos primero y segundo,
agregando un párrafo más, del artículo 50; la fracción III
del artículo 55; la fracción IV del artículo 65; el primer pá-
rrafo y la fracción V del artículo 67; el segundo y tercer pá-
rrafos del artículo 69; el primero y segundo párrafos del ar-
tículo 70; el primer párrafo del artículo 71; el artículo 72 y
las fracciones IX y X del artículo 75, para quedar como si-
guen:

Artículo 2o.-

Toda persona tiene derecho a recibir educación; el Estado
deberá garantizar la igualdad de oportunidades de ac-
ceso y permanencia al sistema educativo nacional.

La educación es medio fundamental para adquirir, transmi-
tir y acrecentar la cultura; es proceso permanente que con-
tribuye al desarrollo de las personas y a la transformación
de la sociedad, y es factor determinante para la adquisición
de conocimientos y para formar a las mujeres y a los hom-
bres, de manera que adquieran sentido de solidaridad so-
cial, una cultura de respeto de los derechos humanos, de
respeto a la diversidad y de rechazo a toda forma de discri-
minación.

Estos principios deberán orientar la educación en todos
los niveles y modalidades que regula esta ley, y deberán
incorporarse en los planes y programas de estudio, así
como en los libros de texto gratuitos.

En el proceso educativo deberá asegurarse la participación
activa de la o el educando, estimulando su iniciativa y su
sentido de responsabilidad social, para alcanzar los fines a
que se refiere el artículo 7o.

Artículo 7o.-

La educación que impartan el Estado, sus organismos des-
centralizados y los particulares con autorización o con re-
conocimiento de validez oficial de estudios tendrá, además
de los fines establecidos en el segundo párrafo del artículo
3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, los siguientes:

I. Contribuir al desarrollo integral de las personas, pa-
ra que ejerzan plenamente sus capacidades;

II. a la V. ...

VI. Promover los valores de la justicia, de la observancia
de la Ley; de la igualdad de oportunidades para todas
las personas; de no discriminación; de respeto a la di-
versidad y de fomento a una cultura de paz; de no vio-
lencia y de reconocimiento de los derechos humanos;

VII. a IX. ...

X. Desarrollar actitudes solidarias en las personas, para
crear conciencia sobre la prevención y la preservación de
la salud; la planeación familiar; la paternidad responsa-
ble; el respeto por la diversidad; la igualdad de géne-
ro y las potencialidades de las personas con discapa-
cidad, y de aquellas que han llegado a la tercera
edad, sin menoscabo de la libertad y respeto absoluto a
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la dignidad humana, así como la promoción de un am-
biente libre de adicciones;

Artículo 8o.-

El criterio que orientará a la educación que el Estado y sus
organismos descentralizados impartan �así como toda la
educación preescolar, la primaria, la secundaria, la normal y
demás para la formación de las y los maestros de educación
básica que los particulares impartan� se basará en los resul-
tados del progreso científico, luchará contra la ignorancia y
sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y los prejui-
cios. Además:

I. y II. ...

III. Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto por
los elementos que aporte a fin de robustecer en la o el edu-
cando, junto con el aprecio por la dignidad de la persona
y la integridad de la familia, la convicción del interés ge-
neral de la sociedad, como por el cuidado que ponga en
sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de derechos
de todas las mujeres y los hombres, eliminando toda
forma de discriminación.

Artículo 12.-

Corresponden de manera exclusiva a la autoridad educati-
va federal las atribuciones siguientes:

I. al V ...

VI. Regular un sistema nacional de formación, actuali-
zación, capacitación y superación profesional para
maestros y maestras de educación básica, en la que se
incluya la indígena y la especial;

VII. a la XII. ...

XIII. Las necesarias para garantizar el carácter nacional,
democrático y no discriminatorio, de la educación bá-
sica, la normal y demás, para la formación de maestros
y maestras de educación básica, incluidos los de indí-
gena y especial.

Artículo 13.-

Corresponden de manera exclusiva a las autoridades edu-
cativas locales, en sus respectivas competencias, las atribu-
ciones siguientes:

I. Prestar los servicios de educación inicial, básica in-
cluyendo la indígena, la especial, así como la normal y
demás para la formación de las y los maestros;

Artículo 20.-

Las autoridades educativas, en sus respectivos ámbitos de
competencia, constituirán el sistema nacional de formación,
actualización, capacitación y superación profesional para
maestros y maestras, que tendrá las finalidades siguientes:

I. La formación, con nivel de licenciatura, de maestras
y maestros de educación inicial, básica �incluyendo la
de quienes atienden la educación indígena�, especial y
de educación física;

Artículo 21.-

La educadora y el educador son promotores, coordinado-
res y agentes directos del proceso educativo. El Estado de-
berá proporcionarles los medios que les permitan realizar
eficazmente su labor y que contribuyan a su constante per-
feccionamiento.

Para ejercer la docencia en instituciones establecidas por el
Estado, por sus organismos descentralizados y por los par-
ticulares con autorización o con reconocimiento de validez
oficial de estudios, los maestros deberán satisfacer los re-
quisitos que, en su caso, señalen las autoridades competen-
tes, éstos en ningún caso deberán menoscabar su digni-
dad, atentar contra sus derechos humanos o
representar alguna forma de discriminación.

Artículo 30.-

Las instituciones educativas establecidas por el Estado, por
sus organismos descentralizados y por los particulares con
autorización o con reconocimiento de validez oficial de es-
tudios, otorgarán a las autoridades educativas todas las fa-
cilidades y colaboración para la evaluación a que esta sec-
ción se refiere.

Para ello, proporcionarán oportunamente todas las facili-
dades para acceder a la información que se les requiera;
tomarán las medidas que permitan la colaboración efectiva
de alumnos y alumnas, maestras y maestros, directivos y
demás participantes en los procesos educativos; facilitarán
que las autoridades educativas, incluida la Secretaría, re-
alicen exámenes para fines estadísticos, de diagnóstico,
de evaluación de contenidos y aplicación de planes y
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programas educativos, y recaben directamente en las es-
cuelas, con todos los involucrados, la información nece-
saria.

Artículo 31.-

Las autoridades educativas darán a conocer a los maestros
y maestras, alumnas y alumnos, madres y padres de fa-
milia y a la sociedad en general, los resultados de las eva-
luaciones que realicen, así como la demás información glo-
bal que permita medir el desarrollo y los avances de la
educación en cada entidad federativa.

Artículo 32.-

Las autoridades educativas llevarán a cabo todas las me-
didas tendientes a establecer condiciones que permitan el
ejercicio pleno del derecho a la educación de cada perso-
na, una mayor equidad educativa, así como el logro de la
efectiva igualdad en oportunidades de acceso y permanen-
cia en los servicios educativos.

Dichas medidas estarán dirigidas, de manera preferente, a
los grupos y regiones con mayor rezago educativo o que
enfrenten condiciones económicas, sociales o de discapa-
cidad que los coloquen en desventaja.

Artículo 33.-

Para cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior, las au-
toridades educativas en el ámbito de sus respectivas com-
petencias llevarán a cabo las actividades siguientes:

I. a la II. ...

III. Promoverán centros de desarrollo infantil, centros
de integración social, internados, albergues escolares e
infantiles y demás planteles que apoyen en forma conti-
nua y estable el aprendizaje y el aprovechamiento de los
alumnos y las alumnas;

IV. ...

V. Otorgarán apoyos pedagógicos a grupos con requeri-
mientos educativos específicos, tales como programas
encaminados a recuperar retrasos en el aprovechamiento
escolar de los alumnos y las alumnas;

VI. al XII. ...

XIII. Realizarán las demás actividades que permitan
ampliar la calidad y la cobertura de los servicios educa-
tivos, y alcanzar los propósitos mencionados en el artí-
culo anterior.

El Estado también llevará a cabo programas asistenciales,
ayudas alimenticias, campañas de salubridad y demás me-
didas tendientes a contrarrestar las condiciones sociales
que incidan en la efectiva igualdad de oportunidades de ac-
ceso y permanencia en los servicios educativos.

Asimismo, establecerá convenios intersectoriales de
asistencia y rehabilitación entre las áreas educativas y el
sector salud, para que los alumnos y alumnas con disca-
pacidad cursen su educación básica.

En todos los casos, las escuelas deberán contar con el
apoyo del sector salud para efectos de rehabilitación en
programas de discapacidad.

Artículo 40.-

La educación inicial tiene como propósito favorecer el des-
arrollo físico, cognoscitivo, afectivo y social de las y los
menores de cuatro años de edad. Incluye orientación a pa-
dres y madres de familia o tutores para la educación de sus
hijas, hijos, y/o pupilos.

Artículo 41.-

La educación especial está destinada a personas con dis-
capacidades transitorias o definitivas, así como a aquellas
con aptitudes sobresalientes. Procurará la atención de las
y los educandos de manera adecuada a sus propias condi-
ciones, con equidad social, propiciando su plena integra-
ción en la sociedad, con conocimientos científicos y téc-
nicos, condiciones de salud y autonomía, y condiciones
laborales que les permitan ejercer todas sus capacida-
des.

Tratándose de menores de edad con discapacidades, este
proceso de enseñanza y aprendizaje propiciará su inte-
gración a los planteles de educación básica regular, me-
diante el apoyo de recursos adicionales o diferentes, que
les permitan la satisfacción de necesidades básicas de
aprendizaje para la autónoma convivencia social y pro-
ductiva, propiciando además que desde las escuelas se
detecten capacidades que puedan orientarlos hacia el
futuro de su desempeño laboral y ocupacional, para lo
cual se elaborarán y dotarán todos los materiales de apoyo
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didácticos necesarios. Se llevarán a cabo acciones concer-
tadas con la Secretaría de Salud y del Trabajo y Previsión
Social, que les permitan acceder a procesos de rehabilita-
ción, sistemas de práctica y puestos de trabajo respecti-
vamente.

Este proceso de enseñanza y aprendizaje incluye orien-
tación a las madres y a los padres, o tutores, así como tam-
bién a las maestras y los maestros y personal de escuelas
de educación básica regular que integren a las alumnas y
los alumnos con necesidades educativas especiales, con o
sin discapacidad.

Artículo 41 Bis.-

En los procesos de enseñanza y aprendizaje en esta mo-
dalidad educativa, deberán participar, además de las
autoridades educativas, las de Salud y del Trabajo.

Artículo 43.-

La educación para adultos está destinada a personas de
quince años o más que no hayan cursado o concluido la
educación básica y comprende, entre otras, la alfabetiza-
ción, la educación primaria y la secundaria, así como la
formación para el trabajo, con las particularidades adecua-
das a dicha población. Esta educación se apoyará en la so-
lidaridad social.

Artículo 49.-

El proceso educativo se basará en los principios de libertad
y responsabilidad que aseguren la armonía de relaciones
entre educandos y educadores y promoverá el trabajo en
grupo para asegurar la comunicación y el diálogo entre
alumnos y alumnas, educadoras y educadores, madres y
padres de familia e instituciones públicas y privadas.

Artículo 50.-

La evaluación de las y los educandos comprenderá la me-
dición en lo individual de los conocimientos, las habilida-
des, las destrezas y, en general, del logro de los propósitos
establecidos en los planes y programes de estudio.

Tratándose de alumnas y alumnos con discapacidad, se
valorará su aprendizaje y aprovechamiento escolar de
acuerdo a las adecuaciones equivalentes para los mis-
mos propósitos, con la equidad pertinente a su indivi-
dualidad.

Las instituciones deberán informar periódicamente a las y
los educandos y, en su caso, a los padres y madres de fa-
milia o tutores, los resultados y calificaciones de los exá-
menes parciales y finales, así como, de haberlas, aquellas
observaciones sobre el desempeño académico de las y los
propios educandos que permitan lograr mejores aprove-
chamientos.

Artículo 55.-

Las autorizaciones y los reconocimientos de validez oficial
de estudios se otorgarán cuando los solicitantes cuenten:

I. a la II. ...

III. Con planes y programas de estudio que la autoridad
otorgante considere procedentes y acordes con los
principios contemplados en la presente ley; en el ca-
so de educación distinta de la preescolar, la primaria, la
secundaria, la normal, y demás para la formación de
maestras y maestros de educación básica.

Artículo 65.-

Son derechos de quienes ejercen la patria potestad o la tu-
tela:

I. a la III ...

IV. Formar parte de las asociaciones de padres y madres
de familia y de los consejos de participación social a que
se refiere este capítulo, y

Artículo 67.-

Las asociaciones de padres y madres de familia tendrán
por objeto:

I. a la IV. ...

V. Informar a las autoridades educativas y escolares so-
bre cualquier irregularidad de que sean objeto las y los
educandos.

Las asociaciones de padres y madres de familia se absten-
drán de intervenir en los aspectos pedagógicos y laborales
de los establecimientos educativos.

La organización y el funcionamiento de las asociaciones
de padres y madres de familia, en lo concerniente a sus
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relaciones con las autoridades de los establecimientos es-
colares, se sujetarán a las disposiciones que la autoridad
educativa federal señale.

Artículo 69.-

Será responsabilidad de la autoridad de cada escuela públi-
ca de educación básica vincular a ésta, activa y constante-
mente, con la comunidad. El ayuntamiento y la autoridad
educativa local darán toda su colaboración para tales efectos.

La autoridad escolar hará lo conducente para que en cada
escuela pública de educación básica opere un consejo es-
colar de participación social, integrado con padres y ma-
dres de familia y representantes de sus asociaciones, maes-
tros, maestras y representantes de su organización
sindical, directivos de la escuela, ex alumnos y ex alum-
nas, así como con los demás miembros de la comunidad
interesados en el desarrollo de la propia escuela.

Este consejo conocerá el calendario escolar, las metas edu-
cativas y el avance de las actividades escolares, con el ob-
jeto de coadyuvar con las y los maestros a su mejor reali-
zación; tomará nota de los resultados de las evaluaciones
que realicen las autoridades educativas; propiciará la cola-
boración de maestras y maestros, madres y padres de fa-
milia; podrá proponer estímulos y reconocimientos de ca-
rácter social a alumnas y alumnos, maestras y maestros,
directivos, empleadas y empleados de la escuela; estimu-
lará, promoverá y apoyará actividades extraescolares que
complementen y respalden la formación de las y los edu-
candos; llevará a cabo las acciones de participación, coor-
dinación y difusión necesarias para la protección civil y la
emergencia escolar; alentará el interés familiar y comuni-
tario por el desempeño del educando; podrá opinar en
asuntos pedagógicos; contribuirá a reducir las condiciones
sociales adversas que influyan en la educación; estará fa-
cultado para realizar convocatorias para trabajos específicos
de mejoramiento de las instalaciones escolares; respaldará
las labores cotidianas de la escuela y, en general, podrá rea-
lizar actividades en beneficio de la propia escuela.

Consejos análogos podrán operar en las escuelas particula-
res de educación básica.

Artículo 70.-

En cada municipio operará un consejo municipal de parti-
cipación social en la educación integrado por las autorida-
des municipales, las madres y los padres de familia, los re-

presentantes de sus asociaciones, las maestras y los maes-
tros distinguidos y directivos de escuelas, representantes de
la organización sindical de las y los maestros, así como re-
presentantes de organizaciones sociales y demás personas
interesadas en el mejoramiento de la educación.

Este consejo gestionará ante el ayuntamiento y ante la au-
toridad educativa local el mejoramiento de los servicios
educativos, la construcción y ampliación de escuelas pú-
blicas y demás proyectos de desarrollo educativo en el mu-
nicipio; conocerá de los resultados de las evaluaciones que
realicen las autoridades educativas; llevará a cabo labores
de seguimiento de las actividades de las escuelas públicas
de educación básica del propio municipio; estimulará, pro-
moverá y apoyará actividades de intercambio, colabora-
ción y participación interescolar en aspectos culturales, cí-
vicos, deportivos y sociales; establecerá la coordinación de
escuelas con autoridades y programas de bienestar comu-
nitario; hará aportaciones relativas a las particularidades
del municipio que contribuyan a la formulación de conte-
nidos locales a ser propuestos para los planes y programas
de estudio; podrá opinar en asuntos pedagógicos; coadyu-
vará a nivel municipal en actividades de protección civil y
emergencia escolar; promoverá la superación educativa en
el ámbito municipal mediante certámenes interescolares;
promoverá actividades de orientación, capacitación y difu-
sión dirigidas a madres y padres de familia y tutores, para
que cumplan cabalmente con sus obligaciones en materia
educativa; podrá proponer estímulos y reconocimientos de
carácter social a alumnas y alumnos, maestras y maestros,
directivos, empleadas y empleados escolares; procurará la
obtención de recursos complementarios para el manteni-
miento físico y para proveer de equipo básico a cada es-
cuela pública y, en general, podrá realizar actividades para
apoyar y fortalecer la educación en el municipio.

Será responsabilidad del presidente municipal que en el
consejo se alcance una efectiva participación social que
contribuya a elevar la calidad y la cobertura de la educa-
ción.

En el Distrito Federal los consejos se constituirán por cada
delegación política.

Artículo 71.-

En cada entidad federativa funcionará un consejo estatal de
participación social en la educación, como órgano de con-
sulta, orientación y apoyo. Un órgano análogo se estable-
cerá en el Distrito Federal. En dicho Consejo se asegurará
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la participación de padres y madres de familia y represen-
tantes de sus asociaciones, maestras y maestros y repre-
sentantes de su organización sindical, instituciones forma-
doras de maestras y maestros, autoridades educativas
estatales y municipales, así como de sectores sociales de la
entidad federativa especialmente interesados en la educa-
ción.

Este consejo promoverá y apoyará entidades extraescolares
de carácter cultural, cívico, deportivo y de bienestar social;
coadyuvará a nivel estatal en actividades de protección ci-
vil y emergencia escolar; sistematizará los elementos y
aportaciones relativos a las particularidades de la entidad
federativa que contribuyan a la formulación de contenidos
estatales en los planes y programas de estudio; podrá opi-
nar en asuntos pedagógicos; conocerá las demandas y ne-
cesidades que emanen de la participación social en la edu-
cación a través de los consejos escolares y municipales,
conformando los requerimientos a nivel estatal para gestio-
nar ante las instancias competentes su resolución y apoyo;
conocerá los resultados de las evaluaciones que efectúen
las autoridades educativas y colaborará con ellas en activi-
dades que influyan en el mejoramiento de la calidad y la
cobertura de la educación.

Artículo 72.-

La Secretaría promoverá el establecimiento y funciona-
miento del Consejo Nacional de Participación Social en la
Educación, como instancia nacional de consulta, colabora-
ción, apoyo e información, en la que se encuentren repre-
sentados padres y madres de familia y sus asociaciones,
maestras y maestros y su organización sindical, autorida-
des educativas, así como los sectores sociales especial-
mente interesados en la educación. Tomará nota de los re-
sultados de las evaluaciones que realicen las autoridades
educativas, conocerá el desarrollo y la evolución del siste-
ma educativo nacional, podrá opinar en asuntos pedagógi-
cos, planes y programas de estudio y propondrá políticas
para elevar la calidad y la cobertura de la educación.

Artículo 75.-

Son infracciones de quienes prestan servicios educativos:

I. a la VIII. ...

IX. Efectuar actividades que pongan en riesgo la salud
o la seguridad de las y los alumnos;

X. Ocultar a las madres y los padres o tutores las con-
ductas de las alumnas y los alumnos que notoriamente
deban ser de su conocimiento;

Artículo Segundo. De la Ley Federal del Trabajo se refor-
man los artículos 2o. y 3o.; el inciso b), de la fracción I, del
artículo 4o.; la fracción XI del artículo 5o.; el primer pá-
rrafo de los artículos 7o. y 22; se adicionan las fracciones
X y XI al artículo 51; se reforma el artículo 56; la fracción
IV del artículo 127; la fracción XV del artículo 132; se adi-
cionan el artículo 133 A; las fracciones XI, XII y XIII del
artículo 135; el primer párrafo del artículo 153 F; se adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 153 L y se modifica el
artículo 164, para quedar como sigue:

Artículo 2o.-

Las normas de trabajo tienden a conseguir el equilibrio y la
justicia social en las relaciones entre trabajadores y patro-
nes, así como la equidad y la igualdad de oportunidades
y de trato en el empleo y la ocupación.

Artículo 3o.-

El trabajo es un derecho humano. No es artículo de co-
mercio, exige respeto para la libertades y dignidad de quien
lo presta y debe efectuarse en condiciones que aseguren la
vida, la salud y un nivel económico decoroso para el traba-
jador y su familia.

No podrán establecerse distinciones discriminatorias en-
tre los trabajadores por motivo de raza, nacionalidad, et-
nia, idioma, discapacidad, sexo, preferencia sexual,
edad, credo religioso, doctrina política, condición social,
estado civil, estado de gestación, maternidad o respon-
sabilidades familiares.

Asimismo es de interés social promover el empleo, la ca-
pacitación, el adiestramiento, la seguridad e higiene en el
trabajo, la eliminación de la discriminación en el traba-
jo y políticas de igualdad de oportunidades y de trato.

Artículo 4o.-

No se podrá impedir el trabajo a ninguna persona ni que se
dedique a la profesión, industria o comercio que le acomo-
de, siendo lícitos. El ejercicio de estos derechos sólo podrá
vedarse por resolución de la autoridad competente cuando
se ataquen los derechos de terceros o se ofendan los de la
sociedad:
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I. ...

a) ...

b) Cuando se niegue el derecho de ocupar su mismo
puesto a un trabajador o trabajadora que haya estado
separado de sus labores por causa de enfermedad, ma-
ternidad o de fuerza mayor, o con permiso, al presen-
tarse nuevamente a sus labores; y

Artículo 5o.-

Las disposiciones de esta Ley son de orden público por lo
que no producirá efecto legal, ni impedirá el goce y el ejer-
cicio de los derechos, sea escrita o verbal, la estipulación
que establezca:

I. a la X. ...

XI. Un salario menor que el que se pague a otro traba-
jador o trabajadora en la misma empresa o estableci-
miento por trabajo de igual valor o eficiencia, en la mis-
ma clase de trabajo o igual jornada, por consideración
de edad, sexo, estado de gestación, maternidad, res-
ponsabilidades familiares, discapacidad, etnia o na-
cionalidad;

Artículo 7o.-

En toda empresa o establecimiento, el patrón deberá em-
plear un noventa por ciento de trabajadores mexicanos, por
lo menos, cuidando que exista equidad entre los géne-
ros. Además, los patrones procurarán contratar a per-
sonas con discapacidad.

En las categorías de técnicos y profesionales, los trabaja-
dores deberán ser mexicanos, salvo que no los haya en una
especialidad determinada, en cuyo caso el patrón podrá
emplear temporalmente a trabajadores extranjeros, en una
proporción que no exceda del diez por ciento de los de la
especialidad. El patrón y los trabajadores extranjeros ten-
drán la obligación solidaria de capacitar a trabajadores me-
xicanos en la especialidad de que se trate. Los médicos al
servicio de las empresas deberán ser mexicanos.

No es aplicable lo dispuesto en este artículo a los directo-
res, administradores y gerentes generales.

Artículo 22.-

Queda prohibida la utilización del trabajo de los menores
de dieciocho años, salvo los casos de excepción expresa-
mente contemplados en la ley.

Artículo 51.-

Son causas de rescisión de la relación de trabajo, sin res-
ponsabilidad para el trabajador:

I. a la IX. ...

X. Que el patrón realice cualquier acto de hostiga-
miento sexual en contra del trabajador o de la tra-
bajadora; y

XI. Que el patrón realice cualquier acto de violencia
sexual en contra de los familiares del trabajador o la
trabajadora.

Artículo 56.-

Las condiciones de trabajo en ningún caso podrán ser infe-
riores a las fijadas en esta Ley y deberán ser proporciona-
das a la importancia de los servicios e iguales para trabajo
de igual valor, sin que puedan establecerse diferencias dis-
criminatorias, salvo aquellas destinadas a propiciar
condiciones de igualdad.

Artículo 127.-

El derecho de los trabajadores a participar en el reparto de
utilidades se ajustará a las normas siguientes:

I. a la III. ...

IV. Las madres trabajadoras, durante los periodos pre y
postnatales, y los trabajadores víctimas de un riesgo de
trabajo, de un accidente o de una enfermedad durante el
periodo de incapacidad temporal, serán considerados co-
mo trabajadores en servicio activo;

Artículo 132.-

Son obligaciones de los patrones:

I. a la XIV. ...

XV. Proporcionar capacitación, adiestramiento y acceso
a becas sin distinciones discriminatorias, a sus trabaja-
dores, en los términos del Capítulo III Bis de este Título.
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Artículo 133 A.-

El aspirante a ocupar un empleo que le sea negado por
cualquier acto de discriminación tendrá derecho a exi-
gir ante las autoridades laborales la indemnización co-
rrespondiente que contempla el artículo 1002 de esta
ley.

Artículo 135.-

Queda prohibido a los trabajadores:

I. a la X. ...

XI. Realizar en el centro de trabajo cualquier acto de
hostigamiento sexual en contra de sus compañeros
de trabajo y/o del patrón;

XII. Realizar cualquier acto de violencia sexual en
contra del patrón, sus familiares o compañeros de
trabajo; y

XIII. Realizar prácticas discriminatorias hacia sus
compañeros por motivo de raza, etnia, discapacidad,
sexo, preferencia sexual, edad, credo religioso, doctri-
na política o condición social, estado civil, estado de
gestación, maternidad o responsabilidades familiares.

Artículo 153 F.-

La capacitación y el adiestramiento deberán tener por ob-
jeto mejorar las competencias laborales de los y las tra-
bajadores, y coadyuvar en el incremento de la produc-
tividad y en la mejora de sus condiciones de vida, así
como potenciar su desarrollo personal y colectivo. Tam-
bién deberá fomentar la igualdad de oportunidades en
los sistemas de ascenso, promoción, estímulos y recono-
cimientos al desempeño laboral.

Artículo 153 L.-

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social fijará las bases
para determinar la forma de designación de los miembros
de los Comités Nacionales de Capacitación y Adiestra-
miento, así como las relativas a su organización y funcio-
namiento.

Los Comités deberán integrarse con participación equi-
tativa entre los géneros, en relación proporcional al nú-
mero de trabajadores y trabajadoras ocupados.

Artículo 164.-

Las mujeres disfrutan de los mismos derechos y tienen las
mismas obligaciones que los hombres, se prohíbe toda
discriminación laboral en su contra.

Artículo Tercero.- De la Ley General de Salud se refor-
man la fracción I del artículo 2o.; el artículo 5o.; las frac-
ciones III y VII del artículo 6o.; los artículos 23, 32 y 51;
la fracción II del artículo 64; el artículo 71; la fracción I del
artículo 73; las fracciones I y II, adicionando las fracciones
III y IV, del artículo 74; los párrafos primero y segundo del
artículo 77; se adiciona la fracción VII al artículo 96; se re-
forma el artículo 130; se adicionan las fracciones I y II del
artículo 167; se reforman la fracción II del artículo 185 y el
artículo 360, para quedar como sigue:

Artículo 2o.-

El derecho a la protección de la salud, tiene las siguientes
finalidades:

I. El bienestar físico y mental de las personas, para con-
tribuir al ejercicio pleno de sus capacidades;

Artículo 5o.-

El Sistema Nacional de Salud está constituido por las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública, tanto
federal como local, y las personas físicas o morales de los
sectores social y privado, que presten servicios de salud,
así como por los mecanismos de coordinación de acciones
y los programas relativos a la materia, y tiene por obje-
to garantizar el ejercicio del derecho a la protección de
la salud.

Artículo 6o.-

El Sistema Nacional de Salud tiene los siguientes objeti-
vos:

I. a la II. ...

III. Colaborar al bienestar social de la población me-
diante servicios de asistencia social, principalmente a
menores en estado de abandono, ancianos desampara-
dos, personas con discapacidad y todas aquellas que
formen parte de grupos vulnerables, para fomentar su
bienestar y propiciar su incorporación a una vida equili-
brada en lo económico y social;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 6 de abril de 2006241



IV. a la VI. ...

VII. Coadyuvar a la modificación de los patrones cultu-
rales que determinen hábitos, costumbres y actitudes re-
lacionadas con la salud, así como regular la prestación
idónea de los servicios que se presten para la protec-
ción de la salud, y

Artículo 23.-

Para los efectos de esta Ley, se entiende por servicios de
salud todas aquellas acciones realizadas en beneficio de las
personas y de la sociedad en general, dirigidas a proteger,
promover y restaurar su salud.

Artículo 32.-

Se entiende por atención médica el conjunto de servicios
que se proporcionan a las personas, con el fin de proteger,
promover y restaurar su salud.

Artículo 51.-

Los y las usuarias tendrán derecho a obtener prestaciones
de salud oportunas y de calidad y calidez idóneas y a reci-
bir atención profesional y éticamente responsable, así co-
mo trato respetuoso y digno de los profesionales, técnicos
y auxiliares.

Artículo 64.-

En la organización y operación de los servicios de salud
destinados a la atención materno-infantil, las autoridades
sanitarias competentes establecerán:

I. ...

II. Acciones de orientación y vigilancia institucional,
respecto de la lactancia materna y, en su caso, la ayu-
da alimentaría directa tendiente a mejorar el estado nu-
tricional del grupo materno infantil, y

Artículo 71.-

La Secretaría de Salud coadyuvará con el Consejo Nacio-
nal de Población, en el asesoramiento que para la elabora-
ción de programas educativos en materia de planificación
familiar y educación sexual le requiera el sistema educati-
vo nacional.

Artículo 73.-

Para la promoción de la salud mental, la Secretaría de Sa-
lud, las instituciones de salud y los gobiernos de las enti-
dades federativas, en coordinación con las autoridades
competentes en cada materia, fomentarán y apoyarán:

I. El desarrollo de actividades educativas, sociocultura-
les y recreativas que contribuyan a la salud mental, de
toda la población;

(...)

Artículo 74.-

La atención de las personas con discapacidad mental
comprende:

I. La rehabilitación psiquiátrica de las personas con
discapacidad crónica;

II. La atención psicológica de personas que vivan con
algún problema de adicción a substancias psicotró-
picas o alcohol;

III. La atención psiquiátrica supletoria destinada a
casos de adicción psicotrópica o alcoholismo; y

IV. La organización, operación y supervisión de ins-
tituciones dedicadas al tratamiento y rehabilitación
de personas con discapacidad mental.

Artículo 77.-

Los padres, las madres, tutores o quienes ejerzan la patria
potestad de personas menores de edad, los y las respon-
sables de su guarda, las autoridades educativas y cualquier
persona que esté en contacto con los mismos, procurarán
su atención inmediata cuando presenten alteraciones de
conducta que permitan suponer la existencia de enferme-
dades.

A tal efecto, deberán obtener orientación y asesora-
miento de las instituciones públicas dedicadas a la aten-
ción de personas con discapacidades mentales.

Artículo 96.-

La investigación para la salud comprende el desarrollo de
acciones que contribuyan:
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I. a la VI. ...

VII. A la promoción de una cultura de respeto, de to-
lerancia, y de no discriminación por ninguna causa,
especialmente en relación con el estado de salud de
las personas.

Artículo 130.-

La Secretaría de Salud, en coordinación con las autorida-
des laborales, las instituciones públicas de seguridad social
y los gobiernos de las entidades federativas, en sus respec-
tivos ámbitos de competencia, promoverán, desarrollarán y
difundirán investigación multidisciplinaria que permita
prevenir y controlar las enfermedades y accidentes ocupa-
cionales, propiciando la adecuación de los instrumentos
y equipos de trabajo a las características de las personas
usuarias de los mismos.

Artículo 167.-

Para los efectos de esta ley, se entiende por asistencia so-
cial a:

I. El conjunto de acciones tendientes a modificar y me-
jorar las circunstancias de carácter social que impidan a
las personas su desarrollo integral y su incorporación
plena en todos los procesos de desarrollo individual y
social; y

II. Al establecimiento de mecanismos y sistemas de
protección física, mental y social de personas con dis-
capacidad, en estado de necesidad, en desprotección o
desventaja.

Artículo 185.-

La Secretaría de Salud, los gobiernos de las entidades fe-
derativas y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito
de sus respectivas competencias, se coordinarán para la
ejecución del programa contra el alcoholismo y el abuso de
bebidas alcohólicas que comprenderá, entre otras, las si-
guientes acciones:

I. ...

II. La educación sobre los efectos del alcohol en la sa-
lud y en las relaciones sociales, dirigida a toda la po-

blación, a través de métodos individuales, sociales o de
comunicación masiva, y

(...)

Artículo 360.-

Solamente ante el riesgo inminente de peligro por
transmisión de enfermedades, la autoridad sanitaria,
solicitará de las personas que pretendan ingresar al te-
rritorio nacional examen médico, proporcionándolo, en
caso de así necesitarlo, y solicitando expresamente to-
das las facilidades para su realización. En este supues-
to, los reconocimientos médicos que deban realizar las
autoridades sanitarias tendrán carácter preferencial.

Artículo Cuarto.- De la Ley del Seguro Social se reforma
el artículo 119; el primer párrafo del artículo 120 y los ar-
tículos 121 y 122, para quedar como sigue:

Artículo 119.-

Para los efectos de esta ley existe incapacidad para tra-
bajar por discapacidad, cuando el asegurado se halle im-
posibilitado para procurarse, mediante un trabajo igual,
una remuneración superior al cincuenta por ciento de su
remuneración habitual percibida durante el ultimo año de
trabajo y que esa imposibilidad derive de una enfermedad
o accidente no profesionales.

La declaración de incapacidad para trabajar por disca-
pacidad podrá ser realizada por el Instituto Mexicano del
Seguro Social.

Artículo 120.-

El estado de incapacidad para trabajar por discapaci-
dad da derecho al asegurado, en los términos de esta ley y
sus reglamentos, al otorgamiento de las prestaciones si-
guientes:

I. Pensión temporal;

II. Pensión definitiva.

Artículo 121.-

Pensión temporal es la que otorgue el Instituto, con cargo a
este seguro, por períodos renovables al asegurado en los
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casos de existir posibilidad de recuperación para el trabajo,
o cuando por la continuación de una enfermedad no profe-
sional se termine el disfrute del subsidio y la enfermedad
persista. Es pensión definitiva la que corresponde al estado
de incapacidad para trabajar por discapacidad que se
estima de naturaleza permanente.

Artículo 122.-

Para gozar de las prestaciones del ramo de incapacidad
para trabajar por discapacidad se requiere que al decla-
rarse ésta el asegurado tenga acreditado el pago de dos-
cientas cincuenta semanas de cotización. En el caso que el
dictamen respectivo determine el setenta y cinco por cien-
to o más de incapacidad para trabajar por discapacidad
solo se requerirá que tenga acreditadas ciento cincuenta se-
manas de cotización.

El declarado en estado de incapacidad para trabajar por
discapacidad de naturaleza permanente que no reúna las
semanas de cotización señaladas en el párrafo anterior po-
drá retirar, en el momento que lo desee, el saldo de su cuen-
ta individual del seguro de retiro, cesantía en edad avanza-
da y vejez en una sola exhibición.

Transitorio

Artículo Único.- El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, al sexto día del mes de abril de 2006.� Dip. Federico Ma-
drazo Rojas (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Se turna a las Comisiones Unidas de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos, de Trabajo y
Previsión Social, de Salud, y de Seguridad Social. Y que
se inserte íntegra en el Diario de los Debates. 
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